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SENTENCIA DE FECHA 2 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de lra
Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 29 le
marzo de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: R. Esteva & Co. C. por A.
Abogado: Dr. Lupo Hernández Rueda

Recurrido: Sócrates Ramírez y Ramón Svelti
Abogado: Dr. Heradio A. Paniagua

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Borges Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde colebr1

sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 2 de junio del ario 1969,
años 126o. de la Independencia y 106o. de la Restauración.

dicta en audiencia pública, como corte de. casación, la Si
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por R . Es'
teva & Co., C. por A., constituida de acuerdo con las leyes
de la República, con su domicilio en la calle El Cond e de

esta ciudad, contra la sentencia incidental dictada Por la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia de'

,
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oistrito Judicial de Santo Domingo, en fecha 29 de marzo
"de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

1›. Oído al Dr. Lupo Hernández Rueda, cédula No. 52000,
serie lra., abogado de la recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Heradio A. Paniagua, cédula No. 50030, se-
rie lra., abogado de los recurridos Sócrates Ramírez y Ra-
món Svelti, dominicanos, mayores de edad, solteros, domi-
ciliados y residentes, el primero en la calle El Número,
No. 17 bajo, y el segundo en la calle María Nicolasa Billi-
ni No. 11 altos, de esta ciudad, cédulas Nos. 62270 y 62319,
series Ira. respectivamente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Visto el memorial del recurso suscrito por el abogado
de la recurrente, en fecha 10 de mayo de 1968, en el cual
se invocan los medios de casación que más adelante se in-
dican; igualmente el escrito de ampliación del mismo memo-
rial;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus-
crito por su abogado en fecha 31 de mayo de 1968;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos el principio VIII del Código de Trabajo y
los artículos 47 de la Ley 637 de 1944, sobre Contratos de
Trabajo; 1315 y 1984 del Código Civil; 141 del Código de
Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
fue con motivo de una reclamación laboral, el Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 16 de
Octubre de 1967, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
'FALLA: PRIMERO: Rechaza las conclusiones incidentalesla empresa demandada por improcedentes y mal funda-



BOLETIN JUDICIAL	 12291228	 BOLETI:: JUDICIAL

SENTENCIA DE FECHA 2 DE JUNIO DE 1969
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marzo de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: R. Esteva & Co. C. por A.
Abogado: Dr. Lupo Hernández Rueda

Recurrido: Sócrates Ramírez y Ramón Svelti
Abogado: Dr. Heradio A. Paniagua

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
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sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo do Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 2 de junio del a -io 1969,
años 126o. de la Independencia y 106o. de la Restauración.
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la s i

-guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por R. Es-

teva	 Co., C. por A., constituida de acuerdo con las leyes
de la República, con su domicilio en la calle El Cond e de

esta ciudad, contra la sentencia incidental dictada por
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del

n .strito Judicial de Santo Domingo, en fecha 29 de marzo
vii 1 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;
— Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Lupo Hernández Rueda, cédula No. 52000,
serie lra., abogado de la recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Heradio A. Paniagua, cédula No. 50030, se-
rie ira., abogado de los recurridos Sócrates Ramírez y Ra-
món Svelti, dominicanos, mayores de edad, solteros, domi-
ciliados y residentes, el primero en la calle El Número,
No. 17 bajo, y el segundo en la calle María Nicolasa Billi-
ni No. 11 altos, de esta ciudad, cédulas Nos. 62270 y 62319,
series lra. respectivamente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Visto el memorial del recurso suscrito por el abogado
de la recurrente, en fecha 10 de mayo de 1968, en el cual
se invocan los medios de casación que más adelante se in-
dican; igualmente el escrito de ampliación del mismo memo-
rial;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus-
crito por su abogado en fecha 31 de mayo de 1968;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos el principio VIII del Código de Trabajo y
los artículos 47 de la Ley 637 de 1944, sobre Contratos de
Trabajo; 1315 y 1984 del Código Civil; 141 del Código de

miento 
deProcedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedi-

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
c:ile con motivo de una reclamación laboral, el Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 16 deoc

tubre de 1967, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
TALLA: PRIMERO: Rechaza las conclusiones incidentales
de la empresa demandada por improcedentes y mal funda-

Ara,
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das, y acoge las de los demandantes por ser justas y reposar,
sobre base legal; SEGUNDO: Declara regulares y válidosel acto de Querellas y el preliminar de conciliación agota
dos por los demandantes ante el Departamento de Trabajo
en ocasión de la presente demanda conforme Acta No 9'2'
de fecha 7 de febrero de 1967; TERCERO: Ordena la. oe,
lebración de un informativo Testimonial a cargo de la parte
demandante para probar los hechos articulados por ésta en
sus conclusiones, y se reserva el contrainformativo de Ley

a la parte demandada; CUARTO: Fija la audiencia del dia
30 de noviembre del año en curso, (1967), a las 9:30 de la
mañana, para el conocimiento de la medida ordenada, de-
biendo los demandantes notificar la presente sentencia a
la empresa demandada; QUINTO: Se reservan las costas
para que sigan la suerte de lo principal"; b) que habiendo
apelado de dicha sentencia oportunamente, la actual recu-
rrente, intervino en fecha 29 de marzo de 1968, la senten-
cia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIIIIERO: Declara regular y válido en
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por
R. Esteva & Co., C. por A., contra sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 16 de octu-
bre de 1967, dictada en favor de los señores Sócrates Ra-
mírez y Ramón Svelti, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Rela-
tivamente al fondo, Confirma en todas sus partes dicha de-
cisión impugnada; TERCERO: Condena a la parte que su-
cumbe R. Esteva & Co., C. por A., al pago de las costas del
procedimiento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de
la Ley No. 302, de fecha 18 de junio de 1964, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Heradio A. Paniagua, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad".

Considerando que la recurrente invoca en apoyo del Te'

dio único de su recurso los siguientes agravios y violaclu•
nes: "Violación del artículo 47 de la Ley 637, sobre Con-
tratos de Trabajo, Exceso de Poder. Desnaturalización de
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los hechos y documentos de la causa. Falta de Base Legal.
Violación del VIII Principio Fundamental del Código de
Trabajo. Violación del artículo 52 de la Ley 637, sobre
Contratos de Trabajo. Violación, por desconocimiento, de

las Reglas y Principios del Mandato (artículo 1984 y si-
guientes del Código Civ:1). Violación del artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil. Invención de Especies, He-
chos y Situaciones Imaginarios. Violación del artículo 6 del
Código Civil, Contradicción de Motivos. Contradicción entre
ios motivos y el Dispositivo";

Considerando que la recurrente alega, en síntesis, en
apoyo de su recurso, que la Cámara a-qua para desechar
sus conclusiones tendientes a la inadmisibilidad de la de-
manda por no haberse cumplido válidamente el requisito de
la tentativa de conciliación, se ha basado en que la recu-
rrente perdió la oportunidad de impugnar dicha represen-
tación por "no haber comparecido al momento de levan-
tarse el acta de no comparecencia", con lo cual la expresa-
da Cámara, cometiendo con ello un exceso de poder, hace
recaer sobre la recurrente una sanción que la ley no ha
previsto; que en consecuencia los agravios todos que se for-
mulan, en definitiva se concretan a sostener que la tenta-
tiva de conciliación impuesta por la Ley, previamente a to-
da demanda laboral no fue efectuada, ya que la persona que
algaba representar a los trabajadores no compareció ante

las autoridades laborales investido de la calidad que le co-
rrespondía sino del Sindicato de la empresa, cuando las difi-
cultades suscitadas eran entre los trabajadores y la actual
recurrente, y no entre ésta y el Sindicato; pero,

11" Considerando que la no comparecencia del patrono an-
te la autoridad ,laboral conciliatoria debe reputarse como
la manifestación de su parte de no llegar a un acuerdo con
los trabajadores respecto de sus reclamos, pues nada se
opone a que la empresa demandada, atendiendo al reque-
rimiento de la autoridad laboral correspondiente, compa-
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das, y acoge las de los demandantes por ser justas y repose
sobre base legal; SEGUNDO: Declara regulares y válidos
el acto de Querellas y el preliminar de conciliación 	 (11agotz.
dos por los demandantes ante el Departamento de Trabain
en ocasión de la presente demanda conforme Acta No 9'2-
de fecha 7 de febrero de 1967; TERCERO: Ordena la ce.
lebración de un informativo Testimonial a cargo de la parte
demandante para probar los hechos articulados por ésta en
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guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en
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R. Esteva & Co., C. por A., contra sentencia del Juzgado de
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bre de 1967, dictada en favor de los señores Sócrates Ra-
mírez y Ramón Svelti, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Rela-
tivamente al fondo, Confirma en todas sus partes dicha de-
cisión impugnada; TERCERO: Condena a la parte que su-
cumbe R. Esteva & Co., C. por A., al pago de las costas del
procedimiento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de
la Ley No. 302, de fecha 18 de junio de 1964, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Heradio A. Paniagua, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad".

Considerando que la recurrente invoca en apoyo d el ble.
dio único de su recurso los siguientes agravios y violacin•

nes: "Violación del artículo 47 de la Ley 637, sobre Co n

-tratos de Trabajo, Exceso de Poder. Desnaturalización de
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los hechos y documentos de la causa. Falta de Base Legal.
Violación del VIII Principio Fundamental del Código de
Trabaje. Violación del artículo 52 de la Ley 637, sobre
Contratos de Trabajo. Violación, por desconocimiento, de
las Reglas y Principios del Mandato (artículo 1984 y si-
guientes del Código Civil). Violación del artículo 141 del

Código de Procedimiento Civil. Invención de Especies, He-
chos y Situaciones Imaginarios. Violación del artículo 6 del
Código Civil, Contradicción de Motivos. Contradicción entre
ios motivos y el Dispositivo";

Considerando que la recurrente alega, en síntesis, en
apoyo de su recurso, que la Cámara a-qua para desechar
sus conclusiones tendientes a la inadmisibilidad de la de-
manda por no haberse cumplido válidamente el requisito de
la tentativa de conciliación, se ha basado en que la recu-
rrente perdió la oportunidad de impugnar dicha represen-
tación por "no haber comparecido al momento de levan-
tarse el acta de no comparecencia", con lo cual la expresa-
da Cámara, cometiendo con ello un exceso de poder, hace
recaer sobre la recurrente una sanción que la ley no ha
previsto; que en consecuencia los agravios todos que se for-
mulan, en definitiva se concretan a sostener que la tenta-
tiva de conciliación impuesta por la Ley, previamente a to-
da demanda laboral no fue efectuada, ya que la persona que
algaba representar a los trabajadores no compareció ante
las autoridades laborales investido de la calidad que le co-
rrespondía sino del Sindicato de la empresa, cuando las difi-
cultades suscitadas eran entre los trabajadores y la actual
recurrente, y no entre ésta y el Sindicato; pero,

Considerando que la no comparecencia del patrono an-
te la autoridad laboral conciliatoria debe reputarse como
la manifestación de su parte de no llegar a un acuerdo con
los trabajadores respecto de sus reclamos, pues nada se
opone a que la empresa demandada, atendiendo al reque-
rimiento de la autoridad laboral correspondiente, compa-
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reciera a la audiencia de conciliación para la cual se le

qu
convocaba , y propusiera allí la falta de calidad, 	 e lue..go alegó ante los jueces del fondo, de la persona que .

representaba a los trabajadores demandantes; que nc
uencia, su actitud, al no deferir a la convocatorie	 come

hechapor la autoridad laboral no puede, ni debe interpretaiseCOMO el incumplimiento del preliminar de concil iación eten
tativa de la misma, sobre todo, si, como sucede en le

especie, los demandantes lanzaron su demanda 
fundadosen la querella y la subsecuente tentativa de conciliación

que no pudo terminar en acuerdo entre las partes; 
que, enconsecuencia, el medio propuesto carece de fundamento ydebe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-sación interpuesto por R. Esteva y Cía., C. por A., contla se
ntencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzga-rado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-

mingo, en fecha 29 de marzo de 1968, cuyo 
dispositivo hasido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:Condena a la recurrente al pago de las costas y se ordenasu distracción a favor del Dr. Heradio A. Paniagua, 

quiendeclaró haberlas avanzado en su totalidad.
(Firmados) . Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-velo de la Fuente.-- Carlos Manuel Lamarche 1-1.-- Ma-

nuel D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—Juan B
autista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo

Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por

los señores Jueces que figuran en su encabezamiento! enla audiencia pública del día, mes y año en él expresados, yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 4 DE JUNIO DE 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 23 de agosto de 1968

Materia: Confiscaciones

"411.
Recurrente: Rafael B. Richardson
Abogado: Lic. Luis , R. Mercado

Recurrido: Ing. Félix Benítez Rexach

Abogado : Lic. Rafael A. Ortega Peguero y Dr. Ramón Pina Ace-
vedo y Martínez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto
de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de junio del año
1969, años 126o. de la Independencia y 106o. de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael B.
Richardson, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No.
3161, serie 56, domiciliado en la casa No. 58 de la calle
"A" del Ensanche Ozama, de esta ciudad, contra la senten-
cia dictada en fecha 23 de agosto de 1968, por la Corte de
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con los alegatos y conclusiones de las partes; casación
quese pronuncia sin que sea necesario ponderar los demás Tne.

dios del recurso;
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictad

en Cámara de Consejo, y en sus funciones de Tribunal d:
Confiscaciones, por la Corte de Apelación de Santo Dornin,
go en fecha 23 de agosto de 1968, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; y envía el
asunto a la Corte de Apelación de Santiago; y Segado:
Compensa las costas.

(Firmados:) F. E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ma-
nuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al.
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

10.

SENTENCIA DE FECHA 4 DE JUNIO DE 1969

sentencia impugnada: Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado
de 1ra. Instancia del D. J. de La Vega, de fecha 10 de
diciembre de 1968

,Iateria: Correccional

Recurrente: Adolfo Almonte

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 4 del mes de Junio de 1969, años
126o. de la Independencia y 106o. de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adolfo
Almonte, dominicano, mayor de edad, casado, hacendado,
cédula No. 344 serie 47, domiciliado y residente en la calle
llostos No. 20 de esta ciudad, contra la sentencia de fecha
10 de diciembre de 1968, dictada en sus atribuciones co-
rreccionales, y en grado de apelación, por la Segunda Cá-
mara de lo Penal, del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Vega, cuyo dispositivo se copia más
adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 17 de di•
ciembre de 1968, levantada a requerimiento del Dr. Rubén
Alvarez Valencia, cédula No. 46696, serie 41, a nombre 
representación del recurrente, en la cual no se expresa nin.
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de•
liberado y vistos los artículos 61, 75 y 76 de la Ley No .
241 Sobre Tránsito de Vehículos de Motor y 1 y 65 de la
Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada consta.
a) Que con motivo de una colisión entre dos automóviles,
ocurrida en la Autopista Duarte el día 23 de marzo de
1968, en el sector de La Vega a Santiago, en la cual re-
sultaron con abolladuras y desperfectos a mbos vehículos
fueron sometidos a la acción de la justicia por la P. N., los
choferes de los mismos Anselmo Félix Galán y Adolfo Al-
monte; b) Que apoderada regularmente el caso el
Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción de
La Vega, dictó en fecha 9 de octubre de 1968, una senten-
cia cuyo dispositivo dice así: "Se declara culpable del he-
cho puesto- a su cargo al nombrado Adolfo Almonte, por
haber violado la Ley 241, en consecuencia lo condena a una
multa de RD$5.00 y las costas: Segundo: Se declara no cul-
pable al nombrado Anselmo Félix Galán, por no haber vio-
lado la Ley 241, en consecuencia se le descar ga, y se de"

ciaran las costas de oficio"; c) Que sobre recurso del preve.
nido Adolfo Almonte y del Procurador Fiscal del Distrito
Judicial de La Vega, la Segunda Cámara de lo Pena l de

dicho Juzgado, dictó en fecha 10 de diciembre de 196.8, 13

sentencia ahora impugnada en casación, con el sigulellt.e
dispositivo: "Falla: Primero: Se acoge como bueno 

valp

do el recurso de apelación interpuesto por el Magistral.'"

orador Fiscal de este Distrito Judicial y por el señor
iolfo Almonte contra la sentencia No. 1502 de fecha 9

de Octubre del 1968 del Juzgado de Paz de la Segunda Cir-
cunscripción que descargó al nombrado Anselmo Félix Ga-
lán y condenó al señor Adolfo Almonte al pago de una mul-
la de RD$5.00 por Violación a la Ley No. 241 por ser regu-
lar en la forma; Segundo: Se confirma en todas sus partes
la sentencia recurrida que descargó al nombrado Anselmo
Félix Galán y condenó al señor Adolfo Almonte al pago
de una multa de RD$5.00 por violación a la Ley No. 241;
Tercero: Se condena a Adolfo Almonte al pago de las cos-
tas";

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba ad ministrados en la instrucción de la cau-
sa, el tribunal a-quo dió por establecido que el prevenido
Adolfo Almonte, cometió una falta que fue la causa efi
ciente del hecho, consistente en haber dado un viraje en
"U", en la autopista por donde transitaba, sin tomar las
medidas que la prudencia aconsejaba para dicha maniobra
en razón de que el otro vehículo le seguía en la misma di-
rección y sin reducir la velocidad, sobre todo que el artícu-
lo 61, letra a, y el artículo 76 letra c, de la Ley No. 241,
le señalaba esas reglas de prudencia;

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentra configurada la infracción prevista en los textos que
acaban de citarse, y sancionada con la pena de cinco a
veinticinco pesos de multa en el artículo 75 de la misma
ley ; que, en consecuencia, al condenar al prevenido recu-
rrente, después de declararlo culpable a cinco pesos de mul-
ta , le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
ea sus demás aspectos de interés para el recurrente, ella
tia contiene ningún vicio que justifique su casación;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 17 de di
ciembre de 1968, levantada a requerimiento del Dr. Rubén
Alvarez Valencia, cédula No. 46696, serie 41, a nombre y
representación del recurrente, en la cual no se expresa Mn.'
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 61, 75 y 76 de la Ley No.
241 Sobre Tránsito de Vehículos de Motor y 1 y 65 de la
Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada consta.
a) Que con motivo de una colisión entre dos automóviles,
ocurrida en la Autopista Duarte el día 23 de marzo de
1968, en el sector de La Vega a Santiago, en la cual re-
sultaron con abolladuras y desperfectos ambos vehículos
fueron sometidos a la acción de la justicia por la P. N., los
choferes de los mismos Anselmo Félix Galán y Adolfo Al-
monte; b) Que apoderada regularmente el caso el
Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción de
La Vega, dictó en fecha 9 de octubre de 1968, una senten-
cia cuyo dispositivo dice así: "Se declara culpable del be-
cho puesto a su cargo al nombrado Adolfo Almonte, por
haber violado la Ley 241, en consecuencia lo condena a una
multa de RD$5.00 y las costas: Segundo: Se declara no cul-
pable al nombrado Anselmo Félix Galán, por no haber vio-
lado la Ley 241, en consecuencia se le descar ga, y se de-

claran las costas de oficio"; e) Que sobre recurso del preve-
nido Adolfo Almonte y del Procurador Fiscal del Distrito
Judicial de La Vega, la Segunda Cámara de lo Pena l de

dicho Juzgado, dictó en fecha 10 de diciembre de 1968, la
sentencia ahora impugnada en casación. con el sigu

iente,

dispositivo: "Falla: Primero: Se acoge como bueno Y va'r
do el recurso de apelación interpuesto por el Magistral)

procurador Fiscal de este Distrito Judicial y por el señor
Adolfo Almonte contra la sentencia No. 1502 de fecha 9
de Octubre del 1968 del Juzgado de Paz de la Segunda Cir-
cunscripción que descargó al nombrado Anselmo Félix Ga-
lán y condenó al señor Adolfo Almonte al pago de una mul-
ta de RD$5.00 por Violación a la Ley No. 241 por ser regu-
lar en la forma; Segundo: Se confirma en todas sus partes
la sentencia recurrida que descargó al nombrado Anselmo
Félix Galán y condenó al señor Adolfo Almonte al pago
de una multa de RD$5.00 por violación a la Ley No. 241;
Tercero: Se condena a Adolfo Almonte al pago de las cos-
tas";

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba ad ministrados en la instrucción de la cau-
sa, el tribunal a-quo dió por establecido que el prevenido
Adolfo Almonte, cometió una falta que fue la causa efi
ciente del hecho, consistente en haber dado un viraje en
"U", en la autopista por donde transitaba, sin tomar las
medidas que la prudencia aconsejaba para dicha maniobra
en razón de que el otro vehículo le seguía en la misma di-
rección y sin reducir la velocidad, sobre todo que el artícu-
lo 61, letra a, y el artículo 76 letra e, de la Ley No. 241,
le señalaba esas reglas de prudencia;

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentra configurada la infracción prevista en los textos que
acaban de citarse, y sancionada con la pena de cinco a
veinticinco pesos de multa en el artículo 75 de la misma
ley ; que, en consecuencia, al condenar al prevenido recu-
rrente, después de declararlo culpable a cinco pesos de mul-
ta, le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando que examinada la sentencia impugnadaen sus demás aspectos de interés para el recurrente, ella
rIO contiene ningún vicio que justifique su casación;
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca,
ración interpuesto por Adolfo Almonte, contra la sentencia
de fecha 10 de diciembre de 1968, dictada en sus atribucio-
nes correccionales y en grado de apelación, por la Segunda
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Vega, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez — Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pere-
lló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE JUNIO DE 1969

.entencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
13 de diciembre de 1968

ylateria: Correccional

Recurrente : Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-
lación de La Vega

interviniente: Víctor Ramón Pérez Angeles
Abogado: Dr. Julio Ernesto Duquela Morales y Dr. Luis Osiris

Duquela M.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 6 del mes de Junio de 1969, años
126o. de la Independencia y 106o. de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de
La Vega, Dr. Mario José Mariot Eró, quien declaró actuar
a nombre y representación del Magistrado Procurador Ge-

•
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso d
sación interpuesto por Adolfo Almonte, contra la sentencia
de fecha 10 de diciembre de 1968, dictada en sus atribucin
nes correccionales y en grado de apelación, por la Segunda
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Vega, cuyo dispositivo ha sido co.
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Conde.
na al recurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pere-
lló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 6 DE JUNIO DE 1969

aentencja impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
13 de diciembre de 1968

.materia: Correccional

nte: Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-
lación de La Vega

Interviniente: Víctor Ramón Pérez Angeles

Abogado: Dr. Julio Ernesto Duquela Morales y Dr. Luis Osiris
Duquela M.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-

el D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
io Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-

las Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 6 del mes de Junio de 1969, años
l260. de la Independencia y 106o. de la Restauración, dic-
guta ieenriteasuedniteenncciiaa: pública, como corte de casación, la si-

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de
La Vega , Dr. Mario José Mariot Eró, quien declaró actuar

nombre y representación del Magistrado Procurador Ge-

,	 ,
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neral de la República, contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correcciona les por la Corte de Apelación de
La Vega, en fecha 13 de diciembre de 1968, cuyo dispositi-
vo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válido en
la forma el recurso de apelación interpuesto por el preve-
nido Víctor Manuel Pérez o Víctor Ramón, contra senten-
cia correccional, dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Espaillat, en fecha 5 de no-
viembre de 1968, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla:
Primero: Se declara el prevenido Víctor Manuel Pérez (Ni_
no) culpable de violar la ley No. 5856, y en consecuencia se
le condena a pagar una suma de RDS100.00 (Cien pesos
Oro) y al pago de las costas; Segundo: Ordeña la confisca-
ción de la madera que figura como cuerpo de delito"; por
haber sido hecho de conformidad con la ley. Segundo: Re-
voca en todas sus partes la sentencia apelada, y obrando
por propia autoridad y contrario imperio, se descarga a
Víctor Manuel o Ramón Pérez, por no haber cometido el
hecho que se le imputa. Tercero: Declara las costas de ofi-
cio. Cuarto: Ordena la devolución de la madera confiscada";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio Ernesto Duquela Morales, por sí y
en nombre del Dr. Luis Usiris Duquela Morales, abogados,
quienes representan a Víctor Ramón Pérez Angeles (a)
Nino. dominicano. mayor de edad, casado, agricultor, domi-
ciliado en la sección de Juan López, del Municipio de Mo-
ca, Provincia Espaillat, con cédula No. 14378, serie 54, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua en fecha 23 de diciembre de 1968, a re-
querimiento del Magistrado Procurador General de dicha
Corte ,quien declaró que actuaba a nombre del Magistrado

procurador General de la República, en la cual no se indi-
ca ningún medio de casación;

Visto el memorial de defensa, de fecha 11 de abril de
1 969, suscrito por los abogados de la parte interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 63 y 64 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que Víctor Ramón Pérez Angeles, parte
interviniente, ha propuesto la inadmisión del recurso de ca-
sación. cobre* el fundamento de que no se trata en el caso
de un recurso en interés de la Ley o contra sentencia vicia-
da de exceso de poder, que son los únicos casos en que pue-
de recurrir en casación el Procurador General de la Repú-

tbrlaeloica
Considerando

Procurador General de la Corte de Apelación de La
onsiderando que ciertamente, en la especie, el Magis-

Vega al declarar el recurso a nombre y representación del
Magistrado Procurador General de la República, expresó
que lo hacía: "por no estar conforme con la indicada sen-
tencia", no advirt iendo que este último, sólo puede recurrir
en casación por interés de la Ley o contra sentencia viciada
de exceso de poder, según los artículos 63 y 64 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación; que, en consecuencia el
presente recurso resulta inadmisible;

Por tales motivos, "Primero: Admite como intervinien-
te a Víctor Ramón Pérez Angeles; Segundo: Declara inad-m isible el recurso de casación interpuesto por el Procura-
dor General de la Corte de Apelación de La Vega, contra

positivo

ssietinvto hasentencia de la misma Corte, dictada en sus atribuciones
reccor cionales, en fecha 13 de diciembre de 1968, cuyo dis-

sidoo copiado en parte anterior del presente fa-

_ (Firmados:) Manuel. Ramón Ruiz Tejada.— FernandoE. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
Manuel D. Borges Chupani.— Manuel A. Amia-
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neral de la República, contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correcciona les por la Corte de Apelación de
La Vega, en fecha 13 de diciembre de 1968, cuyo dispositi-
vo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válido en
la forma el recurso de apelación interpuesto por el preve-
nido Víctor Manuel Pérez o Víctor Ramón, contra senten-
cia correccional, dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Espaillat, en fecha 5 de no-
viembre de 1968, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla:
Primero: Se declara el prevenido Víctor Manuel Pérez (Ni_
no) culpable de violar la ley No. 5856, y en consecuencia se
le condena a pagar una suma de RD$100.00 (Cien pesos
Oro) y al pago de las costas; Segundo: Ordeña la confisca-
ción de la madera que figura como cuerpo de delito"; por
haber sido hecho de conformidad con la ley. Segundo: Re-
voca en todas sus partes la sentencia apelada, y obrando
por propia autoridad y contrario imperio, se descarga a
Víctor Manuel o Ramón Pérez, por no haber cometido el
hecho que se le imputa. Tercero: Declara las costas de ofi-
cio. Cuarto: Ordena la devolución de la madera confiscada";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio Ernesto Duquela Morales, por sí y
en nombre del Dr. Luis Miris Duquela Morales, abogados,
quienes representan a Víctor Ramón Pérez Angeles (a)
Nino, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, domi-
ciliado en la sección de Juan López, del Municipio de Mo-
ca, Provincia Espaillat, con cédula No. 14378, serie 54, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-Tm en fecha 23 de diciembre de 1968, a re*
querimiento del Magistrado Procurador General de dirba
Corte ,quien declaró que actuaba a nombre del Magistrado

Procurador General de la República, en la cual no se indi-
a ningún medio de casación;
e Visto el memorial de defensa, de fecha 11 de abril de
1969, suscrito por los abogados de la parte interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 63 y 64 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que Víctor Ramón Pérez Angeles, parte
interviniente, ha propuesto la inadmisión del recurso de ca-
sación. cobre* el fundamento de que no se trata en el caso
de un recurso en interés de la Ley o contra sentencia vicia-
da de exceso de poder, que son los únicos casos en que pue-
de recurrir en casación el Procurador General de la Repú-
blicac;

Considerando que ciertamente, en la especie, el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de La
Vega al declarar el recurso a nombre y representación del
Magistrado Procurador General de la República, expresó
que lo hacía: "por no estar conforme con la indicada sen-
tencia", no advirtiendo que este último, sólo puede recurrir
en casación por interés de la Ley o contra sentencia viciada
de exceso de poder, según los artículos 63 y 64 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación; que, en consecuencia el
presente recurso resulta inadmisible;

Por tales motivos, "Primero: Admite como intervinien-
te a Víctor Ramón Pérez Angeles; Segundo: Declara inad-misible el recurso de casación interpuesto por el Procura-

correccionales,

hoeraallesd, e la Corte d'e Apelación de La Vega, contrapolasstettnvto ha sidode la misma Corte, dictada en sus atribuciones

re

en fecha 13 de diciembre de 1968, cuyo clis-
si. o copiado en parte anterior del presente fa-

Ruiz TE.	
	 de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-quez.._
lanuel D. Borgés Chupani.— Manuel A. Amia-



1246	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 1247   

ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alparez pe,
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él ex presados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 6 DE JUNIO DE 1969

Impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fechaSentencia
4 de febrero de 1969

histeria: Criminal

Recurrente: Braulio del Rosario Mendoza

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes
de Junio de 1969, años 126o. de la Independencia y 106o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Braulio
del Rosario Mendoza, dominicano, mayor de edad, soltero,
agricultor, cédula No. 13572, serie 49, contra la sentencia
de la Corte de Apelación de La Vega, pronunciada en fecha
4de febrero del 1969, en sus atribuciones criminales, cuyo
iispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

CM.
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ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alparez pe,.
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 6 DE JUNIO DE 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
4 de febrero de 1969

satería: Criminal

11111/F
gecurrente: Braulio del Rosario Mendoza

111111	
Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes
de Junio de 1969, años 126o. de la Independencia y 106o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

"	 Sobre el recurso de casación interpuesto por Braulio
del Rosario Mendoza, dominicano, mayor de edad, soltero,
agricultor, cédula No. 13572, serie 49, contra la sentencia
de la Corte de Apelación de La Vega, pronunciada en fecha
4 de febrero del 1969, en sus atribuciones criminales, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 12 de febrero
1969, a requerimiento del recurrente, y en la cual no se
voca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de,
liberado y vistos los artículos 18, 295 y 304 del Código pe.
nal, y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que requerido regularmente por el Ministerio Público, el
Juez de Instrucción del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez dictó en fecha 31 de enero del 1968 una providencia
calificativa cuyo dispositivo dice así: "Resolvemos: Primero:
Declarar, como al efecto Declaramos, que existen cargos e
indicios suficientes para inculpar al nombrado Braulio del
Rosario Mendoza, de generales anotadas, como autor del
crimen de Asesinato, en la persona del que en vida se lla-
mó Manuel Vásquez, hecho ocurrido en el paraje La Pal-
milla de la Sección de Sabana Grande Abajo, de esta juris-
dicción, en fecha 15 del mes de Noviembre del año mil no-
vecientos sesntisiete (1967); Por Tanto: Mandamos y Orde-
namos: Primero: Que el nombrado Braulio del Rosario Men-
doza, de generales anotadas, sea enviado al Tribunal Cri-
minal del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, para que
responda del hecho que se le imputa y allí sea juzgado de
acuerdo a la Ley; Segundo: Que la presente Providencia
Calificativa, sea notificada por el Secretario de este Juzgado
de Instrucción, dentro del plazo legal, al Magistrado Procu-
rador Fiscal del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, así
como al inculpado; y, Tercero: Que las actuaciones de la
instrucción y estado redactado de los documentos y objetos
c.ue han de obrar como fundamento de convicción, sean
transmitidos al preindicado funcionario judicial, para los
fines de Ley"; b) que en fecha 19 de marzo del 1968 el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez

Ramírez dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece trans-

.c110 en el del fallo ahora impugnado; e) que sobre el recur-

01 de apelación del acusado Braulio del Rosario intervino
la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así:
„ralla: primero: Declara regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por el prevenido Braulio del Rosa-
rio Mendoza (A) Negro, contra sentencia criminal, dictada
por el Juzgado de Primera Instancia de Sánchez Ramírez,
en fecha 19 de Marzo de 1968, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Declara al nombrado Braulio del
Rosario Mendoza (Negro), de generales anotadas, culpa-

ble del crimen de Asesinato en perjuicio del que en vida
se llamó Manuel Vásquez y en consecuencia se le condena
a Terinta (30) años de Trabajos Públicos; Segundo: Conde-
na al inculpado al pago de las costas; Tercero: Confisca
el arma cuerpo del delito en la especie un puñal, para su
destrucción inmediata después que la sentencia haya adqui-
rido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada";
por haber sido hecho de conformidad a la Ley. Segundo:
Revoca la sentencia recurrida en su ordinal Primero y
obrando por propia autoridad y contrario imperio, varía la
calificación del hecho puesto a cargo de Braulio del Rosa-
rio Mendoza (A) Negro, de crimen de Asesinato a crimen
de Homicidio Voluntario, en perjuicio de Manuel Vásquez,
y en consecuencia, lo condena a sufrir Veinte (20) Años
de Trabajos Públicos. Tercero: Condena al inculpado Brau-
lio del Rosario Mendoza (A) Negro, al pago de las costas.
Cuarto: Confisca el cuerpo del delito (un puñal), para su
destrucción inmediata después que la sentencia haya ad-
quirido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada";

Considerando, que la Corte a-qua dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente administrados en la instrucción de la causa, que
el 15 de noviembre del 1967, en el paraje de La Palmilla,
sección de Sabana Grande Abajo, del Municipio de Cotuí,
el acusado Braulio del Rosario Mendoza, dió muerte volun-

1
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Vista el acta del recurso de casación levantada en
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 12 de febrero
1969, a requerimiento del recurrente, y en la cual no se
voca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
liberado y vistos los artículos 18, 295 y 304 del Código
nal, y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casa

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que requerido regularmente por el Ministerio Público, el
Juez de Instrucción del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez dictó en fecha 31 de enero del 1968 una providencia
calificativa cuyo dispositivo dice así: "Resolvemos: Primero:
Declarar, como al efecto Declaramos, que existen cargos e
indicios suficientes para inculpar al nombrado Braulio del
Rosario Mendoza, de generales anotadas, como autor del
crimen de Asesinato, en la persona del que en vida se lla-
mó Manuel Vásquez, hecho ocurrido en el paraje La Pal-
milla de la Sección de Sabana Grande Abajo, de esta juris-
dicción, en fecha 15 del mes de Noviembre del año mil no-
vecientos sesntisiete (1967); Por Tanto: Mandamos y Orde-
namos: Primero: Que el nombrado Braulio del Rosario Men-
doza, de generales anotadas, sea enviado al Tribunal Cri-
minal del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, para que
responda del hecho que se le imputa y allí sea juzgado de
acuerdo a la Ley; Segundo: Que la presente Providencia
Calificativa, sea notificada por el Secretario de este Juzgado
de Instrucción, dentro del plazo legal, al Magistrado Procu-
rador Fiscal del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, así
como al inculpado; y, Tercero: Que las actuaciones de la
instrucción y estado redactado de los documentos y objetos
Gue han de obrar como fundamento de convicción, sean
transmitidos al preindicado funcionario judicial, para los
fines de Ley"; b) que en fecha 19 de marzo del 1968 el Juz

-gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez

Ramírez dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece trans-
crito en el del fallo ahora impugnado; c) que sobre el recur-

s
o de apelación del acusado Braulio del Rosario intervino

la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así:
ofalla: Primero : Declara regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por el prevenido Braulio del Rosa-
rio Mendoza (A) Negro, contra sentencia criminal, dictada
por el Juzgado de Primera Instancia de Sánchez Ramírez,
en fecha 19 de Marzo de 1968, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Declara al nombrado Braulio del
Rosario Mendoza (Negro), de generales anotadas, culpa-

ble del crimen de Asesinato en perjuicio del que en vida
se llamó Manuel Vásquez y en consecuencia se le condena
a Terinta (30) años de Trabajos Públicos; Segundo: Conde-
na al inculpado al pago de las costas; Tercero: Confisca
el arma cuerpo del delito en la especie un puñal, para su
destrucción inmediata después que la sentencia haya adqui-
rido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada";
por haber sido hecho de conformidad a la Ley. Segundo:
Revoca la sentencia recurrida en su ordinal Primero y
obrando por propia autoridad y contrario imperio, varía la
calificación del hecho puesto a cargo de Braulio del Rosa-
rio Mendoza (A) Negro, de crimen de Asesinato a crimen
de Homicidio Voluntario, en perjuicio de Manuel Vásquez,
y en consecuencia, lo condena a sufrir Veinte (20) Años
de Trabajos Públicos. Tercero: Condena al inculpado Brau-
lio del Rosario Mendoza (A) Negro, al pago de las costas.
Cuarto: Confisca el cuerpo del delito (un puñal), para su
destrucción inmediata después que la sentencia haya ad-
quirido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada";

Considerando, que la Corte a-qua dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente administrados en la instrucción de la causa, que
el 15 de noviembre del 1967, en el paraje de La Palmilla,

L

sección de Sabana Grande Abajo, del Municipio de Cotuí,
el acusado Braulio del Rosario Mendoza, dió muerte volun-
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tariamente a Manuel Vásquez al asestarle una Puñalad,,
Considerando, que los hechos así comprobados y achni'

tidos por la Corte a-qua, constituyen el crimen de homicidio
voluntario, previsto por el artículo 293 del Código Pena l y
sancionado por el artículo 304, párrafo 2do. del mismo c'6_
digo, con la pena de tres a veinte años de trabajos público
según lo establece el artículo 8 del citado Código; que, por
consiguiente, al condenar al acusado, después de declarado
culpable del referido crimen, a veinte años de t rabajos pl.
blicos y a la confiscación del arma con que cometió el he-
cho, la Corte a-qua ajustó su fallo a las disposiciones lega-
les mencionadas;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Braulio del Rosario Mendoza, contra
la sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, pronun-
ciada en sus atribuciones criminales, en fecha 4 de febrero
del 1969, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente. —Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
rdió.— Juan Bautista Ro jas Almánzar.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por

los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en

la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

sENTENCIA DE FECHA 6 DE JUNIO DE 1969

Sen
tencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de

Macorís, de fecha 26 de noviembre de 1968

ylateria: Correccional

Recurrente: Ramón Emilio Paulino

Dios. Patria y Libertad
República Domin icana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, a los 6 días del mes de junio de 1969, años 126o.
de la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
Emilio Paulino, dominicano, mayor de edad, soltero, co-
merciante, residente en la Sección de San Felipe Arriba,
Municipio de Pimentel, cédula 7831, serie 57, contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales y en fecha
adedlaente noviembre de 1968, por la Corte de Apelación de San

ncisco de Macorís, cuyo dispositivo será copiado más
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ShNTENCIA DE FECHA 6 DE JUNIO DE 1969    

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 26 de noviembre de 1968

gateria: Correccional

tariamente a Manuel Vásquez al asestarle unapuñalach
Considerando, que los hechos así comprobados y adni'

tidos por la Corte a-qua, constituyen el crimen de homicidio
voluntario, previsto por el artículo 295 del Código Penal ysancionado por el artículo 304, párrafo 2do. del mismo
digo, con la pena de tres a veinte años de trabajos público
según lo establece el artículo 8 del citado Código; que, por'
consiguiente, al condenar al acusado, después de declararlo
culpable del referido crimen, a veinte años de trabajos pú.
blicos y a la confiscación del arma con que cometió el he-
cho, la Corte a-qua ajustó su fallo a las disposiciones lega.
les mencionadas;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Braulio del Rosario Mendoza, contra
la sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, pronun-
ciada en sus atribuciones criminales, en fecha 4 de febrero
del 1969, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente. —Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en

la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

Recurrente: Ramón Emilio Paulino

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez. Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, a los 6 días del mes de junio de ` 1969, años 126o.
de la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
Emilio Paulino, dominicano, mayor de edad, soltero, co-
merciante, residente en la Sección de San Felipe Arriba,
Municipio de Pimentel, cédula 7831, serie 57, contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales y en fecha
26 de noviembre de 1968, por la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís, cuyo dispositivo será copiado más
adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso, fechada el día 26 de novienl..
bre de 1968 ylevantada en la Secretaría de la Corte a-qua
a requerimiento del Doctor Pedro Guillermo Grullón Ló-
pez, abogado, cédula No. 6672, serie 56, actuando éste a
nombre y representación del recurrente, quien no está con-
forme con el fallo recurrido, por los siguientes motivos:
"Primero: porque no existe el delito de sustracción porque
no hay seducción, ni promesas matrimoniales que es ele-
mento constitutivo de la infracción; y, Segundo: Por no
ser procedente la constitución en parte civil, porque la pa-
tria potestad de la menor Felicia Antonia Vélez Santos no
estaba bajo la vigilancia de su padre Leoncio Vélez Santos
sino de su abuela, según consta en las declaraciones de la
audiencia de hoy";	 4

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 355 y 463, inciso 6to. del Có-
digo Penal; 194 del Código de Procedimiento Criminal; 1382
del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que como consecuencia de la querella que en fecha 16 del

mes de enero de 1968, presentó Leoncio Vélez Santos con-
tra Ramón Emilio Paulino, imputándole a éste haber co-
metido el delito de sustracción en perjuicio de la menor Fe-
licia Antonia Vélez, de 16 años de edad, hija legítima del
indicado querellante, la Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, debi-
damente apoderada de este caso por el Ministerio Público,
dictó, actuando en sus atribuciones correccionales, la se'
tencia de fecha 29 de abril de 1968, cuyo dispositivo está irr

el del fallo ahora impugnado; b) que sobre el re-
cl'oso de apelación del inculpado Ramón Emilio Paulino,
la Corte a-qua pronunció, en fecha 5 de agosto de 1968, la
sentencia que declara el defecto contra dicho inculpado, en

1a que consta el dispositivo que figura transcrito en el de
la que es objeto del presente recurso de casación; c) que
eo. ntra esta última sentencia recurrió en oposición el mis-
mo inculpado, interviniendo el fallo que se impugna en la
presente instancia, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Declara regular y válido el recurso de oposición in-
terpuesto por el Dr. Pedro Guillermo Grullón López, a
nombre y en representación del nombrado Ramón Emilio
Paulino, contra sentencia dictada por esta Corte de Apela-
ción del Departamento Judicial de San Francisco de Ma-
corís, el día 5 de agosto del año 1968, cuyo dispositivo es
el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido el
recurso de apelación interpuesto por el prevenido Ramón
Emilio Paulino, contra sentencia dictada por la Primera
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Duarte, de fecha 29 del mes de abril
del año 1968, cuyo dispositivo es el siguiente: Falla: Pri-
mero: Que debe declarar y declara, regular y válida la
onstitución en parte civil por el Dr. Luis Ovidio Méndez,

a nombre y representación del señor Leoncio Vélez Santos,
padre de la menor agraviada Felicia Antonia Vélez contra
el prevenido Ramón Emilio Paulino; Segundo: Que debe de-
clarar y declara, al nombrado Ramón Emilio Paulino, de
zeneraIrs anotadas, culpable de violar el artículo 355 del
Código Penal en perjuicio de la menor Felicia Antonia Vé-
lez, y en consecuencia se le condena al pago de una multa
de RD$25.00 (Veinticinco Pasos Oro), acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; Tercero: Que debe condenarv condena al prevenido Ramón Emilio Paulino al pago de
"jila indemnización de RD$500.00 (Quinientos Pesos Oro)
71 1)rovecho de la parte civil constituída a título de daños.•

DerJuicios; Cuarto: Que debe condenar y condena a dicho



1252	 BOLETO JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL
	

1253

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genere

de la República;

Vista el acta del recurso, fechada el día 26 de noviem.
bre de 1968 ylevantada en la Secretaría de la Corte a.qua
a requerimiento del Doctor Pedro Guillermo Grullón
pez, abogado, cédula No. 6672, serie 56, actuando éste a
nombre y representación del recurrente, quien no está con-
forme con el fallo recurrido, por los siguientes motivos:
"Primero: porque no existe el delito de sustracción porque
no hay seducción, ni promesas matrimoniales que es ele-
mento constitutivo de la infracción; y, Segundo: Por no
ser procedente la constitución en parte civil, porque la pa-
tria potestad de la menor Felicia Antonia Vélez Santos no
estaba bajo la vigilancia de su padre Leoncio Vélez Santos
sino de su abuela, según consta en las declaraciones de la
audiencia de hoy";

La Suprema Corte de Justicia, des pués de haber deli-
berado y vistos los artículos 355 y 463, inciso 6to. del Có-
digo Penal; 194 del Código de Procedimiento Criminal; 1382
del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al
que como consecuencia de la querella que en fecha 16 del
mes de enero de 1968, presentó Leoncio Vélez Santos con-
tra Ramón Emilio Paulino, imputándole a éste haber co-
metido el delito de sustracción en perjuicio de la menor Fe-
licia Antonia Vélez, de 16 años de edad, hija legítima del
indicado querellante, la Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, debi-
damente apoderada de este caso por el Ministerio Público,
dictó, actuando en sus atribuciones correccionales, la 01'
tencia de fecha 29 de abril de 1968, cuyo dispositivo está in'

serto en el del fallo ahora impugnado; b) que sobre el re-
curso de apelación del inculpado Ramón Emilio Paulino,
la Corte a-qua pronunció, en fecha 5 de agosto de 1968, la
sentencia que declara el defecto contra dicho inculpado, en
la que consta el dispositivo que figura transcrito en el de
la que es objeto del presente recurso de casación; c) que
contra esta última sentencia recurrió en oposición el mis-
ro inculpado, interviniendo el fallo que se impugna en la
oresente instancia, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-

mero: Declara regular y válido el recurso de oposición in-
terpuesto por cl Dr. Pedro Guillermo Grullón López, a
nombre y en representación del nombrado Ramón Emilio
Paulino, centra sentencia dictada por esta Corte de Apela-
ción del Departamento Judicial de San Francisco de Ma-
corís, el día 5 de agosto del año 1968, cuyo dispositivo es
el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido el
recurso de apelación interpuesto por el prevenido Ramón
Emilio Paulino, contra sentencia dictada por la Primera
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito .Tudicial de Duarte, de fecha 29 del mes de abril
del año 1968, cuyo dispositivo es el siguiente: Falla: Pri-
mero: Que debe declarar y declara, regular y válida la
onst i llición en parte civil por el Dr. Luis Ovidio Méndez,

a nombre y representación del señor Leoncio Vélez Santos,
padre ee la menor agraviada Felicia Antonia Vélez contra

prevenido Ramón Emilio Paulino; Segundo: Que debe de-
larar y declara, al nombrado Ramón Emilio Paulino, de
:oneraIrs anotadas, culpable de violar el artículo 355 del
Código Penal en perjuicio de la menor Felicia Antonia Vé-
lez, y en consecuencia se le condena al pago de una multa

RD$25.00 (Veinticinco Pesos Oro), acogiendo en su fa-
''ór circunstancias atenuantes; Tercero: Que debe condenarv condena al prevenido Ramón Emilio Paulino al pago de
Una indemnización de RD$500.00 (Quinientos Pesos Oro)

Provecho de la parte civil constituída a título de daños
Perjuicios; Cuarto: Que debe condenar y condena a dichc

.141
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prevenido al pago de las costas penales y civiles distrayel
do éstas últimas en favor del Dr. Luis Ovidio Méndez, quiet
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Que ck,
be ordenar y ordena, que tanto la multa como la indenut
zación sean compensables con un día de prisión correceio,
nal por cada peso dejado de pagar en caso de insolvene;a
del prevenido; Segundo: Pronuncia el defecto contra el pE,
venido Ramón Emilio Paulino, por no haber comparecido
a esta audiencia, no obstante estar legalmente citado; Ter,
cero: Confirma en todas sus partes la sentencia apelada;
Cuarto: Condena al prevenido al pago de las costas"; Se.
gundo: Modifica la sentencia recurrida en cuanto a hi
demnización y la Corte obrando por contrario imperio y
autoridad propia, condena al prevenido Ramón Emilio Pau-
lino, al pago de una indemnización de RD$400.00, en favor
de la parte civil constituída señor Leoncio Vélez Santos;
Tercero: Confirma en sus demás aspectos la sentencia im•
pugnada; Cuarto: Condena al prevenido al pago de les

costas";
Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-

ración de los elementos de prueba aportados durante la
instrucción de la causa, y muy especialmente por la propia
declaración del inculpado, dió por establecidos los hechos
que de inmediato son señalados: a) "que en un día no de-
terminado del mes de enero del año en curso (1968), la me-
nor agraviada salió de la casa donde vivía con sus padres,
en la sección de San Felipe, del municipio de Pimentel, con
el fin de visitar a su abuela residente en la misma sección";
b) "que de la casa de su abuela la menor en cuestión se
dirigió hacia el río"; "e) que más o menos a las once de la

mañana del día de autos, cuando la menor aludida cami-
naba hacia el río, le salió al encuentro el prevenido Ra•
món Emilio Poulino, quien la apartó del camino y la llevo
hasta dentro de una finca donde sostuvo con ella relaciones
sexuales"; "d) que en el momento de la comisión de 105

hechos, la agraviada contaba 16 años de edad";

Considerando que en esos hechos relatados y que han
sido puestos a cargo de Ramón Emilio Paulino, están reuni-
dos los elementos constitutivos del delito de sustracción de
una menor, cometido en perjuicio de una joven mayor de
16 y menor de 18 años de edad, previsto por el artículo
355 del Código Penal y sancionado por este mismo texto
con la pena de 6 meses a 1 año de prisión y multa de
RD$100.00 a RD$300.00; que la Corte a-qua al condenar al
inculpado, después de declararlo culpable, al pago de una
multa de RD$25.00, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes, de conformidad con lo estatuído en el inciso
6to. del artículo 463 del mencionado Código Penal y con-
firmando en este sentido la sentencia recurrida, hizo una
justa aplicación de la Ley;

Considerando, en cuanto a las co ndenaciones civiles,
que la Corte a-qua dió por establecido que el delito come-
tido por el inculpado ocasionó daños y perjuicios morales
y materiales a la parte civil constituída; que, en consecuen-
cia, al condenarlo al pago de una indemnización de RD$-
400.00 en provecho de la referida parte civil constituida,
hizo una adecuada aplicación del artículo 1382 del Código
Civil";

Considerando, en cuanto al alegato hecho por el re-
currente en el acta de casación, de que el padre de la me-
nor, constituído en parte civil, no tenía su vigilancia, y en
que en base a ello no era procedente su reclamación, debe
desestimarse dicho alegato, ya que la patria potestad no
depende del lugar en donde reside la menor;

Considerando que al disponer el Tribunal de Alzada
Irle en caso de insolvencia del inculpado, tanto la multa co-
rno la indemnización a que ha sido condenado, deberá com-
pensarlas con prisión de un día por cada peso dejado de pa-
gar, ha procedido de conformidad con lo dispuesto por el
citado artículo 355 del Código Penal;
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prevenido al pago de las costas penales y civiles distraN
do éstas últimas en favor del Dr. Luis Ovidio Méndez, emet

afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Que cie.
be ordenar y ordena, que tanto la multa como la indenti,
zación sean compensables con un día de prisión correccio,
nal por cada peso dejado de pagar en caso de insolveka
del prevenido; Segundo: Pronuncia el defecto contra el pre.
venido Ramón Emilio Paulino, por no haber comparock!;„
a esta audiencia, no obstante estar legalmente citado; Ter,
cero: Confirma en todas sus partes la sentencia apelada;
Cuarto: Condena al prevenido al pago de las costas"; Se.
gundo: Modifica la sentencia recurrida en cuanto a 1:1
demnización y la Corte obrando por contrario imperio y
autoridad propia, condena al prevenido Ramón Emilio Pau-
lino, al pago de una indemnización de RD$400.00, en favor
de la parte civil constituída señor Leoncio Vélez Santos;
Tercero: Confirma en sus demás aspectos la sentencia im-
pugnada; Cuarto: Condena al prevenido al pago de las
costas";

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba aportados durao;e la
instrucción de la causa, y muy especialmente por la propia
declaración del inculpado, dió por establecidos los hechos
que de inmediato son señalados: a) "que en un día no de-
terminado del mes de enero del año en curso (1968), la me-
nor agraviada salió de la casa donde vivía con sus padres,
en la sección de San Felipe, del municipio de Pimentel, cen
el fin de visitar a su abuela residente en la misma sección";
b) "que de la casa de su abuela la menor en cuestión se
dirigió hacia el río"; "c) que más o menos a las once de la
mañana del día de autos, cuando la menor aludida cami-
naba hacia el río, le salió al encuentro el prevenido Ra:
món Emilio Poulino, quien la apartó del camino y la llevo
hasta dentro de una finca donde sostuvo con ella relaciones
sexuales"; "d) que en el momento de la comisión de los
hechos, la agraviada contaba 16 años de edad";

Considerando que en esos hechos relatados y que han
ido puestos a cargo de Ramón Emilio Paulino, están reuni-

dos los elementos constitutivos del cielito de sustracción de
una menor, cometido en perjuicio de una joven mayor de
16 y menor de 18 años de edad, previsto por el artículo
355 del Código Penal y sancionado por este mismo texto
con la pena de 6 meses a 1 año de prisión y multa de
RD$100.00 a RD$300.00; que la Corte a-qua al condenar al
inculpado, después de declararlo culpable, al pago de una
multa de RD$25.00, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes, de conformidad con lo estatuído en el inciso
6to. del artículo 463 del mencionado Código Penal y con-
firmando en este sentido la sentencia recurrida, hizo una
justa aplicación de la Ley;

Considerando, en cuanto a las co ndenaciones civiles,
que la Corte a-qua dió por establecido que el delito come-
tido por el inculpado ocasionó daños y perjuicios morales
y materiales a la parte civil constituida; que, en consecuen-
cia, al condenarlo al pago de una indemnización de RD$-
400.00 en provecho de la referida parte civil constituída,
hizo una adecuada aplicación del artículo 1382 del Código
Civil";

Considerando, en cuanto al alegato hecho por el re-
currente en el acta de casación, de que el padre de la me-
nor, constituído en parte civil, no tenía su vigilancia, y en
que en base a ello no era procedente su reclamación, debe
desestimarse dicho alegato, ya que la patria potestad no
%ende del lugar en donde reside la menor;

Considerando que al disponer el Tribunal de Alzada
alle en caso de insolvencia del inculpado, tanto la multa co-
rno la indemnización a que ha sido condenado, deberá com-
Pensarlas con prisión de un día por cada peso dejado de pa-
", ha procedido de conformidad con lo dispuesto por el
citado artículo 355 del Código Penal;
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE JUNIO DE 1969

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 22 .f
de agosto de 1968

qateria: Tierras

Recurrente: Nicolás Dájer
Abogado: Dr. José Antonio Ruiz Oleaga

41`
Recurrido: Estado Dominicano
Abogado: Lic. Felipe Osvaldo Perdomo Báez
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Considerando que examinada en sus demás asee
°la sentencia impugnada, no contiene, en lo que concierne al

interés del recurrente, vicio alguno que la haga Qt,
ble de casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso
ración interpuesto por el inculpado Ramón Emilio pau

contra la sentencia dictada, en atribuciones correccionales'
y en fecha 26 de noviembre de 1968, por la Corte de A.
lación de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo ha

sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas penales.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo:

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto
de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A, Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló
y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 9 de junio del año 1969, años 126o. de la Independencia
Y 106o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
rno corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nicolás
Dájer, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, do-
miciliado en San Francisco de Macorís, cédula No. 12788,
serie 56, y Rafaela Dájer, libanesa, mayor de edad, solte-
ra , cédula No. 675, serie 56, domiciliada en Santo Domingo,
Contra la sentencia del Tribunal Superior de Tierras de
fecha 22 de agosto de 1968, dictada en relación con la

411k
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la sentencia impugnada, no contiene, en lo que concierne al
interés del recurrente, vicio alguno que la haga suseepti•
ble de casación;

411
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por el inculpado Ramón Emilio Paulino,
contra la sentencia dictada, en atribuciones correccionales
y en fecha 26 de noviembre de 1968, por la Corte de Ape,
lación de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas penales.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel . Lamarche Henri-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo:

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 22..
de agosto de 1968

)fateria: Tierras

flecurrente: Nicolás Dájer

Abogado: Dr. José Antonio Ruiz Oleaga

Recurrido: Estado Dominicano
Abogado: Lic. Felipe Osvaldo ,Perdomo Báez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto
de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A, Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló
y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 9 de junio del año 1969, años 126o. de la Independencia
Y 106o, de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nicolás
Dájer, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, do-
miciliado en San Francisco de Macorís, cédula No. 12788,
serie 56, y Rafaela Dájer, libanesa, mayor de edad, solte-
ra , cédula No. 675, serie '56, domiciliada en Santo Domingo,
contra la sentencia del Tribunal Superior de Tierras de
lech a 22 de agosto de 1968, dictada en relación con la
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Parcela No. 15-0 del Distrito Catastral No. 2 del Munici-
pio de Cabrera, cuyo dispositivo se copia más adelante.

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador. General

de la República;

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 21 de
octubre de 1968, por el Dr. José Antonio Ruiz Oleaga, cié
dula No. 66267, serie ira., abogado de los recurrentes, en
el cual se invocan los medios que se indican más adelante.

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 9 de
diciembre de 1968, por el Lic. Felipe Osvaldo Perdomo
Báez, cédula No. 2934, serie 1ra., abogado del Estado, en
representación del Tesorero Nacional, como custodio del
Fondo de Seguro de Terrenos Registrados, que es el re-

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 226, 227, 228 y 229 de la Ley
de Registro de Tierras; y 1, 20 y E5 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que de acuerdo con la Decisión No. 1 dictada por el Tribu-
nal Superior de Tierras, en fecha 28 de junio de 1946, se
ordenó el registro del derecho de propiedad sobre la Parce-
la No. 1 Provisional del Distrito Catastral No. 23 del Mu-
nicipio de San Francisco de Macorís y sus mejoras con una
extensión superficial de 1339 Hg., 08 As., 07 Cas., en fa-
vor de los esposos Juan Carlos Arán y Janett Reis de Arán.
y por Decreto de Registro No. 46-1975, expedido por el se-
cretario del Tribunal de Tierras, el 14 de octubre del 1946,
se declaró a los adjudicativos investidos con el derech o de

propiedad sobre la citada parcela. el cual fue transcrito el
22 del mismo mes y año, expidiéndose el Certificado 

de

Título correspondiente con el No. 489, el día 23 de dicieill"
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„e de 1946; d) Que en cambio, la parcela No. 15-0 del D.
cw" No. 2 del Municipio de Cabrera, sitio de "Baoba del
pifiar, con una extensión superficial de 2295 Hs., 35 As.,
16 Cas., se originó como resultado de la adjudicación del
resto de la antigua parcela No. 15, en favor de los accionis-
tas computados y no deslindados del sitio "Baoba del Pi-
ña", conforme la decisión dictada por el Tribunal Supel-
rior de Tierras el 31 de mayo del 1947, en relación con el
saneamiento de dicho sitio; c) que, la actual Parcela No.
15.0 proviene de la partición en naturaleza del área reser-
vada para los accionistas computados y aún no destinados
del referido sitio, procedimiento que fue aprobado por el
Tribunal Superior de Tierras, mediante su Decisión No.
1 de fecha 30 de agosto del 1954, que además, ordenó el
registro del derecho de propiedad sobre dicha parcela en la
proporción de 1352 Hs., 05 As., 65 Cas., y sus mejoras, en
fervor de Rafaela Dájer Akar;

aue en virtud de instancia dirigida por Juan
os Arán al Tribunal Superior de Tierras tendiente a la

,orrección de un error material, este último tribunal dictó
en fecha 2 de diciembre de 1955 una sentencia por la cual
dispuso mantener el Certificado de Título de la Parcela No.
1, provisional del Distrito Catastral No. 23 del Municipio
de San Francisco de Macorís, y ordenó la modificación del
plano de la Parcela No. 15-0 del Distrito Catastral No. 2
del Municipio de Cabrera para segregarle la porción de te-
rreno situada en su lindero oeste que comprende una por-
ción de la citada parcela No. 1, provisional, mencionada;
e ) que sobre el recurso de casación, interpuesto por Nico-
lás Dájer contra esta última sentencia la Suprema Corte de
Justicia dictó en fecha 31 de octubre de 1956, una senten-
cia cuyo dispositivo dice así: "Primero: Casa la sentencia
Pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha
dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, eu-
Yo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y

currido;
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Parcela No. 15-0 del Distrito Catastral No. 2 del Muntei
pio de Cabrera, cuyo dispositivo se copia más adelante.

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador. General

de la República;

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 21 de
octubre de 1968, por el Dr. José Antonio Ruiz Olcaga, eé.
dula No. 66267, serie 1ra., abogado de los recurrentes, en
el cual se invocan los medios que se indican más adelante.

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 9 de
diciembre de 1968, por el Lic. Felipe Osvaldo Perdomo
Báez, cédula No. 2934, serie 1ra., abogado del Estado, en
representación del Tesorero Nacional, como custodio del
Fondo de Seguro de Terrenos Registrados, que es el re-
currido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 226, 227, 228 y 229 de la Ley
de Registro de Tierras; y 1, 20 y €5 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que de acuerdo con la Decisión No. 1 dictada por el Tribu-
nal Superior de Tierras, en fecha 28 de junio de 1946, se
ordenó el registro del derecho de propiedad sobre la Parce-
la No. 1 Provisional del Distrito Catastral No. 23 del Mu-
nicipio de San Francisco de Macorís v sus mejoras con una
extensión superficial de 1339 Hg., 08 As., 07 Cas., en fa-
vor de los esposos Juan Carlos Arán y Janett Reis de Arán,
y por Decreto de Registro No. 46-1975, expedido por el se-
cretario del Tribunal de Tierras, el 14 de octubre del 1946.
se declaró a los adjudicativos investidos con el derech o de

propiedad sobre la citada parcela, el cual fue transcrito el
22 del mismo mes y año, expidiéndose el Certifica do de
Título correspondiente con el No. 489, el día 23 de dicienr
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me de 1946; d) Que en cambio, la parcela No. 15-0 del D.
c— No. 2 del Municipio de Cabrera, sitio de "Baoba del
pifiar, con una extensión superficial de 2295 Hs., 35 As.,
16 Cas., se originó como resultado de la adjudicación del
resto de la antigua parcela No. 15, en favor de los accionis-
tas computados y no deslindados del sitio "Baoba del Pi-
fiar, conforme la decisión dictada por el Tribunal Supei
rior de Tierras el 31 de mayo del 1947, en relación con el
saneam iento de dicho sitio; e) que, la actual Parcela No.
1 5.0 proviene de la partición en naturaleza del área reser-
vada para los accionistas computados y aún no destinados
del referido sitio, procedimiento que fue aprobado por el
Tribunal Superior de Tierras, mediante su Decisión No.
1 de fecha 30 de agosto del 1954, que además, ordenó el
registro del derecho de p ropiedad sobre dicha parcela en la
proporción de 1352 Hs., 05 As., 65 Cas., y sus mejoras, en
favor de Rafaela Dájer Akar;

dl aue en virtud de instancia dirigida por Juan

1
 Carlos Arán al Tribunal Superior de Tierras tendiente a la
corrección de un error material, este último tribunal dictó
en fecha 2 de diciembre de 1955 una sentencia por la cual
dispuso mantener el Certificado de Título de la Parcela No.
1, provisional del Distrito Catastral No. 23 del Municipio
de San Francisco de Macorís, y ordenó la modificación del
plano de la Parcela No. 15-0 del Distrito Catastral No. 2
del Municipio de Cabrera para segregarle la porción de te-
rreno situada en su lindero oeste que comprende una por-
ción de la citada parcela No. 1, provisional, mencionada;
e ) que sobre el recurso de casación, interpuesto por Nico-
lás Dájer contra esta última sentencia la Suprema Corte de
Justicia dictó en fecha 31 de octubre de 1956, una senten-
cia cuyo dispositivo dice así: "Primero: Casa la sentencia
Pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha
dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, cu-po dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y



1260	 SOLETIN JUDICIAL HOLETLN JUDICIAL 1261        

envía el asunto ante el mismo Tribunal; y Segundo: conde_
na a los recurridos al pago de las costas, cuya distracción
se ordena en provecho del Dr. Cesáreo A. Contreras A.,
abogado del recurrente, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad"; f) que el Tribu nal Superior de Tierras,
apoderado del envío dictó en fecha 14 de junio de 1957,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Se desig.

na al Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original,
Dr. Héctor Flores Ortiz, para que conozca, como litis so-
bre terrenos registrados, de la instancia dirigida al Tribu-
nal Superior de Tierras en fecha 30 del mes de marzo del
año 1955, por el señor Juan Carlos Arán, en relación con
la Parcela No. 15-0 del Distrito Catastral No. 2 del Mu-
nicipio de Cabrera, sitio de "Baoba del Piñal", Provincia
de Samaná. Comuníquese al Juez Dr. Héctor Flores Ortiz,
para los fines procedentes"; g) que el Juez de Jurisdicción
Original designado dictó en fecha 13 de marzo de 1958,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "PRIMERO: que
debe Mantener y Mantiene en toda su fuerza y vigor el
Certificado de Título expedido en relación con la Parcela
No. 15-0 del D. C. No. 2 del Municipio de Cabrera; SE-

GUNDO: que debe Ordenar y Ordena a la Dirección Ge-
neral de Mensuras Catastrales la modificación del pla no de

la Parcela No. 1 Prov. del D. C. No. 2 del Municipio de Ca-
brera; TERCERO: que debe Ordenar y Ordena al Regis-
trador de Títulos del Departamento de San Francisco de
Macorís, la Cancelación del Certificado de Título No. 489,
que ampara la Parcela No. 1-Prov. del D. C. No. 23 del
Municipio de San Francisco de Macorís, para que en su lu-
gar expida otro luego de hacerse la modificación del plano,
que también se ordena por esta decisión"; h) que sobre el
recurso de apelación de Juan Carlos Arán por sí y en re-
presentación de Jeannette Reis de Arán el Tribunal 

Su-

perior de Tierras dictó en fecha 11 de marzo de 1959 una
sentencia cuyo dispositivo dice así: 'PRIMERO: que debe
Acoger y Acoge el recurso de apelación interpuesto en fe*

cha 5 de abril del 1958, por el señor Juan Carlos Arán, por
;í en representación de su esposa Jeannette Reis de Arán,
contra la Decisión No. 3 dictada por el Tribunal de Tierras
de Jurisdicción Original, en fecha 13 de marzo del 1968;
EGUNDO: que debe Revocar y Revoca la expresada de-
'cisión , y, consecuentemente mantiene en toda su fuerza y
vigor el Certificado de Título No. 489 que ampara el dere-
cho de propiedad de la Parcela No. 1-Prov. del D. C. No.
23 del Municipio de San Francisco de Macorís, expedido
en favor de Juan Carlos Arán y Jeannette Reis de Arán;
TERCERO: Que debe Ordenar y Ordena la modificación
del plano correspondiente a la Parcela No. 15-0 del D. C.
No . 2 del Municipio de Cabrera, en el sentido de segregar
de él la porción de terreno situada en su lindero Oeste,
con una extensión superficial de 154 Hs., 30 as., 00cas.,
equivalentes a 2,453 tareas y 63 varas, de acuerdo con el
croquis de la superposición de ambas parcelas, levantados
en fecha 8 de junio de 1955, aprobado por la Dirección
General de Mensuras Catastrales; CUARTO: Que debe Or-
denar y Ordena al Registrador de Títulos del Departamen-
to de San Francisco de Macorís, la cancelación del Certifi-
cado de Título correspondiente a la Parcela No. 15-O del
D. C. No. 2 del Municipio de Cabrera, y la expedición de
uno nuevo después de modificarse el Plano de esta Parce-
la forma prei ndicada; QUINTO: Que debe Rechazar y Re-
chaza las conclusiones formuladas por loS intimados, por

tirriafutan'd'

hiciera en audiencia la parte intimante en el sentido de
que se haga un replanteo de las parcelas de cuya litis se

aid) as, y también rechaza, por la misma causa, las que

que sobre el recurso de casación de los actuales
recurrentes, la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha
25 de marzo de 1960, una sentencia cuyo dispositivo dice
así : "Primero: Rechaza el recurso de casación interpuesto
Por Nicolás Dájer, contra sentencia pronunciada por el Tri-
hOnal Superior de Tierras en fecha once de marzo del mil
novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia



1260	 BOLETIN JUDICIAL

envía el asunto ante el mismo Tribunal; y Segundo: conde_
na a los recurridos al pago de las costas, cuya distracción
se ordena en provecho del Dr. Cesáreo A. Contreras A
abogado del recurrente, quien afirma haberlas avanzado'i
en su totalidad"; f) que el Tribunal Superior de Tierras,
apoderado del envío dictó en fecha 14 de junio de 1957
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Se desig-
na al Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original
Dr. Héctor Flores Ortiz, para que conozca, como Mis so:
b re terrenos registrados, de la instancia dirigida al Tribu-
nal Superior de Tierras en fecha 30 del mes de marzo del
año 1955, por el señor Juan Carlos Arán, en relación con
la Parcela No. 15-0 del Distrito Catastral No. 2 del Mu-
nicipio de Cabrera, sitio de "Baoba del Piñal", Provincia
de Samaná. Comuníquese al Juez Dr. Héctor Flores Ortiz,
para los fines procedentes"; g) que el Juez de Jurisdicción
Original designado dictó en fecha 13 de marzo de 1958,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "PRIMERO: que
debe Mantener y Mantiene en toda su fuerza y vigor el
Certificado de Título expedido en relación con la Parcela
No. 15-0 del D. C. No. 2 del Municipio de Cabrera; SE-

GUNDO: que debe Ordenar y Ordena a la Dirección Ge-
neral de Mensuras Catastrales la modificación del pla no de
la Parcela No. 1 Prov. del D. C. No. 2 del Municipio de Ca-
brera; TERCERO: que debe Ordenar y Ordena al Regis-
trador de Títulos del Departamento de San Francisco de
Macorís, la Cancelación del Certificado de Título No. 489,
que ampara la Parcela No. 1-Prov. del D. C. No. 23 del
Municipio de San Francisco de Macorís, para que en su lu-
gar expida otro luego de hacerse la modificación del plano,
que también se ordena por esta decisión"; h) que sobre el
recurso de apelación , de Juan Carlos Arán por sí y en re-
presentación de Jeannette Reis de Arán el Tribuna l Su

-perior de Tierras dictó en fecha 11 de marzo de 1959 una

sentencia cuyo dispositivo dice así: "PRIMERO: nue debe
Acoger y Acoge el recurso de apelación interpuesto en fe-
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cha 5 de abril del 1958, por el señor Juan Carlos Arán, por
en representación de su esposa Jeannette Reis de Arán,

contra la Decisión No. 3 dictada por el Tribunal de Tierras
de Jurisdicción Original, en fecha 13 de marzo del 19(38;
IEGuNDO: que debe Revocar y Revoca la expresada de-
cisión, y, consecuentemente mantiene en toda su fuerza y
vigor el Certificado de Título No. 489 que ampara el dere-
cho de propiedad de la Parcela No. 1-Prov. del D. C. No.
23 del Municipio de San Francisco de Macorís, expedido
en favor de Juan Carlos Arán y Jeannette Reis de Arán;
TERCERO: Que debe Ordenar y Ordena la modificación
del plano correspondiente a la Parcela No. 15-0 del D. C.
No . 2 del Municipio de Cabrera, en el sentido de segregar
de él la porción de terreno situada en su lindero Oeste,
con una extensión superficial de 154 Hs., 30 as., O0cas.,
equivalentes a 2,453 tareas y 63 varas, de acuerdo con el
croquis de la superposición de ambas parcelas, levantados
en fecha 8 de junio de 1955, aprobado por la Dirección
General de Mensuras Catastrales; CUARTO: Que debe Or-
denar y Ordena al Registrador de Títulos del Departamen-
to de San Francisco de Macorís, la cancelación del Certifi-
cado de Título correspondiente a la Parcela No. 15-0 del
D. C. No. 2 del Municipio de Cabrera, y la expedición de
uno nuevo después de modificarse el Plano de esta Parce-
la forma preindicada; QUINTO: Que debe Rechazar y Re-
chaza las conclusiones formuladas por los intimados, por
tinrafun7das, y también rechaza, por la misma causa, las que

que se haga un replanteo de las parcelas de cuya litis se

ta
hiciera en audiencia la parte intimante en el sentido de

i) que sobre el recurso de casación de los actuales
recurrentes, la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha
25 de marzo de 1960, una sentencia cuyo dispositivo dice
así : "Primero: Rechaza el recurso de casación interpuesto
Por Nicolás Dájer, contra sentencia pronunciada por el Tri-
bunal liperior de Tierras en fecha once de marzo del mil
novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia
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en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a di.
cho recurrente al pago de las costas"; j) que en virtud de
una demanda contra el Fondo de Seguro de Terrenos Re,
gistrados el Tribunal de Tierras de Jurisdicción original
apoderado del caso, dictó en fecha 27 de octubre de 1967
una sentencia que contiene el siguiente dispositivo: "pm

MERO: Se Acoge la demanda en compensación interpuesta
contra el Tesorero Nacional como custodio del Fondo de
Seguro de Terrenos Registrados, por los señores Nicolás
Dájer y Rafael Dájer Akar y, en consecuencia, se desesti-
man las conclusiones del Abogado del Estado que solicitó
el rechazo de dicha demanda; y SEGUNDO: Se Ordena al
Tesorero Nacional, como custodio del Fondo de Seguros
de Terrenos Registrados, a pagar a los señores Nicolás Dá-

jer y Rafaela Dájer Akar, la suma de Doce Mil Doscientos
Sesentiocho Pesos con Quince Centavos (RD$12,268.15),
por concepto de compensación por haber sido privados de
sus derechos sobre la cantidad de 154 Hs•, 30 as., 00 cas.,
equivalentes a 2,453 tareas, 63 varas de terrenos, dentro
de la Parcela No. 15-0 del D. C. No. 2 del Municipio de Ca-
brera, sitio de "Baoba del Piñal", Provincia María Trini-
dad Sánchez"; k) que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el Tesorero Nacional y por Nicolás Dájer y Ra-
faela Dájer Akar intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Se Admite en la forma y se Acoge en cuanto al fondo, el
recurso de apelación interpuesto por el Abogado del Esta-
do a nombre y representación del Tesorero Nacional como
custodio del Fondo de Seguros de Terrenos Registrados, en
fecha 6 de noviembre del 1967, contra la Decisión No. 1
dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original
el 27 de octubre del 1967, en relación con la Parcela Na
15-0 del Distrito Catastral No. 2 del Municipio de Cabrera.
Sitio de "Baoba del Piñal", Provincia María Trinidad SO

chez; SEGUNDO: Se Admite en la forma y se Rechaza eilei

cuanto al fondo, el recurso de apelació n interpuesto Por
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Dr. José Antonio Ruiz Oleaga a nombre y en representa-
ción de los señores Nicolás Dájer y Rafaela Dájer Akar,
contra la decisión preindicada; y TERCERO: Se Revoca en
todas sus partes la Decisión No. 1 dictada por el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 27 de octubre
del 1967, en relación con la Parcela No. 15-0 del Distrito
Catastra l No. 2 del Municipio de Cabrera, Sitio de "Baoba
del Pifiar, Provincia María Trinidad Sánchez, y obrando
por contrario imperio Rechaza, por improcedente y mal fun-
dada, la demanda en compensación interpuesta contra el
Tesorero Nacional como custodio del Fondo de Seguro de
Terrenos Registrados, por los señores Nicolás Dájer y Ra-
faela Dájer de Akar, en fecha 29 de julio del 1960";

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Falta de base legal y Desnaturalización de los hechos y cir-
cunstancias de la causa; Segundo Medio: Violación de los
artículos 226, 227, 228 y 229 de la Ley de Registro de
Tierras;

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos
medios de su memorial reunidos, los recurrentes alegan,
en síntesis, que el Tribunal a.-quo estimó que la demanda
contra el Fondo de Seguro invocada por ellos era inadmisi-
ble porque una de las condiciones exigidas por la ley para
intentarla es que el demandante se encuentre privado o
en cualquier forma impedido de entablar una acción parare

cobrar el terreno o interés en el mismo, y los recurrentes
todavía tienen la oportunidad de obtener el terreno de que
han sido privados en las porciones del sitio que están pen-di

entes de partición; que, sin embargo, dicho Tribunal no
ha tenido en cuenta que esas porciones están reservadas
Para los accionistas computados a quienes aún no les hansido deslindados sus terrenos en el sitio, y no podrían ser-
vir para indemnizar a los recurrentes sin perjuicio de los
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en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a di
•

cho recurrente al pago de las costas"; j) que en virtudu de
una demanda contra el Fondo de Seguro de Terrenos Re-
gistrados el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original,
apoderado del caso, dictó en fecha 27 de octubre de 1967
una sentencia que contiene el siguiente dispositivo: "PRI

MERO: Se Acoge la demanda en compensación interpuesti
contra el Tesorero Nacional como custodio del Fondo de
Seguro de Terrenos Registrados, por los señores Nicolás
Dájer y Rafael Dájer Akar y, en consecuencia, se desesti-
man las conclusiones del Abogado del Estado que solicitó
el rechazo de dicha demanda; y SEGUNDO: Se Ordena al
Tesorero Nacional, como custodio del Fondo de Seguros
de Terrenos Registrados, a pagar a los señores Nicolás Dá-
jer y Rafaela Dájer Akar, la suma de Doce Mil Doscientos
Sesentiocho Pesos con Quince Centavos (RD$12,268.15),
por concepto de compensación por haber sido privados de
sus derechos sobre la cantidad de 154 Hs•, 30 as.. 00 cas.,
equivalentes a 2,453 tareas, 63 varas de terrenos, dentro
de la Parcela No. 15-0 del D. C. No. 2 del Municipio de Ca-
brera, sitio de "Baoba del Piñal", Provincia María Trini-
dad Sánchez"; k) que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el Tesorero Nacional y por Nicolás Dájer y Ra-
faela Dájer Akar intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Se Admite en la forma y se Acoge en cuanto al fondo, el
recurso de apelación interpuesto por el Abogado del Esta-
do a nombre y representación del Tesorero Nacional como
custodio del Fondo de Seguros de Terrenos Registrados, en
fecha 6 de noviembre del 1967, contra la Decisión No. 1
dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original
el 27 de octubre del 1967, en relación con la Parcel a NI

15-0 del Distrito Catastral No. 2 del Municipio de Cabrera.
Sitio de "Baoba del Piñal", Provincia María Trinidad SO-

chez; SEGUNDO: Se Admite en la forma y se Recha za 011

cuanto al fondo, el recurso de apelación interpuesto por e
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Dr

. 
José Antonio Ruiz Oleaga a nombre y en representa-

ción de los señores Nicolás Dájer y Rafaela Dájer Akar,
contra la decisión preindicada; y TERCERO: Se Revoca en
todas sus partes la Decisión No. 1 dictada por el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 27 de octubre
del 1967, en relación con la Parcela No. 15-0 del Distrito
Catastral No. 2 del Municipio de Cabrera, Sitio de "Baoba
del Piñal", Provincia María Trinidad Sánchez, y obrando
por contrario imperio Rechaza, por improcedente y mal fun-
dada, la demanda en compensación interpuesta contra el
Tesorero Nacional como custodio del Fondo de Seguro de
Terrenos Registrados, por los señores Nicolás Dájer y Ra-
faela Dájer de Akar, en fecha 29 de julio del 1960";

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Falta de base legal y Desnaturalización de los hechos y cir-
cunstancias de la causa; Segundo Medio: Violación de los
artículos 226, 227, 228 y 229 de la Ley de Registro de
Tierras;

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos
medios de su memorial reunidos, los recurrentes alegan,
en síntesis, que el Tribunal a-quo estimó que la demanda
contra el Fondo de Seguro invocada por ellos era inadmisi-
ble porque una de las condiciones exigidas por la ley para
intentarla es que el demandante se encuentre privado o
en cualquier forma impedido de entablar una acción parare

cobrar el terreno o interés en el mismo, y los recurrentesto
davía tienen la oportunidad de obtener el terreno de que

han sido privados en las porciones del sitio que están pen-di
entes de partición; que, sin embargo, dicho Tribunal no

ha tenido en cuenta que esas porciones están reservadas
Para los accionistas computados a quienes aún no les han
sido deslindados sus terrenos en el sitio, y no podrían ser-
vir para indemnizar a los recurrentes sin perjuicio de los
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derechos de esos accionistas a quienes se les asigné por
sentencia definitiva las porciones de terrenos que les co..
rrespondía de acuerdo con sus acciones;

Considerando que conforme el artículo 227 de la Ley
de Registro de Tierras: "Toda persona que, sin negligencia
de su parte, se viere privada de cualquier terreno o de cual-
quier derecho interés en el mismo, ya con motivo de las
disposiciones de esta Ley y después de haberse efectuado
el primer registro, con motivo del fraude o a consecuencia
de negligencia, omisión, error o infidencia, y que, por las
disposiciones de esta Ley se encuentre privada. o en cual-
quier forma impedida de entablar una acción para reco-
brar dicho terreno o interés en el mismo, podrán incoar una
acción ante el Tribunal de Tierras en la forrña que más
adelante se provee, contra el Tesorero Nacional, como cus-
todio del Fondo de Seguro de Terrenos Registrados, para
cobrar la compensación que le correspondiere de dicho
Fondo";

Considerando, que para revocar el fallo de jurisdicción
original que acogió la demanda de los recurrentes el Tri-
bunal u-quo estimó que en el momento en que los deman-
dantes ejercieron su acción ni a la fecha de la sentencia
ellos estaban impedidos de recobrar el terreno de que ha-
bían sido privados ya que en el sitio existían parcelas pen-
dientes del proceso de deslinde; que ho existe en el expe-
diente constancia de que los demandantes ejercieran las di-
ligencias necesarias para recobrar el terreno de que se les
había privado, dentro de esas porciones aún no deslindadas
del sitio; que en esas condiciones falta uno de los requis i

-tos de la Ley para poder intentar la acción• contra el Fon-
do de Seguro, y, por tanto, dicha demanda debe ser re-
chazada;

Considerando que, sin embargo, tal corno lo alegar'
los recurrentes, ellos no podían reclamar .los derechos de
nue habían sido privados dentro de las porciones aún

-----

deslindadas del sitio, ya que éstas habían sido reservadas,
D sentencia definitiva, a los accionistas computados a
auienes no se les había asignado sus porciones y los recu-
rrentes habían sido ya deslindados y se les expidió un
certificado de título, el cual no fue impugnado, por los
recurrentes por medio de la acción en revisión por fraude;
que si los recurrentes pudieran reclamar los terrenos en
la porción pendiente de la partición en naturaleza esto
resultaría en perjuicio de los accionistas computados no
deslindados ya que había que reducir las cantidades que les
fueron ya asignadas en la partición, lo que no procedería
en el caso ya que esas asignaciones constan en sentencias I
definitivas pronunciadas por el Tribunal Superior de Tie-
rras que tienen la autoridad de la cosa juzgada, con efecto
erga Omnes, conforme las disposiciones del artículo 86 de
la Ley de Registro de Tierras; que en tales condiciones en
la sentencia impugnada se ha hecho una errónea aplicación
del artículo 227 de la Ley de Registro de Tierras, y, se ha
desconocido la autoridad de la cosa juzgada,y, en conse-
cuencia, dicho fallo debe ser casado;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en fecha 22 de agosto del 1968 por el Tribunal Superior de
Tierras, en relación con la Parcela No. 15-0 del Distrito Ca-
tastral No. 2 del Municipo de Cabrera, cuyo dispositivo se
copia en parte anterior del presente fallo, y envía el asun-
to por ante el mismo Tribunal; Segundo: Condena al recu-
rrido al pago de las costas con distracción en provecho del
Dr. José Antonio Ruiz Oleaga, abogado de los recurrentes;

( Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
Parli•— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras,_
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
Zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.
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derechos de esos accionistas a quienes se les asigné Por
sentencia definitiva las porciones de terrenos que les cc,
rrespondía de acuerdo con sus acciones;

Considerando que conforme el artículo 227 de la Ley
de Registro de Tierras: "Toda persona que, sin negligencia
de su parte, se viere privada de cualquier terreno o de cual-
quier derecho interés en el mismo, ya con motivo de las
disposiciones de est a Ley y después de haberse efectuado
el primer registro, con motivo del fraude o a Consecuencia
de neglige ncia, omisión, error o infidencia, y que, por las
disposiciones de esta Ley se encuentre privada o en cual-
quier forma impedida de entablar una acción para reco-
brar dicho terreno o interés en el mismo, podrán incoar una
acción ante el Tribunal de Tierras en la forma que más
adelante se provee, contra el Tesorero Nacional, como cus-
todio del Fondo de Seguro de Terrenos Registrados, para
cobrar la compensación que le correspondiere de dicho
Fondo";

Considerando, que para revocar el fallo de jurisdicción
original que acogió la demanda de los recurrentes el Tri-
bunal a-quo estimó que en el momento en que los deman-
dantes ejercieron su acción ni a la fecha de la sentencia
ellos estaban impedidos de recobrar el terreno de que ha-
bían sido privados ya que en el sitio existían parcelas pen-
dientes del proceso de deslinde; que no existe en el expe-
diente constancia de que los demandantes ejercieran las di-
ligencias necesarias para recobrar el terreno de que se les
había privado, dentro de esas porciones aún no deslindadas
del sitio; que en esas condiciones falta uno de los requis i

-tos de la Ley para poder intentar la acción. contra el Fon-
do de Seguro, y, por tanto, dicha demanda debe ser re-
chazada;

Considerando que, sin embargo, tal corno lo alegan
los recurrentes, ellos no podían reclamar .los derech os de
nue habían sido privados dentro de las porciones aún 11°

indadas del sitio, ya que éstas habían sido reservadas,
por  sentencia definitiva, a los accionistas computados a
quienes no se les había asignado sus porciones y los recu-
rrentes habían sido ya deslindados y se les expidió un
certificado de título, el cual no fue impugnado, por los
recurrentes por medio de la acción en revisión por fraude;
que si los recurrentes pudieran reclamar los terrenos en
la porción pendiente de la partición en naturaleza esto
resulta ría en perjuicio de los accionistas computados no
deslindados ya que había que reducir las cantidades que les
fueron ya asignadas en la partición, lo que no procedería I

en el caso ya que esas asignaciones constan en sentencias
definitivas pronunciadas por el Tribunal Superior de Tie-
rras que tienen la autoridad de la cosa juzgada, con efecto
erga Omnes, conforme las disposiciones del artículo 86 de
la Ley de Registro de Tierras; que en tales condiciones en
la sentencia impugnada se ha hecho una errónea aplicación
del artículo 227 de la Ley de Registro de Tierras, y, se ha
desconocido la autoridad de la cosa juzgada,y, en conse-
cuencia, dicho fallo debe ser casado;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en fecha 22 de agosto del 1968 por el Tribunal Superior de
llerras, en relación con la Parcela No. 15-0 del Distrito Ca-
tastral No. 2 del Municipo de Cabrera, cuyo dispositivo se
copia en parte anterior del presente fallo, y envía el asun-
to por ante el mismo Tribunal; Segundo: Condena al recu-
rrido al pago de las costas con distracción en provecho del
Dr. José Antonio Ruiz Oleaga, abogado de los recurrentes;

( Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
Pani,_ Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joa quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 9 DE JUNIO DE 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 14 de diciembre de 1967

Materia: Correccional    

Recurrente: César Darío de los Santos
Abogado: Dr. Flavio A Sosa  

Interviniente: La Editora Padilla, C. por A., y la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Pedro Flores Ortiz          

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre dula República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencia, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distri-
to Nacional, hoy día 9 del mes de Junio de 1969, años 126o.
de la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por César Da-
río de los Santos, dominicano, mayor de edad, casado, mi-
litar, domiciliado en la casa No. 282, de la calle Juana Sal-
titoPa de esta ciudad, portador de la cédula No. 17427, se-
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE JUNIO DE 1969

Sen
tencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 14 de diciembre de 1967

Materia: Correccional

Recurrente: César Darío de los Santos
Abogado: Dr. Flavio A Sosa

Interviniente: La Editora Padilla, C. por A., y la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Pedro Flores Ortiz

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio 	 Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencia, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distri-
to Nacional, hoy día 9 del mes de Junio de 1969, años 126o.
de la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por César Da-
río de los Santos, dominicano, mayor de edad, casado, mi-
litar, domiciliado en la casa No. 282, de la calle Juana Sal-
titopa de esta ciudad, portador de la cédula No. 17427, se-
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rie 37, contra la sentencia dictada en sus atribuciones Co-
rreccionales, por la Corte de Apelación de •Sailto Domin-
go, en fecha 14 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Flavio A. Sosa, cédula No. 61541, serie lra

abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magiserado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaria
de la Corte a-qua, en fecha 15 del mes de Enero de 1968,
a requerimiento del Dr. Flavio A. Sosa, en representación
del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación;

Visto el memorial suscrito por el abogado del recu-
rrente y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte
de Justicia en fecha 21 de abril de 1969, en el cual se invo-
can los medios que luego se indican;

Vista las conclusiones presentadas por los intervinien-
tes La Editora Padilla C. por A. y la Compañía Dominica-
na de Seguros C. por A., compañías comerciales, domicilia-
das en esta ciudad, y su escrito de ampliación fechados a
21 y 24 de abril de 1969, y suscritos por s uabogado, el Dr.
Pedro Flores Ortiz, cédula No. 47715, serie lra.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos P de la Ley 5771 de 1961. 71,
de la Constitución de la República, 3 y 215 del Código de
Procedimiento Criminal y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con ! Ila-

tivo de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciu-
dad, el 6 de Marzo de 1965, la Cuarta Cámara de lo penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, d'e'

fecha 19 de Enero de 1966, una sentencia en atribu-
ieones correccionales, cuyo dispositivo dice así: "Primero:

Que debe Pronunciar, como al efecto Pronuncia, el Defec-

to contra el nombrado Yolando Ortega, de generales ig-
noradas, por no haber comparecido no obstante haber sido
legalmente citado; Segundo: Que debe Declarar, como al

efecto Declara al nombrado Yolando Ortega, culpable del
delito de violación a la Ley No. 5771, en perjuicio de Cé-
sar Darío de los Santos, y en consecuencia se le condena
a un (1) año de prisión correccional y al pago de las cos-
tas penales; Tercero: En cuanto al aspecto civil, el Tribu-
nal se reserva el fallo para una próxima audiencia; Cuarto:
Se reservan las costas de oficio"; b) que la misma Cámara
penal, prosiguiendo la instrucción, con fecha 14 de marzo
de 1966, dictó otra sentencia con el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Que debe ordenar, como al efecto ordena
la medida de un testimonial con el fin de probar la rela-
ción de comitente a preposé, entre la editora Padilla, C. por
A., y el prevenido Yolando Ortega, según solicitud hecha por
la parte civil constituida; Segundo: Que debe fijar, como al
efecto fija para el día jueves 31 de marzo del presente año,
el conocimiento de la audiencia para dicha medida probato-
ria; Tercero: Se reservan las costas"; c) que la misma Cá-
mara Panal con fecha 10 de Junio de 1966, dictó otra sen-
tencia cuyo dispositivo, aparece inserto en el de la ahora im-
Puganda; d) que recurrida en apelación, intervino la sen-
tencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo se
transcribe: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto en
fecha 21 de junio de 1966, por el Dr. Luis de la Cruz Débo-
ra, a nombre y representación de la Editora Padilla y Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia
dictada por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, en fecha 10 de junio de1966,

que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:
declara bueno y válido en cuanto al fondo y forma la

'101
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rie 37, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co.
rreccionales, por la Corte de Apelación de 'Santo Dotnin.
go, en fecha 14 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo se ce.
pia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Flavio A. Sosa, cédula No. 61541, serie lra"

abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones.
'Oído el dictamen del Magiserado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, en fecha 15 del mes de Enero de 1968,
a requerimiento del Dr. Flavio A. Sosa, en representación
del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación;

Visto el memorial suscrito por el abogado del recu-
rrente y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte
de Justicia en fecha 21 de abril de 1969, en el cual se invo-
can los medios que luego se indican;

Vista las conclusiones presentadas por los intervinien-
tes La Editora Padilla C. por A. y la Compañía Dominica-
na de Seguros C. por A., compañías comerciales, domicilia-
das en esta ciudad, y su escrito de ampliación fechados a
21 y 24 de abril de 1969, y suscritos por s uabogado, el Dr.
Pedro Flores Ortiz, cédula No. 47715, serie lra.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 9 de la Ley 5771 de 1961. 71,
de la Constitución de la República, 3 y 215 del Código de
Procedimiento Criminal y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con m o

-tivo de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciu-

dad, el 6 de Marzo de 1965, la Cuarta Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, die-

Ti fecha 19 de Enero de 1966, una sentencia en atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo dice así: "Primero:
Que debe Pronunciar, como al efecto Pronuncia, el Defec-
to contra el nombrado Yolando Ortega, de generales ig-
noradas, por no haber comparecido no obstante haber sido
legalmente citado; Segundo: Que debe Declarar, como al
efecto Declara al nombrado Yolando Ortega, culpable del
delito de violación a la Ley No. 5771, en perjuicio de Cé-
sar Darío de los Santos, y en consecuencia se le condena
a Un (1) año de prisión correccional y al pago de las cos-
tas penales; Tercero: En cuanto al aspecto civil, el Tribu-
nal se reserva el fallo para una próxima audiencia; Cuarto:
Se reservan las costas de oficio"; b) que la misma Cámara
Penal, prosiguiendo la instrucción, con fecha 14 de marzo
de 1966, dictó otra sentencia con el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Que debe ordenar, como al efecto ordena
la medida de un testimonial con el fin de probar la rela-
ción de comitente a preposé, entre la editora Padilla, C. por
A., y el prevenido Yolando Ortega, según solicitud hecha por
la parte civil constituida; Segundo: Que debe fijar, como al
efecto fija para el día jueves 31 de marzo del presente año,
el conocimiento de la audiencia para dicha medida probato-
ria; Tercero: Se reservan las costas"; c) que la misma Cá-
mara Penal con fecha 10 de Junio de 1966, dictó otra sen-
tencia cuyo dispositivo, aparece inserto en el de la ahora im-
Puganda; d) que recurrida en apelación, intervino la sen-
tencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo se
transcribe: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto en
fecha 21 de junio de 1966, por el Dr. Luis de la Cruz Débo-
l'a, a nombre y representación de la Editora Padilla y Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia
dictada por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, en fecha 10 de junio de1966,

que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:
declara bueno y válido en cuanto al fondo y forma la

Ah
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constitución en parte civil hecha a nombre de César
río de los Santos Abreu contra la Editora Padilla; Segun.
do: Se condena a la Editora Padilla, persona civilmente res.
ponsable de los daños y perjuicios ocasionados por el nom.
orado Yolando Ortega a pagar una indemnización de Rip.
1,000.00 (Un Mil Pesos Moneda Nacional) a favor del nom'.
brado César Darío de los Santos Abreu por los daños sufrí-
dos por éste; Tercero: Se condena a la Editora Padilla al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
favor del Dr. Flavio A. Sosa, quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad; Cuarto: La presente sentencia se decla-
ra oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por
A.; Quinto: Se ordena la cancelación de la fianza prestada
por el nombrado Yolando Ortega, y en consecuencia se or-
dena el apremio corporal contra el prevenido"; por haber-
lo hecho de acuerdo con las prescripciones legales que ri-
gen la materia; Segundo: Anula la antes expresada sen-
tencia por haber sido fallado el aspecto civil separadamen-
te del aspecto penal; Tercero: La Corte se declara incom-
petente, para conocer el aspecto civil, separadamente de la
acción pública; y Cuarto: Condena a la parte civil constitui-
da que sucumbe, señor César Darío de los Santos, al pago
de las costas de alzada y ordena su distracción en provecho
del Dr. Luis A. de la Cruz Débora, por afirmar haberlas
avanzado en su mayor parte";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
los siguientes medios: "que la Corte a-qua en su decisión ya
mencionada ha vulnerado el -artículo 3 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, ha desnaturalizado los hechos de la
causa, y finalmente ha violado las reglas de la compent en

-cia en materia penal y el inciso primero del artículo 71 de
la Constitución de la República, y al mismo tiempo ha des-
conocido los principios de la avocación sostenidas en el a r

-tículo 215 del Código de Procedimiento Criminal";
Considerando que el recurrente en el desarrollo de s

medios, que por su relación se reúnen para su examen':
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alega en síntesis; a) que la Corte a-qua al declarar su in-

r- 	 para conocer de un asunto del cual sólo ella

era compotente, violó el inciso primero del artículo 71, de

la Constituc ión de la República; b)—que si dicha Corte en-
contró que el Juez del Primer Grado había vulnerado las
reglas procesales, apartándose de las fórmulas sacramenta-
les del artículo 3 del Código de Procedimiento Criminal, de-
bió proceder, como en efecto procedió a anular los actos
considerados nulos, pero lejos de declarar su incompeten-
cia, ha debido en aplicación del artículo 215, fallar poste-
riormen te sobre el fondo del asunto; c)— que la Corte
a-qua desnaturalizó los hechos de la causa, por cuya cir-
cunstancia carece de base legal la sentencia recurrida, pues
si es preciso reconocer que hubo dos actos del mismo Juez,
respecto del mismo expediente, es innegable que dicho Juez
nunca se desapoderó de la acción pública, como lo confir-
ma, la acción penal contra el prevenido, que contiene la úl-
tima sentencia o sea la cancelación de su fianza; d)—que
por último, según se evidencia de las piezas del expediente,
el exponente cumplimentó todas las reglas procesales para
que su acción civil siguiera regularmente su curso y en
consecuencia no se le puede hacer culpable de hechos u omi-
siones que no ha cometido;

Considerando que . si en principio, cuando la acción ci-
vil, derivada de un delito penal, es perseguido conjunta-
mente con la acción pública, ambas acciones deben ser fa-
lladas por una sola y misma sentencia, no es menos cierto,
que cuando esto no sucede así, y cometiéndose un error pro-
cesal, fuesen fallados separadamente, el Tribunal de apela-
ción apoderado de un recurso, interpuesto frente a una
de esas dos decisiones, no podía proceder a anularla, como
ha sucedido en la especie, sobre este único fundamento, ya
que ningún texto legal así lo dispone, y no se ha compro-
bado que tal proceder haya acarreado ninguna clase de
Perjuicio; que a mayor abundamiento, tal como ha sido
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constitución en parte civil hecha a nombre de.César
río de los Santos Abreu contra la Editora Padilla; segun:
do: Se condena a la Editora Padilla, persona civilmente res.

•
ponsable de los daños y perjuicios ocasionados por el non].
orado Yolando Ortega a pagar una indemnización de Rin.
1,000.00 (Un Mil Pesos Moneda Nacional) a favor del nom-
brado César Darío de los Santos Abreu por los daños sufri.
dos por éste; Tercero: Se condena a la Editora Padilla al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
favor del Dr. Flavio A. Sosa, quien afirma haberlas avanza.
do en su totalidad; Cuarto: La presente sentencia se decla-
ra oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C . por
A.; Quinto: Se ordena la cancelación de la fianza prestada
por el nombrado Yolando Ortega, y en consecuencia se or-
dena el apremio corporal contra el prevenido"; por haber-
lo hecho de acuerdo con las prescripciones legales que ri-
gen la materia; Segundo: Anula la antes expresada sen-
tencia por haber sido fallado el aspecto civil separadamen-
te del aspecto penal; Tercero: La Corte se declara incom-
petente, para conocer el aspecto civil, separadamente de la
acción pública; y Cuarto: Condena a la parte civil constituí-
da que sucumbe, señor César Darío de los Santos, al pago
de las costas de alzada y ordena su distracción en provecho
del Dr. Luis A. de la Cruz Débora, por afirmar haberlas
avanzado en su mayor parte";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
los siguientes medios: "que la Corte a-qua en su decisión ya
mencionada ha vulnerado el -artículo 3 del Código de Pro'
cedimiento Criminal, ha desnaturalizado los hechos de la
causa, y finalmente ha violado las reglas de la compent en

-cia en materia penal y el inciso primero del artículo 71 de
la Constitución de la República, y al mismo tiempo ha des"
conocido los principios de la avocación sostenidas en el ar

-tículo 215 del Código de Procedimiento Criminal";
Considerando que el recurrente en el desarrollo d e sus

medios, que por su relación se reúnen para su examen

aien en síntesis; a) que la Corte a-qua al declarar su in-

-competencia para conocer de un asunto del cual sólo ella

era compotente, violó el inciso primero del artículo 71, de

la Constitución de la República; b)—que si dicha Corte en-
contró que el Juez del Primer Grado había vulnerado las
regias procesales, apartándose de las fórmulas sacramenta-
les del artículo 3 del Código de Procedimiento Criminal, de-
bió proceder, como en efecto procedió a anular los actos
considerados nulos, pero lejos de declarar su incompeten-
cia, ha debido en aplicación del artículo 215, fallar poste-
riormente sobre el fondo del asunto; c)— que la Corte
a-qua desnaturalizó los hechos de la causa, por cuya cir-
cunstancia carece de base legal la sentencia recurrida, pues
si es preciso reconocer que hubo dos actos del mismo Juez,
respecto del mismo expediente, es innegable que dicho Juez
nunca se desapoderó de la acción pública, como lo confir-
ma. la acción penal contra el prevenido, que contiene la úl-
tima sentencia o sea la cancelación de su fianza; d)—que
por último, según se evidencia de las piezas del expediente,
el exponente cumplimentó todas las reglas procesales para
que su acción civil siguiera regularmente su curso y en
consecuencia no se le puede hacer culpable de hechos u omi-
siones que no ha cometido;

Considerando que * si en principio, cuando la acción ci-
vil, derivada de un delito penal, es perseguido conjunta-
mente con la acción pública, ambas acciones deben ser fa-
lladas por una sola y misma sentencia, no es menos cierto,
que cuando esto no sucede así, y cometiéndose un error pro-
cesal, fuesen fallados separadamente, el Tribunal de apela-
ción apoderado de un recurso, interpuesto frente a una
de esas dos decisiones, no podía proceder a anularla, como
ha sucedido en la especie, sobre este único fundamento, ya
que ningún texto legal así lo dispone, y no se ha compro-
bado que tal proceder haya acarreado ninguna clase de
Perjuicio; que a mayor abundamiento, tal como ha sido

ele
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alegado por el recurrente, el hecho de la Corte a-qua len.
go de•haber procedido en la sentencia impugnada, a anular
la decisión del Juez de primer grado, que estatuyó acor.
dando una indemnización a la parte civil constituida Y fallar
declarando su incompetencia para conocer el aspecto civil,
separadamente de la acción pública ,aparte de constituir
un contra sentido, implica una errónea interpretación 'del
artículo 3 del Código de Procedimiento Criminal por las ra-
zones antes dichas y desconocimiento del artículo 71, inri-
so primero de la Constitución de la República que establece
"Son atribuciones de la Corte de 'Apelación: 1.—Conocer de
las apelaciones de las sentencias dictadas por los Juzgados
de Primera Instancia", por lo que la sentencia impugnada
debe ser casada, sin que haya necesidad de examinar los
demás alegatos del recurrente;

Considerando qeu tratándose de un error procesal, pro-
cede que las costas sean compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes
a la Editora Padilla, C. por A., y a la Compañía Dominica-
na de Seguros C. por A.; Segundo: Casa la sentencia co-
rreccional dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo en fecha 14 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y envía
dicho asunto por ante la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal en las mismas atribuciones; Tercero: Compensa las

costas.

(Firmados:) Manuel Ra món Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri'
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Arnia.
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvare z Pe"

relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia go Osval.
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge"
neral.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por
las señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

11111fr.scl;

é
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alegado por el recurrente, el hecho de la Corte a-qua itie
•

go de .haber procedido en la sentencia impugnada, a anular
la decisión del Juez de primer grado, que estatuyó aeor.
dando una indemnización a la parte civil constituida y fallar
declarando su incompetencia para conocer el aspecto civil,
separadamente de la acción pública ,aparte de constituí;
un contra sentido, implica una errónea interpretación,del
artícu'o 3 del Código de Procedimiento Criminal por las ra-
zones antes dichas y desconocimiento del artículo 71, atep
so primero de la Constitución de la República que establece,
"Son atribuciones de la Corte de 'Apelación: 1.—Conocer de
las apelaciones de las sentencias dictadas por los Juzgados
de Primera Instancia", por lo que la sentencia impugnada
debe ser casada, sin que haya necesidad de examinar los
demás alegatos del recurrente;

Considerando qeu tratándose de un error procesa
cede que las costas sean compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como interv
a la Editora Padilla, C. por A., y a la Compañía Dom
na de Seguros C. por A.; Segundo: Casa la sentencia co-
rreccional dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo en fecha 14 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y envía
dicho asunto por ante la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal en las mismas atribuciones; Tercero: Compensa las
costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Larnarche Henri-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Anlia•
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe.

relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osv al-

do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge"

neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1969 e

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D, j de

Salcedo, de fecha 11 de octubre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: María Teresa Liriano

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
13ergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Sescetario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Distrito
Nacional, hoy día 11 de junio del año 1969, años 126o.
de la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la sigülente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por María
Teresa Liriano, dominicana, mayor de edad, soltera, de ofi-
cios domésticos, residente en la ciudad de Salcedo, Provin-
cia de Salcedo, cédula No. 4049, serie 55, contra la sente n

-cia No. 760 dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Salcedo, en fecha 11 de octubre
de 1968, en atribuciones correccionales, cuyo dispositi vo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República; 
elcta del recurso de casación levantada en laactaVista 

secretaría del Juzgado a-quo en fecha 15 de octubre de
1968, a requerimiento de la recurrente, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 191 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considera ndo que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
25 de octubre de 1967, María Teresa Liriano presentó ante
la Policía Nacional de la ciudad de Salcedo, una querella
contra el nombrado Blanco Blanco, de generales ignoradas,
residente en la calle Mella No. 23 de dicha ciudad, para
que se aviniera a cumplir con sus obligaciones de padre de
su hija Miledy Altagracia Liriano, procreada por ellos dos;
b) que en fecha 16 de noviembre de 1967 fueron citados
ambos, a comparecer por ante el Fiscalizador del Juzgado
de Paz del Municipio de Salcedo, y le expusieron que han
comparecido ante él, a fin de realizar un pacto respecto a
dicha menor; pero no hubo conciliación, porque el prevenido
en referencia negó la paternidad; e) que apoderado del caso
el Juzgado de Paz del Municipio de Salcedo dictó en fecha 8
de di r:embre de 1967 una sentencia cuyo dispositivo .onst3
en el de la sentencia impugnada en casación; d) que no
conforme el prevenido con dicha sentencia, interpuso re-
curso de apelación, del cual quedó apoderado el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, el cual
dictó en fecha 11 de octubre de 1968 la sentencia ahora
Impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así "FALLA:
PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso de apelación

por el prevenido Blanco Blanco en cuanto a la
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J . de
Salcedo, de fecha 11 de octubre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: María Teresa Liriano
	

1.
Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
S'scetario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 11 de junio del año 1969, años 1260.
de la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la sigifiente sen-

tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por María
Teresa Liriano, dominicana, mayor de edad, soltera, de ofi-
cios domésticos, residente en la ciudad de Salcedo, Provin-
cia de Salcedo, cédula No. 4049, serie 55, contra la sente n

-cia No. 760 dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Salcedo, en fecha 11 de octubre
de 1968, en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del. Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

secretaría del Juzgado a-quo en fecha 15 de octubre de
1968, a requerimiento de la recurrente, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado y vistos los artículos 191 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
25 de octubre de 1967, María Teresa Liriano presentó ante
la Policía Nacional de la ciudad de Salcedo, una querella
contra el nombrado Blanco Blanco, de generales ignoradas,
residente en la calle Mella No. 23 de dicha ciudad, para
que se aviniera a cumplir con sus obligaciones de padre de
su hija Miledy Altagracia Liriano, procreada por ellos dos;
b) que en fecha 16 de noviembre de 1967 fueron citados
ambos, a comparecer por ante el Fiscalizador del Juzgado
de Paz del Municipio de Salcedo, y le expusieron que han
comparecido ante él, a fin de realizar un pacto respecto a
dicha menor; pero no hubo conciliación, porque el prevenido
en referencia negó la paternidad; e) que apoderado del caso
el Juzgado de Paz del Municipio de Salcedo dictó en fecha 8
de diciembre de 19(37 una sentencia cuyo dispositivo .0(lita
en el de la sentencia impugnada en casación; d) que no
conforme el prevenido con dicha sentencia, interpuso re-
curso de apelación, del cual quedó apoderado el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, el cual
dictó en fecha 11 de octubre de 1968 la sentencia ahora

PRIMERO:: 
pa en casación, cuyo dispositivo dice así "FALLA:
Declara bueno y válido el recurso de apelación

interpuesto por el prevenido Blanco Blanco en cuanto a la
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forma, contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz del
Municipio de Salcedo, de fecha 8-12-67, cuyo dispositivo di.
ce: "Primero: Se declara al prevenido Blanco Blanco, ola.
pable de violar la Ley No. 402 en perjuicio de la menor
Miledy Altagracia Liriano, procreada con María T. Liria.
no; Segundo: Se fija a cargo del prevenido una pensión ali-
menticia de RD$4.00 (cuatro pesos) en favor de dicha me.
nor, efectivos a partir de la querella; Tercero: Se condena
a dos años de prisión correccional suspensiva; Cuarto: Se
ordena la ejecución provisional de la sentencia no obstante
cualquier recurso; Quinto: Se condena al pago de las cos-
tas; SEGUNDO: Se Revoca en cuanto al fondo la senten-
cia recurrida y en consecuencia se declara a dicho preve-
nido no culpable del hecho puesto a su cargo y se des-
carga por insuficiencia de pruebas; TERCERO: Se Reservan
las costas";

Considerando que en la sentencia impugñada consta
que el prevenido Blanco Blanco, niega haber tenido con-
tacto carnal con la querella nte María Teresa Liriano; que
en consecuencia, no es el padre de la indicada menor que
la querellante le atribuye; que, por otra parte, la querellan-
te declaró que Bienvenido Lora, testigo, sabía de las rela-
ciones sexuales de ella y el prevenido; pero Lora declaró
desconocer ese hecho; que, además, se estableció que la
querellante y Fidel Rodríguez, su concubino, viven como
marido y mujer; que tienen hijos hasta de 13 años de edad
y que en ningún momento se han separado; que, por últi-
mo, ella se auerelló contra Blanco, porque su concubino la

obligó, según declaró el testigo Juan Liriano;
Considerando que los Jueces del fondo son soberanos

en la apreciación del valor de las pruebas aportada s ; que

al fallar el Juzado a-quo, revocando la sentencia apelada.
declarando al prevenido no culpable del hecho puesto a su
cargo, hizo una correcta apreciación de los hechos Y una
justa aplicación de la Ley; que, por tanto, el recurso de

casación que se examina debe ser rechazado, por carecer de
ituidamento;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por María Teresa Liriano contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales, por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo,
en fecha 11 de octubre de 1968, en grado de apelación,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo: Se declaran las costas de oficio.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.-- Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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Considerando que en la sentencia impugnada consta-

que el prevenido Blanco Blanco, niega haber tenido con-
tacto carnal con la querella nte María Teresa Liriano; que
en consecuencia, no es el padre de la indicada menor que
la querellante le atribuye; que, por otra parte, la querellan-
te declaró que Bienvenido Lora, testigo, sabía de las rela-
ciones sexuales de ella y el prevenido; pero Lora declaró
desconocer ese hecho; que, además, se estableció que la
querellante y Fidel Rodríguez, su concubino, viven como
marido y mujer; que tienen hijos hasta de 13 años de edad,
y que en ningún momento se han separado; que, por últ i

-mo. ella se querelló contra Blanco, porque su concubino la
obligó, según declaró el testigo Juan Liriano;

Considerando que los Jueces del fondo son soberanos
en la apreciación del valor de las pruebas aportada s; que
al fallar el Juzado a-quo, revocando la sentencia apelada.
declarando al prevenido no culpabl e del hecho puesto a su
cargo, hizo una correcta apreciación de los hechos Y 1111a
justa aplicación de la Ley; que, por tanto, el recurso ce 
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casación que se examina debe ser rechazado, por carecer de
ituidamento;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-sación interpuesto por María Teresa Liriano contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales, por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo,
en fecha 11 de octubre de 1968, en grado de apelación,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo: Se declaran las costas de oficio.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

isu
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forma, contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz del
Municipio de Salcedo, de fecha 8-12-67, cuyo dispositivo di-
ce: "Primero: Se declara al prevenido Blanco Blanco, mil,
pable de violar la Ley No. 402 en perjuicio de la menor
Miledy Altagracia Liriano, procreada con María T. Liria-
no; Segundo: Se fija a cargo del prevenido una pensión ali-
menticia de RD$4.00 (cuatro pesos) en favor de dicha me.
nor, efectivos a partir de la querella; Tercero: Se condena
a dos años de prisión correccional suspensiva; Cuarto: Se
ordena la ejecución provisional de la sentencia no obstante
cualquier recurso; Quinto: Se condena al pago de las cos-
tas; SEGUNDO: Se Revoca en cuanto al fondo la senten-
cia recurrida y en consecuencia se declara a dicho preve-
nido no culpable del hecho puesto a su cargo y se des-
carga por insuficiencia de pruebas; TERCERO: Se Reservan
las costas";



Sentencia impugnada: Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado
de lra. Instancia del D. J. de La Vega, de fechas 3 de

• julio y 30 de agosto de 1968

Recurrente: Evaristo Valentin 

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 11 de junio del año 1969, años 1260 . de

la Independencia y 106 9 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Evaristo
Valentín, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, re-
sidente en la Sección Sabaneta, Jurisdicción de La Vega.
cédula 35155, serie 47, contra las sentencias de fechas 3

de julio y 30 de agosto de 1968, dictadas en . sus atribucio-

nes correccionales y como , tribunal de Segundo Grado, P91.
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, cuyo dispositivo
se copia más adelante;
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1969 Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Tribunal a-quo en fecha 3 de septiembre
de 1968, a requerimiento del Dr. Ramón González Hardy,
cédula No. 24862, serie 47, a nombre y representación del
prevenido recurrente, en la cual no se expone ningún medio
determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de las leyes Nos.
4809 de 1957 y 5771 de 1961; 208 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1 y C5 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de la colisión entre una guagua y un automóvil, ocurrido
el día 31 de octubre de 1967 en Jima, La Vega, manejados
respectivamente por Tomás Linares y Evaristo Valentín y
en el cual ambos vehículos resultaron con abolladuras y uno
de los conductores con golpes curables en menos de diez
días, fue apoderado regularmente del .' caso el Juzgado de
Paz de la Primera Circunscripción del Municipio de La
Vega, el cual en fecha 24 de enero de 1968, dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se
declara al nombrado Evaristo Valentín, de las generales ano
tadas culpable de violar Ley 4809 y 5771; en consecuencia se
Descarga de toda responsabilidad penal al nombrado Tomás
Linares, de las generales anotadas, por no haber cometido el
hecho; declaran las costas de oficio" b) que sobre apelación
del Procurador Fiscal, la Segunda Cámara de lo penal del
Juzgado de Primera Instancia de La Vega dictó en fecha3 de julio de 1968, la sentencia ahora impugnada cuyo dis-
Positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se acoge como bue-
n° Y válido el recurso de apelación i nterpuesto por el Ma-
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SENTENCIA DE FECIIA 11 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado
de ira. Instancia del D. J. de La Vega, de fechas 3 de

• julio y 30 de agosto de 1968

Recurrente: Evaristo Valentin

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del

Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 11 de junio del año 1969, años 1260• de
la Independencia y 1069 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Evaristo
Valentín, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, re-
sidente en la Sección Sabaneta, Jurisdicción de La Vega,
cédula 35155, serie 47, contra las sentencias de fechas 3
de julio y 30 de agosto de 1968, dictadas en . sus atribucio-

nes correccionales y como tribunal de Segundo Grado, por

la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, cuyo dispositivo
se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de 

la República;al iccat;

Vista e acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Tribunal a-quo en fecha 3 de septiembre
de 1968, a requerimiento del Dr. Ramón González Hardy,
cédula No. 24862, serie 47, a nombre y representación del
prevenido recurrente, en la cual no se expone ningún medio
determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-111,
rado y vistos los artículos 1 y si guientes de las leyes Nos.

1

48O9 de 1957 y 5771 de 1961; 208 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de la colisión entre una guagua y un automóvil, ocurrido
el día 31 de octubre de 1967 en Jima, La Vega, manejados
respectivamente por Tomás Linares y Evaristo Valentín y
en el cual ambos vehículos resultaron con abolladuras y uno
de los conductores con golpes curables en menos de diez
días, fue apoderado regularmente del' caso el Juzgado de
Paz de la Primera Circunscripción del Municipio de La
Vega, el cual en fecha 24 de enero de 1968, dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se
declara al nombrado Evaristo Valentín, de las generales ano
tadas culpable de violar Ley 4809 y 5771; en consecuencia se
Descarga de toda responsabilidad penal al nombrado Tomás
Linares, de las generales anotadas, por no haber cometido el
hecho; declaran las costas de oficio" b) que sobre apelación
del Procurador Fiscal, la Segunda Cámara de lo penal del
Juzgado de Primera Instancia de La Vega dictó en fecha3de julio de 1968, la sentencia ahora impugnada cuyo dis-
Positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se acoge como bue-
n° Y válido el recurso de apelación i nterpuesto por el Ma-
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gistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial per
ser regular en la forma; SEGUNDO: Se pronuncia el de-
recto contra Evaristo Valentín por no haber comparecido
a la audiencia no obstante estar legalmente citado; TER_
CERO: Se confirma en todas sus partes la sentencia re.

currida que descargó a Tomás Linares y condenó a ha.
risto Valentín al pago de una multa de RD$5.00 por viola.
ción Leyes 5771 y 4809; CUARTO: Se condena además al
pago de las costas"; c) que sobre recurso de oposición de
Evaristo Valentín, el Tribunal a-quo dictó en fecha 30 de
agosto de 1968, la sentencia también impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se
declara nulo y sin ningún efecto el recurso de Oposición
intentado por Evaristo Valentín y se confirma en todas
sus partes la sentencia recurrida que lo condenó al pago
de una multa de RD$5.00 por violación a las leyes 4809 y
5771; Segundo: Se condena al pago de las costas";

4*-
Considerando que si bien en el acta del recurso de ca-

sación, se indica como fecha de la sentencia recurrida la del
3 de julio de 1968, que fue dictada en defecto, como se ha
comprobado por el examen del fallo impugnado y del ex-
pediente, que esa sentencia fue recurrida en oposición por
el prevenido Evaristo Valentín y dicho recurso declarado
nulo por no haber comparecido, por sentencia de fecha 30
de agosto de 1968, es obvio que cuando el abogado del pre-
venido comparece el 3 de septiembre de 1968 a levantar
acta de casación, dicho recurso se extiende a ambas sen-
tencias;

Considerando que de conformidad con el artículo 208
del Código de Procedimiento Criminal, la oposición es nula
si el oponente no comparece a la audiencia fijada para e,_1
conocimiento de su recurso, siempre que el ministerio pu"

blico o la parte civil lo invoquen en sus conclusiones de au,a"
diencia; que en la especie el oponente Evaristo Vale ntín

no compareció a la audiencia que se fijó para conocer de
su recurso, no obstante haber sido legalmente citado, por
lo cual al declarar nulo su recurso el tribunal a-quo por
aplicación del texto civil citado y en virtud de las conclu-
siones de ministerio público, hizo una correcta aplicación
de ese texto legal;

Considerando en cuanto a la sentencia de fecha 3
de julio de 1968, el examen de la misma pone de manifies-
to que él carece en absoluto de motivos, y ni siquiera se
señalan los hechos de la prevención; que si bien se confir-
ma por dicho fallo el del Juzgado de Paz del Municipio
de La Vega de fecha 24 de enero de 1968, en este se incu-
rre en los mismos vicios, según resulta de su examen;

Considerando que los jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias, y en materia represiva
deben enunciar los hechos en relación con la ley penal apli-
cada; que al no dejarse satisfechos esos requisitos en la
sentencia que se examina, procede su casación por falta de
motivos y de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fe-
cha 3 de julio de 1968, dictada por la Segunda Cámara Pe-
nal del Distrito Judicial de La Vega, en atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Envía el conocimiento del caso
Por ante la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega; Terce-
ro: Declara las costas de oficio.

( Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-

Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car
utlecia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.
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gistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial por

ser regular en la forma; SEGUNDO: Se pronuncia el de.-
fecto contra Evaristo Valentín por no haber comparecido
a la audiencia no obstante estar legalmente citado; TER.

CERO: Se confirma en todas sus partes la sentencia re-
currida que descargó a Tomás Linares y condenó a Eva-
risto Valentín al pago de una multa de RD$5.00 por viola-
ción Leyes 5771 y 4809; CUARTO: Se condena además al
pago de las costas"; c) que sobre recurso de oposición de
Evaristo Valentín, el Tribunal a-quo dictó en fecha 30 de
agosto de 1968, la sentencia también impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIllIERO: Se
declara nulo y sin ningún efecto el recurso de Oposición
intentado por Evaristo Valentín y se confirma en todas
sus partes la sentencia recurrida que lo condenó al pago
de una multa de RD$5.00 por violación a las leyes 4809 y
5771; Segundo: Se condena al pago de las costas";

Considerando que si bien en el acta del recurso de a-

sación, se indica como fecha de la sentencia recurrida la del
3 de julio de 1968, que fue dictada en defecto, como se ha
comprobado por el examen del fallo impugnado y del ex-

pediente, que esa sentencia fue recurrida en oposición por
el prevenido Evaristo Valentín y dicho recurso declarado
nulo por no haber comparecido, por sentencia de fecha 30
de agosto de 1968, es obvio que cuando el abogado del pre-
venido comparece el 3 de septiembre de 1968 a levantar
acta de casación, dicho recurso se extiende a ambas sen-
tencias;

Considerando que de conformidad con el artículo 208la
del Código de Procedimiento Criminal, la oposición es nu
si el oponente no comparece a la audiencia fijada pa ra !I
conocimiento de su recurso, siempre que el minister io pu"

blico o la parte civil lo invoquen en sus conclusiones de au

diencia; que en la especie el oponente Evaristo Valen
int4

no compareció a la audiencia que se fijó para conocer de
su recurso, no obstante haber sido legalmente citado, por
lo cual al declarar nulo su recurso el tribunal a-quo por
aplicación del texto civil citado y en virtud de las conclu-
siones de ministerio público, hizo una correcta aplicación
de ese texto legal;

Considerando en cuanto a la sentencia de fecha 3
de julio de 1968, el examen de la misma pone de manifies-
to que él carece en absoluto de motivos, y ni siquiera se
señalan los hechos de la prevención; que si bien se confir-
ma por dicho fallo el del Juzgado de Paz del Municipio
de La Vega de fecha 24 de enero de 1968, en este se incu-
rre en los mismos vicios, según resulta de su examen;

Considerando que los jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias, y en materia represiva
deben enunciar los hechos en relación con la ley penal apli-
cada; que al no dejarse satisfechos esos requisitos en la
sentencia que se examina, procede su casación por falta de
motivos y de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fe-
cha 3 de julio de 1968, dictada por la Segunda Cámara Pe-
nal del Distrito Judicial de La Vega, en atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Envía el conocimiento del caso
por ante la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega; Terce-ro: Declara las costas de oficio.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co ElPidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car
1)1-tecla .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.4
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La presente sentenc ia ha sido dada y f il:mada por

los señores Jueces que figuran en su encabezamiento en
la audiencia pública, del día, mes y año en él ex presados, y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1969

sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 17 de septiembre de 1968

yoteria: Correccional

Recurrente: Unión de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Antonio Rosario

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 11 del mes de Junio de 1969, años
126o. de la Independencia y 106o. de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Unión de
Seguros, C. por A., sociedad comercial organizada de acuer-
do con las leyes del país, representada por su presidente
Belarminio Cortina Hernández, dominicano, mayor de edad.
Casado, comerciante, del domicilio y residencia de la ciu-
dad de Santiago, cédula Número 46869, serie 31, contra
la sentencia de fecha 17 de septiembre de 1968, dictada en
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
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La presente sentenc ia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento en

la audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,

que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 17 de septiembre de 1968

)materia: Correccional

Recurrente: Unión de Seguros, C. por A.
Abogado: Dr. Antonio Rosario

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-

to Nacional, hoy día 11 del mes de Junio de 1969, años
6o. de la Independencia y 106o. de la Restauración, dic-

ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Unión de
Seguros, C. por A., sociedad comercial organizada de acuer-
do con las leyes del país, representada por su presidente
Belarminio Cortina Hernández, dominicano, mayor de edad.
casado, comerciante, del domicilio y residencia de la ciu-
dad de Santiago, cédula Número 46869, serie 31, contra
la sentencia de fecha 17 de septiembre de 1968, dictada en
III atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
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de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante.
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 	 * '
Oído al Dr. Antonio Rosario, cédula No. 14083, serie

54, abogado de la recurrente, en la lectura de sus conclu•
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera]
de la República;

Vista elacta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 17 de septiembre de
1968, a requerimiento del abogado de la recurrente, en la
cual no se expone ningún medio determi nado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 202 del Código de Procedi
mreuto Criminal; 10 de la Ley No. 4117 de 1955; y 1 y 63
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

onsiderando que en la sentencia impugnada y en los
do ‘ umentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un choque ocurrido el 10 de mayo de 1968, en esta
ciudad, entre un automóvil manejad) ec,r Ramón Gómez
y un triciclo conducido por Escolástico Martínez, en e! cual
resultó el último con golpes y heridas curables en más de
20 días y menos de treinta, fue apoderada del caso la Cuar-
ta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, la cual el 31 de mayo de 1968, dictó
una sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el de la
sentencia impugnada; b) Que sobre recursos del prevenido
Ramón Gómez y de la compañía aseguradora, la Corte de
Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha 17 de sep-
tiembre de 1968, la sentencia ahora impugnada en casación,
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Da acta al

prevenido Ramón Gómez, de que desiste del recurso de ale
lación interpuesto en fecha 4 de junio de 1968, contra la
sentencia dictada en fecha 31 de mayo de 1968, por la Cuar-
ta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del

Distrito Nacional, la cual contiene el siguie nte dispositivo:
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“ralla: Primero: Declara al nombrado Ramón Gómez, de
cenera les que constan en el expediente, culpable de viola-
-Con a la Ley 241 en su artículo 49, apartado c), sobre
accidente con el manejo o co nducción de vehículo de motor,
en perjuicio del nombrado Escolástico Martínez; Segundo:
Conde na al prevenido Ramón Gómez, al pago de una multa
de Quince Pesos Moneda Nacional (RD$15.00) y al pago
de las costas penales, invocando a su favor circunstancias
atenuantes; Tercero: Se declara regular y válida la cons-
titución en parte civil incoada por el agraviado Escolástico
51artínez por intermedio de sus abogados constituídos doc-
tores Rafael C. Cornielle Segura y Darío Dorrejo Espinal,
en contra del nombrado Ramón Gómez en su doble calidad
de prevenido y persona civilmente responsable y en oponi-
bilidad a la Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por
A., en su calidad de entidad aseguraora el vehículo marca
Chevrolet, placa No. 47085, propiedad del prevenido Ramón
Gómez; y en cuanto al fondo se condena al nombrado Ra-
món Gómez, al pago de una indemnización de Dos Mil Pe-
sos Moneda Nacional (RD$2,000.00) como justa reparación
a los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por
el señor Escolástico Martínez, a consecuencia de los golpes
recibidos por el hecho culposo del prevenido; Cuarto: Con-
dena al nombrado Ramón Gómez, al pago de las costas ci-
viles, distrayéndolas en provecho de los Dres. Rafael C.
Cornielle Segura y Darío Dorrejo Espinal, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Declara la pre-
sente sentencia con todas sus consecuencias legales, Opo-
nible a la compañía de seguros "Unión de Seguros, C. por
A-", en su referida calidad de entidad aseguradora, en vir-
tud de lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley No. 4117, so-
bre seguro obligatorio de vehículos de motor"; y declara
extinguido dicho recurso, con todas sus consecuencias lega-les, -Y condena a dichoprevenido al pago de las costas
Penales y civiles, producidas hasta el momento de su de-
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de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelant_ e;
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Antonio Rosario, cédula No. 14083, sede

54, abogado de la recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista elacta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 17 de septiembre de
1968, a requerimiento del abogado de la recurrente, en la
cual no se expone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 202 del Código de Procedi-
miento Criminal; 10 de la Ley No. 4117 de 1955; y 1 y 65
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

C onsiderando que en la sentencia impugnada y en los
do- umentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un choque ocurrido el 10 de mayo de 1968, en esta
ciudad, entre un automóvil manejad) por Ramón Gómez
y un triciclo conducido por Escolástico Martínez, en el cual
rcsuitó el último con golpes y heridas curables en más de
20 días y menos de treinta, fue apoderada del caso la Cuar-
ta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, la cual el 31 de mayo de 1968, dictó
una sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el de la
sentencia impugnada; b) Que sobre recursos del prevenido
Ramón Gómez y de la compañía aseguradora, la Corte de
Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha 17 de sep-
tiembre de 1968, la sentencia ahora impugnada en casación,
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Da acta al
prevenido Ramón Gómez, de que desiste del recurso de ape-
lación interpuesto en fecha 4 de junio de 1968, contra la
sentencia dictada en fecha 31 de mayo de 1968, por la Cu ar

-ta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, la cual contiene el siguiente dispositivo:

410

„rana: Primero: Declara al nombrado Ramón Gómez, de
generales que constan en el expediente, culpable de viola-
ción a la Ley 241 en su artículo 49, apartado e), sobre
accidente con el manejo o co nducción de vehículo de motor,
en perjuicio del nombrado Escolástico Martínez; Segundo:
Condena al prevenido Ramón Gómez, al pago de una multa
de Quince Pesos Moneda Nacional (RD$15.00) y al pago
de las costas penales, invocando a su favor circunstancias
atenuantes; Tercero: Se declara regular y válida la cons-
titución en parte civil incoada por el agraviado Escolástico
Martínez por intermedio de sus abogados constituídos doc-
tores Rafael C. Cornielle Segura y Darío Dorrejo Espinal,
en contra del nombrado Ramón Gómez en su doble calidad
de prevenido y persona civilmente responsable y en oponi-
bilidad a la Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por
A., en su calidad de entidad aseguraora el vehículo marca
Chevrolet, placa No. 47085, propiedad del prevenido Ramón
Gómez; y en cuanto al fondo se condena al nombrado Ra-
món Gómez, al pago de una indemnización de Dos Mil Pe-
sos Moneda Nacional (RD$2,000.00) como justa reparación
a los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por
el señor Escolástico Martínez, a consecuencia de los golpes
recibidos por el hecho culposo del prevenido; Cuarto: Con-
dena al nombrado Ramón Gómez, al pago de las costas ci-
viles, distrayéndolas en provecho de los Dres. Rafael C.
Cornielle Segura y Darío Dorrejo Espinal, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Declara la pre-
sente sentencia con todas sus consecuencias légales, Opo-
nible a la compañía de seguros "Unión de Seguros, C. por
A. ", en su referida calidad de entidad aseguradora, en vir-
tud de lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley No. 4117, so-
bre seguro obligatorio de vehículos de motor"; y declara
extinguido dicho recurso, con todas sus consecuencias lega-
les , y condena a dicho prevenido al pago de las costas
Penales y civiles, producidas hasta el momento de su de-
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sistimiento; Seundo: Declara regular y válido en cuanto a

la forma, el recurso de apelación interpuesto en fecha 4
de junio de 1968, por la Compañía Unión de Seguros, e
por A., contra la sentencia antes mencionada, cuyo dispo-
sitivo ha sido transcrito en el ordinal primero de la pre.
sente sentencia; por haber sido interpuesto de acuerdo con
las prescripciones legales que regulan la materia; Tercero:
Confirma el ordinal quinto de la sentencia recurrida , que
dispuso que dicha decisión le fuera oponible con todas sus
consecuencias legales a la entidad aseguradora Unión de
Seguros, C. por A.; Cuarto: Condena a la recurrente, com-
pañía Unión de Seguros, C. por A., al pago de las costas
de la presente alzada";

Considerando que la recurrente invoca en su Memoria
de Casación, los siguientes medios: Violación del artículo
10 de la Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor; errónea aplicación de los efectos de
la cosa juzgada e insuficiencia de motivos;

Considerando que la recurrente sostiene en síntesis
que en la sentencia impugnada se ha violado en primer
término el artículo 10 de la Ley No. 4117 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, porque siendo ella ape-
lante del fallo de primera instancia, junto con el prevenido
Ramón Gómez, el hecho de que éste desistiera de su ape-
lación, no redime a la Corte del deber de analizar la apela-
ción de la compañía aseguradora, a la cual se le han hecho
oponibles las condenaciones civiles pronu nciadas contra el
prevenido, cuyo vehículo estaba asegurado por la recurr en-

te; que a su entender el caso es similar a cuando habión

-dose puesto en causa a una persona como civilmente res-
ponsable de un delito, el prevenido no recurre en apelación
de la sentencia que le condena, pero sí la persona pues

ta

en causa como civilmente responsable, hipótesis en la cua
l

la Corte tiene el deber de examinar el fondo del proceso

cuanto a los intereses civiles de esa persona; que aunque en
Francia es distinto porque allí no puede ponerse en causa
ante la jurisdicción represiva al asegurador, en nuestro
país sí puede hacerse en virtud de la Ley No. 4117; que la
Corte a-qua ha tratado de limitar el derecho de la compa-
ñía aseguradora, ignorando "que hay semejanza entre la
entidad aseguradora y sus derechos, y cualquier persona
civilmente responsable y sus derechos"; que la Corte a-qua
pretende que la entidad aseguradora sólo puede discutir o
sostener que no es aseguradora o que el seguro está venci-
do, o que alguna cláusula de exclusión, o pedir que se le re-
duzca la indemnización; que eso es un error, pues por el
efecto devolutivo de la apelación de la compañía, el tribu-
nal de apelación tiene que examinar el fondo de la pre-
vención, ya que no obstante el desistimiento del prevenido,
la compañía tiene derecho a probar que no hubo falta en el
accidente del prevenido aseurado; que al no hacer la pon-
deración de lugar sobre el caso, la Corte a-nua incurrió en
una evidente insuficiencia de motivos; que la Ley No. 4117,
de 1955, tiene un carácter eminentemente excepcional, y por
ello "se aparta de las normas ordinarias del derecho"; y
le da a la compañía derecho a discutir la "no responsabi-
lidad" del prevenido, así como a discutir también el monto
de los daños, lo que implica a juicio de la recurrente, que
ella puede alegar —repite-- la ausencia de falta a cargo
del prevenido; por todo lo cual estima que contrariamente
a como lo afirma la Corte a-qua la sentencia de primera ins-
tancia no ha podido adquirir en cuanto a ella la autoridad
de la cosa juzgada por el simple desistimiento del prévenido,
por lo que entiende que dicha sentencia debe ser casada;

Considerando que el artículo 10 de la Ley No. 4117
de Seguro Obligatorio contra daños ocasionados por vehícu-
los de motor, dice así en su parte final: "La entidad asegu-
radora tendrá calidad para alegar en justicia, en este caso,
todo cuanto tienda a disminuir el cuántum de la responsa-
bilidad civil, o la no existencia de la misma";
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sistimiento; Seundo: Declara regular y válido en cuanto a
la forma, el recurso de apelación interpuesto en fecha 4
de junio de 1968, por la Compañía Unión de Seguros, e
por A., contra la sentencia antes mencionada, cuyo dispa,
sitivo ha sido transcrito en el ordinal primero de la pre,
sente sentencia; por haber sido interpuesto de acuerdo COa
las prescripciones legales que regulan la materia; Tercero:
Confirma el ordinal quinto de la sentencia recurrida, que
dispuso que dicha decisión le fuera oponible con todas sus
consecuencias legales a la entidad aseguradora Unión de
Seguros, C. por A.; Cuarto: Condena a la recurrente, com-
pañía Unión de Seguros, C. por A., al pago de las costas
de la presente alzada";

Considerando que la recurrente invoca en su Memoria
de Casación, los siguientes medios: Violación del artículo
10 de la Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor; errónea aplicación de los efectos de
la cosa juzgada e insuficiencia de motivos;

Considerando que la recurrente sostiene en síntesis
que en la sentencia impugnada se ha violado en primer
término el artículo 10 de la Ley No. 4117 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, porque siendo ella ape-
lante del fallo de primera instancia, junto con el prevenido
Ramón Gómez, el hecho de que éste desistiera de su ape-
lación, no redime a la Corte del deber de analizar la apela-
ción de la compañía aseguradora, a la cual se le han hecho
oponibles las condenaciones civiles pronu nciadas contra el
prevenido, cuyo vehículo estaba asegurado por la recurr en-

te; que a su entender el caso es similar a cuando habié n

-dose puesto en causa a una persona como civilmente res-
ponsable de un delito, el prevenido no recurre en apelación
de la sentencia que le condena, pero sí la persona Puesta,
en causa como civilmente responsable, hipótesis en la alai
la Corte tiene el deber de examinar el fondo del proceso en

cuanto a los intereses civiles de esa persona; que aunque en
Francia es distinto porque allí no puede ponerse en causa
ante la jurisdicción represiva al asegurador, en nuestro
país sí puede hacerse en virtud de la Ley No. 4117; que la
Corte a-qua ha tratado de limitar el derecho de la compa-
ñía aseguradora, ignorando "que hay semejanza entre la
entidad aseguradora y sus derechos, y cualquier persona
civilmente responsable y sus derechos"; que la Corte a-qua
pretende que la entidad aseguradora sólo puede discutir o
sostener que no es aseguradora o que el seguro está venci-
do, o que alguna cláusula de exclusión, o pedir que se le re-
duzca la indemnización; que eso es un error, pues por el
efecto devolutivo de la apelación de la compañía, el tribu-
nal de apelación tiene que examinar el fondo de la pre-
vención, ya que no obstante el desistimiento del prevenido,
la compañía tiene derecho a probar que no hubo falta en el
accidente del prevenido aseurado; que al no hacer la pon-
deración de lugar sobre el caso, la Corte a-nua incurrió en
una evidente insuficiencia de motivos; que la Ley No. 4117,
de 1955, tiene un carácter eminentemente excepcional, y por
ello "se aparta de las normas ordinarias del derecho"; y
le da a la compañía derecho a discutir la "no responsabi-
lidad" del prevenido, así como a discutir también el monto
de los daños, lo que implica a juicio de la recurrente, que
ella puede alegar —repite— la ausencia de falta a cargo
del prevenido; por todo lo cual estima que contrariamente
a como lo afirma la Corte a-qua la sentencia de primera ins-
tancia no ha podido adquirir en cuanto a ella la autoridad
de la cosa juzgada por el simple desistimiento del prevenido,
Por lo que entiende que dicha sentencia debe ser casada;

Considerando que el artículo 10 de la Ley No. 4117
de Seguro Obligatorio contra daños ocasionados por vehícu-
los de motor, dice:ce así en su parte final: "La entidad asegu-
radora tendrá calidad para alegar en justicia, en este caso,
todo cuanto tienda a disminuir el cuántum de la responsa-bilidad civil, o la no existencia de la misma";
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Considerando que por aplicación del texto citado una
vez puesta en causa una compañía aseuradora, a fin de
hacerle oponible las condenaciones civiles que se pronun-
cien contra su asegurado, ella es asimilada por la ley a una
parte en el proceso; que esa interpretación ha co nducido a
hacer aplicable a ella el artículo 37 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación que obliga al ministerio público, a
la parte civil y a la persona puesta en causa como civil-
mente responsable, cuando recurren en casación, a motivar
su recurso; que por identidad de razonamiento, ella debe
ser tratada con la misma igualdad en el debate que aquellas
otras partes, sobre todo que el artículo 10 in fine de la Ley
No. 4117 dice textualmente, que ella puede alegar "la no
existencia" de su responsabilidad; que una interpretación
contraria podría poner a las compañías aseguradoras a mer-
ced de que su asegurado no recurra contra el fallo que lo
condena, o desista de su recurso una vez intentado, como
ocurrió en la especie; lo que eventualmente puede originar
por hipótesis en algún caso un posible acuerdo entre la par-
te que así se abstiene de recurrir, o desiste de su recurso.
con la parte civil constituida, lesionando el derecho que
tiene la compañía aseguradora de alegar su no responsabi-
lidad en base a la no culpabilidad del asegurado; que, al re-
solver el caso la Corte a-ana en sentido contrario, hizo una
errónea interpretación del artículo 10, parte in fine, de la
Ley No. 4117, de 1955, por lo cual el fallo impugnado debe
ser casada, sin necesidad de ponderar los otros alegatos de
la recurrente;

Considerando que no procede condenar a la parte c i
-vil constituida al pago de las costas, por no haber cons-

tancia de que la recurrente la pusiera en causa en casación,
y ella no ha intervenido;

Por tales motivos, Casa la sentencia de fecha 17 de
septiembre de 1968, dictada en sus atribuciones• correcc io-
nales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
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dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación
de San Pedro de Macorís.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-

ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras—. Joaquín M Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-- Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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Considerando que por aplicación del texto citado una
vez puesta en causa una compañía aseuradora, a fin de
Yacerle oponible las 'condenaciones civiles que se pronun.
cien contra su asegurado, ella es asimilada por la ley a una
parte en el proceso; que esa interpretación ha conducido a
hacer aplicable a ella el artículo 37 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación que obliga al ministerio público, a
la parte civil y a la persona puesta en causa como civil-
mente responsable, cuando recurren en casación, a motivar
su recurso; que por identidad de razonamiento, ella debe
ser tratada con la misma igualdad en el debate que aquellas
otras partes, sobre todo que el artículo 10 in fine de la Ley
No. 4117 dice textualmente, que ella puede alegar "la no
existencia" de su responsabilidad; que una interpretación
contraria podría poner a las compañías aseguradoras a mer-
ced de que su asegurado no recurra contra el fallo que lo
condena, o desista de su recurso una vez intentado, como
ocurrió en la especie; lo que eventualmente puede originar
por hipótesis en algún caso un posible acuerdo entre la par-
te que así se abstiene de recurrir, o desiste de su recurso,
con la parte civil constituida, lesionando el derecho que
tiene la compañía aseguradora de alegar su no responsabi-
lidad en base a la no culpabilidad del asegurado; que, al re-
solver el caso la Corte a-oua en sentido contrario, hizo una
errónea interpretación del artículo 10, parte in fine, de la
Ley No. 4117, de 1955, por lo cual el fallo impugnado debe
ser casada, sin necesidad de ponderar los otros alegatos de
la recurrente;

dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación
de San Pedro de Macorís.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
rna ,_ Francisco Elpidio Beras— Joaquín M Alvarez Pe-
rdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

Considerando que no procede condenar a la parte c i
-vil constituida al pago de las costas, por no haber cons-

tancia de que la recurrente la pusiera en causa en casación,
y ella no ha intervenido;

Por tales motivos, Casa la sentencia de fecha 17 de
septiembre de 1968, dictada en sus atribuciones correc cio-

nales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, CUYO



Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 28 de marzo de 1966
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Recurrente: Dr. Gustavo Emilio Gómez Ceara, Procurador General
de la República al momento del recurso

Materia: Correccional

1290	 BOLETIN JUDICIAL
ROLLPTIN JUDICIAL 1291 

1

SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1969

Abogado: El mismo Procurador Gómez Ceara

Recurrido: Andrés Maria Aybar Nicolás y compartes

Abogado: Dr. Héctor A. Cabral Ortega

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Teiada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche H.,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias. en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
11 del mes de junio de 1969, años 126o. de la Independ en

-cia y 106o. de la Restauración , dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 	 4'

Sobre el recurso de casación en interés de la ley in-

terpuesto por el Doctor Gustavo Emilio Gómez Ceara, 
Ma-

gistrado Procurador General de la República, al momento
del recurso, contra la sentencia de fecha 28 de marzo de
1966, dictada en sus atribuciones correccionales, por la Cor"

te de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Doctor Héctor Cabral Ortega, cédula 23137,

serie 18, abogado de los prevenidos Andrés María Aybar
Nicolás, Rubén Suro García Godoy, Fernando Morbán Lau-
cer, Hugo Tolentino Dipp, Antonio Ballester Hernández,
Bolívar Batista del Villar, Andrés Avelino hijo, Elsa Va-
llejo de Saint Amand, Orlando Haza del Castilo, Antonio
Zaglul, Gustavo A. de León, Jesús María Alvarez Vicioso,
Luis Sosa Baudre, Idelisa Bonnelly de Calventy, Pedro Her-
nández Fernández, Almanzor González Canahuate, Virgilio
Bello Rosa, Romeo Llinás, Alexis Licairac y Franklin Al-
meida, dominicanos, mayores de edad, casados y solteros,
cédulas 36155, 15254, 36499, 52493, 141, 11843, 39076, 7958,
54421, 17289, 61538, 26415, 56475, 92922, y 103336, series
1,147, 1( 1, 8, 10, 1, 1, 23, 1, 1; 1; I; 1; 38; 58; 1 y 1; do-
miciliados y residentes en esta ciudad en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del actual Magistrado Procurador
General de la República, Doctor CarlosR. Goico Morales;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 19 de
abril de 1966, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua,a requerimiento del Magistrado Procurador General de la
República, al momento del recurso, Doctor Gustavo Emi-lio Gómez Ceara, en el cual no se expone ningún medio de-terminado de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 14 de julio de
966, suscrito por el entonces Magistrado Procurador Ge-n
eral de la República, Doctor Manuel Rafael García Li-z
ardo, en el cual se invoca el siguiente medio: "Medio Uni-eo: Violación del artículo 258 del Código Penal. Desnatura-

lización de los hechos. Falta de motivos y de base legal";
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
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Segundo Sustituto de Preside nte; Manuel D. Bergés Chu-
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de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
11 del mes de junio de 1969, años 126o. de la Indepen den

-cia y 106o. de la Restauración , dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación en interés de la ley in

-terpuesto por el Doctor Gustavo Emilio Gómez Ceara, Ma'
gístrado Procurador General de la República, al momento
del recurso, contra la sentencia de fecha 28 de marzo de
1966, dictada en sus atribuciones correccionales, por la Cor'

te de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Doctor Héctor Cabral Ortega, cédula 23137,

serie 18, abogado de los prevenidos Andrés María Aybar
Nicolás, Rubén Suco García Godoy, Fernando Morbán Lau-
cer, Hugo Tolentino Dipp, Antonio Ballester Hernández,
Bolívar Batista del Villar, Andrés Avelino hijo, Elsa Va-
llejo de Saint Amand, Orlando Haza del Castilo, Antonio
Zaglul, Gustavo A. de León, Jesús María Alvarez Vicioso,
Luis Sosa Baudre, Idelisa Bonnelly de Calventy, Pedro Her-
nández Fernández, Almanzor González Canahuate, Virgilio
Bello Rosa, Romeo Llinás, Alexis Licairac y Franklin Al-
meida, dominicanos, mayores de edad, casados y solteros,
cédulas 36155, 15254, 36499, 52493, 141, 11843, 39076, 7958,
54421, 17289, 61538, 26415, 56475, 92922, y 103336, series
1,147, 11 1, 8, 10, 1, 1, 23, 1, 1; 1; I; 1; 38; 58; 1 y 1; do-
miciliados y residentes en esta ciudad en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del actual Magistrado Procurador
General de la República, Doctor CarlosR. Goico Morales;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 19 de
abril de 1966, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua,a requerimiento del Magistrado Procurador General de la
República, al momento del recurso, Doctor Gustavo Emi-
lio Gómez Ceara, en el cual no se expone ningún medio de-terminado de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 14 de julio de
1966 , suscrito por el entonces Magistrado Procurador Ge-n
eral de la República, Doctor Manuel Rafael García Li-za
rclo, en el cual se invoca el siguiente medio: "Medio 'Jui-co: Violación del artículo 258 del Código Penal. Desnatura-liz
ación de los hechos. Falta de motivos y de base legal";



1292	 BOLETIN JUDICIAL

Visto el escrito de fecha 22 de mayo de 1969, suscrito
por el Doctor Héctor A. Cabral Ortega, a nombre de los
prevenidos;

Visto el auto de fecha 27 de mayo de 1969, llamando
al Magistrado Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia a integrar
también la Corte para la deliberación y fallo de este re.
curso;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 258 del Códi go Penal; 141 dei
Código de Procedimiento Civil y 1 y 63 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una querella presentada por el Ing. José Ramón Báez
López Penha, en calidad de Rector de la Universidad Au-
tónoma de Santo Domingo, contra los actuales recurridos,
la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, regularmente apoderada,
dictó una sentencia en fecha 4 de febrero de 1966, con el
dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Se pronuncia el de-
fecto contra los nombrados Dr. Bolívar Batista del Villar y
Br. Alexis Licairac, de generales ignoradas, por no haber
comparecido a la audiencia para la cual fueron regular-
mente citados; Segundo: Se declara a los nombrados Ing.
Andrés María Aybar Nicolás, Dres. Rubén Suro García Go-
doy, Fernando Morbán Laucer, Hugo Tolentino Dipp, Anto-
nio Ballester Hernández, Andrés Avelino hijo, Ing. Orlando
Haza del Castillo. Dra. Elsa Vallejo de Saint-Amand, Dr.
Antonio Za glul, Dr. Gustavo A. de León M., Jesús Maria
Alvarez Vicioso, Ing. Luis Sosa Baudre, Sra. Idelisa Bon

lly de Calventy, Ing. Pedro Hernández Fernández. Dr. A1-
manzor González Canahuate y Bres. Virgilio Bello, Romeo
Llinás y Franklin Almeida. de generales que constan en

el expediente y Dr. Bolívar Batista del Villar y Br. Alexis

Licairac, de generales ignoradas, no culpableS de haber
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lo ado las disposiciones del artículo 258 del Código Pe-
nai , en perjuicio del In. José Ramón Báez López Penha,
quien se querelló a nombre de la Universidad Autónoma
de Santo Domingo, y, en consecuencia, se le descarga de to-
da responsabilidad penal, por no haber cometido los he-
dios puestos a su cargo; Tercero: Declara regular y válida,
en cuanto a la forma, la constitución en parte civil incoada
por el Ing. José Ramón Báez López Penha, a nombre y re-
presentación de la Universidad Autónoma de Santo Domin-
go. por mediación de su abogado constituido, Dr. Juan To-
más Mejía Feliú, en contra de los prevenidos; Cuarto: Pro-
nuncia el defecto contra dicha parte civil constituída, por
falta de concluir; Quinto: Declara las costas de oficio";
b) Que sobre el recursó del Magistrado Procurador Gene-
ral de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dicha Cor-
te dictó en fecha 15 de marzo de 1966, una primera sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Acoge el
desistimiento formulado por el Rector Julio César Castaños
Espaillat, del Consejo Universitario, en toda su amplitud, de
toda clase de recurso incluyendo la constitución en parte
civil; Segundo: Rechaza las conclusiones formuladas por
el Dr. Juan Tomás Mejía Feliú, en nombre y representa-
ción del antiguo Consejo Universitario Institucional, por fal-
ta de calidad de conformidad con el desistimiento indicado;
Tercero: Rechaza las conclusiones incidentales del Ministe-
r:o Público, por improcedentes y mal fundadas; Cuarto:
Fija para el día lunes veintiocho del mes de marzo de mil
novecientos sesenta y leis, el conocimiento de la causa se-
:,:uniddoa Haza delIng. Andrés María Aybar Nicolás, Dres. Ru-illeérsiteSruro

Hernández,

 García Godoy, Fernando Morbán Laucer, Ing. Or-

Ronnelly d
sús María Alvarez

 Andrés Avelino hijo, Elsa Vallejo deSaint Amand, Antonio Zaglul, Dr. Gustavo A

el Castillo, Hugo Tolentino Dipp, Antonio Ba-

Vicioso, Luis Sosa Baudre, de León, Je-, Sra. Idelisa
e Calventy, Ing. Pedro Hernández Fernández,

1)1. Almanzor González Canahuate, Virgilio Bello, Romeo
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Visto el escrito de fecha 22 de mayo de 1969, suscrito
por el Doctor Héctor A. Cabral Ortega, a nombre de los
prevenidos;

Visto el auto de fecha 27 de mayo de 1969, llamando
al Magistrado Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia a integrar
también la Corte para la deliberación y fallo de este re-

curso;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 258 del Código Penal; 141 del
Código de Procedimie nto Civil y 1 y 63 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una querella presentada por el Ing. José Ramón Báez
López Penha, en calidad de Rector de la Universidad Au-
tónoma de Santo Domingo, contra los actuales recurridos,
la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, regularmente apoderada,
dictó una sentencia en fecha 4 de febrero de 1966, con el
dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Se pronuncia el de-
fecto contra los nombrados Dr. Bolívar Batista del Villar y
Br. Alexis Licairac, de generales ignoradas. por no haber
comparecido a la audiencia para la cual fueron regular-
mente citados; Segundo: Se declara a los nombrados Ing.
Andrés María Aybar Nicolás, Dres. Rubén Suro García Go-
doy. Fernando Morbán Laucer, Hugo Tolentino Dipp, Anto-
nio Ballester Hernández, Andrés Avelino hijo, Ing. Orlando
Haza del Castillo, Dra. Elsa Vallejo de Saint-Amand, Dr.
Antonio Za glul, Dr. Gustavo A. de León M., Jesús María
Alvarez Vicioso, Ing. Luis Sosa Baudre, Sra. Idelisa
lly de Calventy, Ing. Pedro Hernández Fernández, Dr. 240-
rnanzor González Canahuate y Bres. Virgilio Bello, Romea
Llinás y Franklin Almeida, de generales nue constan TI

el exnediente y Dr. Bolívar Batista del Villar y Br. Alexls
Licairac, de generales ignoradas, no culpables de haber
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violado las disposiciones del artículo 258 del Código Pe-
nal , en perjuicio del In. José Ramón Báez López Penha,
quien se querelló a nombre de la Universidad Autónoma
de Santo Domingo, y, en consecuencia, se le descarga de to-
da responsabilidad penal, por no haber cometido los he-
chos puestos a su cargo; Tercero: Declara regular y válida,
en cuanto a la forma, la constitución en parte civil incoada
por el Ing. José Ramón Báez López Penha, a nombre y re-
presentación de la Universidad Autónoma de Santo Domin-
go, por mediación de su abogado constituído, Dr. Juan To-
más Mejía Feliú, en contra de los prevenidos; Cuarto: Pro-
nuncia el defecto contra dicha parte civil constituída, por
falta de concluir; Quinto: Declara las costas de oficio";
b) Que sobre el recursó del Magistrado Procurador Gene-
ral de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dicha Cor-
te dictó en fecha 15 de marzo de 1966, una primera sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Acoge el
desistimiento formulado por el Rector Julio César Castaños
Espaillat, del Consejo Universitario, en toda su amplitud, de
toda clase de recurso incluyendo la constitución en parte
civil; Segundo: Rechaza las conclusiones formuladas por
el Dr. Juan Tomás Mejía Feliú, en nombre y representa-
ción del antiguo Consejo Universitario Institucional, por fal-
ta de calidad de conformidad con el desistimiento indicado;
Tercero: Rechaza las conclusiones incidentales del Ministe-
r:o Público, por improcedentes y mal fundadas; Cuarto:
Fija para el día lunes veintiocho del mes de marzo de mil
novecientos sesenta y seis, el conocimiento de la causa se-
guida contra Ing. Andrés María Aybar Nicolás, Dres. Ru-
bén Suro García Godoy, Fernando Morbán Laucer, Ing. Or-
lando Haza del Castillo, Hugo Tolentino Din)), Antonio Ba-

Roliesntenerll
st:Is María Alvarez Vicioso, Luis Sosa Baudre, Sra. Idelisa

Saint Amand, Antonio Zaglul, Dr. Gustavo A. de León, Je-

Hy edrenández, Andrés Avelino hijo, Elsa Vallejo de

Calventy, Ing. Pedro Hernández Fernández,Dr. A ,
ks-unanzor González Canahuate, Virgilio Bello, Romeo
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Llinás, Franklin Almeida, Br. Alexis Licairac y Dr. Boli_
var Batista del Villar, prevenidos de violación al artículo
258 del Código Penal; y Quinto: Reserva las costas"; e)
Que sobre el fondo del recurso, la citada Corte de Apela.
ción, dictó en fecha 28 de marzo de 1966, la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "Fa-

lla: Primero: Declara regular y válido en la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por el Magistrado Procura-
dor General de esta Corte, por haber sido interpuesto con-
forme las normas procedimentales; Segundo: Pronuncia el
defecto contra los nombrados Dr. Hugo Tolentino Dipp, Dra
Elsa Vallejo de Saint Amand, Dra. Idelisa Bonnelly de Cal-
venty y Dr. Bolívar Batista del Villar, por no haber com-
parecidos a esta audiencia para la cual fueron legalmente
citados; Tercero: Confirma la sentencia apelada, dictada en
atribuciones correccionales por la Primera Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, en fecha 4 del mes de febrero de 1966, cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra
los nombrados Dr. Bolívar Batista del Villar y Br. Alexis
Licairac, de generales ignoradas, por no haber comparecido
a la audiencia para la cual fueron regularmente citados; Se-

gundo: Se declara a los nombrados In. Andrés María Aybar
Nicolás, Dres. Rubén Suro García Godoy, Fernando Mor-
bán Laucer, Hugo Tolentino Dipp, Antonio Ballester Her-
nández, Andrés Avelino hijo, Ing. Orlando Haza del Casti-
llo, Dra. Elsa Vallejo de Saint Amand, Dr. Antonio Zaglul,
Dr. Gustavo A. de León M., Bacteriólogo Jesús María Al-
varez Vicioso, Ing. Luis Sosa Baudre, Dra. Idelisa Bonnelly
de Calventy, Ing. Pedro Hernández Fernández, Dr. Alman-
zor González Canahuate, Bres. Virgilio Bello, Romeo Lli-
nás y Franklin Almeida, Bolívar Batista del Villar, Br. Ale-
xis Licairac, de generales anotadas, no culpable de haber
violado las disposiciones del artículo 258 del Código Penal,
en perjuicio del Ing. José Ramón Báez López Penha, quien
se querelló a nombre de la Universidad Autónoma de San-

BOLETÍN JUDICIAL
	

1295

to Domingo, y, en consecuencia, se le descarga de toda
responsabi lidad penal, por no haber cometido los hechos
v 	 a su cargo; Tercero: Declara regular y válida, en
cuanto a la forma, la constitución en parte civil incoada
por el Ing. José Ramón Báez López Penha, a nombre y re-
presentación de la Universidad Autónoma de Santo Domin-
go, por mediación de su abogado co nstituido, Dr. Juan To-
más Mejía Feliú, en contra de los prevenidos; Cuarto: Pro-
nuncia el defecto contra dicha parte civil constituida, por
falta de concluir; Quinto: Declara las costas causadas de
oficio"; d) Que el expediente relativo a este recurso fue
depositado en la Suprema Corte de Justicia en fecha 21
de febrero de 1969, y ese mismo día se envió al Procurador
General de la República para fines de dictamen, y una vez
dictaminado se fijó la audiencia del día 26 de mayo de
1969, en la cual se conoció de dicho recurso;

Considerando que el Magistrado Procurador General de
la República recurrente, invoca como único medio de casa-
ción en su memorial, el siguiente: "Medio Unico: Violación
del artículo 258 del Código Penal. Des naturalización de los
hechos. Falta de Motivos y de Base Legan,

Considerando que en el caso que se examina procede
destacar, en primer término, que los querellantes, quienes
se constituyeron en parte civil cuando presentaron la que-
rella, no formularon luego conclusiones al fondo ante el
Juez de Primera Instancia apoderado del caso, lo que dió
lugar a que al descargarse a los prevenidos en aquella ju-
risdicción por sentencia de fecha 4 de febrero de 1966, se
pronunciara por el Ordinal Cuarto del dispositivo de la mis-
ma "el defecto contra dicha parte civil constituida por fal-
ta de concluir"; que dicha parte civil no recurrió contra di-
cha sentencia, y Cuando se conoció del caso en apelación en
virtud del recurso que interpuso el Magistrado Procurador
General de la Corte 0.2 Apelación de Santo Domingo, dicha
Corte dictó en fecha 15 de marzo de 1966, una sentencia
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Llinás, Franklin Almeida, Br. Alexis Licairac y Dr. Boli..
var Batista del Villar, prevenidos de violación al artículo
258 del Código Penal; y Quinto: Reserva las costas"; e)

Que sobre el fondo del recurso, la citada Corte de Apela,
ción, dictó en fecha 28 de marzo de 1966, la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "Fa.,

Primero: Declara regular y válido en la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por el Magistrado Procura-
dor General de esta Corte, por haber sido interpuesto con-
forme las normas procedimentales; Segundo: Pronuncia el
defecto contra los nombrados Dr. Hugo Tolentino Dipp, Dra.
Elsa Vallejo de Saint Amand, Dra. Idelisa Bonnelly de Cal-
venty y Dr. Bolívar Batista del Villar, por no haber com-

parecidos a esta audiencia para la cual fueron legalmente
citados; Tercero: Confirma la sentencia apelada, dictada en
atribuciones correccionales por la Primera Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, en fecha 4 del mes de febrero de 1966, cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra
los nombrados Dr. Bolívar Batista del Villar y Br. Alexis
Licairac, de generales ignoradas, por no haber comparecido
a la audiencia para la cual fueron regularmente citados; Se-
gundo: Se declara a los nombrados In. Andrés María Aybar
Nicolás, Dres. Rubén Suro García Godoy, Fernando Mor-
bán Lamer, Hugo Tolentino Dipp, Antonio Ballester Her-
nández, Andrés Avelino hijo, Ing. Orlando Haza del Casti-
llo, Dra. Elsa Vallejo de Saint Amancl, Dr. Antonio Zaglul,
Dr. Gustavo A. de León M., Bacteriólogo Jesús María Al-
varez Vicioso, Ing. Luis Sosa Baudre, Dra. Idelisa Bonnelly
de Calventy, Ing. Pedro Hernández Fernández, Dr. Alman-
zor González Canahuate, Bres. Virgilio Bello, Romeo Lli-
nás y Franklin Almeida, Bolívar Batista del Villar, Br. Ale-
xis Licairac, de generales anotadas, no culpable de haber
violado las disposiciones del artículo 258 del Código Penal,
en perjuicio del Ing. José Ramón Báez López Penha, 001
se querelló a nombre de la Universidad Autónoma de
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to Domingo, y, en c onsecuencia, se le descarga de toda
responsabil idad penal, por no haber cometido los hechos
puestos a su cargo; Tercero: Declara regular y válida, en
cuanto a la forma, la constitución en parte civil incoada
por el Ing. José Ramón Báez López Penha, a nombre y re-
presentación de la Universidad Autónoma de Santo Domin-
go, por mediación de su abogado co nstituido, Dr. Juan To-
más Mejía Feliú, en contra de los prevenidos; Cuarto: Pro-
nuncia el defecto contra dicha parte civil constituida, por
falta de concluir; Quinto: Declara las costas causadas de
oficio"; d) Que el expediente relativo a este recurso fue
depositado en la Suprema Corte de Justicia en fecha 21
de febrero de 1969, y ese mismo día se envió al Procurador
General de la República para fines de dictamen, y una vez
dictaminado se fijó la audiencia del día 26 de mayo de
1969, en la cual se conoció de dicho recurso;

Considerando que el Magistrado Procurador General de
la República recurrente, invoca como único medio de casa-
ción en su memorial, el siguiente: "Medio Unice: Violación
del artículo 258 del. Código Penal. Des naturalización de los
hechos. Falta de Motivos y de Base Legan,

Considerando que en el caso que se examina procede
destacar, en primer término, que los querellantes, quienes
se constituyeron en parte civil cuando presentaron la que-
rella, no formularon luego conclusiones al fondo ante el
Juez de Primera Instancia apoderado ael caso, lo que dió
lugar a que al descargarse a los prevenidos en aquella ju-
risdicción por sentencia de fecha 4 de febrero de 1966, se
pronunciara por el Ordinal Cuarto del dispositivo de la mis-
:tia "el defecto contra dicha parte civil constituida por fal-
ta de concluir"; que dicha parte civil no recurrió co ntra di-cha sentencia, y cuando se conoció del caso en apelación envirtud del recurso que interpuso el Magistrado Procurador
General de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dicha
Corte dictó en fecha 15 de marzo de 1966, una sentencia

,re
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incidental que admitió que se había operado el desistimien.
to de la referida constitución en parte civil, y no hay eons.
tancia alguna en el expediente de que los querellantes recu.
rrieron en casación contra dicha sentencia incidental, co-
mo tampoco recurrieron en casación contra la sentencia
de la misma Corte de Apelación de fecha 28 de marzo de
1966, que falló el fondo y descargó a los prevenidos, todo
lo cual resulta del expediente; quedando de ese modo el
asunto definitivamente resuelto en cuanto al aspecto civil
de los querellantes, de acuerdo a las previsiones legales que
rigen la materia;

Considerando que asimismo conviene destacar, para la
mejor comprensión del caso, que el Magistrado Procurador
General de la Corte de Apelación de Santo Domingo, que
era el funcionario a quien competía hacerlo según la ley,
por sus funciones de ministerio público ante el tribunal de
alzada, tampoco recurrió en casación contra la sentencia
de descargo pronunciada por la citada Corte, la cual sen-
tencia ha adquirido en consecuencia, según la ley, autoridad
de cosa juzgada en cuanto a lo decidido sobre la preven-
ción, y por tanto, el examen que se haga a continuación del
recurso interpuesto por el Magistrado Procurador General
de la República, —limitado como está al interés de la ley—
no puede conducir, a un reexamen del proceso, ni al envío de
dicho proceso ante otra Corte de Apelación, en razón de
que en tales condiciones no podría juzgarse de nuevo so-

bre la prevención, puesto que la misma ley de Procedim ien

-to de Casación dispone en su artículo 63, párrafo único, a

propósito del recurso de casación en interés de la ley que

"ninguna parte se prevaldrá del fallo de casación que pro-
nuncie la Suprema Corte de Justicia, en este caso"; es de-
cir, que el recurso que se examina tiene de acuerdo con la
ley una finalidad puramente jurisprudencial: determinar si
la ley fue o no bien aplicada al dictarse el falle impugnado,
para que no quede constancia en una decisión judicial de
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una violación a la ley que pueda crear precedente, pero sin
ninguna otra consecuencia ni ningún otro efecto jurídico;

Considerando que en el desenvolvimiento del medio de
casación propuesto, el Magistrado Procurador General de
la República recurrente sostiene en síntesis que "la Corte
0.qua no ha establecido las razones de hecho y de derecho
que justifiquen el dispositivo de su decisión", en razón de
que no determinó de cuáles actuaciones de los prevenidos
se desprende que al encargarse del gobierno de la Univer-
sidad su actuación "fuera o no legal y ajustada a lo precep-
tuado en esos casos por los Estatutos que rigen dicha Ca-
sa de Estudios"; que el fallo impugnado carece de motivos y
de base legal (sigue alegando el funcionario recurrente)
por cuanto no determinó los hechos imputados a los preve-
nidos como elementos característicos de la infracción pues-
ta a su cargo; que los mismos prevenidos admitieron el he-
cho al declarar que se habían hecho cargo de la dirección
de la Universidad sin antes haber cesado las autoridades
competentes; que el mismo prevenido Aybar Nicolás había
admitido el hecho cuando declaró al Tribunal: "las legíti-
mas autoridades universitarias se negaron frente al he-
cho golpista a llegar a ningún acuerdo satisfactorio"; que
no obstante la Corte a-qua, no explica en la sentencia im-
pugnada, las razones "por las cuales procedió a descargar
a los prevenidos, con el falso predicamento de que éstos no
habían cometido los hechos de violación al artículo 258 del
Código Penal"; por todo lo cual estima el funcionario re-
currente, que la sentencia impugnada debe ser casada por
falta de base legal en interés de la ley;

Considerando que es de principio que el ejercicio de to-
da función pública está supeditada a que haya una inves-
tidura en conformidad a las previsiones constitucionales, le-
gales o reglamentarias establecidas, según el caso; pues lo
Contrario puede en hecho dar lugar a la configuración deld
elito de usurpación de funciones, si se caracterizan los ele-

nlentos del mismo;
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Considerando que en la especie a los prevenidos les fue
imputada la comisión de ese delito, cuyos elementos co.ns
titutivos según el artículo 258 del Código Penal, son los si,
guientes:

Que el prevenido se haya inmiscuido en las funcio-
nes públicas de una autoridad o haya realizado actos de una
de esas funciones;

Que se trate de la usurpación de funciones públicas;
Que el prevenido haya actuado sin título;
Que haya actuado con intención delictuosa;

Considerando que es deber ineludible de los jueces del
fondo en estos casos, analizar y establecer los hechos de la
prevención, tal como ocurrieron en el momento en que se
afirma que se realizaron, para determinar si ellos pueden
caracterizar o no el delito de acuerdo con sus elementos
constitutivos, y si procede la condenación o el descargo;
que en la especie, el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que en él se afirma que "las actuales autori-
dades académicas fueron designadas de conformidad con
los Estatutos de la Universidad", sin indicar la base de esa
afirmación, y luego se agrega lo siguiente "que, asimismo
el Poder Ejecutivo ha venido concediendo exequátur para
el ejercicio de todas sus profesiones a los diversos profe-
sionales que han obtenido sus títulos con posterioridad a
la fecha en la cual ocurrieron los hechos que originan el pre-
sente expediente, y Decretos que han sido debidament e pu-
blicados en las Gacetas Oficiales correspondientes; que to-
do ello es un reconocimiento expreso de la validez de las
actuaciones de las autoridades universitarias que fueron s o

-metidas a la acción de la justicia represiva así como de las
actuales autoridades";

Considerando que por lo que acaba de transcribirse se

advierte que en definitiva se tomó como base de la senten-
cia de descargo pronunciada, hechos y circunstancias poste-

riores a los acontecimientos que dieron lugar a la querella,

lo cual hubiera sido útil si se hubiera estado fallando una
litis para validar o no las actuaciones que se habían realiza-
do pero no para el análisis de la prevención, pues para de-
terminar y declarar si se había cometido o no el delito, era
preciso tener en cuenta los hechos de la prevención el día
de su ocurrencia, efectuados por los prevenidos, y no hechos
o actuaciones posteriores de otras autoridades nacionales;
que, como la sentencia impugnada no ofrece esos elemen-
tos de juicio, según lo expone el Magistrado Procurador
General de la República en su Memorial de Casación, y lo
ha comprobado esta Corte, necesarios para poder determi-
nar si la ley fue bien o mal aplicada, y poder juzgar correc-
ta o no dicha sentencia, procede la casación por falta de
base legal solicitada en interés de la ley, con las limitacio-
nes que este recurso excepcional conlleva y que han sido
precedentemente expuestas;

Por tales motivos, Primero: Casa únicamente en inte-
rés de la ley, y en consecuencia sin envío, la sentencia pro-
nunciada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
fecha veintiocho de marzo de mil novecientos sesenta y seis,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y Segundo: Declara las costas de oficio.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
rgio

o 
Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, enla audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Geperal,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE JUNIO DE 1969

Sentencia implig-nada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha lo

de julio de 1968

Materia: Tierras

Recurrente: Instituto Agrario Dominicano

Abogado: Dres. Fabio T. Rodríguez, Rafael Acevedo P. y Rayrowi.

do de Vargas

Recurrido: Héctor Bienvenido Andújar Santana y compartes

Abogado: Dr. Rafael A. Suberví B. y Dr. Abraham Bautista Al-

cántara.

Dios, Patria y Libertad	 •
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la

Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-

diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 13 del mes de Junio de 1969, arios
126o. de la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:	

•

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Institu-
to Agrario Dominicano, entidad autónoma del Estado, col'
su domicilia- edesta ciudad de Santo Domingo, contra la

sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en
fecha 10 de julio de 1968, en relación con las parcelas Nos.
537 y 807 Ref. del Distrito Catastral No. 3, del Municipio
de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Rafael de Moya, en representación de la

doctores Fabio T. Rodríguez, cédula 600 serie 1, Rafael
Acevedo P., cédula 54377 serie 1, y Raymundo de Vargas C.,
cédula 23725, serie 2, abogado del recurrente, en la lectura
de sus conclusiones;

III> Oído al Dr. Rafael A. Suberví B., cédula 28216, serie
18. por sí y por el Dr. Abraham Bautista Alcántara, cédu-
la 5205, serie 16, abogados de los recurridos Héctor Bien-
venido Andújar Santana, Manuel Perdomo Cruz, Domingo
García, Abraham Bautista Alcántara, Francisco Solano, Do-
mingo Antonio Pérez, Félix Antonio La Paix, Francisco
Guzmán, José María Lora Abreu, Guarionex Aquino, Fede-
rico Solano, Manuel Perdomo Cruz, Marino Reyes, Faustino
Encarnación, Domingo Pérez Correa, Ulises Pérez, Luis Viz-
caíno, Octavio Amador, Ciano Báez Medina, Domingo Gar-
cía, Juanico de los Santos, Francisco Beltré, José Altagra-
cia Marte, José Joaquín Abreu, Genaro Bonilla Toledo y
Vidal Peguero, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos del recurrente, el Instituto Agrario Dominicano, depo-
sitado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia,
en fecha 10 de septiembre de 1968, y en el cual se invocan
las medios que más adelante se indican;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus-
''rito por sus abogados en fecha 22 de octubre de 1968;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1139 del Código Civil, 44 de

Ley No. 5879 el artículo 9 del Contrato entre el Institu-
,
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to Agrario y los recurridos, y además los artículos 1 y 65
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que los actuales recurridos adquirieron condicionalmente
del Instituto Agrario Dominicano, conforme a la ley orgá-
nica de dicha institución, determinadas porciones de terre-
nos dentro de las parcelas 537 y 807 del Distrito Catastral
No. 3, Municipio de San Cristóbal; b) que en fecha 3 de
febrero de 1967. el Instituto Agrario Dominicano deman-
dando a los actuales recurridos en rescisión de los contratos
de ventas condicionales de terrenos dentro de las parcelas
arriba indicadas, por haber incurrio en la violación de las
obligaciones que c:.ntrajeron contractualmente; e) que en
relación con dicha demanda, intervino en fecha 11 de mayo
de 1967 la Decisión No. 144 del Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original, mediante la cual se declararon rescindidos
los contratos que vinculaban a los actuales recurridos con
el Instituto Agrario; d) que los actuales recurridos recu-
rrieron en apelación contra la expresada sentencia, y el
Tribunal Superior de Tierras falló el recurso mediante su
Decisión No. 6 de fecha ya expresada, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Se acoge, en cuanto a la forma y en
cuanto al fondo, la apelación interpuesta en fecha 7 del mes
de junio del 1967, por el señor Héctor Bienvenido Andújar
Santana. por sí y en representación de los señores Fran-
cisco Solano, Domingo Antonio Pérez, Félix Antonio La-
Paix, Francisco Guzmán, José María Lora Abreu, Guario-
nex Aquino, Federico Solano, Manuel Per domo Cruz, Ma-
rino Reyes, Faustino Encarnació n,Domingo Pérez Correa,
Ulises Pérez, Luis Vizcaíno, Octavio Amador, Ciano Báez
Medina, Domingo García, Juanico de los Santos, Francisco
Beltré, José Altagracia Marte, José Joaquín Abreu, Genaro
Bonilla Toledo y Vidal Peguero, contra la Decisión No. 144
del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, de fecha
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11 de mayo de 1967, relativa a las parcelas Nos. 537 y
807-Ref. del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de San
Cristóbal; Segundo: Se revoca en todas sus partes la Deci-
sión No. 144 dictada por el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original, en fecha 11 de mayo de 1967, relativa a
las Parcelas Nos. 537 y 807-Ref. del Distrito Catastral No.
3 del Municipio de San Cristóbal; Tercero: Se rechaza, por
improcedente y mal fundada, la instancia de fecha 3 del
mes de febrero del año 1967, dirigida al Tribunal Superior
de Tierras por el Instituto Agrario Dominicano, en relación
con las Parcelas Nos. 537 y 807-Ref. del Distrito Catastral
No. 3 del Municipio de San Cristóbal";

Considerando que el recurrente invoca los siguientes
medios". Desnaturalización de los hechos de la causa y fal-
ta de base legal;

Considerando que en apoyo de su recurso el Instituto
alega, en síntesis, que el Tribunal a-quo ha incurrido en los

III vicios y violaciones invocados, al declarar que el actual re-
currente no aportó la prueba de las notificaciones previas
que debía hacer a los parceleros, o sea a los ahora recurri-
dos antes de la revisión de sus respectivos contratos, siendo
constante que los originales de las correspondientes notifi-
caciones, efectuadas mediante una carta circular dirigida
a los beneficiarios de la venta condicional de las tierras
del Instituto Agrario, ya antes mencionados, fueron opor-
tunamente depositadas en la Secretaría del Tribunal a-quo,
y figuran en el expediente del caso; e igualmente, por no ha-
ber ponderado el Tribunal dicha prueba y deducido de ella
las consecuencias de rigor; que además —continúa expre-
sando el recurrente, el artículo 44 de la Ley No. 5879 del
27 de abril de 1962, que rige la materia, no impone ninguna
forma especial para intimar a los parceleros que estén en
retardo en el cumplimiento de sus obligaciones a satisfacer
éstas, como condición previa a la rescisión de los respectivos
contratos, por lo cual está al abrigo de toda crítica la for-
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to Agrario y los recurridos, y además los artículos 1 y 65
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;
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documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
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el Instituto Agrario; d) que los actuales recurridos recu-
rrieron en apelación contra la expresada sentencia, y el
Tribunal Superior de Tierras falló el recurso mediante su
Decisión No. 6 de fecha ya expresada, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Se acoge, en cuanto a la forma y en
cuanto al fondo, la apelación interpuesta en fecha 7 del mes
de junio del 1967, por el señor Héctor Bienvenido Andújar
Santana. por sí y en representación de los señores Fran-
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ma que fue empleada por el Instituto, al hacer las corres-
pondientes intimaciones; pero,

Considerando que según se consigna en el artículo 9
de los respectivos contratos intervenidos entre el Instituto
Agrario y los actuales recurridos; —ley de las partes—, la
notificación que debe preceder a la rescisión de los contra-
tos, y por medio de la cual se intime a los parceleros bene_
ficiarios al cumplimiento de sus obligaciones no satisfechas,
debe ser hecha mediante "acto de alguacil", lo cual armo-
niza tanto con las prescripciones del artículo 44 de la ley
5879 de fecha 27 de abril de 1962, que dispone que la ya
expresada intimación se efectúe mediante "notificación",
término que envuelve la idea de un acto extrajudicial, co-
mo del artículo 1139 del Código Civil, que exige que la
puesta en mora de un deudor, carácter que inequívocamente
corresponde a la interpretación de que se trata, se haga
mediante acto de	 la misma	 naturaleza; que,
por consiguiente, al declarar el Tribunal a-quo en la
decisión impugnada, después de comprobar que la inti-
mación hecha a los ahora intimados, previa a la demanda
de rescisión de sus contratos, no fue realizada en la forma
indicada por la ley y los contratos, "que" en "la especie el
Instituto Agrario Dominicano no ha aportado al expedien-
te la prueba de que las mencionadas notificaciones fueron
hechas a los parceleros demandados", y en base a lo cual
revocó la decisión de Jurisdicción Original apelada, ha he-
cho una relación suficiente de los hechos y circunstancias
de la causa que ha permitido a esta Su prema Corte de Jus-
ticia apreciar que en el caso, contrariamente a lo alegado
por el recurrente, se ha hecho una correcta aplicación de
la Ley, sin que se incurriera en desnaturalización alguna;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Instituto Agrario Dominicano, con-
tra la Decisión No. 6( dictada en fecha 10 de julio de 1968,
por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con la
venta condicional de las parcelas números 537 y 807 Refor-

macla del Distrito Catastral No. 3, del Municipio de San
Cristóbal, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte an-
terior del presente fallo; y, Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas cuya distracción se ordena en pro-
vecho de los doctores Rafael A. Suberví Bonilla y Abraham
Bautista Alcántara, abogados de los intimados, por afir-
mar haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani — Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha lo'
de julio de 1968

Materia: Tierras

Recurrente: Instituto Agrario Dominicano
Abogado: Dres. Fabio T. Rodríguez, Rafael Acevedo P. y Raymuz.

do de Vargas

Recurrido: Héctor Bienvenido Andújar Santana y compartes
Abogado: Dr. Rafael A. Suberví B. y Dr. Abraham Bautista Al-

cántara.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 13 del mes de Junio de 1969, arios
126o. de la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Institu
-to Agrario Dominicáno, entidad autónoma del Estado, con

su domicilio err-esta ciudad de Santo Domingo, contra la

sentencia 	 por el Tribunal Superior de Tierras, en

fechaha 10 de julio de 1968, en relación con las parcelas Nos.
-51 y 807 Ref. del Distrito Catastral No. 3, del Municipio
de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Rafael de Moya, en represe ntación de lez

doctores Fabio T. Rodríguez, cédula 600 serie 1, Rafael
Acevedo P., cédula 54377 serie 1, y Raymundo de Vargas C.,
cédula 23725, serie 2, abogado del recurrente, en la lectura

de sus conclusiones;

Oído al Dr. Rafael A. Suberví B., cédula 28216, serie
18, por sí y por el Dr. Abraham Bautista Alcántara, cédu-
la 5205, serie 16, abogados de los recurridos Héctor Bien-
venido Andújar Santana, Manuel Perdomo Cruz, Domingo
García, Abraham Bautista Alcántara, Francisco Solano, Do-
mingo Antonio Pérez, Félix Antonio La Paix, Francisco
Guzmán, José María Lora Abreu, Guarionex Aquino, Fede-
rico Solano, Manuel Perdomo Cruz, Marino Reyes, Faustino
Encarnación, Domingo Pérez Correa, Ulises Pérez, Luis Viz-
caíno, Octavio Amador, Ciano Báez Medina, Domingo Gar-
cía, Juanico de los Santos, Francisco Beltré, José Altagra-
cia Marte, José Joaquín Abreu, Genaro Bonilla Toledo y
Vidal Peguero, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos del recurrente, el Instituto Agrario Dominicano, depo-
sitado en la Secretaría de la Suprema Corte de justicia,
en fecha 10 de septiembre de 1968, y en el cual se invocan
les medios que más adelante se indican;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus-
crito por sus abogados en fecha 22 de octubre de 1968;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1139 del Código Civil, 44 de
la Ley No. 5879 el artículo 9 del Contrato entre el Institu-
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to Agrario y los recurridos, y además los artículos 1
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en lo
documentos a que ella se refiere, consta lo s iguiente: al
que los actuales recurridos adquirieron condicionalmente
del Instituto Agrario Dominicano, conforme a la ley orgá.
nica de dicha institución, determinadas porciones de terre-
nos dentro de las parcelas 537 y 807 del Distrito Catastral
No. 3, Municipio de San Cristóbal; b) que en fecha 3 de
febrero de 1967, el Instituto Agrario Dominicano deman.
dando a los actuales recurridos en rescisión de los contratos
de ventas condicionales de terrenos dentro de las parcelas
arriba indicadas, por haber incurrio en la violación de las
°aligaciones que c.ntrajeron contractualmente; e) que en
relación con dicha demanda, intervino en fecha 11 de mayo
de 1967 la Decisión No. 144 del Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original, mediante la cual se declararon rescindidos
los contratos que vinculaban a los actuales recurridos con
el Instituto Agrario; d) que los actuales recurridos recu-
rrieron en apelación contra la expresada sentencia, y el
Tribunal Superior de Tierras falló el recurso mediante su
Decisión No. 6 de fecha ya expresada, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Se acoge, en cuanto a la forma y en
cuanto al fondo, la apelación interpuesta en fecha 7 del mes
de junio del 1967, por el señor Héctor Bienvenido Andújar
Santana. por sí y en representación de los señores Fran-
cisco Solano, Domingo Antonio Pérez, Félix Antonio 12-

Paix, Francisco Guzmán, José María Lora Abreu, Guario-
nex Aquino, Federico Solano, Manuel Perdomo Cruz, Ma-
rino Reyes, Faustino Encarnació n,Domingo Pérez Correa,
Ulises Pérez, Luis Vizcaíno, Octavio Amador, Ciano Báez
Medina, Domingo García, Juanico de los Santos, Francisco
Beltré, José Altagracia Marte, José Joaquín Abreu, Genaro
Bonilla Toledo y Vidal Peguero, contra la Decisión No. 144
del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, de fecha
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11 de mayo de 1967, relativa a las parcelas Nos. 537 y
807-Ref . del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de San
Cristóbal; Segundo: Se revoca en todas sus partes la Deci-
sión No. 144 dictada por el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original, en fecha 11 de mayo de 1967, relativa a
las Parcelas Nos. 537 y 807-Ref. del Distrito Catastral No.
3 del Municipio de San Cristóbal; Tercero: Se rechaza, por
improcedente y mal fundada, la instancia de fecha 3 del
mes de febrero del año 1967, dirigida al Tribunal Superior
de Tierras por el Instituto Agrario Dominicano, en relación
con las Parcelas Nos. 537 y 807-Ref. del Distrito Catastral
No. 3 del Municipio de San Cristóbal";

Considerando que el recurrente invoca los siguientes
medios". Desnaturalización de los hechos de la causa y fal-
ta de base legal;

Considerando que en apoyo de su recurso el Instituto
alega, en síntesis, que el Tribunal a-quo ha incurrido en los
vicios y violaciones invocados, al declarar que el actual re-
currente no aportó la prueba de las notificaciones previas
que debía hacer a los parceleros, o sea a los ahora recurri-
dos antes de la revisión de sus respectivos contratos, siendo
constante que los originales de las correspondientes notifi-
caciones, efectuadas mediante una carta circular dirigida
a los beneficiarios de la venta condicional de las tierras
del Instituto Agrario, ya antes mencionados, fueron opor-
tunamente depositadas en la Secretaría del Tribunal a-quo,
y figuran en el expediente del caso; e igualmente, por no ha-
ber ponderado el Tribunal dicha prueba y deducido de ella
las consecuencias de rigor; que además —continúa expre-
sando el recurrente, el artículo 44 de la Ley No. 5879 del
27 de abril de 1962, que rige la materia, no impone ninguna
forma especial para intimar a los parceleros que estén enretardo en el cumplimiento de sus obligaciones a satisfacer
estas , como condición previa a la rescisión de los respectivos
contratos, por lo cual está al abrigo de toda crítica la for-
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to Agrario y los recurridos, y además los artículos 1 y 65
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el Instituto Agrario; d) que los actuales recurridos recu-
rrieron en apelación contra la expresada sentencia, y el
Tribunal Superior de Tierras falló el recurso mediante su
Decisión No. 6 de fecha ya expresada, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Se acoge, en cuanto a la forma y en
cuanto al fondo, la apelación interpuesta en fecha 7 del mes
de junio del 1967, por el señor Héctor Bienvenido Andújar
Santana. por sí y en representación de los señores Fran-
cisco Solano, Domingo Antonio Pérez, Félix Antonio La-
Paix, Francisco Guzmán, José María Lora Abreu, Guario-
nex Aquino, Federico Solano, Manuel Perdomo Cruz, M a

-rino Reyes, Faustino Encarnación ,Domingo Pérez Correa,
Ulises Pérez, Luis Vizcaíno, Octavio Amador, Ciano Báez
Medina, Domingo García, Juanico de los Santos, Francisco
Beltré, José Altagracia Marte, José Joaquín Abreu, Genaro
Bonilla Toledo y Vidal Peguero, contra la Decisión No. 144
del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, de fecha
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11 de mayo de 1967, relativa a las parcelas Nos. 537 y
807-Ref. del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de San
Cristóbal; Segundo: Se revoca en todas sus partes la Deci-
sión No. 144 dictada por el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original, en fecha 11 de mayo de 1967, relativa a
las Parcelas Nos. 537 y 807-Ref. del Distrito Catastral No.
3 del Municipio de San Cristóbal; Tercero: Se rechaza, por
improcedente y mal fundada, la instancia de fecha 3 del
mes de febrero del año 1967, dirigida al Tribunal Superior
de Tierras por el Instituto Agrario Dominicano, en relación
con las Parcelas Nos. 537 y 807-Ref. del Distrito Catastral
No. 3 del Municipio de San Cristóbal";

Considerando que el recurrente invoca los siguientes
medios". Desnaturalización de los hechos de la causa y fal-
ta de base legal;

Considerando que en apoyo de su recurso el Instituto
alega, en síntesis, que el Tribunal a-quo ha incurrido en los
vicios y violaciones invocados, al declarar que el actual re-
currente no aportó la prueba de las notificaciones previas
que debía hacer a los parceleros, o sea a los ahora recurri-
dos antes de la revisión de sus respectivos contratos, siendo
constante que los originales de las correspondientes notifi-
caciones, efectuadas mediante una carta circular dirigida
a los beneficiarios de la venta condicional de las tierras
del Instituto Agrario, ya antes mencionados, fueron opor-
tunamente depositadas en la Secretaría del Tribunal a-quo,
Y figuran en el expediente del caso; e igualmente, por no ha-
ber ponderado el Tribunal dicha prueba y deducido de ella
las consecuencias de rigor; que además —continúa expre-
sando el recurrente, el artículo 44 de la Ley No. 5879 del
27 de abril de 1962, que rige la materia, no impone ninguna
forma especial para intimar a los parceleros que estén enretardo en el cumplimiento de sus obligaciones a satisfacer
estas , como condición previa a la rescisión de los respectivos
Contratos, por lo cual está al abrigo de toda crítica la for-
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ma que fue empleada por el Instituto, al hacer las corres.
pondientes intimaciones; pero,

Considerando que según se consigna en el artículo 9
de los respectivos contratos intervenidos entre el Instituto
Agrario y los actuales recurridos; —ley de las partes—.. , la
notificación que debe preceder a la rescisión de los contra.
tos, y por medio de la cual se intime a los parceleros bene.
ficia •ios al cumplimiento de sus obligaciones no satisfechas,
debe ser hecha mediante "acto de alguacil", lo cual armo.
niza tanto con las prescripciones del artículo 44 de la ley
5879 de fecha 27 de abril de 1962, que dispone que la ya
expresada intimación se efectúe mediante "notificación",
término que envuelve la idea de un acto extrajudicial, co-
mo del artículo 1139 del Código Civil, que exige que la
puesta en mora de un deudor, carácter que inequívocamente
corresponde a la interpretación de que se trata, se haga
mediante acto de	 la misma	 naturaleza; que,
por consiguiente, al declarar el Tribunal a-quo en la
decisión impugnada, después de comprobar que la inti-
mación hecha a los ahora intimados, previa a la demanda
de rescisión de sus contratos, no fue realizada en la forma
indicada por la ley y los contratos, "que" en "la especie el
Instituto Agrario Dominicano no ha aportado al expedien-
te la prueba de que las mencionadas notificaciones fueron
hechas a los parceleros demandados", y en base a lo cual
revocó la decisión de Jurisdicción Original apelada, ha he-
cho una relación suficiente de los hechos y circunstancias
de la causa que ha permitido a esta Suprema Corte de Jus-
ticia apreciar que en el caso, contrariame nte a lo alegado
por el recurrente, se ha hecho una correcta aplicació n de

la Ley, sin que se incurriera en desnaturalización alguna;
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca

-sación interpuesto por el Instituto Agrario Dominicano, con-

tra la Decisión No. 6( dictada en fecha 10 de julio de 1968,
por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con la

venta condicional de las parcelas números 537 y 807 
Refor-

orada del Distrito Catastral No. 3, del Municipio de San
Cristóbal, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte an-terior del presente fallo; y, Segundo: Condena al recurren-te al pago de las costas cuya distracción se ordena en pro-
vecho de los doctores Rafael A. Suberví Bonilla y Abraham
Bautista Alcántara, abogados de los intimados, por afir-
ma • haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
rdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
!a audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

J.
1

4
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE JUNIO DE 196

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Doming

fecha 2 de septiembre de 1968

Materia: Comerciales

Recurrente: Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.
Abogado: Lic. Juan A. Morel y Lic. Herman Cruz Ayala

Recurrido: Lucila Elena Garrido Vda. Rodríguez
Abogado: Lic. Barón T. Sánchez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel
A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 13 del mes de Junio de 1969, años 126°. de
la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación principal interpuesto por
la Compañía Dominicana de Teléfonos C. por A., domicili a

-da en el Edificio No. 12-14 de la calle 30 de Marzo de esta
ciudad, y sobre el recurso de casación incidenta l inte""

puesto por Lucila Elena Garrido Vda. Rodríguez, domi
nica-

na, mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, ce-

dula 73651, serie 1, domiciliada en la casa No. 148 de la
calle Padre Billini, de esta ciudad contra la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuc iones comerciales, en fecha 2 de septiembre de 1968,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
kt Oído al Lic. Juan A. Morel, cédula 58, serie 31, por sí

y por el Lic. Herman Cruz Ayala, c édula 1567, serie 1, abo-
gados de la recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Lic. Barón T. Sá nchez, cédula 4263, serie 1,
abogado de Lucila Elena Garrido Vda. Rodríguez, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente princi-
pal, suscrito por sus abogados y depositado en la Secretaría
de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 23 de octubre
de 1968, en el cual se invocan los medios que luego se
indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida principal
y recurrente incidental, señora Garrido Vda. Rodríguez,
suscrito por su abogado, en el cual se invoca el medio que
luego se indica;

Vistos los escritos de ampliación de ambas partes, sus-
critos por sus correspondientes abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-berado y vistos los artículos 1142, 1149 y 1356 del Código
Civil , 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en losdocu
mentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-

tivo de una demanda en reparación de daños y perjuiciosintentada por la señora Garrido Vda. Rodríguez contra la
Compañía recurrente, la Cámara Civil y Comercial de la 1
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dula 73651, serie 1, domiciliada en la casa No. 148 de la
calle Padre Billini, de esta ciudad contra la sentencia dic-
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cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído al Lic. Barón T. Sá nchez, cédula 4263, serie 1,
abogado de Lucila Elena Garrido Vda. Rodríguez, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente princi-
pal, suscrito por sus abogados y depositado en la Secretaría
de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 23 de octubre
de 1968, en el cual se invocan los medios que luego se
indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida principal
y recurrente incidental, señora Garrido Vda. Rodríguez,
suscrito por su abogado, en el cual se invoca el medio que
luego se indica;

Vistos los escritos de ampliación de ambas partes, sus-
critos por sus correspondientes abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1142, 1149 y 1356 del Código
Civil, 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de
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Primera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en fe-

cha 
14 de marzo de 1968, una sentencia cuyo dispositivo se

transcribe más adelante; b) que sobre el recurso inter-
puesto contra ese fallo intervino la sentencia ahora imptig.

nada, cuyo dispositiv o es el siguiente: "Falla: Primero : De-

clara regular y válido en cuanto a la forma por haber sido
interpuesto de conformidad con las prescripcion es legales,
el recurso de apelación interpuesto en fecha veinticinco (25)
de marzo de 1968, por la ompañía Dominicana de Teléfo-
nos, C. por A., contra sentencia dictada en fecha catorce
(14) de marzo de 1968, por la Cámara de lo Civil y Comer-
cial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice: "Fa-

lla: Primero: Acoge en su mayor parte las conclusio nes for-

muladas por la demandante Lucila Elena Garrido Viuda
Rodríguez, y en consecuencia Condena a la Compañía Do-

minicana de Teléfonos, C. por A., parte demandada a pa-
garle a dicha demandante: a)—la suma de Diez Mil Pesos
Oro (RD$10,000.00), moneda de curso legal ,como justa
reparación de los daños y perjuicios morales y materiales
por ella sufridos con la suspensión del servicio telefónico
de que se trata; b)—Los Intereses Legales de dicha suma
calculados a partir de la fecha de la demanda; Segundo:
Condena a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por

A., parte demandada que sucumbe, al pago de las coas
de la presente instancia cuya distracción se ordena en pro-
vecho del Licenciado Barón T. Sánchez, quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; Segundo: Acoge en

parte las conclusiones formuladas por la demandante Luci-
la Elena Garrido Viuda Rodríguez, y en consecuencia, Con-
dena a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.
parte demandada, a pagarle a la demandante la suma de

a de

Un Mil Quinientos Pesos Oro (RDS1.500.00), mone 

curso legal, como justa reparación de los daños y perjui-

cios morales y materiales, por ella sufridos con la susp
clell'-

sión del servicio telefónico, objeto de la demanda ; 1Vieifi
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cando en este sentido el monto de la reparación que fuera
otorgada por la sentencia apelada, Revoca el párrafo "b"
sobre el pago de los intereses legales a que fue condenada
la parte demandada por improcedente y mal fundada; Ter-
cero: Condena a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C.
por A., parte que sucumbe, al pago de las costas de esta al-
zada, ordenando su distracción en favor del abogado de la
parte demandante Lic. Barón T. Sánchez L., quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte";

1" Considerando que la Compañía, recurrente principal,
invoca en su memorial de casación, los siguientes medios:
Primer Medio: Violación del artículo 1149 del Código Ci-
vil. Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento
Civil (falta de motivos y de base legal). Segundo Medio:
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, en relación con las reglas de la absorción de las faltas.
Tercer Medio: Violación del artículo 1356 del Código Civil
sobre la indivisibilidad de la confesión; Cuarto Medio: Des-
naturalización de los hechos en cuanto a la responsabilidad
del perjuicio;

Considerando que en el desenvolvimiento de esos me-
dios de casación reunidos, la recurrente principal alega, en
síntesis lo siguiente: a) que la Corte a-qua condenó a la
Compañía a pagar RD$1,500.00 de indemnización a favor
de la señora Garrido Vda. Rodríguez, sin explicar en nin-
guna parte de su fallo, en qué consiste el "perjuicio" que
se dice sufrió dicha señora y cuya existencia la Compañía
ha negado; b) que la Compañía recurrente concluyó ante
la Corte a-qua que se desestimara la demanda sobre el fun-
damento de que sí dicha Compañía cometió alguna falta al
suspender el servicio de teléfono, dicha falta quedó absor-
bida y eliminada por la que cometió la abonada o su apo-
derado, al realizar maniobras o reticencias culpables conel propósito de inducir y mantener a la Compañía en un
error acerca del pago de la mensualidad correspondiente al

4
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de la señora Garrido Vda. Rodríguez, sin explicar en nin-
guna parte de su fallo, en qué consiste el "perjuicio" que
se dice sufrió dicha señora y cuya existencia la Compañía
ha negado; b) que la Compañía recurrente concluyó ante
la Corte a-qua que se desestimara la demanda sobre el fun-
damento de que sí dicha Compañía cometió alguna falta al
suspender el servicio de teléfono, dicha falta quedó absor-
bida y eliminada por la que cometió la abonada o su apo-
derado, al realizar maniobras o reticencias culpables con
el propósito de inducir y mantener a la Compañía en un
error acerca del pago de la mensualidad correspondiente al
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período del 10 de marzo al 10 de abril de 1967; que los

jueces del fondo no respondieron a esas conclusiones como
era su deber; c) que la confesión es indivisible y debe to-

marse tal como es, en conjunto, sino que se puede escoger
lo que es favorable y rechazar lo demás; que cuando la
Compañía confiesa que ha podido cometer una falta pero
como consecuenc ia de la falta de la señora Garrido Vda.
Rodríguez, la Corte a-qua, no puede retener la primera
parte de esa declaración y eliminar la otra, como lo hizo;
d) que la Corte a-qua ha desnaturalizado los hechos de la
causa en relación con la responsabilidad del perjuicio, pues
lo que la Compañía alegó ante los jueces del fondo fue que
el perjuicio que eventualmente haya podido sufrir Fernan-
do Arturo Garrido, quien utilizaba el teléfono para sus ac-
tividades personales, no podría ser reclamado por su hija,
que vive en los Estados Unidos y sólo aquél que sufre el da-
'<lo puede reclamar la reparación; que, sin embargo, la Cor-
te a-qua en el séptimo Considerando de su sentencia expo-
lie lo siguiente: "que Fernando Arturo Garrido resultaba
un tercero frente al cual el contrato celebrado con Lucila
Elena Garrido Vda. Rodríguez, no produce efecto alguno,
es infundado en la especie, en razó n de que dicho señor no
ha hecho otra cosa que servir de mandatario de dicha se-
ñora a la cual debe rendir cuenta de su mandato, en cuyo
beneficio actuaba, y no en su nombre personal"; que la re-
ferida Corte al hacer esa explicación de la situación plan-
teada ha incurrido en la alegada desnaturalización; pero,

Considerando que el exame n de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que los jueces del fondo establec ie

-ron, como cuestión de hecho que escapa a la casación, que
la Compañía de Teléfonos le suspendió el servicio telefón i

-co a la señora Lucila Elena Garrido Vda. Rodríguez, "no
obstante haber recibido el pago en tiempo oportuno y no

tener en consecuencia deuda ni retraso alguno con dicha em-

presa"; que, asimismo en la sentencia impugnada consta
que "al suspender la Compañía demandada el servicio tele-
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fónico a la señora Garrido Vda. Rodríguez, sin causa jus-
tificada violó el contrato suscrito por ambas partes"; que
el hecho de que los jueces del fondo hayan establecido que
la suspensión del servicio fue ejecutada "sin causa justifi-
cada, implica que a la abonada no se le ha comprobado nin-
guna falta que haya absorbido o eliminado la falta come-
tida por a Compañía; que tan pronto como los jueces del
fondo establecieron que la referida Compañía violó injus-
tificadamente el contrato que la obligaba a prestar el ser-

* vicio telefónico para el cual se le estaba pagando en tiem-
po útil, es claro que ese hecho produjo a la abonada Ga-
rrido Vda. Rodríguez, un perjuicio personal que debía ser
reparado, aún cuando otra persona hubiera estado utilizan-
do también ese servicio; que los referidos jueces al dar por
establecida la existencia del "perjuicio" personal sufrido
por dicha señora, pudieron como lo hicieron dentro de sus
facultades soberanas, apreciar en la suma de RD$1,500.00
la indemnización adecuada para la reparación de ese per-
juicio, sin que tal apreciación, pueda ser criticada en casa-
ción, que, en consecuencia, los medios que se examinan, ca-
recen de fundamento y deben ser desestimados;

Cosiderando que en cuanto al recurso de casación inci-
dental, que la recurrida señora Garrido Vda. Rodríguez ale-
ga que la Corte a-qua no dió motivos para reducir la in-
demnización de 10 mil pesos que acordó el juez del primer
grado, a la suma de 1ZD$1,500.00, que fijó la Corte a-qua;
que esa omisión ha impedido a la Suprema Corte de Jus-
ticia verificar si dicha suma es adecuada para reparar todo
el perjuicio sufrido; pero,

Considerando que por todo lo expuesto anteriormente
se advierte que la Corte a-qua al fijar en RD$1,500.00 la in-demnización acordada, lo hizo en virtud del efecto devolu-
tivo de la apelación, apreciando "como justa reparación
de los daños y perjuicios morales y materiales "sufridos por
dicha señora "con la suspensión del servicio telefónico ob-

ru



1310
	 BOLETIN JUDICIAL
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ne lo siguiente: "que Fernando Arturo Garrido resultaba
un tercero frente al cual el contrato celebrado con Lucila
Elena Garrido Vda. Rodríguez, no produce efecto alguno,
es infundado en la especie, en razó n de que dicho señor no
ha hecho otra cosa que servir de mandatario de dicha se-
ñora a la cual debe rendir cuenta de su mandato, en cuyo
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ron, como cuestión de hecho que escapa a la casación, que
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co a la señora Lucila Elena Garrido Vda. Rodríguez, "no
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la suspensión del servicio fue ejecutada "sin causa justifi-
cada, implica que a la abonada no se le ha comprobado nin-
guna falta que haya absorbido o eliminado la falta come-
tida por a Compañía; que tan pronto como los jueces del
fondo establecieron que la referida Compañía violó injus-
tificadamente el contrato que la obligaba a prestar el ser-
vicio telefónico para el cual se le estaba pagando en tiem-
po útil, es claro que ese hecho produjo a la abonada Ga-
rrido Vda. Rodríguez, un perjuicio personal que debía ser
reparado, aún cuando otra persona hubiera estado utilizan-
do también ese servicio; que los referidos jueces al dar por
establecida la existencia del "perjuicio" personal sufrido
por dicha señora, pudieron como lo hicieron dentro de sus
facultades soberanas, apreciar en la suma de RD$1,500.00
la indemnización adecuada para la reparación de ese per-
juicio, sin que tal apreciación, pueda ser criticada en casa-

vr, ción, que, en consecuencia, los medios que se examinan, ca-
recen de fundamento y deben ser desestimados;

III '	 Cosiderando que en cuanto al recurso de casación inci-
dental, que la recurrida señora Garrido Vda. Rodríguez ale-
ga que la Corte a-qua no dió motivos para reducir la in-
demnización de 10 mil pesos que acordó el juez del primer
grado, a la suma de RD$1,500.00, que fijó la Corte a-qua;

I
oue esa omisión ha impedido a la Suprema Corte de Jus-
ticia verificar si dicha suma es adecuada para reparar todo
el perjuicio sufrido; pero,

Considerando que por todo lo expuesto anteriormente
se advierte que la Corte a. qua al fijar en RD$1,500.00 la in-
demnización acordada, lo hizo en virtud del efecto devolu-
tivo de la apelación, apreciando "como justa reparación
de los daños y perjuicios morales y materiales "sufridos por
dicha señora "con la suspensión del servicio telefónico ob-
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jeto de la demanda"; que esos motivos que son suficientes

Y pertinentes justifican en la especie, el dispositivo de la
sentencia impugnada ,por lo cual el medio del recurso in.
cidental que se examina, carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando que cuando las partes sucumben en algún
punto de sus pretensiones, las costas pueden compensarse
total o parcialmente;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación principal e incidental, interpuestos respectivamente
por la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., y Lu-
cila Elena Garrido Viuda Rodríguez, contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones comerciales, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo en fecha 2 de septiembre de 1968.
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo: y, Segundo: Condena a la Compañía Dominicana
de Teléfonos, C. por A., al pago de las tres cuartas partes
de las costas, ordenándose la distracción de ellas en prove-
cho del Lic. Barón T. Sánchez, quien afirma haebrlas avan-
zado en su mayor parte, y Conde na a Lucila Elena Garrido
Viuda Rodríguez al pago de la otra parte, sin distracción
por no haber sido solicitada.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresad os, Y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,

que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

sentencia Impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de ,Pedernales, de fecha 23 de diciembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Municipio de Pedernales

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
m'inzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 13 de junio del año 1969, años 126o. de la Indepen-
dencia y 106o. de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Muni-
cipio de Pedernales, representado por Onésimo Acosta Ma-
tos, Síndico del Ayuntamiento, contra la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Pedernales, en sus atribuciones correccionales, en fecha
23 de diciembre de 1968, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declarar, como al efecto Declara, bueno y vá-
lio en cuanto a la forma el presente recurso de apelación,
interpuesto por los recurrentes Carlos Julio Pérez, Julio Er-
nesto Pérez y Olegario de los Santos, por haberlo intentado
en tiempo hábil; SEGUNDO: En cuanto al fondo se confir-,

/
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jeto de la demanda"; que esos motivos que son suficientes

Y pertinentes justifican en la especie, el dispositivo de la
sentencia impugnada ,por lo cual el medio del recurso in-
cidental que se examina, carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando que cuando las partes sucumben en algún
punto de sus pretensiones, las costas pueden compensarse
total o parcialmente;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación principal e incidental, interpuestos respectivamente
por la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., y Lu-
cila Elena Garrido Viuda Rodríguez, contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones comerciales, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo en fecha 2 de septiembre de 1968,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo: y, Segundo: Condena a la Compañía Dominicana
de Teléfonos, C. por A., al pago de las tres cuartas partes
de las costas, ordenándose la distracción de ellas en prove-
cho del Lic. Barón T. Sánchez, quien afirma haebrlas avan-
zado en su mayor parte, y Conde na a Lucila Elena Garrido
Viuda Rodríguez al pago de la otra parte, sin distracción
por no haber sido solicitada.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresad os, Y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 	

General,

SENTENCIA DE FECHA 13 DE JUNIO DE 1969

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Pedernales, de fecha 23 de diciembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Municipio de Pedernales

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
m'nzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 13 de junio del año 1969, años 126o. de la Indepen-
dencia y 106o. de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Muni-
cipio de Pedernales, representado por Onésimo Acosta Ma-
tos, Síndico del Ayuntamiento, contra la sentencia dictada
Por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicialde Pedernales, en sus atribuciones correccionales, en fecha
23 de diciembre de 1968, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:PRIMERO: Declarar, como al efecto Declara, bueno y vá-110 en cuanto a la forma el presente recurso de apelación,interpuesto por los recurrentes Carlos Julio Pérez, Julio Er-nesto Pérez y Olegario de los Santos, por haberlo intentadotiempo hábil; SEGUNDO: En cuanto al fondo se confir-
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ma la sentencia en el aspecto penal, dictada por el Tribunal
de Primer Grado, que condenó a los acusados Carlos Julio
Pérez, por violación al Art. 171 de la Ley No. 4809, a RD$.
5.00, a Olegario de los Santos en su calidad de Síndico a
RD$5.00, por violación a los Arts. 28 y 111 de la Ley No,
4809 y a Julio Ernesto Pérez, por violación al Art. 360
Sección 7ma. Párrafo 1ro. Acápite "D" del Código Penal,

RD$50.00; TERCERO: Condenar y Condena, además a
los coprocesados al pago de las costas del procedimiento;
CUARTO: Se declara bueno y válida la constitución en par-
te civil, hecha por el señor Manuel María Mejía, en cuanto
a la forma, representado por el Dr. Adonis Ramírez More-
ra, contra el Ayuntamiento de la ciudad de Pedernales, y so-
lidariamente con los señores Carlos Julio Pérez (Chichi)
y Julio Ernesto Pérez, por ser éstas las personas responsa-
ble de los hechos; QUINTO: En cuanto al fondo se modifi-
ca la pretensión de la parte en cuanto al monto, y se con-
dena al Ayuntamiento de la ciudad de Pedernales, al pago
de una indemnización de RD$2,000.00, por ser ésta por su
calidad de Síndico la persona civilmente responsable, en fa-
vor del señor Manuel María Mejía, por los daños ocasiona-
dos en su vehículo así por el tiempo dejado de trabajar ,lo
cual le produjo pérdida material por habérsele desvaloriza-
do su vehículo con el impacto sufrido por el Jeep del Ayun-
tamiento; SEXTO: Se condena al Ayuntamiento de la ciu-
dad de Pedernales, solidariamente con los señores Carlos Ju-
lio Pérez y Julio Ernesto Pérez, al pago de las costas del
procedimiento con distracción en favor del Dr. Adonis Ramí-
rez Moreta, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en el

Juzgado a-quo, en fecha 22 de enero de 1969, en el cual no
se indica ningún medio de casación;
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 4809 de
1957; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa
ción;

Considerando que de co nformidad con el artículo 37
de la Ley sobre Procedimiento de Casación: "Cuando el re-
curso sea intentado por el Ministerio Público, por la parte
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito
del memorial con la indicación de los medios de casación
será obligatorio, si no se ha motivado su recurso en la de-
claración correspondiente";

Considerando que el Municipio de Pedernales, parte
puesta en causa como civilmente responsable, no ha moti-
vado su recurso al declararlo en la Secretaría del Juzgado
a-quo, ni ha producido con posterioridad, un memorial con
la indicación de los medios de casación; por lo cual el pre-
sente recurso debe ser declarado nulo;

Por tales motivos, Unice: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por el Municipio de Pedernales contra
la sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Pedernales, en fecha 23 de diciembre de 1968.
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo.

(Firmado): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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te civil, hecha por el señor Manuel María Mejía, en cuanto
a la forma, representado por el Dr. Adonis Ramírez More-
ra, contra el Ayuntamiento de la ciudad de Pedernales, y so-
lidariamente con los señores Carlos Julio Pérez (Chichi)
y Julio Ernesto Pérez, por ser éstas las personas responsa-
ble de los hechos; QUINTO: En cuanto al fondo se modifi-
ca la pretensión de la parte en cuanto al monto, y se con-

dena al Ayuntamiento de la ciudad de Pedernales, al pago
de una indemnización de RD$2,000.00, por ser ésta por su
calidad de Síndico la persona civilmente responsable, en fa-
vor del señor Manuel María Mejía, por los daños ocasiona-
dos en su vehículo así por el tiempo dejado de trabajar ,lo
cual le produjo pérdida material por habérsele desvaloriza-
do su vehículo con el impacto sufrido por el Jeep del Ayun-
tamiento; SEXTO: Se condena al Ayuntamiento de la ciu-
dad de Pedernales, solidariamente con los señores Carlos Ju-
lio Pérez y Julio Ernesto Pérez, al pago de las costas del
procedimiento con distracción en favor del Dr. Adonis Ramí-
rez Moreta, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en el
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a. Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 4809 de
1957; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa

ción;Considerando que de co nformidad con el artículo 37
de la Ley sobre Procedimiento de Casación: "Cuando el re-
curso sea intentado por el Ministerio Público, por la parte
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito
del memorial con la indicación de los medios de casación
será obligatorio, si no se ha motivado su recurso en la de-
claración correspondiente";

Considerando que el Municipio de Pedernales, parte
puesta en causa como civilmente responsable, no ha moti-
vado su recurso al declararlo en la Secretaría del Juzgado
a-quo, ni ha producido con posterioridad, un memorial con
la indicación de los medios de casación; por lo cual el pre-
sente recurso debe ser declarado nulo;

Por tales motivos, Unice: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por el Municipio de Pedernales contra
la sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Pedernales, en fecha 23 de diciembre de 1968.
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo.

(Firmado): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras, Joaquín 111. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE JUNIO DE 1969 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 7 de marzo de 1968 

Materia: Correccional 

Recurrente: Salvador López 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias ,en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 de junio 
de 1969, años 126o. de la Independencia y 106o. de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Salvador 
López, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula 11947, 
serie 22, domiciliado y residente en la calle Eugenio A. Mi-
randa No. 80 de la ciudad de La Romana, contra la senten-
cia dictada en atribuciones correccionales, por la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 7 de marzo 
de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, por el recurrente, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 5771 
de 1961, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimierito de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada, y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
4 de diciembre de 1967 fue sometido Salvador López por 
ante el Jefe de puesto de la Policía Nacional del Municipio 
de Guaymate, por haber tenido un choque en el kilómetro 
13 de la carretera que conduce del Distrito Municipal de 
Guaymate a la ciudad de La Romana, mientras conducía el 
carro placa No. 34461, marca Rambler, con la motocicleta 
marca Honda 50, placa No. 10738, que conducía Miguel 
Agustín, haitiano, soltero, jornalero, cédula 18597, serie 26, 
habiendo resultado este último con graves golpes y heri-
das que le ocasionaron la muerte; b) que apoderado del ca-
so el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Romana, dictó una sentencia en fecha 13 de diciembre 
de 1967, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Decla-
ra a Salvador López culpable del delito de golpes y heri-
das involuntarias, que causaron la muerte, en violación a la 
Ley 5771, en perjuicio de Miguel Agustín, y en consecuen-
cia lo condena a dos años de prisión correccional, y al pago 
de las costas"; c) que contra la anterior sentencia recurrió 
en apelación el prevenido Salvador López, en fecha 18 de 
diciembre de 1967; de la cual quedó apoderada la Corte 
a-qua, dictando la sentencia ahora impugnada en casación, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Admite 
como regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de 
apelación interpuesto por el inculpado Salvador López, con-
tra sentencia dictada, en atribuciones correccionales y en 
fecha 13 de diciembre de 1967, por el Juzgado de Primera 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE JUNIO DE 1969

;entencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-

rís, de fecha 7 de marzo de 1968

rIateria: Correccional

lecurrente: Salvador López

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-

nuel D. Bergés Chupa ni, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Becas, Joaquín M. Alvarez Perelló, y Juan Bautista
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias ,en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 de junio
de 1969, años 1260. de la Independencia y 106o. de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Salvador
López, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula 11947,
serie 22, domiciliado y residenle en la calle Eugenio A. Mi-
randa No. 80 de la ciudad de La Romana, contra la senten-
cia dictada en atribuciones correccionales, por la Corte de

Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 7 de marzo
de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 	 1,

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;	 '11~i

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, por el recurrente, en la cual
no se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 5771
de 1961, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
4 de diciembre de 1967 fue sometido Salvador López por
ante el Jefe de puesto de la Policía Nacional del Municipio
de Guaymate, por haber tenido un choque en el kilómetro
13 de la carretera que conduce del Distrito Municipal de
Guaymate a la ciudad de La Romana, mientras conducía el
carro placa No. 34461, marca Rambler, con la motocicleta
marca Honda 50, placa No. 10738, que conducía Miguel
Agustín, haitiano, soltero, jornalero, cédula 18597, serie 26,
habiendo resultado este último con graves golpes y heri-
das que le ocasionaron la muerte; b) que apoderado del ca-

KIK so el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
La Romana, dictó una sentencia en fecha 13 de diciembre
de 1967, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Decla-
ra a Salvador López culpable del delito de golpes y hed-

í
' das involuntarias, que causaron la muerte, en violación a la
Ley 5771, en perjuicio de Miguel Agustín, y en consecuen-
cia lo condena a dos años de prisión correccional, y al pago
de las costas"; e) que contra la anterior sentencia recurrió
en apelación el prevenido Salvador López, en fecha 18 de
diciembre de 1967; de la cual quedó apoderada la Corte
a-qua, dictando la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Admite
corno regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el inculpado Salvador López, con-
tra sentencia dictada, en atribuciones correccionales y en
fecha 13 de diciembre de 1967, por el Juzgado de Primera
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Instancia del Distrito Judicial de La Romana, que lo con-
denó a sufrir la pena de dos (2) años de prisión correccio-
nal y al pago de las costas, por el delito de violación a la
Ley No. 5771, de fecha 31 de diciembre de 1961 (golpes y

heridas involuntar ios que causaron la muerte), en perjui-
cio de la persona que en vida respondía al nombre de Mi-
guel Agustín; Segu ndo: Modifica la sentencia apelada en
cuanto a la pena impuesta y por propia autoridad, condena
al inculpado Salvador López, a sufrir un (1) año de ri-
sión correccional, acogiendo en su favor circu nstancias ate-
nuantes, por el mencionado hecho puesto a su cargo; Terce-

ro: Condena al referido inculpado al pago de las costas";
Considerando que el estudio de la sentencia impugnada

muestra que la Corte a-qua., mediante el examen y ponde-
ración de los elementos de prueba regularmente aportados
al debate, dió por establecido que la víctima, Miguel Agus-
tín, resultó muerto a causa de los golpes y las heridas que ,
recibió en el choque del vehículo que conducía el prevenido
Salvador López, con la motocicleta que manejaba la víc-
tima, a causa de la velocidad a que corría dicho vehículo y
de que no tocó bocina, hecho ocurrido el día 4 de diciem-
bre de 1967;

Considerando que los hechos así comprobados y esta-
blecidos por la Corte a-qua constituyen, a cargo del preve-
nido, el delito de homicidio por imprudencia, causado con
el manejo de un vehículo de motor, previsto por el artícu-
lo 1ro. de la Ley No. 5771 de 1961; y casti gado con la pena
de 2 a 5 años de prisión y multa de RD$500.00 a RDS2,000.-
00; que, por consiguiente, al condenarlo a un año de pri-.
sión correccional, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, la Corte a-qua aplicó en el caso, una pena ajustada
a la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne al in-
terés del recurrente, vicio alguno que amerite su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Salvador López, contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 7 de marzo de 1968, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpiclio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

1
11
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Instancia del Distrito Judicial de La Romana, que lo con-
denó a sufrir la pena de dos (2) años de prisión correccio-
nal y al pago de las costas, por el delito de violación a la
Ley No. 5771, de fecha 31 de diciembre de 1961 (golpes y
heridas involuntarios que causaron la muerte), en perjui-
cio de la persona que en vida respondía al nombre de Mi-
guel Agustín; Segu ndo: Modifica la sentencia apelada en
cuanto a la pena impuesta y por propia autoridad, condena
al inculpado Salvador López, a sufrir un (1) año de ri-
sión correccional, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, por el mencionado hecho puesto a su cargo; Terce-
ro: Condena al referido inculpado al pago de las costas";

Considerando que el estudio de la sentencia impugnada
muestra que la Corte a-qua, mediante el examen y ponde-
ración de los elementos de prueba regularmente aportados
al debate, dió por establecido que la víctima, Miguel Agus-
tín, resultó muerto a causa de los golpes y las heridas que
recibió en el choque del vehículo que conducía el prevenido
Salvador López, con la motocicleta que manejaba la víc-
tima, a causa de la velocidad a que corría dicho vehículo y
de que no tocó bocina, hecho ocurrido el día 4 de diciem-
bre de 1967;

Considerando que los hechos así comprobados y esta-
blecidos por la Corte a-qua constituyen, a cargo del preve-
nido, el delito de homicidio por imprudencia, causado con
el manejo de un vehículo de motor, previsto por el artícu-
lo 1ro. de la Ley No. 5771 de 1961; y casti gado con la pena
de 2 a 5 años de prisión y multa de RD$500.00 a RD$2,000.-
00; que. por consiguiente, al condenarlo a un año de pri-.
sión correccional, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, la Corte a-qua aplicó en el caso, una pena ajustada
a la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne al in-
terés del recurrente, vicio alguno que amerite su casación;
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Salvador López, contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 7 de marzo de 1968, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él ex presados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnad a: Corte cíe Apelación de Santo Domingo, de

fecha 6 de agosto de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Seguros Pepín S. A.

Interviniente: Agustín Sánchez

Abogado: Dr. Francisco L. Chia Troncoso

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Ma nuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 13 de junio del año 1969, años 126o. de la In-
dependencia y 106o. de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Segu-
ros Pepín, S. A., entidad comercial con su domicilio social
establecido en esta ciudad, en la casa No. 287 de la Ave-
nida Teniente Amado García Guerrero, contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 6 de agosto de 1968,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Francisco L. Chia Troncoso, cédula No.

44919, serie 31, abogado del interviniente Agustín Sán-
,: chez, parte civil constituida, en la lectura de sus conclu-

siones
;Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de

la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 28 deagosto de 1968, a requerimiento del Dr. Diógenes Amaro
García, en la cual no se invoca ni ngún medio determinadode casación;

Visto el escrito de la interviniente, suscrito por su abo-gado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
25 de marzo de 1967, Fernando Ferreras, con la motocicle-
ta placa No. 8034, de su propiedad, mientras transitaba
por la calle Oscar Santana, estropeó a la menor de edad Be-
nita de los Angeles Sánchez (Alba), hija de Agustín Sán-
chez, produciéndole lesiones curables después de sesenta
días; b) que con tal motivo la Quinta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó
en fecha 13 de junio de 1967 una sentencia, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; c) que contra dicha decisión re-
currió la actual recurrente, Seguros Pepín, S. A., y la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, apoderada de dicho
recurso, dictó en fecha 28 de agosto de 1968. la sentencia
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma, elr
ecurso de apelación interpuesto en fecha 6 de noviembre

de 1967, por el prevenido Fernando Ferreras, contra sen-t
encia dictada en defecto en fecha 13 de junio de 1967, por

11.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnad a: Corte cíe Apelación de Santo Domingo,
fecha 6 de agosto de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Seguros ,Pepín S. A.

Interviniente: Agustín Sánchez
Abogado: Dr. Francisco L. Chia Troncoso

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala do nde celebra sus áudiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 13 de junio del año 1969, años 126o. de la In-
dependencia y 106o. de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Segu-
ros Pepín, S. A., entidad comercial con su domicilio social
establecido en esta ciudad, en la casa No. 287 de la Ave--

nida Teniente Amado García Guerrero, contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 6 de agosto de 1968,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Francisco L. Chia Troncoso, cédula No.

44919, serie 31, abogado del interviniente Agustín Sán-
chez, parte civil constituída, en la lectura de sus conclu-
siones

;Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de lavRisetpaúebl acta

a del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 28 de
agosto de 1968, a requerimiento del Dr. Diógenes Amaro
García, en la cual no se invoca ningún medio determinado
de casación;

Visto el escrito de la interviniente, suscrito por su abo-
gado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
25 de marzo de 1967, Fernando Ferreras, con la motocicle-
ta placa No. 8034, de su propiedad, mientras transitaba
por la calle Oscar Santana, estropeó a la menor de edad Be-
nita de los Angeles Sánchez (Alba), hija de Agustín Sán-
chez, produciéndole lesiones curables después de sesenta
días; b) que con tal motivo la Quinta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó
en fecha 13 de junio de 1967 una sentencia, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; c) que contra dicha decisión re-
currió la actual recurrente, Seguros Pepín, S. A., y la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, apoderada de dicho
recurso, dictó en fecha 28 de agosto de 1968, la sentencia
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto en fecha 6 de noviembre
de 1967, por el prevenido Fernando Ferreras, contra sen-
tencia dictada en defecto en fecha 13 de junio de 1967, por

de
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la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, que le fué notificada en fecha 28 de
octubre de 1967, y la cual contiene el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra el nombra-
do Fernando Ferreras, de generales ignoradas, por no ha-
ber comparecido, no obstante haber sido legalmente citado;
Segundo: Se declara a Fernando Ferreras, culpable de vio-
lación a la ley No. 5771, en perjuicio de Benita de los An-
geles Sánchez y en consecuencia, se le ordena a sufrir un
(1) año de prisión correccional y a pagar una multa de
cincuenta pesos (RD$50.00); Tercero: Se declara buena y
válida la constitución en parte civil del señor Agustín Sán-
chez a nombre y representación de su hija menor Benita
de los Angeles Sánchez, en contra del prevenido Fernando
Ferreras: Cuarto: Se condena al prevenido Fernando Fe-
rreras al pago de la suma indemnizatoria de quince mil
pesos (RD$15,000 00) en favor del señor Agustín Sánchez,
como padre y representante de la menor lesionada; Quinto:
Se condena al prevenido Fernando Ferreras, al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en beneficio
del Dr. Chía Troncoso, quien asegura haberlas avanzado
en su totalidad; Sexto: Se ordena la cancelación de la fian-
za del prevenido Fernando Ferreras, así como la distribu-
ción de la misma que establece la ley No. 643"; por haber-
lo hecho de acuerdo con las prescripciones legales que regu-
lan la materia; SEGUNDO: Declara inadmisible por tar-
dío, el recurso de apelación interpuesto en fecha 21 de ju-
nio de 1968, contra la expresada sentencia, por la Compa-
ñía Seguros Pepín, S. A., que le fuera notificada el 28 de
octubre de 1967; 'TERCERO: Reserva las costas para fa-
llarlas conjuntamente con el fondo; CUARTO: Ordena que
el fondo de la presente causa sea conocido en una próxima
audiencia";

Considerando que de conformidad con la regla del ar-
tículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, to-
das las partes envueltas en un proceso de carácter penal,
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con excepción del prevenido, están obligadas al recurrir en
casación, a motivar su recurso, sea al momento de hacer
su declaración o posteriormente, en el memorial que el mis-
mo texto legal les autoriza a someter a la Suprema Corte
de Justicia, todo a pena de nulidad; que a esta obligación
no escapa la persona que de acuerdo con la ley No. 1643
del 20 de diciembre de 1941, haya prestado fianza para
asegurar la comparecencia del prevenido a todos los actos
del procedimiento, al ser puesto en libertad provisional,
pues dicha persona se convierte, dentro del círculo de su
interés, en una parte del proceso desde que la fianza pres-
tada es cancelada por el tribunal correspondiente;

Considerando que ni en el acta de declaración del re-
curso ni en documento alguno del expediente relativo al ca-
so, consta que la actual recurrente haya cumplido con las
exigencias del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación, ya mencionado; que, por tanto, el presente
recurso debe ser declarado nulo;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Agustín Sánchez, parte civil constituída; Segundo: Decla-
ra nulo el recurso de casación interpuesto por la Seguros
Pepín, S. A., contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 6 de agosto de 1968,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Tercero: Condena a la recurrente al pago de
las costas, cuya distracción se ordena en provecho del Dr.
Francisco L. Chía Troncoso, abogado de la interviniente.
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.
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la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, que le fué notificada en fecha 28 de
octubre de 1967, y la cual contiene el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra el nombra-
do Fernando Ferreras, de generales ignoradas, por no ha-
ber comparecido, no obstante haber sido legalmente citado;
Segundo: Se declara a Fernando Ferreras, culpable de vio-
lación a la ley No. 5771, en perjuicio de Benita de los An-
geles Sánchez y en consecuencia, se le ordena a sufrir un
(1) año de prisión correccional y a pagar una multa de
cincuenta pesos (RD$50.00); Tercero: Se declara buena y
válida la constitución en parte civil del señor Agustín Sán-
chez a nombre y representación de su hija menor Benita
de los Angeles Sánchez, en contra del prevenido Fernando
Ferreras; Cuarto: Se condena al prevenido Fernando Fe-
rreras al pago de la suma indemnizatoria de quince mil
pesos (RD$15.000.00) en favor del señor Agustín Sánchez,
como padre y representante de la menor lesionada; Quinto:
Se condena al prevenido Fernando Ferreras, al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en beneficio
del Dr. Chía Troncoso, quien asegura haberlas avanzado
en su totalidad; Sexto: Se ordena la cancelación de la fian-
za del prevenido Fernando Ferreras, así como la distribu-
ción de la misma que establece la ley No. 643"; por haber-
lo hecho de acuerdo con las prescripciones legales que regu-
lan la materia; SEGUNDO: Declara inadmisible por tar-
dío, el recurso de apelación interpuesto en fecha 21 de ju-
nio de 1968, contra la expresada sentencia, por la Compa-
ñía Seguros Pepín, S. A., que le fuera notificada el 28 de
octubre de 1967; TERCERO: Reserva las costas para fa-
llarlas conjuntamente con el fondo; CUARTO: Ordena que
el fondo de la presente causa sea conocido en una próxima
audiencia";

Considerando que de conformidad con la regla del ar-
tículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, to-
das las partes envueltas en un proceso de carácter penal,
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con excepción del prevenido, están obligadas al recurrir en
casación, a motivar su recurso, sea al momento de hacer
su declaración o posteriormente, en el memorial que el mis-
mo texto legal les autoriza a someter a la Suprema Corte
de Justicia, todo a pena de nulidad; que a esta obligación
no escapa la persona que de acuerdo con la ley No. 1643
del 20 de diciembre de 1941, haya prestado fianza para
asegurar la comparecencia del prevenido a todos los actos
del procedimiento, al ser puesto en libertad provisional,
pues dicha persona se convierte, dentro del círculo de su
interés, en una parte del proceso desde que la fianza pres-
tada es cancelada por el tribunal correspondiente;

Considerando que ni en el acta de declaración del re-
curso ni en documento alguno del expediente relativo al ca-
so, consta que la actual recurrente haya cumplido con las
exigencias del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación, ya mencionado; que, por tanto, el presente
recurso debe ser declarado nulo;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Agustín Sánchez, parte civil constituida; Segundo: Decla-
ra nulo el recurso de casación interpuesto por la Seguros
Pepín, S. A., contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 6 de agosto de 1968,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Tercero: Condena a la recurrente al pago de
las costas, cuya distracción se ordena en provecho del Dr.
Francisco L. Chía Troncoso, abogado de la interviniente.
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J.
de Salcedo, de fecha 30 de agosto de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Juan Ramón Vásquez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 13 de junio del año 1969, años 126o. de la In-
dependencia y 106o. de la Restauración, dicta en audiencia

I

pública, como corte de casación. , la siguiente sentencia:

I li 	 Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Ra-
món Vásquez, dominicano, soltero, empleado particular, do-
miciliado y residente en Santo Domingo, sin cédula, contra
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Salcedo, en fecha 30 de agosto de
1968, en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;



La presente sentencia ha sido dada y firmada por .
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J.
de Salcedo, de fecha 30 de agosto de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Juan Ramón Vásquez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 13 de junio del año 1969, años 126o. de la In-
dependencia y 106o. de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Ra-
món Vásquez, dominicano, soltero, empleado particular, do-
miciliado y residente en Santo Domingo, sin cédula, contra
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Salcedo, en fecha 30 de agosto de
1968, en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo 3e co-
pia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Juzgado a-quo, a requerimiento del Dr. Pie-
tro Rafael Forastieri T., abogado, cédula No. 19182, serie
56, en la cual se invocan los alegatos que se indican más
adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 309 y 311 del Código Pena];
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
3 de marzo de 1968, compareció el Alcalde Pedáneo de la
Sección de Jamao Afuera, por ante el Destacamento de la
Policía Nacional, de la ciudad de Salcedo, exponiéndole que
conducía por ante ese Despacho, en calidad de presos a Juan
Ramón Vásquez y a IIilario Henríquez, por el hecho de que
en fecha 2 de marzo del mismo año, a las 11:30 de la noche,
los sorprendió en la casa de Pablo Hurtado, mientras sos-
tenían una riña, y el primero, Vásquez, le infirió una pedra-
da en la cabeza al segundo, Henríquez, el cual se encuentra
en el Hospital Dr. Pascasio Toribio, internado, a conse-
cuencia de los golpes recibidos; b) que en fecha 4 de marzo
de 1968 fueron sometidos a la acción de la Justicia, Juan
Ramón Vásquez e Hilario Henríquez, prevenidos de violar
el artículo 311 del Código Penal; e) que apoderado del ca-
so el Juzgado de Paz del Municipio de Salcedo, lo decliné
por ante el Tribunal Tutelar e Menores, por ser el preveni-
do Juan Ramón Vásquez menor de edad; d) que el Tribunal
Tutelar de Menores conoció del caso en fecha 11 de marzo
de 1968, el cual declinó por ante dicho Juzgado de Paz,
por considerar que el menor actuó con discernimiento; e)
que apoderado nuevamente el aludido Juzgado de Paz del
asunto, dictó sentencia el 28 de marzo de 1968, cuyo dispo-
sitivo se copia más aelante; f) que sobre recurso de apela-
ción del prevenido Vásquez, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Salcedo dictó en fecha 30 de
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agosto de 1968, la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se Declara
buena y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por el señor Juan Ramón Vásquez contra
sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de Salcedo de
techa 28-3-68, cuyo dispositivo dice: "Primero: Se declara
la incompetencia de este Juzgado de Paz para conocer del
expediente a cargo de los nombrados Hilario IIenríquez y
Juan Ramón Vásquez, prevenidos de violar el artículo 311
del Código Penal, por resultar el primero con heridas cu-
rables después de 10 días y antes de los 20; Segundo: Se
declina por ante el Procurador Fiscal del Juzgado de Pri-
mera Instancia de este Municipio"; Segundo: Se confirma
en todas sus partes la referida sentencia; Tercero: Se con-
dena al recurrente al pago de las costas";

Considerando que el recurrente invoca como fundamen-
to de su recurso de casación, lo siguiente: "Que en la sen-
tencia impugnada se habían desnaturalizado los hechos de
]a causa"; se ha hecho una equivocada interpretación de
los hechos y una mala aplicación de la ley, incurrióndose
en violación del párrafo 1ro. en su parte final, del artículo
311 del Código Penal, ya que las lesiones recibidas por el
agraviado, como se desprende del estudio comparativo de
los tres certificados médicos existentes en el expediente, ex-
pidos sobre dichas lesiones, éstas eran curables dentro de
10 días; que lo que curó después de 10 días y antes de 20,
fue una infección sobrevenida con posterioridad a la acción
derivada de los hechos que le son extraños al prevenido y
que por tanto, no le son imputables;

Considerando que el Juzgado a-quo, mediante la pon-
deración de los elementos de prueba que fueron regular-
mente aportados en la instrucción de la causa, apareció sin
desnaturalización alguna, que la herida que sufrió Hilario
Henríquez a consecuencia de los hechos imputados al re-
currente Juan Ramón Vásquez, curaron después de 10 días,
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Juzgado a-quo, a requerimie nto del Dr. Pie-
tro Rafael Forastieri T., abogado, cédula No. 19182, serie
56, en la cual se invocan los alegatos que se indican más
adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 309 y 311 del Código Penal;
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
3 de marzo de 1968, compareció el Alcalde Pedáneo de la
Sección de Jamao Afuera, por ante el Destacamento de la
Policía Nacional, de la ciudad de Salcedo, exponiéndole que
conducía por ante ese Despacho, en calidad de presos a Juan
Ramón Vásquez y a Hilario Henríquez, por el hecho de que
en fecha 2 de marzo del mismo año, a las 11:30 de la noche,
los sorprendió en la casa de Pablo Hurtado, mientras sos-
tenían una riña, y el primero, Vásquez, le infirió una pedra-
da en la cabeza al segundo, Henríquez, el cual se encuentra
en el Hospital Dr. Pascasio Toribio, internado, a conse-
cuencia de los golpes recibidos; b) que en fecha 4 de marzo
de 1968 fueron sometidos a la acción de la Justicia, Juan
Ramón Vásquez e Hilario Henríquez, prevenidos de violar
el artículo 311 del Código Penal; e) que apoderado del ca-
so el Juzgado de Paz del Municipio de Salcedo, lo declinó
por ante el Tribunal Tutelar e Menores, por ser el preveni-
do Juan Ramón Vásquez menor de edad; d) que el Tribunal
Tutelar de Menores conoció del caso en fecha 11 de marzo
de 1968, el cual declinó por ante dicho Juzgado de Paz,
por considerar que el menor actuó con discernimiento; e)
que apoderado nuevamente el aludido Juzgado de Paz del
asunto, dictó sentencia el 28 de marzo de 1968, cuyo dispo-
sitivo se copia más aelante; f) que sobre recurso de apela-
ción del prevenido Vásquez, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Salcedo dictó en fecha 30 de
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agosto de 1968, la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se Declara
buena y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por el señor Juan Ramón Vásquez contra
sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de Salcedo de
techa 28-3-68, cuyo dispositivo dice: "Primero: Se declara
la incompetencia de este Juzgado de Paz para conocer del
expediente a cargo de los nombrados Hilario Henríquez y
Juan Ramón Vásquez, prevenidos de violar el artículo 311
del Código Penal, por resultar el primero con heridas cu-
rables después de 10 días y antes de los 20; Segundo: Se
declina por ante el Procurador Fiscal del Juzgado de Pri-
mera Instancia de este Municipio"; Segundo: Se confirma
en todas sus partes la referida sentencia; Tercero: Se con-
dena al recurrente al pago de las costas";

Considerando que el recurrente invoca como fundamen-
to de su recurso de casación, lo siguiente: "Que en la sen-
tencia impugnada se habían desnaturalizado los hechos de
]a causa"; se ha hecho una equivocada interpretación de
los hechos y una mala aplicación de la ley, incurrióndose
en violación del párrafo 1ro. en su parte final, del artículo
311 del Código Penal, ya que las lesiones recibidas por el
agraviado, como se desprende del estudio comparativo de
los tres certificados médicos existentes en el expediente, ex-
pidos sobre dichas lesiones, éstas eran curables dentro de
10 días; que lo que curó después de 10 días y antes de 20.
fue una infección sobrevenida con posterioridad a la acción
derivada de los hechos que le son extraños al prevenido y
que por tanto, no le son imputables;

Considerando que el Juzgado a-quo, mediante la pon-
deración de los elementos de prueba que fueron regular-
mente aportados en la instrucción de la causa, apareció sin
desnaturalización alguna, que la herida que sufrió Hilario
Henríquez a consecuencia de los hechos imputados al re-
currente Juan Ramón Vásquez, curaron después de 10 días,
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contrariamente a lo alegado por el recurrente; que, por con-
siguiente, los medios de casación carecen de fundamento y
deben ser desestimados; que, por tanto, dicho Juzgado, al
confirmar en todas sus partes la sentencia apelada, sobre
ese fundamento, y declarar en consecuencia su propia in-
competencia para conocer del expediete a cargo de Hila-
rio Henríquez y Juan Ramón Vásquez en grado de apela-
ción, hizo en la especie una correcta aplicación de la Ley;

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos, ella no contiene, en lo concerniente al inte-
rés del recurrente, vicio alguno que amerite su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Ramón Vásquez, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales, por el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, en
fecha 30 de agosto de 1968, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena
al recurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.-
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 16 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 15 de julio de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: Ingenio Boca Chica
Abogado: Dr. Enrique Hernández, Lic. Rafael Alburquerque Za-

yas-Bazán

Recurrido: Bienvenido Colón
Abogado: Dr. Juan Pablo Espinosa y Dr. Julio Aníbal Suárez

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, a los 16 días del mes de junio de 1969, años
1269 de la Independencia y 1069 de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ingenio
Boca Chica, organismo con personalidad jurídica, domici-
liado en la sección Andrés, Boca Chica, contra la sentencia
de la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 15
de julio de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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contrariamente a lo alegado por el recurrente; que, por con-
siguiente, los medios de casación carecen de fundamento y
deben ser desestimados; que, por tanto, dicho Juzgado, al
confirmar en todas sus partes la sentencia apelada, sobre
ese fundamento, y declarar en consecuencia su propia in-
competencia para conocer del expediete a cargo de Hila-
rio Henríquez y Juan Ramón Vásquez en grado de apela-
ción, hizo en la especie una correcta aplicación de la Ley;

Considerando que examinada la sente ncia en sus de-
más aspectos, ella no contiene, en lo concerniente al inte-
rés del recurrente, vicio alguno que amerite su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Ramón Vásquez, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales, por el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, en
fecha 30 de agosto de 1968, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena
al recurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.-
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por

los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 15 de julio de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: Ingenio Boca Chica
Abogado: Dr. Enrique Hernández, Lic. Rafael Alburquerque Za-

yas-Bazán

Recurrido: Bienvenido Colón
Abogado: Dr. Juan Pablo Espinosa y Dr. Julio Aníbal Suárez

Dios, Patria y Liberbd.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, a los 16 días del mes de junio de 1969, años
1269 de la Independencia y 106° de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ingenio
Boca Chica, organismo con personalidad jurídica, domici-
liado en la sección Andrés, Boca Chica, contra la sentencia
de la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 15
de julio de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Enrique Hernández Machado, cédula

No. 57969, serie 1ra., por sí y en representación del Lic.
Rafael Alburquerque Zayas-Bazán, cédula 4084, serie lra.,
abogados de la recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Juan Pablo Espinosa, cédula No. 64182,
serie ira.,' por sí y por el Dr. Julio Aníbal Suárez, cédula
No. 104647, serie 1ra., abogados de Bienvenido Colón, do-
minicano, mayor de edad, electricista, soltero, domiciliado
en la sección de Andrés, Boca Chica, con cédula No. 26277,
serie 23, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 4 de octubre
de 1968, suscrito por los abogados de la recurrente, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 4 de diciembre
de 1968, suscrito por los abogados del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 6, 7, 8, 9, 29, 69, 72, 84, 168
y 169 del Código de Trabajo; 57 de la Ley No. 637, sobre
Contratos de Trabajo, del 16 de junio de 1944; y 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se reitere, consta: a) que con mo-
tivo de una demanda laboral que no pudo ser conciliada
ante las autoridades laborales correspondientes, el Juzga-
do de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, apoderado del
asunto, dictó en fecha 20 de septiembre de 1967, una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza
en todas sus partes las conclusiones de la parte demandada
por improcedentes y mal fundadas, y acoge las del deman-
dante por ser justas y reposar sobre base legal; Segundo:
Declarar injustificado el despido y resuelto el contrato de
trabajo que existió entre las partes, por culpa del patrono

BOLETIN JUDICIAL
	

1331

y con responsabilidad para el patrono; Tercero: Condena al
Ingenio Boca Chica, a pagarle al señor Bienvenido Colón,
los valores siguientes: 24 días de salario por preaviso; 15
días por concepto de auxilio de cesantía; 14 días por con-
cepto de vacaciones no disfrutadas ni pagadas; la proporción
de Regalía Pascual obligatoria del año 1966, así como los
tres meses de salario acordados en el inciso 3ro. del artículo
84 del Código de Trabajo, todo calculado a base de RD$-
3.50 diarios; Cuar'n: Condena al Ingenio Boca Chica al pago
de las costas del procedimiento, con distracción de éstas en
provecho del Dr. Juan Pablo Espinosa, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre el recurso
interpuesto, la Cámara a-qua dictó la sentencia ahora im-
pugnada cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por el Ingenio Boca Chica contra senten-
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de
fecha 20 de septiembre de 1967, dictada en favor de Bien-
venido Colón, cuyo dispositivo figura copiado en parte an-
terior de esta misma sentencia; Segundo: Relativamente al
fondo confirma en todas sus partes dicha decisión impug-
nada; Tercero: Condena a la parte que sucumbe Ingenio
Boca Chica, al pago de las costas del procedimiento, de
conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del
18 de junio de 1964 y 691 del Código de' Trabajo, ordenan-
do su distracción en favor de los Dres. Julio Aníbal Suárez
y Juan Pablo Espinosa, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad";

Considerando que el recurrente en su memorial de ca-
sación ha invocado el siguiente único medio de casación:
Desnaturalización de los hechos y documentos de la causa;
falsa apreciación de la fuerza probante de los documentos
aportados regularmente al debate; violacin a la regla de
la prueba; falta de base legal; violación al sagrado derecho
de defensa.
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Enrique Hernández Machado, cédula

No. 57969, serie 1ra., por sí y en representación del Lic.
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abogados de la recurrente, en la lectura de sus conclusiones;
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serie lra.,- por sí y por el Dr. Julio Aníbal Suárez, cédula
No. 104647, serie 1ra., abogados de Bienvenido Colón, do-
minicano, mayor de edad, electricista, soltero, domiciliado
en la sección de Andrés, Boca Chica, con cédula No. 26277,
serie 23, en la lectura de sus conclusiones;
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de 1968, suscrito por los abogados del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 6, 7, 8, 9, 29, 69, 72, 84, 168
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Declarar injustificado el despido y resuelto el contrato de
trabajo que existió entre las partes, por culpa del patrono
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pugnada cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por el Ingenio Boca Chica contra senten-
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de
fecha 20 de septiembre de 1967, dictada en favor de Bien-
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terior de esta misma sentencia; Segundo: Relativamente al
fondo confirma en todas sus partes dicha decisión impug-
nada; Tercero: Condena a la parte que sucumbe Ingenio
Boca Chica, al pago de las costas del procedimiento, de
conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del
18 de junio de 1964 y 691 del Código dé Trabajo, ordenan-
do su distracción en favor de los Dres. Julio Aníbal Suárez
y Juan Pablo Espinosa, quienes afirman haberlas avanzado
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Considerando que el recurrente en su memorial de ca-
sación ha invocado el siguiente único medio de casación:
Desnaturalización de los hechos y documentos de la causa;
falsa apreciación de la fuerza probante de los documentos
aportados regularmente al debate; violacin a la regla de
la prueba; falta de base legal; violación al sagrado derecho
de defensa.
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Considerando que el recurrente alea en síntesis en su
único medio, que ella, desde el inicio de la litis ha sostenido
que el contrato de trabajo cuya existencia invoca el traba-
jador Bienvenido Colón, no era de naturaleza indefinida,
sino que éste realizaba labores que se interrumpían periódi-
camente, originándose así contratos sucesivos que termi-
naban sin responsabilidad para las partes con la conclusión
de los respectivos servicios que, como peón electricista pres-
taba dicho obrero; que con el objeto de probar ese alegato,
el presentó a la consideración de los tribunales de fondo,
los documentos que demuestran la improcedencia de la re-
clamación laboral de que se trata y que el trabajador hacía
en la Empresa trabajos ocasionales; que, así pues, la Cá-
mra a-qua al rechazar esos documentos y no ponderarlos,
ha incurrido en los vicios denunciados en el medio invoca-
do; pero,

Considerando que de conformidad con lo establecido
por el artículo 16 del Código de Trabajo: "Se presume, has-
ta prueba en contrario, la existencia del contrato de traba-
jo entre el que presta un servicio personal y aquel a quien
le es prestado"; de donde resulta que el patrono que alega
que un trabajo de naturaleza permanente no ha sido con-
certado por tiempo indefinido, debe probarlo;

Considerando que la sentencia impugnada da por esta-
blecido que la labor que desempeñaba el trabajador era de
"peón electricista", en el servicio de energía eléctrica del
Ingenio Boca Chica, servicio de carácter permanente y pú-
blico, pues el está obligado a suministrar la energía eléc-
trica a la población del Ingenio; por lo cual, ha de consi-
derarse por su naturaleza permanente, y por tiempo inde-
finido; que, el recurrente, para tratar de probar, no obstan-
te ésto, que en la especie el trabajador era móvil y que por
tanto, el contrato de trabajo terminaba en cada ocasión, sin
responsabilidad para el patrono, aportó los documentos si-
guientes: lro. Una tarjeta de cotizaciones, y 2do. Una certi-

ficación del Instituto Dominicano de Seguros Sociales, re-
lativas al recurrido Bienvenido Colón, correspondiente a los
meses de septiembre, octubre y noviembre de 1966; que, ale-
ga el recurrente, que la Cámara a-qua, no ponderó esas
pruebas y no les atribuyó "las consecuencias pertinentes
que intrínsecamente contiene, que con ello cometió una des-
naturalización de los hechos y documentos de la causa;
que, contrariamente con lo afirmado por el recurrente, en
la sentencia impugnada se dan motivos suficientes y perti-
nentes y se pondera el valor atribuible de los documentos di-
chos, dándose razones justificativas, emanadas de la cir-
cunstancia de que esas pruebas procedían del propio recu-
rrente, para rechazarlas, y prefirió las aportadas por la
otra parte, fundadas en el informativo; que, el Juez a-quo,
al ponderar las pruebas aludidas, no ha incurrido en los
vicios alegados, sino que ha hecho uso de su poder sobera-
no de apreciación; que, por tanto, el medio único que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso inter-
puesto por el Ingenio Boca Chica, cont-....a la sentencia dic-
tada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de
fecha 15 de julio de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena
al pago de las costas, ordenando su distracción en provecho
de los Doctores Julio Aníbal Suárez y Juan Pablo Espinosa,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríque7. — Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.
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ga el recurrente, que la Cámara a-qua, no ponderó esas
pruebas y no les atribuyó "las consecuencias pertinentes
que intrínsecamente contiene, que con ello cometió una des-
naturalización de los hechos y documentos de la causa;
que, contrariamente con lo afirmado por el recurrente, en
la sentencia impugnada se dan motivos suficientes y perti-
nentes y se pondera el valor atribuible de los documentos di-
chos, dándose razones justificativas, emanadas de la cir-
cunstancia de que esas pruebas procedían del propio recu-
rrente, para rechazarlas, y prefirió las aportadas por la
otra parte, fundadas en el informativo; que, el Juez a-quo,
al ponderar las pruebas aludidas, no ha incurrido en los
vicios alegados, sino que ha hecho uso de su poder sobera-
no de apreciación; que, por tanto, el medio único que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso inter-
puesto por el Ingenio Boca Chica, cont-....a la sentencia dic-
tada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 11 de octubre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Juana Sabater de Peguero y la Compañía Nacional
de Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Francisco Canó López

Interviniente: Pilar Marte Antigua
Abogado: Dr. Rafael Helena Rodríguez, Dr. Guarionex A. García

de Peña y Dr. Rafael Bergés Peral

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 16 de junio del año 1969, años 126o. de la In-
dependencia y 106o. de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juana
Sabater de Peguero, dominicana, mayor de edad, casada,
cuya cédula personal no consta en el expediente, y la Com-
pañía Nacional de Seguros Pepín, C. por A., domiciliadas
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una y otra en esta ciudad, contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes correccionales, en fecha 11 de octubre de 1968, cuyo
dispositivo se copia más adelate;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Francisco Canó López, cédula No. 27814,

serie 31, abogado de las recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones

Oído al Dr. Rafael Helena Rodríguez, cédula No. 4603,
serie 54, por sí y por los Dres. Guarionex A. García de
Peña, cédula No. 12486, serie 56, y Rafael Bergés Peral,
cédula No. 5921, serie 64, abogados de la parte intervinien-
te, Pilar Marte Antigua, dominicano, mayor de edad, casa-
do, Oficial de la Policía Nacional, domiciliado en la calle
Manuel Ubaldo Gómez No. 52, de esta ciudad, cédula No.
3755, serie 58, parte civil constituída, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-gua, en fecha 29 de octubre de 1968, a re-
querimiento del Dr. José Canó López, abogado de los recu-
rrentes, y en la cual no se invoca ningún medio determinado
de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por su abogado, en el cual se indican los medioá que
más adelante se indican;

Visto el escrito de intervención suscrito por los abo-
gados de la parte civil constituida, en fecha 11 de abril de
1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 15 de la Ley de Organización
Judicial; 203 del Código de Procedimiento Criminal; 1033
del Código de Procedimiento Civil; 1 de la Ley 131 de 1967;
y 1, 20 y 65 e la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una colisión ocurrida en esta ciudad en
fecha 9 de mayo de 1967, entre el camión placa No. 55597,
propiedad de Juana Altagracia Sabater de Peguero, condu-
cido por Miguel Hazim y la motocicleta placa oficial No.
273, conducida por Pilar Marte Antigua, del cual resultó
el último con lesiones curables en más de 90 días y antes
de 120, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo dictó en
fecha 28 de diciembre de 1967, una sentencia cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; b) que habiendo recurrido contra
dicha decisión tanto la persona civilmente responsable pues-
ta, en causa como la Compañía Aseguradora de dicha res-
ponsabilidad, o sea la Seguros Pepín, C. por A.. la Corte
de Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha 11 de octu-
bre de 1968, la sentencia ahora impugnada en casación, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara Cadu-
co, el recurso de apelación interpuesto en fecha 5 de fe-
brero de 1968, por la señora Juana Altagracia Sabater
de Peguero y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra
sentencia dictada en fecha 28 de diciembre de 1967, por la
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, la cual contiene el siguiente disposi-
tivo: "Falla: Primero: Declara regular y válida en cuanto
a la forma, la constitución en parte civil formulada en au-
diencia por Pilar Marte Antigua, por órgano de sus abo-
gados constituidos Dres. Rafael A. Bergés y José Rafael
Helena Rodríuez, en contra de la Sra. Juanita Alt. Sabater
de Peguero y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por
haber sido hecha conforme con el artículo 3 del Código
de Procedimiento Criminal; Segundo: Declara a Pilar Mar-
te Antigua, culpable de violar los artículos 101 y 105 de la
Ley No. 4809 y en consecuencia, lo condena al pago de una
multa de RDSS 00 así como al pa go de las costas, aco gien-
do en su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Decla-
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una y otra en esta ciudad, contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
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documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
oue con motivo de una colisión ocurrida en esta ciudad en
fecha 9 de mayo de 1967, entre el camión placa No. 55597,
propiedad de Juana Altagracia Sabater de Peguero, co ndu-
cido por Miguel Hazim y la motocicleta placa oficial No.
273, conducida por Pilar Marte Antigua, del cual resultó
el último con lesiones curables en más de 90 días y antes
de 120, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo dictó en
fecha 28 de diciembre de 1967, una sentencia cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; b) que habiendo recurrido contra
dicha decisión tanto la persona civilmente responsable pues-
ta, en causa como la Compañía Aseguradora de dicha res-
ponsabilidad, o sea la Seguros Pepín, C. por A., la Corte
de Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha 11 de octu-
bre de 1968, la sentencia ahora impugnada en casación, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara Cadu-
co, el recurso de apelación interpuesto en fecha 5 de fe-
brero de 1968, por la señora Juana Altagracia Sabater
de Peguero y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra
sentencia dictada en fecha 28 de diciembre de 1967. por la
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, la cual contiene el siguiente disposi-
tivo: "Falla: Primero: Declara regular y válida en cuanto
a la forma. la constitución en parte civil formulada en au-
diencia por Pilar Marte Anti gua, por órgano de sus abo-
gados constituidos Dres. Rafael A. Bergés y José Rafael
Helena Rodríuez, en contra de la Sra. Juanita Alt. Sabater
de Peguero y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por
haber sido hecha conforme con el artículo 3 del Código
de Procedimiento Criminal; Segundo: Declara a Pilar Mar-
te Antigua, culpable de violar los artículos 101 y 105 de la
Ley No. 4809 y en consecuencia, lo condena al pago de una
multa de RDS5.00 así como al paro de las costas. aco gien-
do en su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Decla-
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ra a Miguel Hazím culpable de violar los artículos 101 y
105 de la Ley 4809 y 1 9 de la Ley 5771 y en consecuencia lo
condena al pago de una multa de RD$10.00 así como al
pago de las costas, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; Cuarto: En cuanto al fondo de la constitución
en parte civil respecta, condena a la Sra. Jua na Altagracia
Sabater de Peguero persona civilmente responsable al pago
de una indemnización de RD$3,000.00 en favor de Pilar
Marte Antigua como justa reparación de los daños morales
y materiales experimentados; Quinto: Condena a la Sra.
Juana Altagracia Sabater de Peguero, al pago de los inte-
reses del monto de la indemnización de los RD$3,000.00, a
partir de la fecha de la demanda introductiva de instancia

a título de indemnización supletoria; Sexo: condena a la Sra.
Juana Altagracia Sabater de Peguero, al pago de las costas
civiles, con distracción de las mismas en provecho de los
Dres. José Rafael A. Bergés Peral, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad; Séptimo: Ordena que esta
sentencia le sea oponible a la Cía. de Seguros Pepín, S. A.,
compañía nacional de seguros, por ser la entidad asegura-
dora del vehículo que ocasionó los daños y de la responsa-
bilidad civil de la señora Juana Sabater de Peguero"; por
haberlo interpuesto fuera del plazo de diez días prescrito
por la Ley que regula materia; y SEGUNDO: Condena a in

la señora Juana Altagracia Sabater de Peguero y a la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas ori- 

I

ginadas con motivo de sus recursos de a pelación y ordena
su distracción en provecho de los Dres. José Rafael Helena
Rodríguez. Rafael José A. Bergés Peral, abogados de la
parte civil constituída, por afirmar haberlas avanzado en
su totalidad";

Considerando que en apoyo de su recurso, las recu-
rrentes invocan los sigu ientes medios: Primer Medio: -Insu-
ficiencia de motivos y falta de base legal; Segundo Medio:
Violación del artículo 203 del Código de Procedimiento Cri-
minal;
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Considerando que en apoyo de los dos medios de su re-
curso, a cuyo examen se procede conjuntamente, los recu-
rrentes alegan, en síntesis, que la decisión de la Corte a-qua,
al declarar la caducidad del recurso de apelación por ambas
partes interpuesto, se funda en un error de cálculo demos-
trable sin dificultad alguna; que, en efecto, aunque en la
decisión impugnada se declara que la sentencia dictada por
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia en fecha 28 de abril de 1967, fue dictada en presencia
de las partes, y que por tanto el plazo para el recurso de
alzada comenzó a correr a partir del pronunciamiento de la
referida sentencia, tal afirmación está en pugna con la rea-
lidad de los hechos; que como se advierte del acta de au-
diencia levantada el día en que finalizó la instrucción de
la causa, el fallo fue reenviado a d',a indeterminado, teniendo
efecto su pronunciamiento en- la fecha ya arriba indicada;
que, como la sentencia no fue notificada a los actuales re-
currentes sino en fecha 25 de enero de 1968, el plazo para
recurrir, exactamente el día 4 de febrero de 1968, se agotó;
que si ciertamente el día del vencimiento del plazo fue do-
mingo, sin embargo, la declaración del recurso pudo váli-
damente ser hecha, como lo fue el lunes siguiente día 5,
ya que, aunque hasta ahora se haya decidido lo contrario,
existen considerables razones de carácter jurídico para
que al igual que lo que ocurre en el procedimiento civil
(art. 1033), la prórroga del vencimiento de un plazo al día
hábil subsiguiente, se haga extensiva también en materia
represiva, razones entre otras, como a las prescripciones del
Códio de Procedimiento Civil, a título de derecho común,
para cubrir y reglamentar las situaciones no previstas por
el derecho procesal penal, y la manifiesta tendencia legis-
lativa actual, no solamente de obviar dificultades al ejer-
cicio de las acciones y recursos en justicia, sino de asimilar
el procedimiento penal al civil, relativamente a la extensión
de los plazos en aquellas materias del más elevado interés
social; solución a la que no se opone el artículo 15 de la
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ra a Miguel Hazím culpable de violar los artículos 101 y
105 de la Ley 4809 y 1 9 de la Ley 5771 y en consecuencia lo
condena al pago de una multa de RD$10.00 así como al
pago de las costas, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; Cuarto: En cuanto al fondo de la constitución
en parte civil respecta, condena a la Sra. Jua na Altagracia
Sabater de Peguero persona civilmente responsable al pago
de una indemnización de RD$3,000.00 en favor de Pilar
Marte Antigua como justa reparación de los daños morales
y materiales experimentados; Quinto: Condena a la Sra.
Juana Altagracia Sabater de Peguero, al pago de los inte-
reses del monto de la indemnización de los RD$3,000.00, a
partir de la fecha de la demanda introductiva de instancia

a título de indemnización supletoria; ScxSo: condena a la Sra.
Juana Altagracia Sabater de Peguero, al pago de las costas
civiles, con distracción de las mismas en provecho de los
Dres. José Rafael A. Bergés Peral, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad; Séptimo: Ordena que esta
sentencia le sea oponible a la Cía. de Seguros Pepín, S. A.,
compañía nacional de seguros, por ser la entidad asegura-
dora del vehículo que ocasionó los daños y de la responsa-
bilidad civil de la señora Juana Sabater de Peguero"; por
haberlo interpuesto fuera del plazo de diez días prescrito
por la Ley que regula materia; y SEGUNDO: Condena a
la señora Juana Altagracia Sabater de Peguero y a la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas ori-
ginadas con motivo de sus recursos de a pelación y ordena
su distracción en provecho de los Dres. José Rafael Helena
Rodríguez, Rafael José A. Bergés Peral, abogados de la
parte civil constituída, por afirmar haberlas avanzado en
su totalidad";

Considerando que en apoyo de su recurso. las recu-
rrentes invocan los sigu ientes medios: Primer Medio: Insu-
ficiencia de motivos y falta de base legal: Secundo Medio:
Violación del artículo 203 del Código de Procedimiento Cri-
minal;

Considerando que en apoyo de los dos medios de su re-
curso, a cuyo examen se procede conjuntamente, los recu-
rrentes alegan, en síntesis, que la decisión de la Corte a-qua,
al declarar la caducidad del recurso de apelación por ambas
partes interpuesto, se funda en un error de cálculo demos-
trable sin dificultad alguna; que, en efecto, aunque en la
decisión impugnada se declara que la sentencia dictada por
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia en fecha 28 de abril de 1967, fue dictada en presencia
de las partes, y que por tanto el plazo para el recurso de
alzada comenzó a correr a partir del pronunciamiento de la
referida sentencia, tal afirmación está en pugna con la rea-
lidad de los hechos; que como se advierte del acta de au-
diencia levantada el día en que finalizó la instrucción de
la causa. el fallo fue reenviado a d:a indeterminado, teniendo
efecto su pronunciamiento en- la fecha ya arriba indicada;
que, como la sentencia no fue notificada a los actuales re-
currentes sino en fecha 25 de enero de 1968, el plazo para
recurrir, exactamente el día 4 de febrero de 1968, se agotó;
que si ciertamente el día del vencimiento del plazo fue do-
mingo, sin embargo, la declaración del recurso pudo váli-
damente ser hecha, como lo fue el lunes siguiente día 5,
ya que, aunque hasta ahora se haya decidido lo contrario,
existen considerables razones de carácter jurídico para
que al igual que lo que ocurre en el procedimiento civil
(art. 1033), la prórroga del vencimiento de un plazo al día
hábil subsiguiente, se haga extensiva también en materia
represiva, razones entre otras, como a las prescripciones del
Códio de Procedimiento Civil, a título de derecho común,
para cubrir y reglamentar las situaciones no previstas por
el derecho procesal penal, y la manifiesta tendencia legis-
lativa actual, no solamente de obviar dificultades al eier-
cicio de las acciones y recursos en justicia, sino de asimilar
el procedimiento penal al civil, relativamente a la extensión
de los plazos en aquellas materias del más elevado interés
social; solución a la que no se opone el artículo 15 de la
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Ley de Organización Judicial, de cuyos términos se infie-
re que es una simple facultad y no un imperativo realizar-
los actos judiciales propios de la materia represiva en días
feriados y de vacaciones; que, por lo tanto, al pronunciar la
Corte a-qua la caducidad del recurso de apelación de los
actuales recurrentes contra la sentencia de la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia de fecha ya
antes indicada, se ha incurrido en los vicios y violaciones
invocadas, por lo cual debe ser casada;

Considerando que el examen de la decisión impugnada
pone de manifiesto que para dictar su fallo la Corte a-qua,
tal como ha sido alegado, y lo admite en su correspondiente
escrito la parte interviniente, incurrió en un manifiesto
error de fechas al proceder a la computación del plazo de a.
la apelación; que, en efecto, la sentencia dictada por la Se-
gunda  Cámara Penal y contra la cual interpusieron recur-
so de apelación las actuales recurrentes, no fue pronunciada
en la audiencia en que se terminó la instrucción del caso, si- i
no que el fallo fue aplazado sine die: que éste tuvo lugar. en
ausencia de las partes, en fecha 28 de diciembre de 1967.
y notificado a los recurrentes en fecha 25 de enero de 1968,
por lo cual el plazo de diez días para apelar debió compu-
tarse el día siguiente al de la notificación, y venció el 4
de febrero del mismo año que fue domingo y habiéndose
declarado el recurso al día siguiente, día 5;

Considerando que el pensamiento legistlativo externado
en la Ley No. 131, de 1967, tiende indudablemente a ex-
tender a la materia represiva el mismo sistema de calcular
los plazos establecido para la materia civil, por lo cual el
plazo de 10 días establecido en el artículo 203 de Código
de Procedimiento Criminal, es necesario interpretarlo en
el sentido de que si dicho plazo se vence un día feriado, se
prorrogará al día siguiente, no obstante lo que resulta del
artículo 15 de la Lev de Organización Judicial que es an-
terior a la Lev No. 131 de 1967, citada; que, por tanto, en
la especie, habiéndose vencido el plazo de la apelación el
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día 4 de febrero de 1969, que era domingo, el recurrente
pudo válidamente apelar como lo hizo el día 5 de dicho mes
y año; por lo cual al negarle la Corte a-qua ese derecho,
y en base a ello declarar inadmisible la apelación inter-
puesta, no tuvo en cuenta para la solución del caso los
propósitos de la ley arriba citada; que, en tal virtud la
sentencia impugnada debe ser casada;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Pilar Marte Antigua, constituida en parte civil; Segundo:
Casa la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en atribuciones correccionales, en fecha 11 de
octubre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; Tercero: Com-
pensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Roías Alcanzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

Ajo
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Ley de Organización Judicial, de cuyos términos se infie-
re que es una simple facultad y no un imperativo realizar
los actos judiciales propios de la materia represiva en días
feriados y de vacaciones; que, por lo tanto, al pronunciar la
Corte a-qua la caducidad del recurso de apelación de los
actuales recurrentes contra la sentencia de la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia de fecha ya
antes indicada, se ha incurrido en los vicios y violaciones
invocadas, por lo cual debe ser casada;

Considerando que el examen de la decisión impugnada
pone de manifiesto que para dictar su fallo la Corte a-qua,
tal como ha sido alegado, y lo admite en su correspondiente
escrito la parte interviniente, incurrió en un manifiesto
error de fechas al proceder a la computación del plazo de
la apelación; que, en efecto, la sentencia dictada por la Se-
gunda Cámara Penal y contra la cual interpusieron recur-
so de apelación las actuales recurrentes, no fue pronunciada
en la audiencia en que se terminó la instrucción del caso, si- .1
no que el fallo fue aplazado sine die; que éste tuvo lugar. en
ausencia de las partes, en fecha 28 de diciembre de 1967,
y notificado a los recurrentes en fecha 25 de enero de 1968,
por lo cual el plazo de diez días para apelar debió compu-
tarse el día siguiente al de la notificación, y venció el 4
de febrero del mismo año que fue domingo y habiéndose
declarado el recurso al día siguiente, día 5;

Considerando que el pensamiento legistlativo externado
en la Lev No. 131, de 1967, tiende indudablemente a ex-
tender a la materia represiva el mismo sistema de calcular
los plazos establecido para la materia civil, por lo cual el
plazo de 10 días establecido en el artículo 203 de Código
de Procedimiento Criminal, es necesario interpretarlo en
el sentido de que si dicho plazo se vence un día feriado, se
prorrogará al día siguiente, no obstante lo que resulta del
artículo 15 de la Lev de Organización Judicial que es an-
terior a la Ley No. 131 de 1967, citada; nue, por tanto, en
la especie, habiéndose vencido el plazo de la apelación el

día 4 de febrero de 1969, que era domingo, el recurrente
pudo válidamente apelar como lo hizo el día 5 de dicho mes
y año; por lo cual al negarle la Corte a-qua ese derecho,
y en base a ello declarar inadmisible la apelación inter-
puesta, no tuvo en cuenta para la solución del caso los
propósitos de la ley arriba citada; que, en tal virtud la
sentencia impugnada debe ser casada;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Pilar Marte Antigua, constituída en parte civil; Segundo:
Casa la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en atribuciones correccionales, en fecha 11 de
octubre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; Tercero: Com-
pensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Roías Alcánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí. Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUMO DE 1969

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 14 de agosto de 1968

Materia: Comercial

Recurmmte: Francis Mac Laren Withey
Abogado: Lic. Héctor Sánchez Morcelo

Recurrido: Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.
Abogado: Lic. Juan A. Morel, y Lic. Herman Cruz Ayala

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente co nstituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio 	 Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 18 del mes de Junio de 1969, años
126o. de la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis
Mac Laren Withey, norteamericano, casado, diplomático,
domiciliado actualmente en Asunción, capital del Paraguay,
Avenida Mariscal López 1776,. cédula 128415 serie lra., con-
tra la sentencia dictada en sus atribuciones comerciales por

la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 14 de
agosto de 1968, cuyo dispositivo figura más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Enrique Hernández Machado, cédula

57969 serie ira., en representación del Lic. Héctor Sánchez
Morcelo, cédula 20224 serie 1ra., abogado del recurrente, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído al Lic. Juan A. Morel, cédula 58 serie lra., por
sí y por el Lic. Herman Cruz Ayala, cédula 1567 serie 1ra.,
abogados de la recurrida, en la lectura de sus conclusiones;
recurrida que es la Compañía Dominicana de Teléfonos, C.
por A., con su domicilio principal en la calle 30 de Marzo
No. 12-14 de esta capital;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 18 de noviem-
bre de 1968, suscrito por el abogado del recurrente, en el
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, suscrito por los abogados
de la recurrida, de fecha 28 de noviembre de 1968;

Visto el escrito de réplica de la recurrida, de fecha 28
de abril de 1969, suscrito por su abogado el Lic. Juan A.
Morel;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 637, 1165, 1689, 1690„ 1146,
1315, 1382, 1383, 1384, 1390, 1135 y 1160 del Código Civil;
y 1 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que,
con motivo de una demanda en reclamación de pago de da-
ños y perjuicios del actual recurrente contra la Compañía
ahora recurrida, la Cámara de lo Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 14 de agosto de 1968

Materia: Comercial

Recurwnte: Francis Mac Laren Withey
Abogado: Lic. Héctor Sánchez Morcelo

Recurrida: Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.
Abogado: Lic. Juan A. Morel, y Lic. Herman Cruz Ayala

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente co nstituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 18 del mes de Junio de 1969, años
126o. de la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis
Mac Laren Withey, norteamericano, casado, diplomático,
domiciliado actualmente en Asunción, capital del Paraguay,
Avenida Mariscal López 1776, cédula 128415 serie lra., con-
tra la sentencia dictada en sus atribuciones comerciales por

la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 14 de
agosto de 1968, cuyo dispositivo figura más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Enrique Hernández Machado, cédula

57969 serie lra., en representación del Lic. Héctor Sánchez
Morcelo, cédula 20224 serie 1ra., abogado del recurrente, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído al Lic. Juan A. Morel, cédula 58 serie 1ra., por
sí y por el Lic. Herman Cruz Ayala, cédula 1567 serie 1ra.,
abogados de la recurrida, en la lectura de sus conclusiones;
recurrida que es la Compañía Dominicana de Teléfonos, C.
por A., con su domicilio principal en la calle 30 de Marzo
No. 12-14 de esta capital;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 18 de noviem-
bre de 1968, suscrito por el abogado del recurrente, en el
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, suscrito por los abogados
de la recurrida, de fecha 28 de noviembre de 1968;

Visto el escrito de réplica de la recurrida, de fecha 28
de abril de 1969, suscrito por su abogado el Lic. Juan A.
Morel;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 637, 1165, 1689, 1690„ 1146,
1315, 1382, 1383, 1384. 1390, 1135 y 1160 del Código Civil;
y 1 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que,
con motivo de una demanda en reclamación de pago de da-
ños y perjuicios del actual recurrente contra la Compañía
ahora recurrida, la Cámara de lo Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia
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del Distrito Nacional, dictó en fecha 23 de febrero de 1967
una sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el de la
ahora impugnada; b) que, sobre apelación de la actual re-
currida, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y váli-
do en cuanto a la forma el recurso de apelación interpues-
to por la ompañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., con-
tra sentencia dictada en fecha 23 de febrero de 1967, por
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, la cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Acoge en su mayor parte las conclusiones de Fran-
cis Mac Laren Wíthey, parte demandante, por ser justas
y reposar en prueba legal, y, en consecuencia, Condena a
la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., parte de-
mandada, a pagarle al mencionado demandante: a)—la su-
ma de Diez Mil Pesos Oro (RD$10,000.00) moneda de cur-
so legal, como justa reparación de los daños y perjuicios
morales y materiales que le causó con la suspensión "pro-
longada e injustificada", del servicio telefónico del cual es
cesionario; b) Condena a la mencionada Compañía Domi-
nicana de Teléfonos, C. por A., parte demandada, al pago
de los Intereses Legales de la i ndicada suma, calculados a
partir de la fecha de la demanda; c)— Condena a la Com-
pañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., parte demanda-
da que sucumbe, al Pago de las costas de la presente ins-
tancia y Ordena su distracción en provecho del abogado Lic.
Héctor Sánchez Morcelo, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte"; Segundo: Revoca en todas sus partes
la antes expresada sentencia y la Corte obrando por propia
autoridad y con trario imperio Rechaza la demanda intenta-
da por el señor Francis Maclaren Withey, contra la Com-
pañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., por improceden-
te y mal fundada; Tercero: Condena al señor Francis Mac
Jaren Withey, al pago de las costas de ambas instancias y
ordena su distracción a favor de los abogados Licenciados
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Herman Cruz Ayala, Juan A. Morel y Dr. Manuel Valentín
Ramos M., quienes han afirmado haberlas avanzado";

Considerando, que, contra la sentencia que impugna, el

recurrente Mac Laren Withey invoca los siguientes medios
de casación: Primer Medio: Desnaturalización tanto del
contrato de servicio telefónico, como de otros documentos
de la causa. Falsa aplicación del Artículo 631 Código Ci-
vil. Insuficiencia de motivos y falta de base legal.— Se-

gundo Medio: Violación de los Artículos 1165, 1689 y 1690
del Código Civil y contradicción de motivos.— Tercer Me-

dio: Violación de los artículos 1146, 1315, 1382, 1383 y 1384
del Código Civil. Falta de motivos y de base legal también
en este aspecto. Cuarto Medio: Total ausencia de motivos
en lo que se refiere al aspecto de la demanda basada en
el abuso de derecho.— Quinto Medio: Incomprensible apli-
cación del artículo 1390 Código Civil al caso de la especie.—
Sexto Medio: Falsa aplicación del artículo 1135 y 1160 Có-
digo Civil al desconocer el uso instituido por la Compañía
Dominicana de Teléfonos, C. por A., de enviar con antela-
ción la facturación del servicio telefónico, lo cual de haber
sido ponderado por la Corte a-qua habría conducido a una
distinta apreciación respecto a la falta inicial atribuída al
señor Francis Mac Laren Withey consistente en no pagar
a tiempo el importe de su cuota telefónica, lo que motivó
la suspensión del servicio;

Considerando, que, en el primer medio de su memorial,
el recurrente alega, en síntesis, que el teléfono 2-7508, del
cual era abonada la señora Victoria Valcárcer, quedó a car-
go del recurrente desde que dicha señora se trasladó hacia
el Ecuador y el recurrente quedó en el apartamento en que
estaba el teléfono indicado, casa No. 129 de la calle José Ga-
briel García de esta ciudad; que, al ocurrir ese traslado, el
recurrente avisó por carta esos hechos a la Compañía de
Teléfonos; que, por tanto, desde ese aviso, el recurrente sus-
tituyó a la señora Valcárcer como abonado en el contrato
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del Distrito Nacional, dictó en fecha 23 de febrero de 1967
una sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el de la
ahora impugnada; b) que, sobre apelación de la actual re-
currida, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y váli-
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la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., parte de-
mandada, a pagarle al mencionado demandante: a)—la su-
ma de Diez Mil Pesos Oro (RD$10,000.00) moneda de cur-
so legal, como justa reparación de los daños y perjuicios
morales y materiales que le causó con la suspensión "pro-
longada e injustificada", del servicio telefónico del cual es
cesionario; b) Condena a la mencionada Compañía Domi-
nicana de Teléfonos, C. por A., parte demandada, al pago
de los Intereses Legales de la i ndicada suma, calculados a
partir de la fecha de la demanda; c)— Condena a la Com-
pañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., parte demanda-
da que sucumbe, al Pago de las costas de la presente ins-
tancia y Ordena su distracción en provecho del abogado Lic.
Héctor Sánchez Morcelo, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte"; Segundo: Revoca en todas sus partes
la antes expresada sentencia y la Corte obrando por propia
autoridad y co ntrario imperio Rechaza la demanda intenta-
da por el señor Francis Maclaren Withey, contra la Com-
pañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., por improceden-
te y mal fundada; Tercero: Condena al señor Francis Mac
taren Withey, al pago de las costas de ambas instancias y
ordena su distracción a favor de los abogados Licenciados

Herman Cruz Ayala, Juan A. Morel y Dr. Manuel Valentín
Ramos M., quienes han afirmado haberlas avanzado";

Considerando, que, contra la sentencia que impugna, el

recurrente Mac Laren Withey invoca los siguientes medios
de casación: Primer Medio: Desnaturalización tanto del
contrato de servicio telefónico, como de otros documentos
de la causa. Falsa aplicación del Artículo 631 Código Ci-
vil. Insuficiencia de motivos y falta de base legal.— Se-

gundo Medio: Violación de los Artículos 1165, 1689 y 1690
del Código Civil y contradicción de motivos.— Tercer Me-

dio: Violación de los artículos 1146, 1315, 1382, 1383 y 1384
del Código Civil. Falta de motivos y de base legal también
en este aspecto. Cuarto Medio: Total ausencia de motivos
en lo que se refiere al aspecto de la demanda basada en
el abuso de derecho.— Quinto Medio: Incomprensible apli-
cación del artículo 1390 Código Civil al caso de la especie.—
Sexto Medio: Falsa aplicación del artículo 1135 y 1160 Có-
digo Civil al desconocer el uso instituido por la Compañía
Dominicana de Teléfonos, C. por A., de enviar con antela-
ción la facturación del servicio telefónico, lo cual de haber
sido ponderado por la Corte a-qua habría conducido a una

• distinta apreciación respecto a la falta inicial atribuida al
señor Francis Mac Laren Withey consistente en no pagar
a tiempo el importe de su cuota telefónica, lo que motivó
la suspensión del servicio;

Considerando, que, en el primer medio de su memorial,
el recurrente alega, en síntesis, que el teléfono 2-7508, del
cual era abonada la señora Victoria Valcárcer, quedó a car-
go del recurrente desde que dicha señora se trasladó hacia
el Ecuador y el recurrente quedó en el apartamento en que
estaba el teléfono indicado, casa No. 129 de la calle José Ga-
briel García de esta ciudad; que, al ocurrir ese traslado, el
recurrente avisó por carta esos hechos a la Compañía de
Teléfonos; que, por tanto, desde ese aviso, el recurrente sus-
tituyó a la señora Valcárcer como abonado en el contrato



con la referida Compañía; que, al no reconocerlo así, en el
caso de reclamación de daños y perjuicios incoado por el
recurrente contra la Compañía por la desconexión del te-
léfono sin falta del recurrente, la sentencia que se impugna
ha violado el contrato así cedido al recurrente; que, ade-
más en este aspecto, la sentencia adolece de insuficiencia
de motivos y carece de base legal; pero,

Considerando, que, en la sentencia impugnada, se sien-
ta la tesis de que las personas que, aparte del abonado re-
gular reconocido como tal por la Compañía, hagan uso de
un teléfono o están encargados del mismo por su propia
acción, no se convierten por ello en abonados en sustitución
del abonado registrado; que esta Suprema Corte estima per-
tiente y suficiente ese motivo, dado en esencia por la Corte
a-qua, para justificar su sentencia en cuanto al punto que
se examina; que a ese motivo, esta Suprema Corte puede
agregar, y agrega como cuestión de derecho, que las situa-
ciones taes como la expuesta por el recurrente, son situacio-
nes de tolerancia, pues para que el abono de un teléfono pa-
se regularmente de una persona a otra, es indispensable que
el traspaso emane del abonado regular y sea formalizado
por la Compañía; que, por tanto, el primer medio del re-
curso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que, en el segundo medio de su memo-
rial, el recurrente alega, en síntesis, que al reputar como
extraño al contrato al recurrente como se ha indicado pre-
viamente, la sentencia ha violado el contrato relativo al
teléfono 2-7308, en perjuicio de su cesionario que lo era
el recurrente, agregando que dicho contrato era cesible y
fue cedido al recurrente por la señora Valcárcer; que, por
otra parte, si el recurrente no era considerado como un ce-
sionario del contrato, era indudablemente un usuario del
teléfono por lo cual pagaba las mensualidades del mismo, y
en esa calidad, al serle desconectado el servicio sin causa
justificada, sufrió daños y perjuicios que deben serle repa-

rados en virtud de los principios de la responsabilidad de-
lictual; pero,

Considerando, que, como se ha expuesto precedente-
mente, el contrato no fue cedido por la señora Valcárcer al
recurrente; que sobre ese aspecto, lo único que ha tratado
de establecer el recurrente como cuestión de hecho, es que
él se hizo cargo del pago de las mensualidades de dicho
teléfono al ausentarse dicha señora, y la Corte a-qua ha
juzgado el punto de que se trata de una manera correcta,
al considerar al recurrente, como extraño al contrato; que,
puesto que, en el caso concreto, no se operó una cesión re-
gular de dicho contrato, carece de interés determinar sí,
en general, los contratos telefónicos son cesibles o no cesi-
bles; que, sobre este punto, esta Suprema Corte estima co-
mo suficientes y congruentes los motivos dados por la sen-
tencia impugnada; que, al ser considerado, como lo ha sido
por la sentencia impugnada, correctamente a juicio de esta
Suprema Corte, como extraño al contrato, con la necesaria
consecuencia de que el verdadero abonado lo era la señora
Valcárcer, si la desconexión del teléfono causó daños y per-
juicios, era la abonada ya dicha a quien correspondía re-
clamar en el tiempo oportuno; que, si bien, como lo en-
tiende el recurrente, el sistema de la responsabilidad delic-
tual se refiere precisamente a ocurrencias no regidas por
términos contractuales, cuando la ocurrencia que se alega
como base de una demanda es normalmente propia del ám-
bito de un contrato, la responsabilidad que puede resultar
debe establecerse y resolverse por los términos del contra-
to, pero precisamente entre las partes contratantes, y no
entre uno de ellos y otras personas que sostengan sin funda-
mento haber sustituído a la otra contratante, por lo que
!os terceros no están protegidos jurídicamente contra esas
ocurrencias, sino cuando ellas son de distinta naturaleza que
las actuaciones contractuales, caso en el cual no pueden
comprenderse las desconexiones que opera la Compañía
Telefónica cuando los abonados no cubren en tiempo opm-
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con la referida Compañía; que, al no reconocerlo así, en el
caso de reclamación de daños y perjuicios incoado por el
recurrente contra la Compañía por la desconexión del te-
léfono sin falta del recurrente, la sentencia que se impugna
ha violado el contrato así cedido al recurrente; que, ade-
más en este aspecto, la sentencia adolece de insuficiencia
de motivos y carece de base legal; pero,

Considerando, que, en la sentencia impugnada, se sien-
ta la tesis de que las personas que, aparte del abonado re-
gular reconocido como tal por la Compañía, hagan uso de
un teléfono o están encargados del mismo por su propia
acción, no se convierten por ello en abonados en sustitución
del abonado registrado; que esta Suprema Corte estima per-
tiente y suficiente ese motivo, dado en esencia por la Corte
a-qua, para justificar su sentencia en cuanto al punto que
se examina; que a ese motivo, esta Suprema Corte puede
agregar, y agrega como cuestión de derecho, que las situa-
ciones taes como la expuesta por el recurrente, son situacio-
nes de tolerancia, pues para que el abono de un teléfono pa-
se regularmente de una persona a otra, es indispensable que
el traspaso emane del abonado regular y sea formalizado
por la Compañía; que, por tanto, el primer medio del re-
curso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que, en el segundo medio de su memo-
rial, el recurrente alega, en síntesis, que al reputar como
extraño al contrato al recurrente como se ha indicado pre-
viamente, la sentencia ha violado el contrato relativo al
teléfono 2-7308, en perjuicio de su cesionario que lo era
el recurrente, agregando que dicho contrato era cesible y
fue cedido al recurrente por la señora Valcárcer; que, por
otra parte, si el recurrente no era considerado como un ce-
sionario del contrato, era indudablemente un usuario del
teléfono por lo cual pagaba las mensualidades del mismo, y
en esa calidad, al serle desconectado el servicio sin causa
justificada, sufrió daños y perjuicios que deben serle repa-
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rados en virtud de los principios de la responsabilidad de-
lictual; pero,

Considerando, que, como se ha expuesto precedente-
mente, el contrato no fue cedido por la señora Valcárcer al
recurrente; que sobre ese aspecto, lo único que ha tratado
de establecer el recurrente como cuestión de hecho, es que
él se hizo cargo del pago de las mensualidades de dicho
teléfono al ausentarse dicha señora, y la Corte a-qua ha
juzgado el punto de que se trata de una manera correcta,
al considerar al recurrente, como extraño al contrato; que,
puesto que, en el caso concreto, no se operó una cesión re-
gular de dicho contrato, carece de interés determinar sí,
en general, los contratos telefónicos son cesibles o no cesi-
bles; que, sobre este punto, esta Suprema Corte estima co-
mo suficientes y congruentes los motivos dados por la sen-
tencia impugnada; que, al ser considerado, como lo ha sido
por la sentencia impugnada, correctamente a juicio de esta
Suprema Corte, como extraño al contrato, con la necesarfia
consecuencia de que el verdadero abonado lo era la señora
Valcárcer, si la desconexión del teléfono causó daños y per-
juicios, era la abonada ya dicha a quien correspondía re-
clamar en el tiempo oportuno; que, si bien, como lo en-
tiende el recurrente, el sistema de la responsabilidad delic-
tual se refiere precisamente a ocurrencias no regidas por
términos contractuales, cuando la ocurrencia que se alega
como base de una demanda es normalmente propia del ám-
bito de un contrato, la responsabilidad que puede resultar
debe establecerse y resolverse por los términos del contra-
to, pero precisamente entre las partes contratantes, y no
entre uno de ellos y otras personas que sostengan sin funda-
mento haber sustituído a la otra contratante, por lo que
!os terceros no están protegidos jurídicamente contra esas
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comprenderse las desconexiones que opera la Compañía
Telefónica cuando los abonados no cubren en tiempo opor-



tuno las mensualidades estipuladas; que, por tanto, el se-
gundo medio del recurso carece de fundamento en sus dos
aspectos y debe ser también desestimado;

Considerando, que en tercer medio del recurso no es
sino una reproducción con otros términos de lo alegado en
el segundo respecto a la responsabilidad delictual, y que
por tanto debe ser también desestimado, por las razones ya
expuestas;

Considerando, que, en el cuarto medio del recurso, el
recurrente alega, en sí ntesis, que su demanda se basó, no
sólo en los medios de falta contractual y falta delictual a car
go de la Compañía Telefónica, sino además en que la Com-.
pañía, al desconectarle el teléfono del que era usuario, gin
:ustificación, cometió un abuso de derecho, causa de res-
1 onsabilidad ya reconocida en nuestro régimen jurídicc;
y que, sobre ese aspecto, la sentencia carece totalmente de
motivos; pero,

Considerando, que, en la sentencia impugnada se da por
establecido, como cuestión de hecho no sujeta a la censura
de la casación, que la desconexión del teléfono 2-7508 fue
operada por la Compañía Telefónica al dejar de recibir el
pago correspondiente al mes precedente a la desconexión;
que si en esa ocasión el recurrente, como encargado del pa-
go por su propia decisión desde la ausencia de la señora Val-
cárcer, no recibió los avisos que distribuye habitualmente
la Compañía entre sus clientes con fines puramente recorda-
ti dos, ésta circunstancia no exoneraba a quien quisiera
cue se mantuviera activo el teléfono en referencia, de ha-
cer el pago correspondiente; que, no habiéndose hecho el pa-
go a tiempo en esa ocasión, la Compañía podía desconec-
tar el teléfono registrado a nombre de la señora Valcárcer
como abonada; que, para esas situaciones, la desconexión
de los teléfonos constituye la contramedida normal dentro
del contrato; que, en tales condiciones, esta Suprema Cor-
te estima, como cuestión de derecho, que el alegato de abu-

so de derecho era improcedente en el caso debatido, puesto
que a noción de abulso de derecho requiere, para su efica-
cia como alegato jurídico, entre otras condiciones, y como
elemento fundamentalmente característico, la realización,
por el agente demandado, de una actuación notoriamente
anormal, pero no la de actuaciones normales dentro de un
status jurídico real, o de una relación contractual; que, en
la especie, habiendo la Corte a-qua establecido y conside-
rado en la esencia de su fallo, la existencia de una situa-
ción dentro de la cual no podía caber el alegato de abuso
de derecho, la circunstancia de no haber dado motivos
particulares sobre este punto no puede invalidar la senten-
cia impugnada; que, por tanto, el medio propuesto carece de
relevancia;

Considerando, que en el quinto medio de su memorial
el recurrente se llmita a criticar que en la sentencia impug-
nada se cite, entre los artículos visados, el artículo 1390
del Código Civil relativo a los contratos matrimoniales;
pero,

11»11 Considerando, que, por el contexto de la sentencia se
advierte que obviamente se trata' de un yerro material, y
que el texto a que realmente ha querido referirse dicha sen-
tencia es al artículo 1690 del mismo Código, relativo a la
cesión de los derechos; que, por tanto, ese medio carece,
como el anterior de la debida relevancia;

Considerando, que, en el sexto y último medio de su
memorial, el recurrente alega, en síntesis, que en la sen-
tencia impugnada se han violado los artículos 1135 y 1160
del Código Civil, al desconocerse el uso instituido por la
Compañía Telefónica de enviar a cada cliente con antelación
la facturación del servicio telefónico, todo en perjuicio del
recurrente, ya que si se le hubiera enviado antes de la des-
conexión el aviso correspondiente y habitual, él hubiera he-
cho el pago a tiempo, librándose así de quedar expuesto
al corte del teléfono del que era usuario; pero,
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tuno las mensualidades estipuladas; que, por tanto, el se-
gundo medio del recurso carece de fundamento en sus dos
aspectos y debe ser también desestimado;

Considerando, que en tercer medio del recurso no es
sino una reproducción con otros términos de lo alegado en
el segundo respecto a la responsabilidad delictual, y que
por tanto debe ser también desestimado, por las razones ya
expuestas;

Considerando, que, en el cuarto medio del recurso, el
recurrente alega, en sí ntesis, que su demanda se basó, no
sólo en los medios de falta contractual y falta delictual a car
go de la Compañía Telefónica, sino además en que la Com-
pañía, al desconectarle el teléfono del que era usuario, sin
:ustificación, cometió un abuso de derecho, causa de res-
• onsabilidad ya reconocida en nuestro régimen jurídico;
y que, sobre ese aspecto, la sentencia carece totalmente de
motivos; pero,

Considerando, que, en la sentencia impugnada se da por
establecido, como cuestión de hecho no sujeta a la censura
de la casación, que la desconexión del teléfono 2-7508 fue
operada por la Compañía Telefónica al dejar de recibir el
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go por su propia decisión desde la ausencia de la señora Val-
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la Compañía entre sus clientes con fines puramente recorda-

rios, ésta circunstancia no exoneraba a quien quisiera
cite se mantuviera activo el teléfono en referencia, de ha-
cer el pago correspondiente; que, no habiéndose hecho el pa-
go a tiempo en esa ocasión, la Compañía podía desconec-
tar el teléfono registrado a nombre de la señora Valcárcer
como abonada; que, para esas situaciones, la desconexión
de los teléfonos constituye la contramedida normal dentro
del contrato; que, en tales condiciones, esta Suprema Cor-
te estima, como cuestión de derecho, que el alegato de abu-

so de derecho era improcedente en el caso debatido, puesto
que a noción de abulso de derecho requiere, para su efica-
cia como alegato jurídico, entre otras condiciones, y como
elemen to fundamentalmente característico, la realización,
por el agente demandado, de una actuación notoriamente
anormal, pero no la de actuaciones normales dentro de un
status jurídico real, o de una relación contractual; que, en
la especie, habiendo la Corte a-qua establecido y conside-
rado en la esencia de su fallo, la existencia de una situa-
ción dentro de la cual no podía caber el alegato de abuso
de derecho, la circunstancia de no haber dado motivos
particulares sobre este punto no puede invalidar la senten-
cia impugnada; que, por tanto, el medio propuesto carece de
relevancia;

Considerando, que en el quinto medio de su memorial
el recurrente se limita a criticar que en la sentencia impug-
nada se cite, entre los artículos visados, el artículo 1390
del Código Civil relativo a los contratos matrimoniales;
pero,

4111114 Considerando, que, por el contexto de la sentencia se
advierte que obviamente se trata' de un yerro material, y
que el texto a que realmente ha querido referirse dicha sen-
tencia es al artículo 1690 del mismo Código, relativo a la
cesión de los derechos; que, por tanto, ese medio carece,
como el anterior de la debida relevancia;

Considerando, que, en el sexto y último medio de su
memorial, el recurrente alega, en síntesis, que en la sen-
tencia impugnada se han violado los artículos 1135 y 1160
del Código Civil, al desconocerse el uso instituído por la
Compañía Telefónica de enviar a cada cliente con antelación
la facturación del servicio telefónico, todo en perjuicio del
recurrente, ya que si se le hubiera enviado antes de la des-
conexión el aviso correspondiente y habitual, él hubiera he-
cho el pago a tiempo, librándose así de quedar expuesto
al corte del teléfono del que era usuario; pero,
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Considerando, que, la Corte a-qua, como jurisdicción de
fondo, ha dado por establecido que el envío a los clientes
de la facturación a que se refiere el recurrente en el medio
que se examina, no constituye un uso del cual puedan resul-
tar consecuencias jurídicas, sino un simple aviso recordato-
rio; y atendido a que, por otra parte, esta Corte ha com-
probado que el envío mensual de esos avisos recordatorios
no está previsto en el contrato relativo al teléfono cuya
desconexión ha dado lugar a la litis; que, en tales condicio-
nes, lo resuelto por la Corte a-qua acerca del punto exa-
minado no puede censurarse en casación, por lo cual el me-
dio último del recurso carece de fundamento y debe ser des-
estimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francis Mac Laren Withey contra
la sentencia dictada en sus atribuciones comerciales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 14 de agos-
to de 1968, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago
de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló — Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
17 de octubre de 1968

Materia: Comercial

Recurrente-: Corporación Dominicana de Electricidad

Abogarlo: Dr. Ramón Tapia Espinal, Lic. Luis R. Mercado y Dr.
Joaquin Ricardo Balaguer

Recurrido: María Florinda Tavárez de Torres y compartes
Abogado: Dr. Darío Balcácer y Dr. Clyde Eugenio Rosario

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustitito de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 18 del mes de Junio de 1969, años
126o. de la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Corpo-
ración Dominicana de Electricidad, empresa de servicio pú-
blico, autónoma del Estado Dominicano, domiciliada en un
Edificio del Centro de los Héroes de esta ciudad, contra la
sentencia dictada en sus atribuciones comerciales por la Cor-



1350	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 1351

Considerando, que, la Corte a-qua, como jurisdicción de
fondo, ha dado por establecido que el envío a los clientes
de la facturación a que se refiere el recurrente en el medio
que se examina, no constituye un uso del cual puedan resul-
tar consecuencias jurídicas, sino un simple aviso recordato-
rio; y atendido a que, por otra parte, esta Corte ha com-
probado que el envío mensual de esos avisos recordatorios
no está previsto en el contrato relativo al teléfono cuya
desconexión ha dado lugar a la litis; que, en tales condicio-
nes, lo resuelto por la Corte a-qua acerca del punto exa-
minado no puede censurarse en casación, por lo cual el me-
dio último del recurso carece de fundamento y debe ser des-
estimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ación interpuesto por Francis Mac Laren Withey contra
a sentencia dictada en sus atribuciones comerciales por la
-2orte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 14 de agos-
o de 1968, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
lel presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago
le las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-

íquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
la.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Fre-

- Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
o Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
eral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
's señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

le firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
le certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 28 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha

17 de octubre de 1968

Materia: Comercial

Recurrente: Corporación Dominicana de Electricidad

Abogado: Dr. Ramón Tapia Espinal, Lic. Luis R. Mercado y Dr.

Joaquín Ricardo Balaguer

Recurrido: María Florinda Tavárez de Torres y compartes

Abogado: Dr. Darío Balcácer y Dr. Clydc Eugenio Rosario

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almá nzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 18 del mes de Junio de 1969, años
126o. de la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Corpo-
ración Dominicana de Electricidad, empresa de servicio pú-
blico, autónoma del Estado Dominicano, domiciliada en un
Edificio del Centro de los Héroes de esta ciudad, contra la
sentencia dictada en sus atribuciones comerciales por la Cor-
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te de Apelación de Santiago, en fecha 17 de Octubre de 
1968, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Ramón Tapia Espinal, cédula No. 23550, 

serie 47, por sí y por el Lic. Luis R. Mercado, cédula No. 
2119, serie 31 y por el Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, cé-
dula No. 39035, serie la, abogados de la recurrente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Darío Balcácer, cédula No. 26110, serie 1, 
por sí y por el Dr. Clyde Eugenio Rosario, cédula No. 47910, 
serie 31, abogados de los recurridos, err la lectura de sus 
conclusiones, recurridos que son María Florinda Tavárez 
de Torres, casada, de oficios Domésticos, domiciliada y re-
sidente en esta ciudad, José Eugenio Torres, casado, nego-
ciante, domiciliado y residente en esta ciudad, José Dolores 
Tavárez, casado, agricultor, domiciliado y residente en Val-
verde (Mao), Francisco Tavárez, casado, comerciante, do-
miciliado y residente en Jamao, Sección del Municipio de 
Moca, Rosa Amelia Tavárez de Gutiérrez, casada, de oficios 
domésticos, domiciliada y residente en Hato del Yaque, 
Sección del Municipio de Santiago, Avelino Gutiérrez, ca-
sado, agricultor, domiciliado y residente en Hato del Yaque, 
Sección del Municipio de Santiago, Emelinda Tavárez de 
Roche, casada, de oficios domésticos, domiciliada y residen-
te en La Cuesta, Sección del Municipio de San José de las 
Matas, Ramón María Roche, casado, agricultor, domiciliado 
y residente en La Cuesta, Sección del Municipio de San Jo-
sé de las Matas, Ana Eloísa Tavárez de Rodríguez, casada, 
de oficios domésticos, domiciliada y residente en La Cuesta, 
Sección del Municipio de San José de las Matas, José Do-
lores Rodríguez, casado, agricultor, domiciliado y residen-
te en La Cuesta, Sección del Municipio de San José de las 
Matas, Aurora Tavárez, soltera, de oficios domésticos, do-
miciliada y residente en Hato del Yaque, Sección del Muni-
cipio de Santiago, Juan María Tavárez Núñez, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en Valverde (Mao), Angel 

Tavárez, casado, agricultor, domiciliado y residente en La 
Cuesta, Sección del Municipio de San José de las Matas, 
Juan María Tavárez Olivo, casado, agricultor, domiciliado 
y residente en Jamao, Sección del Municipio de Moca, Ra- 
mona Emilia Tavárez de Peralta, casada, de oficios domés- 
ticos, domiciliada y residente en Hato del Yaque, Sección.  
del Municipio de Santiago, Luis Peralta, casado, agricultor, 
domiciliado y residente en Hato del Yaque, Sección del 
Municipio de Santiago, Dolores Amelia Tavárez, soltera, 
de oficios domésticos, domiciliada y residente en Cevicos, 
Sección del Municipio de Cotuí y el señor Félix Antonio Es- 
teves, en su calidad de tutor legal de sus hijos menores Ma-
rina Antonia y Elsa del Carmen, procreada con la finada 
Herminia de Jesús Tavárez Estévez, soltera, agricultor, do-
miciliado y residente en Dicayagua, Sección del Municipio 
de Jánico, todos dominicanos, mayores de edad, cédulas 
Nos. 35, serie 36; 8047, serie 36; 7193, serie 36; 28754, se-
rie 31; 5006, serie 31; 1522, serie 36; 3940, serie 36; 2434, 
serie 31; 19875, serie 31; 1528, serie 36; 5425, serie 36; 
37777, serie 31; 8749, serie 36; 33847, serie 54; 5005, serie 
35; 5008, serie 54; 5759, serie 35, respectivamente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por sus abogados y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia en fecha 11 de diciembre de 1968, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus-
crito por sus abogados; 

Visto el auto dictado en fecha 17 de Junio del corriente 
año 1969, por el Magistrado Primer Sustituto de Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama 
a los Magistrados Manuel Ramón Ruiz Tejada y Santiago 
Osvaldo Rojo Carbuccia, Jueces de este Tribunal, para in-
tegrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y 



te de Apelación de Santiago, en fecha 17 de Octubre de
1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Ramón Tapia Espinal, cédula No. 23550,

serie 47, por sí y por el Lic. Luis R. Mercado, cédula No.
2119, serie 31 y por el Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, cé-
iula No. 39035, serie la, abogados de la recurrente, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Darío Balcácer, cédula No. 26110, serie 1,
por sí y por el Dr. Clyde Eugenio Rosario, cédula No. 47910,
;eñe 31, abogados de los recurridos, en la lectura de sus
onclusiones, recurridos que son María Florinda Tavárez
le Torres, casada, de oficios Domésticos, domiciliada y re-
sidente en esta ciudad, José Eugenio Torres, casado, nego-
!iante, domiciliado y residente en esta ciudad, José Dolores
ravárez, casado, agricultor, domiciliado y residente en Val-
•erde (Mao), Francisco Tavárez, casado, comerciante, do-
niciliado y residente en Jamao, Sección del Municipio de
Noca, Rosa Amelia Tavárez de Gutiérrez, casada, de oficios
lomésticos, domiciliada y residente en Hato del Yaque,
;ección del Municipio de Santiago, Avelino Gutiérrez, ca-
ado, agricultor, domiciliado y residente en Hato del Yaque,
ección del Municipio de Santiago, Emelinda Tavárez de
[Debe, casada, de oficios domésticos, domiciliada y residen-
e en La Cuesta, Sección del Municipio de San José de las
latas, Ramón María Roche, casado, agricultor, domiciliado
residente en La Cuesta, Sección del Municipio de San Jo-

é de las Matas, Ana Eloísa Tavárez de Rodríguez, casada,
e oficios domésticos, domiciliada y residente en La Cuesta,
ección del Municipio de San José de las Matas, José Do-
res Rodríguez, casado, agricultor, domiciliado y residen-
? en La Cuesta, Sección del Municipio de San José de las
[atas, Aurora Tavárez, soltera, de oficios domésticos, do-
iiciliada y residente en Hato del Yaque, Sección del Muni-
pio de Santiago, Juan María Tavárez Núñez, casado, agri-
iltor, domiciliado y residente en Valverde (Mao), Angel

Tavárez, casado, agricultor, domiciliado y residente en La
Cuesta, Sección del Municipio de San José de las Matas,
Juan María Tavárez Olivo, casado, agricultor, domiciliado
y residente en Jamao, Sección del Municipio de Moca, Ra-
mona Emilia Tavárez de Peralta, casada, de oficios domés-
ticos, domiciliada y residente en Hato del Yaque, Sección
del Municipio de Santiago, Luis Peralta, casado, agricultor,
domiciliado y residente en Hato del Yaque, Sección del
Municipio de Santiago, Dolores Amelia Tavárez, soltera,
de oficios domésticos, domiciliada y residente en Cevicos,
Sección del Municipio de Cotuí y el señor Félix Antonio Es-
teves, en su calidad de tutor legal de sus hijos menores Ma-
rina Antonia y Elsa del Carmen, procreada con la finada
Herminia de Jesús Tavárez Estévez, soltera, agricultor, do-
miciliado y residente en Dicayagua, Sección del Municipio
de Jánico, todos dominicanos, mayores de edad, cédulas
Nos. 35, serie 36; 8047, serie 36; 7193, serie 36; 28754, se-
rie 31; 5006, serie 31; 1522, serie 36; 3940, serie 36; 2434,
serie 31; 19875, serie 31; 1528, serie 36; 5425, serie 36;
37777, serie 31; 8749, serie 36; 33847, serie 54; 5005, serie
35; 5008, serie 54; 5759, serie 35, respectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por sus abogados y depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia en fecha 11 de diciembre de 1968,
en el cual se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus-
crito por sus abogados;

Visto el auto dictado en fecha 17 de Junio del corriente
año 1969, por el Magistrado Primer Sustituto de Presidente
de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama
a los Magistrados Manuel Ramón Ruiz Tejada y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, Jueces de este Tribunal, para in-
tegrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y
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fallo del recurso de casación de que se trata, de conformi-
dad con las leyes Nos. 684, de 1934 y 926, de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1384 del Código Civil, 141
del Código de Procedimiento Civil, y 1, 20 y 65 de la Ley
Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda en reparación de daños y perjuicios
intentada por los actuales recurridos contra la recurrente,
la Cámara Civil y Comercial del Distrito Judicial de San-
tiago, dictó el 25 de octubre de 1965. en sus atribuciones
comerciales, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente:
"Falla: Primero: Condena a la Corporación Dominicana de
Electricidad, en su calidad de propietaria y guardián de la
cosa inanimada que ocasionó el daño, al pago de la suma
de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro), en favor de los seño-
res María Florinda Tavárez de Torres; José Dolores Tavá-
rez; Francisco Tavárez; Rosa Amelia Tavárez de Gutié-
rrez; Emelinda Tavárez de Roche; Ana Eloísa Tavárez de
Rodríguez; Aurora Tavárez; Juan María Tavárez Núñez;
Angel Tavárez; Juan María Tavárez Olivo; Ramona Emi-
lia Tavárez de Peralta; Dolores Amelia Tavárez; a cada
uno, y a las menores Marina Antonia y Elsa del Carmen,
hijas de Herminia de Jesús Tavárez de Estévez, hermana
del señor Ramón María Tavárez (finado), la suma de RD$-
2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro); Segundo: Se condena a la
Corporación Dominicana de Electricidad, al pago de los
intereses legales de dicha suma, a partir de la fecha de la
demanda, a título de indemnización suplementaria; Terce-
ro: Condena a la Corporación Dominicana de Electricidad,
al pago de las costas de esta instancia, ordenando su dis-
tracción en provecho de los Doctores Darío Balcácer y
Clyde Eugenio Rosario, quienes afirman haberlas avanza-
do en su totalidad"; b) que sobre los recursos interpuestos
contra ese fallo intervino la sentencia ahora impugnada,

cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara
regulares y válidos en cuanto a la forma, los recursos de
apelación, principal e incidental, interpuestos, respectiva-
mente, por la Corporación Dominicana de Electricidad y
la parte intimada, contra la sentencia de fecha 25 del mea
de octubre del año 1966, dictada en sus atribuciones co-
merciales, por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo
dispositivo figura copiado en otra parte del presente fallo;
Segundo: Rechaza, en cuanto al fondo, por improcedentes
e infundados dichos recursos de apelación y confirma la
sentencia recurrida, con excepción de su ordinal Primero,
el cual modifica en el sentido de reducir el monto de la in-
demnización de RD$2,000.00. que a título de indemniza-
ción otorgó a cada uno de los intimados, señores María
Florinda Tavárez de Torres, José Dolores Tavárez, Fran-
cisco Tavárez, Rosa Amalia Tavárez de Gutiérrez, Emelin
da Tavárez de Roche, Ana Eloísa Tavárez de Rodríguez,
Aurora Tavárez, Juan María Tavárez Núñez, Angel Tavá-
rez, Juan María Tavárez Olivo, Ramona Emilia Tavárez de
Peralta, Dolores Amelia Tavárez, y a las menores Marina
Antonia y Elsa del Carmen, hijas de Herminia de Jesús
Tavárez de Estévez, hermana del señor Ramón María Ta-
várez (finadol, a la cantidad de Mil Seiscientos Cincuenta
Pesos Oro (RDS,650.001, para cada uno de éstos, como justa
reparación de los perjuicios materiales y morales por ellos
sufridos con motivo de la muerte de su hermano Ramón
María Tavárez; Tercero: Condena a la Corporación Domi-
nicana de Electricidad al pago de la totalidad de las costas
de las dos apelaciones, con distracción de las mismas en
provecho de los Doctores Clye Eugenio Rosario y Darío
Balcácer, quienes afirman haberlas avanzado en su tota-
lidad";

c onsiderando que la recurrente invoca en su memorial
<le casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación,
por errónea aplicación, de las disposiciones de los artículos

1354	 BOLETIN JUDICIAL
BOLETIN JUDICIAL	 1355



44*

fallo del recurso de casación de que se trata, de conformi-
dad con las leyes Nos. 684, de 1934 y 926, de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1384 del Código Civil, 141
del Código de Procedimiento Civil, y 1, 20 y 65 de la Ley
Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda en reparación de daños y perjuicios
intentada por los actuales recurridos contra la recurrente,
la Cámara Civil y Comercial del Distrito Judicial de San-
tiago, dictó el 25 de octubre de 1965. en sus atribuciones
comerciales, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente:
"Falla: Primero: Condena a la Corporación Dominicana de
Electricidad, en su calidad de propietaria y guardián de la
cosa inanimada que ocasionó el daño, al pago de la suma
de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro), en favor de los seño-
res María Florinda Tavárez de Torres; José Dolores Tavá-
rez; Francisco Tavárez; Rosa Amelia Tavárez de Gutié-
rrez; Emelinda Tavárez de Roche; Ana Eloísa Tavárez de
Rodríguez; Aurora Tavárez; Juan María Tavárez Núñez;
Angel Tavárez; Juan María Tavárez Olivo; Ramona Emi-
lia Tavárez de Peralta; Dolores Amelia Tavárez; a cada
uno, y a las menores Marina Antonia y Elsa del Carmen,
hijas de Herminia de Jesús Tavárez de Estévez, hermana
del señor Ramón María Tavárez (finado), la suma de RD$-
2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro); Segundo: Se condena a la
Corporación Dominicana de Electricidad, al pago de los
intereses legales de dicha suma, a partir de la fecha de la
demanda, a título de indemnización suplementaria; Terce-
ro: Condena a la Corporación Dominicana de Electricidad,
al pago de las costas de esta instancia, ordenando su dis-
tracción en provecho de los Doctores Darío Balcácer y
Clyde Eugenio Rosario, quienes afirman haberlas avanza-
do en su totalidad"; b) que sobre los recursos interpuestos
contra ese fallo intervino la sentencia ahora impugnada,

cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara
regulares y válidos en cuanto a la forma, los recursos de
apelación, principal e incidental, interpuestos, respectiva-
mente, por la Corporación Dominicana de Electricidad y
la parte intimada, contra la sentencia de fecha 25 del mea
de octubre del año 1966, dictada en sus atribuciones co-
merciales, por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo
dispositivo figura copiado en otra parte del presente fallo;
Segundo: Rechaza, en cuanto al fondo, por improcedentes
e infundados dichos recursos de apelación y confirma la
sentencia recurrida, con excepción de su ordinal Primero,
el cual modifica en el sentido de reducir el monto de la in-
demnización de RD$2,000.00. que a título de indemniza-
ción otorgó a cada uno de los intimados, señores María
Florinda Tavárez de Torres, José Dolores Tavárez, Fran-
cisco Tavárez, Rosa Amalia Tavárez de Gutiérrez, Emelin
da Tavárez de Roche, Ana Eloísa Tavárez de Rodríguez,
Aurora Tavárez, Juan María Tavárez Núñez, Angel Tavá-
rez, Juan María Tavárez Olivo, Ramona Emilia Tavárez de
Peralta, Dolores Amelia Tavárez, y a las menores Marina
Antonia y Elsa del Carmen, hijas de Herminia de Jesús
Tavárez de Estévez, hermana del señor Ramón María Ta-
várez (finadol, a la cantidad de Mil Seiscientos Cincuenta
Pesos Oro (RDS,650.001, para cada uno de éstos, como justa
reparación de los perjuicios materiales y morales por ellos
sufridos con motivo de la muerte de su hermano Ramón
María Tavárez; Tercero: Condena a la Corporación Domi-
nicana de Electricidad al pago de la totalidad de las costas
de las dos apelaciones, con distracción de las mismas en
provecho de los Doctores Clye Eugenio Rosario y Darío
Balcácer, quienes afirman haberlas avanzado en su tota-
lidad";

c onsiderando que la recurrente invoca en su memorial
<le casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación,
por errónea aplicación, de las disposiciones de los artículos
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1384, primera parte, del Código Civil, y 141 del Código de
Procedimiento Civil, por falta de motivos.— Segundo Me-
dio: Falta de base legal.

Considerando que en su primer medio de casación, la
recurrente alega en síntesis, que ni la Corte a-qua, ni la
Cámara Civil de Santiago, cuyos motivos adoptó la sen-
tencia impugnada, han dado motivo alguno que sirva a
la Suprema Corte de Justicia para ejercer su control acer-
ca de si las indemnizaciones acordadas son satisfactorias
y razonables para reparar el perjuicio moral sufrido por
los hermanos de la víctima; que los jueces del fondo tam-
poco han indicado en sus respectivas decisiones, "los ele-
mentos constitutivos del perjuicio alegado, a fin de que la
jurisdicción de casación pueda controlar la existencia o no
de ese elemento de la responsabilidad civil; que, finalmen-
te, alega la recurrente, que la Corte a-qua, no obstante ha-
ber admitido que la víctima Tavárez había cometido una
falta, condenó a dicha recurrente a pagar RD$23,100 de
indemnización a favor de los hermanos de la víctima, sin
indicar en la sentencia impugnada, en qué proporción con-
currieron las faltas cometidas por la Corporación y por la
víctima en la realización del accidente, a fin de determinar
el perjuicio causado y la reparación que debía ser acorda-
da; que, en esas condiciones, sostiene la recurrente, que
la referida sentencia debe ser casada, por los vicios y vio-
laciones denunciados;

Considerando que cuando en la comisión del daño con-
curre la falta de la víctima, los jueces del fondo están obli-
gados a tomar en cuenta la incidencia de dicha falta sobre
la responsabilidad civil y fijar el monto del perjuicio a re-
parar por el demandado en proporción de la gravedad res-
pectiva de las faltas; que, además, cuando varios deman-
dantes actuando con una misma calidad, reclaman la repa-
rción del perjuicio sufrido a consecuencia de un mismo he-
cho, es deber de los jueces del fondo para una buena ad-
ministración de justicia, ponderar en cada caso, las circuns-
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tancias que sirvan para determinar el grado de perjuicio
sufrido por cada uno de ellos, y dar los motivos pertinen-
tes, todo con el propósito de que la indemnización que se
acuerde responda, razonablemente, al perjuicio sufrido por
cada uno de ellos;

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que los jueces del fondo, después de
establecer que la víctima Tavárez cometió una falta que
concurrió a la producción del daño, condenó a la recurren
te a pagar a los familiares de la víctima, la suma de RD$-
1,650 cada uno, por los daños que ellos sufriero n a con-
secuencia del hecho puesto a cargo de la recurrente, sin
ponderar, como era su deber, no solamente el grado de in-
cidencia de la falta cometida por la víctima en la comi-
sión del daño cuya reparació n se reclama, sino también
la magnitud del perjuicio sufrido por cada uno de los fa-
miliares reclamantes que la omisión de esos puntos esen
ciales de la litis ha impedido a la Suprema Corte de Jus-
ticia verificar si en la especie se ha hecho una correcta
aplicación de la ley; que, por consiguie nte, la sentencia im-
pugnada debe ser casada, sin que sea necesario ponderar
el otro medio del recurso;

Considerando que cuando una sentencia es casada por
falta de base legal, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuciones comerciales por la Corte de Apelación
de Santiago en fecha 17 de Octubre de 1968, cuyo dispositi-
vo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y en-
vía el asunto ante la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís; y, Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
lila.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
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Procedimiento Civil, por falta de motivos.— Segundo Me-
dio: Falta de base legal.

Considerando que en su primer medio de casación, la
recurrente alega en síntesis, que ni la Corte a-qua, ni la
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jurisdicción de casación pueda controlar la existencia o no
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te, alega la recurrente, que la Corte a-qua, no obstante ha-
ber admitido que la víctima Tavárez había cometido una
falta, condenó a dicha recurrente a pagar RD$23,100 de
indemnización a favor de los hermanos de la víctima, sin
indicar en la sentencia impugnada, en qué proporción con-
currieron las faltas cometidas por la Corporación y por la
víctima en la realización del accidente, a fin de determinar
el perjuicio causado y la reparación que debía ser acorda-
da; que, en esas condiciones, sostiene la recurrente, que
la referida sentencia debe ser casada, por los vicios y vio-
laciones denunciados;

Considerando que cuando en la comisión del daño con-
curre la falta de la víctima, los jueces del fondo están obli-
gados a tomar en cuenta la incidencia de dicha falta sobre
la responsabilidad civil y fijar el monto del perjuicio a re-
parar por el demandado en proporción de la gravedad res-
pectiva de las faltas; que, además, cuando varios deman-
dantes actuando con una misma calidad, reclaman la repa-
rción del perjuicio sufrido a consecuencia de un mismo he-
cho, es deber de los jueces del fondo para una buena ad-
ministración de justicia, ponderar en cada caso, las circuns-
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tancias que sirvan para determinar el grado de perjuicio
sufrido por cada uno de ellos, y dar los motivos pertinen-
tes, todo con el propósito de que la indemnización que se
acuerde responda, razonablemente, al perjuicio sufrido por
cada uno de ellos;

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que los jueces del fondo, después de
establecer que la víctima Tavárez cometió una falta que
concurrió a la producción del daño, condenó a la recurren
te a pagar a los familiares de la víctima, la suma de RDS-
1,650 cada uno, por los daños que ellos sufriero n a con-
secuencia del hecho puesto a cargo de la recurrente, sin
ponderar, como era su deber, no solamente el grado de in-
cidencia de la falta cometida por la víctima en la comi-
sión del daño cuya reparación se reclama, sino también
la magnitud del perjuicio sufrido por cada uno de los fa-
miliares reclamantes que la omisión de esos puntos esen»
ciales de la litis ha impedido a la Suprema Corte de Jus-
ticia verificar si en la especie se ha hecho una correcta
aplicación de la ley; que, por consiguiente, la sentencia im-
pugnada debe ser casada, sin que sea necesario ponderar
el otro medio del recurso;

Considerando que cuando una sentencia es casada por
falta de base legal, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuciones comerciales por la Corte de Apelación
de Santiago en fecha 17 de Octubre de 1968, cuyo dispositi-
vo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y en-
vía el asunto ante la Corte de Apelación de San Francisco
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(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
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relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE 1969

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 31 de julio de 1968

Materia: Civil

Recurrente: Corporación Intercontinental de Hoteles (Dominica-
na) C. por A.

Abogado: Lic. Fernando A. Chalas, Lic. Julio F. Peynado y Lic.
Manuel V. Fent"'

Recurrido: Dres. Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel Mangual
Abogado: Dr. A. Sandino González de León

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 18 del mes de Junio de 1969, años
126o. de la Independencia y 106o. de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Corpo-
ración Intercontinetal de Hoteles (Dominicana), C. por A.,
domiciliada en el Hotel El Embajador situado en la Avení-
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relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 31 de julio de 1968

Materia: Civil

Recurrente: Corporación Intercontinental de Hoteles (Dominica-
na) C. por A.

Abogado: Lic. Fernando A. Chalas, Lic. Julio F. Peynado y Lic.
Manuel V. Feliú

Recurrido: Dres. Juan Luperón Vásquez y Victor Manuel Mangual
Abogado: Dr. A. Sandino González de León

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 18 del mes de Junio de 1969, años
126o. de la Independencia y 106o. de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Corpo-
ración Intercontinetal de Hoteles (Dominicana), C. por A.,
domiciliada en el Hotel El Embajador situado en la Aveni-
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y contra la Compañía recurrente; b) que sobre la impugna-
ción interpuesta por la Comañía contra dicho Estado do

de

Gastos y Honorarios, intervino el fallo ahora impugDeclara
na,

cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero;

regular
 y válido el recurso de impugnación interpuesto ende

fecha cuatro (4) de abril de 1968, por ante esta Corte

Apelación de Santo Domingo, contra el Estado de Gastos y

undo:Honorarios aprobado por la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional; Seg
Declara la Incompetencia de la Corte de Apelación de San-ocedente
to Domingo, para conocer dicho recurso, por impr 
y mal fundado; y, Tercero: Condena a la Corporación In-
tercontinental de Hoteles (Dominicana), C. por A., al pago
de las costas, ordenando su distracción en provecho de los
abogados Doctores Víctor Manuel Mang

anzado en su tota-
ual y Juan Luperón

Vásquez, quienes afirman haberlas av

Considerando que la recurrente invoca en su memoria
llidad";

de casación el siguiente medio: "Violación del artículo 11
de la Ley 302 Sobre Honorarios de Abogado".

Considerando que en el único medio de casación la
recurrente alega en síntesis que la Corte de Apelación de

• Santo Domingo, era la única competente para conocer de
la impugnación del Estado de Gastos y Honorarios apro-
bado por el Presidente de la Cámara de Trabajo de 1964,

esta

ciudad, pues según el artículo 11 de la Ley 
el tribunal inmediato superio r a un Jzgado de Primera

Instancia, es la Corte de Apelación courrespondient 
la Suprema Corte de Justicia, como lo entend

ió la stiref
ene

eridlaa

Corte de alzada; que al fallar de ese modo, so 
recurrente, que la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando que el artículo 11 de la Ley 3ffi,-''de 1964,
bre Honorarios de abogados, dispone lo siguiente: "Cuando
haya motivos de queja respecto de una liquidación de hnoo-
rarios o de gastos y honorarios, se recurrirá por medio de
instancia al tribunal inmediato superior, pidiendo la refor-
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da Sarasota de esta ciudad, contra la sentencia dictada en
sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en fecha 31 de Julio de 1968, cuyo lispositivo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Fernando A. Chalas, cédula 7395 serie 1,

por sí y por los Licdos. Julio F. Peynado, cédula 7687, se-
rie 1, y Manuel V. Feliú, cédula 1196 serie 23 y por el Dr.
Enrique Peynado, cédula 35230 serie 1, abogados de la re-
currente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. A. Sandino González de León en la lectura
de sus conclusiones, en representación de los Dres. Juan
Luperón Vásquez, cédula 24299 serie 18, y Víctor Manuel
Mangual, cédula 18900 serie 1, abogados recurridos, quie-
nes defienden su propia causa;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente sus-
crito por sus abogados y depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia en fecha 6 de agosto de 1968,
en el cual se invoca el medio de casación que luego se indica;

Visto el escrito de defensa de los recurridos, firmado
por sí mismos, como abogados;

Vistos los escritos de ampliación de la recurrente y
de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 11 de la Ley 302 de 1964 y
1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
10 de agosto de 1967, el Presidente de la Cámara de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional
aprobó un Estado de Gastos y Honorarios en favor de los
Doctores Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel Mangual
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de sus conclusiones, en representación de los Dres. Juan
Luperón Vásquez, cédula 24299 serie 18, y Víctor Manuel
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en el cual se invoca el medio de casación que luego se indica;
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Vistos los escritos de ampliación de la recurrente y
de los recurridos;
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Doctores Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel Mangual
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ma de la misma. La impugnación de los causados, ante la
Suprema Corte de Justicia, se hará por ante esa Corte en
pleno. El Secretario del Tribunal apoderado, a más tardar
a los dos días de haber sido depositada la instancia, citará
a las partes por correo certificado, para que el diferendo
sea conocido en Cámara de Consejo por el Presidente del
Tribunal o Corte correspondiente, quien deberá conocer
del caso en los diez días que sigan a la citación. Las partes
producirán sus argumentos y conclusiones y el asunto será
fallado sin trámites ni dilatorias dentro de los diez días que
sigan al conocimiento del asunto. La decisión que interven-
ga no será susceptible de oposición, será ejecutoria inme-
diatamente y tendrá la misma fuerza y valor que tienen el
estado de honorarios y el estado de gastos y honorarios de-
bidamente aprobados conforme al artículo 9";

Considerando que de las disposiciones legales trans-
critas resulta, que cuando los Presidentes de los Juzgados
de Primera Instancia de un Distrito Judicial (estén dichos
Juzgados divididos en Cámaras, o no), aprueban, modifican
o rechazan un estado de Gastos y Honorarios, dicha deci-
sión es dictada en primer grado, y el tribunal inmediato su-
perior competente para conocer de la impugnación de ese
Estado de Gastos y Honorarios es la Corte de Apelación co-
rrespondiente;

Considerando que como en la especie, la Corte a-qua
se declaró incompetente para conocer de esa Impugnación,
sobre la base de que se trataba de una decisión del Pre gi-
dente de la Cámara de Trabajo, y de que dicha Corte no
es el Tribunal inmediato superior, es claro que al fallar de
ese modo, incurrió, en la sentencia impugnada, en la viola-
ción del indicado texto legal;

Considerando que cuanto la sentencia es casada por
violación de las reglas procesales cuyo cumplimiento está a
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas;

Considerando que en la especie por la peculiaridad pro-
cesal del caso, procede resolverlo como si fuese una situa-
ción de conflicto negativo;
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Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuciones civiles, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo en fecha 31 de Julio de 1968, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y
declara que dicha Corte es la competente, y envía el asun-
to ante la misma, para los fines correspondientes; y, Se-
gundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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a los dos días de haber sido depositada la instancia, citará
a las partes por correo certificado, para que el diferendo
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Considerando que de las disposiciones legales trans-
critas resulta, que cuando los Presidentes de los Juzgados
de Primera Instancia de un Distrito Judicial (estén dichos
Juzgados divididos en Cámaras, o no), aprueban, modifican
o rechazan un estado de Gastos y Honorarios, dicha deci-
sión es dictada en primer grado, y el tribunal inmediato su-
perior competente para conocer de la impugnación de ese
Estado de Gastos y Honorarios es la Corte de Apelación co-
rrespondiente;

Considerando que como en la especie, la Corte a-qua
se declaró incompetente para conocer de esa Impugnación,
sobre la base de que se trataba de una decisión del Preti-
dente de la Cámara de Trabajo, y de que dicha Corte no
es el Tribunal inmediato superior, es claro que al fallar de
ese modo, incurrió, en la sentencia impugnada, en la viola-
ción del indicado texto legal;

Considerando que cuanto la sentencia es casada por
violación de las reglas procesales cuyo cumplimiento está a
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas;

Considerando que en la especie por la peculiaridad pro-
cesal del caso, procede resolverlo como si fuese una situa-
ción de conflicto negativo;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuciones civiles, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo en fecha 31 de Julio de 1968, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y
declara que dicha Corte es la competente, y envía el asun-
to ante la misma, para los fines correspondientes; y, Se-
gundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUMO DE 1969

Sentencia, impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 6 de septiembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Orvito Méndez de los Santos
Abogado: Dr. M. A. Báez Brito

Interviniente: Cristóbal Comas Tejeda y Minerva Mena de Comas
Abogado: Dr. César A. Ramos F. y Dr. Luis Máximo Vidal Féliz

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Fra ncisco Elpidio Be-
ras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de junio
del año 1969, años 126o. de la Independencia y 106o. de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Orvito
Méndez de los Santos, dominicano, mayor de edad, casado,
comerciante, domiciliado en la casa No. 565 de la Avenida
Duarte de esta ciudad, cédula No. 11489, serie 12, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en atribuciones correccionales, en fecha 6 de sep-
tiembre de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la Repúbica;
Visto el memorial de casación suscrito en fecha 21 de

abril de 1969, por el Dr. M. A. Báez Brito, cédula No.
31853, serie 26, abogado del recurrente, en el cual se invo-
can los medios que más adelante se indican;

Visto el escrito firmado en fecha 21 de abril de 1969,
por los Dres. César A. Ramos F., cédula No. 22842, serie
47, por sí y en representación del Dr. Luis Máximo Vidal
Féliz, abogados de los intervinientes, que lo son Cristóbal
Comas Tejeda. dominicano, mayor de edad, casado, emplea-
do público, cédula 418, serie 18, y Minerva Mena de Comas,
dominicana, mayor de edad, casada, de quehaceres domés-
ticos, cédula No. 2402, serie 34, domiciliados en esta ciudad,
en la calle No. 1 del Ensanche Piantini;

Visto el memorial de ampliación, suscrito en fecha 22
de abril de 1969, por el abogado del recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 29 de la Ley No. 821 sobre
Organización Judicial; 202 y 203 del Código de Procedi-
miento Criminal; 141 del Código de Procedimiento Civil;
y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refieren, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente automovilístico en que per-
dió la vida el menor Cristóbal Comas Mena, la Tercera Cá-
mara Penal del Distrito Nacional dictó en fecha 23 de di-
ciembre de 1966, una sentencia cuyo dispositivo se copia
en el de la sentencia impugnada; bl que sobre el recurso de
apelación de Orbito Méndez, la Corte de Apelación de San-
to Domingo dictó una sentencia en fecha 14 de julio de 1967,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRDIERO: Declara re-
gular y válido en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por el prevenido Orbito Méndez, contra
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por los Dres. César A. Ramos F., cédula No. 22842, serie
47, por sí y en representación del Dr. Luis Máximo Vidal
Féliz, abogados de los intervinientes, que lo son Cristóbal
Comas Tejeda. dominicano, mayor de edad, casado, emplea-
do público, cédula 418, serie 18, y Minerva Mena de Comas,
dominicana, mayor de edad, casada, de quehaceres domés-
ticos, cédula No. 2402. serie 34, domiciliados en esta ciudad,
en la calle No. 1 del Ensanche Piantini;

Visto el memorial de ampliación, suscrito en fecha 22
de abril de 1969, por el abogado del recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 29 de la Ley No. 821 sobre
Organización Judicial; 202 y 203 del Código de Procedi-
miento Criminal; 141 del Código de Procedimiento Civil;
y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refieren, consta lo siguiente: ' a)
que con motivo de un accidente automovilístico en que per-
dió la vida el menor Cristóbal Comas Mena, la Tercera Cá-
mara Penal del Distrito Nacional dictó en fecha 23 de di-
ciembre de 1966, una sentencia cuyo dispositivo se copia
en el de la sentencia impugnada; b) que sobre el recurso de
apelación de Orbito Méndez, la Corte de Apelación de San-
to Domingo dictó una sentencia en fecha 14 de julio de 1967,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara re-

gular y válido en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por el prevenido Orbito Méndez, contra
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sentencia dictada el 19 de diciembre de 1966, por la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, que contiene el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Rechaza el certificado médico expedido a
favor del prevenido Orbito Méndez, por falta de base legal,
al no estar firmado por el médico legista; Segundo: Se or-
dena la continuación de la causa"; rechazando en este as-
pecto las conclusiones de la parte civil señores Cristóbal
Comas y Minerva de Comas; SEGUNDO: Confirma en to-
das sus partes la antes expresada sentencia; TERCERO:
Declara regular y válido en cuanto a la forma, el recurso
de apelación interpuesto por el Dr. César Ramos, a nom-
bre y representación de la parte civil, señores Cristóbal Co-
mas y Minerva de Comas, en fecha 8 de febrero de 1967,
contra sentencia dictada en la misma fecha 8 de febrero
de 1967, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, que contiene el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Se rechaza el pedi-
mento hecho por la parte civil constituida en fecha seis
(6) del mes de febrero del año mil novecientos sesenta y
siete (1967), por improcedente y mal fundado en derecho;
Segundo: Se declara bueno y válido el recurso de oposición
interpuesto por el Lic. Federico Nina hijo, a nombre y re-
presentación del prevenido Orbito Méndez, contra senten-
cia en defecto de fecha 23 de diciembre del año mil nove-
cientos sesenta y siete (1967), de esta Cámara por haberlo
hecho conforme a la ley; Tercero: Se condena a la parte
civil constituida al pago de las costas del presente inci-
dente"; por haber sido interpuesto dicho recurso de acuer-
do con las prescripciones legales que rigen la materia, re-
chazando en este aspecto las conclusiones del prevenido
Orbito Méndez; CUARTO: Revoca la antes expresada sen-
tencia, por no ser las decisiones dictada en esta materia.
susceptibles del recurso de oposición, acogiendo en este as-
pecto las conclusiones de la parte civil constituída, Cristó-
bal Comas y Minerva de Comas; QUINTO: Compensa las
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costas del incidente entre las partes en causa"; c) que con
motivo de un recurso en revisión interpuesto por Orbito
Méndez, la Suprema Corte de Justicia dictó una sentencia
en fecha 29 de abril de 1968, cuyo dispositivo dice así: "Pri-
mero: Se declara que no ha lugar a decidir como revisión
penal el recurso elevado por el prevenido Orbito Méndez
de los Santos, en el proceso que dió lugar a la sentencia
de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en sus
atribuciones correccionales, en fecha 14 de Julio del 1967,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Se declara que el prevenido debe apoderar a
la Corte de Apelación de Santo Domingo, para que median-
te la instrucción del caso, decida sobre la existencia o no
del recurso de apelación que dicho prevenido afirma tener
pendiente, con todas sus consecuencias; Tercero: Declara
las costas de oficio; Cuarto: Se ordena al Secretario de la
Suprema Corte de Justicia comunicar el presente fallo al
Procurador General de la República y a las partes interesa-
das a los fines precedentemente indicados"; d) que sobre
el apoderamiento hecho por Orbito Méndez, la Corte de
Apelación de Santo Domingo dictó la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Declára que no existe ningún recurso de apelación inter-
puesto por el pre.venido Orbito Méndez, contra la sentencia
dictada en fecha 23 de diciembre de 1966, por la Tercera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, la cual contiene el siguiente dispositivo:—
"Falla: Primero: Se declara regular y válido en la forma y
justo en el fondo, la constitución en parte civil hecha por
los Dres. César A. Ramos F., y Luis Máximo Vidal Félix,
a nombre y representación de los señores Cristóbal Comas
Tejada y Minerva Mena de Comas, contra el inculpado Or-
bito Méndez, y la Compañía Primera Holandesa de Segu-
ros, C. por A., representada en el país por E. & G. Martin
Santo Domingo, C. por A., por haberlo hecho dentro de las
formalidades legales; Segundo: Se pronuncia el defecto con-
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sentencia dictada el 19 de diciembre de 1966, por la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, que contiene el siguiente dispositivo:

Primero: Rechaza el certificado médico expedido a
favor del prevenido Orbito Méndez, por falta de base legal,
al no estar firmado por el médico legista; Segundo: Se or-
dena la continuación de la causa"; rechazando en este as-
pecto las conclusiones de la parte civil señores Cristóbal
Comas y Minerva de Comas; SEGUNDO: Confirma en to-
das sus partes la antes expresada sentencia; TERCERO:
Declara regular y válido en cuanto a la forma, el recurso
de apelación interpuesto por el Dr. César Ramos, a nom-
bre y representación de la parte civil, señores Cristóbal Co-
mas y Minerva de Comas, en fecha 8 de febrero de 1967,
contra sentencia dictada en la misma fecha 8 de febrero
de 1967, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, que contiene el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Se rechaza el pedi-
mento hecho por la parte civil constituída en fecha seis
(6) del mes de febrero del año mil novecientos sesenta y
siete (1967), por improcedente y mal fundado en derecho;
Segundo: Se declara bueno y válido el recurso de oposición
interpuesto por el Lic. Federico Nina hijo, a nombre y re-
presentación del prevenido Orbito Méndez, contra senten-
cia en defecto de fecha 23 de diciembre del año mil nove-
cientos sesenta y siete (1967), de esta Cámara por haberlo
hecho conforme a la ley; Tercero: Se condena a la parte
civil constituída al pago de las costas del presente inci-
dente"; por haber sido interpuesto dicho recurso de acuer-
do con las prescripciones legales que rigen la materia, re-
chazando en este aspecto las conclusiones del prevenido
Orbito Méndez; CUARTO: Revoca la antes expresada sen-
tencia, por no ser las decisiones dictada en esta materia
susceptibles del recurso de oposición, acogiendo en este as-
pecto las conclusiones de la parte civil constituída, Cristó-
bal Comas y Minerva de Comas; QUINTO: Compensa las

costas del incidente entre las partes en causa"; e) que con
motivo de un recurso en revisión interpuesto por Orbito
Méndez, la Suprema Corte de Justicia dictó una sentencia
en fecha 29 de abril de 1968, cuyo dispositivo dice así: "Pri-
mero: Se declara que no ha lugar a decidir como revisión
penal el recurso elevado por el prevenido Orbito Méndez
de los Santos, en el proceso que dió lugar a la sentencia
de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en sus
atribuciones correccionales, en fecha 14 de Julio del 1967,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-
llo; Sagundo: Se declara que el prevenido debe apoderar a
la Corte de Apelación de Santo Domingo, para que median-
te la instrucción del caso, decida sobre la existencia o no
del recurso de apelación que dicho prevenido afirma tener
pendiente, con todas sus consecuencias; Tercero: Declara
las costas de oficio; Cuarto: Se ordena al Secretario de la
Suprema Corte de Justicia comunicar el presente fallo al
Procurador General de la República y a las partes interesa-
das a los fines precedentemente indicados"; d) que sobre
el apoderamiento hecho por Orbito Méndez, la Corte de
Apelación de Santo Domingo dictó la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Declara que no existe ningún recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido Orbito Méndez, contra la sentencia
dictada en fecha 23 de diciembre de 1966, por la Tercera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, la cual contiene el siguiente dispositivo:—
"Falla: Primero: Se declara regular y válido en la forma y
justo en el fondo, la constitución en parte civil hecha por
los Dres. César A. Ramos F., y Luis Máximo Vidal Félix,
a nombre y representación de los señores Cristóbal Comas
Tejada y Minerva Mena de Comas, contra el inculpado Or-
bito Méndez, y la Compañía Primera Holandesa de Segu-
ros, C. por A., representada en el país por E. & G. Martin
Santo Domingo, C. por A., por haberlo hecho dentro de las
formalidades legales; Segundo: Se pronuncia el defecto con-
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tra el inculpado Orbito Méndez, por no haber comparecido
a la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado;
Tercero: Se declara al inculpado Orbito Méndez, culpable
de violación al artículo lro. párrafo 1 de la Ley No. 5771
(homicidio involuntario en perjuicio del menor Cristóbal
Comas Mena), y de violación al párrafo 6to. de la Ley 4809,
y en consecuencia 	 condena a cinco (5) años de prisión
correccional y al pago de una multa de RDS2.0C0.00 (Dos
Mil Pesos Oro); Cuarto: Se condena además al inculpado
Orbito Méndez, en adición a la pena anterior a sufrir dos
(2) años de prisión correccional por abandono de la víctima;
Quinto: Se ordena la cancelación de la licencia que para ma-
nejar vehículos de motor posee el prevenido por un período
de dos (2) años a partir de la extinción de la pena impués-
tales por esta sentencia; Sexto: Se condena asimismo al in-
culpado Orbito Méndez y a la Primera Holandesa de Se-
guros, C. por A., representada en el país por E. & G. Mar-
tin Santo Domingo, C. por A., esta última hasta el límite
del riesgo que cubre la póliza de seguros, al pago de la su-
ma de RD$20,000.00 (Veinte Mil Pesos Oro Dominicana).
en favor de los señores Cristóbal Comas Tejeda y Minerva
Mena de Comas, a título de indemnización por los daños mo-
rales y materiales sufridos como consecuencia del hecho del
cual el prevenido es penalmente responsable; Séptimo: Se
condena al prevenido Orbito Méndez y a la Compañía ase-
guradora antes mencionada, al pago de las costas penales
y a ambos a las civiles, con distracción de estas últimas en
provecho de los Dres. César A. Ramos F., y Luis Máximo
Vidal Feliz, quienes afirman haberlas avanzado; Octavo:
La presente sentencia se declara oponible a la Primera Ho-
landesa de Seguros, C. por A., representada en el país por
E. & G. Martin Santo Domingo, C. por A.; Noveno: Se can-
cela la fianza mediante la cual obtuvo su libertad provisio-
nal, en fecha 3-1-66"; y por consiguiente esta Corte, de-
clara que no está regularmente apoderada del presente ca-
so; y SEGUNDO: Condena al prevenido Orbito Méndez, al
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pago de las costas penales y civiles, ocasionadas, con mo-
tivo del presente procedimiento";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Omisión
de estatuir; Falta de motivos y violación del artículo 29 de
la Ley No. 821 sobre Organización Judicial, ordinal segun-
do.— y Falta de base legal; Segundo Medio: Violación de
los artículos 202 y 203 del Códio de Procedimiento Criminal
y Falta de Motivos;

Considerando, que en su memorial el recurrente alega,
en síntesis, que en la audiencia celebrada por la Corte a-
gua para conocer del apoderamiento hecho por él a dicha
Corte en cumplimiento de lo dispuesto por la sentencia de
la Suprema Corte de Justicia del 29 de abril de 1968, pre-
sentó conclusiones subsidiarias tendientes a que fueran cita-
dos a comparecer ante dicha Corte, el Dr. Luis M. Bogaert

,• Díaz, quien había sido su abogado defensor en un principio,
así como también el que era Secretario de la Tercera Cá-
mara Penal del Distrito Nacional cuando se interpuso el
recurso de apelación, con el fin de que fueran oídos en ca-
lidad de testigos para probar que dicho recurso había sido
interpuesto; que no obstante, la Corte a-qua falló el caso
sin dar motivos en relación con esas conclusiones, por lo que
incurrió en su sentencia en el vicio de falta de motivos;

Considerando que los jueces están en el deber de res-
ponder a todos los puntos de las conclusiones de las partes
para admitirlos o rechazarlos, dando los motivos que sean
pertinentes; que esa regla se aplica tanto a las conclusio-
nes principales como a las subsidiarias, lo mismo que a las
conclusiones que contengan una demanda, una defensa, una
excepción, un medio de inadmisión o la solicitud de una
medida de instrucción;

Considerando que en la especie, el examen de la senten-
cia impugnada muestra que el recurrente pidió, mediante
conclusiones formales que se ordenara la citación del Dr.
Luis M. Bogaert Díaz, quien había sido abogado de dicho
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tra el inculpado Orbito Méndez, por no haber comparecido
a la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado;
Tercero: Se declara al inculpado Orbito Méndez, culpable
de violación al artículo lro. párrafo 1 de la Ley No. 5771
(homicidio involuntario en perjuicio del menor Cristóbal
Comas Mena), y de violación al párrafo 6to. de la Ley 4809,
y en consecuencia 	 condena a cinco (5) años de prisión'
correccional y al pago de una multa de RDS2.0C0.00 (Dos
Mil Pesos Oro); Cuarto: Se condena además al inculpado
Orbito Méndez, en adición a la pena anterior a sufrir dos
(2) años de prisión correccional por abandono de la víctima;
Quinto: Se ordena la cancelación de la licencia que para ma-
nejar vehículos de motor posee el prevenido por un período
de dos (2) años a partir de la extinción de la pena impués-
tales por esta sentencia; Sexto: Se condena asimismo al in-
culpado Orbito Méndez y a la Primera Holandesa de Se-
guros, C. por A., representada en el país por E. & G. Mar-
tin Santo Domingo, C. por A., esta última hasta el límite
del riesgo que cubre la póliza de seguros, al pago de la su-
ma de RD$20,000.00 (Veinte Mil Pesos Oro Dominicana),
en favor de los señores Cristóbal Comas Tejeda y Minerva
Mena de Comas, a título de indemnización por los daños mo-
rales y materiales sufridos como consecuencia del hecho del
cual el prevenido es penalmente responsable; Séptimo: Se
condena al prevenido Orbito Méndez y a la Compañía ase-
guradora antes mencionada, al pago de las costas penales
y a ambos a las civiles, con distracción de estas últimas en
provecho de los Dres. César A. Ramos F., y Luis Máximo
Vidal Féliz, quienes afirman haberlas avanzado; Octavo:
La presente sentencia se declara oponible a la Primera Ho-
landesa de Seguros, C. por A., representada en el país por
E. & G. Martin Santo Domingo, C. por A.; Noveno: Se can-
cela la fianza mediante la cual obtuvo su libertad provisio-
nal, en fecha 3-1-66"; y por consiguiente esta Corte, de-
clara que no está regularmente apoderada del presente ca-
so; y SEGUNDO: Condena al prevenido Orbito Méndez, al
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pago de las costas penales y civiles, ocasionadas, con mo-
tivo del presente proQedimiento";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Omisión

de estatuir; Falta de motivos y violación del artículo 29 de
la Ley No. 821 sobre Organización Judicial, ordinal segun-
do.— y Falta de base legal; Segundo Medio: Violación de
los artículos 202 y 203 del Códio de Procedimiento Criminal
y Falta de Motivos;

Considerando, que en su memorial el recurrente alega,
en síntesis, que en la audiencia celebrada por la Corte a-

gua para conocer del apoderamiento hecho por él a dicha
Corte en cumplimiento de lo dispuesto por la sentencia de
la Suprema Corte de Justicia del 29 de abril de 1968, pre-
sentó conclusiones subsidiarias tendientes a que fueran cita-
dos a comparecer ante dicha Corte, el Dr. Luis M. Bogaert
Díaz, quien había sido su abogado defensor en un principio,
así como también el que era Secretario de la Tercera Cá-
mara Penal del Distrito Nacional cuando se interpuso el
recurso de apelación, con el fin de que fueran oídos en ca-
lidad de testigos para probar que dicho recurso había sido
interpuesto; que no obstante, la Corte a-qua falló el caso
sin dar motivos en relación con esas conclusiones, por lo que
incurrió en su sentencia en el vicio de falta de motivos;

Considerando que los jueces están en el deber de res-
ponder a todos los puntos de las conclusiones de las partes
para admitirlos o rechazarlos, dando los motivos que sean
pertinentes; que esa regla se aplica tanto a las conclusio-
nes principales como a las subsidiarias, lo mismo que a las
conclusiones que contengan una demanda, una defensa, una
excepción, un medio de inadmisión o la solicitud de una
medida de instrucción;

Considerando que en la especie, el examen de la senten-
cia impugnada muestra que el recurrente pidió, mediante
conclusiones formales que se ordenara la citación del Dr.
Luis M. Bogaert Díaz, quien había sido abogado de dicho
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recurrente en este proceso y de Federico Antonio Lebrón
Montás, quien había sido Secretario de la Tercera Cámara
Penal del Distrito Nacional, con el fin de probar que había
interpuesto recurso de apelación contra la sentencia dicta-
da por el juez de dicha Cámara; que, en efecto la Corte
rechazó implícitamente en su sentencia ese punto de sus
conclusiones sin dar motivos que justifiquen ese rechaza-
miento; que, por tanto, el medio que se examina debe ser
acogido y la sentencia impugnada debe ser casada por
falta de motivos y violación del derecho de defensa, sin ne-
cesidad de ponderar el otro medio del recurso;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciaa en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 6 de septiembre de 1968.
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal; Segundo: Declara las costas de ofi-
cio.

(Firmado:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-- San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 20 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 29
de julio de 1968

Materia: Tierras

Recurrente: Toribio Paredes Mena

Abogado: Dr. Diógenes del Orbe

Recurrido: Amada llued Vda. Abikarrán y compartes
Abogado: Lic. Juan Pablo Ramos F.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió
y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 20 de junio del año 1969, años 126o. de la Independen-
cia y 106° de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Toribio
Paredes Mena, dominicano, mayor de edad, casado, domi-
ciliado en la sección "El Factor", Municipio de Nagua, cé-
dula No. 2348, serie 62, contra la sentencia del Tribunal Su-
perior de Tierras, dictada en fecha 29 de julio de 1968, en
relación con la Parcela No. 8, porción H, del Distrito Catas-
tral No. 2 del Municipio de Nagua, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;
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recurrente en este proceso y de Federico Antonio Lebrón
Montás, quien había sido Secretario de la Tercera Cámara
Penal del Distrito Nacional, con el fin de probar que había
interpuesto recurso de apelación contra la sentencia dicta-
da por el juez de dicha Cámara; que, en efecto la Corte
rechazó implícitamente en su sentencia ese punto de sus
conclusiones sin dar motivos que justifiquen ese rechaza-
miento; que, por tanto, el medio que se examina debe ser
acogido y la sentencia impugnada debe ser casada por
falta de motivos y violación del derecho de defensa, sin ne-
cesidad de ponderar el otro medio del recurso;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciaa en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 6 de septiembre de 1968,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal; Segundo: Declara las costas de ofi-
cio.

(Firmado:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 20 DE JUNIO DE 1969

`Ir Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 29
de julio de 1968

Materia: Tierras

Recurrente: Toribio Paredes Mena
Abogado: Dr. Diógenes del Orbe

Recurrido: Amada Hued Vda. Abikarrán y compartes
Abogado: Lic. Juan Pablo Ramos F.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió
y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 20 de junio del año 1969, años 126o. de la Independen-
cia y 1069 de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Toribio
Paredes Mena, dominicano, mayor de edad, casado, domi-
ciliado en la sección "El Factor", Municipio de Nagua, cé-
dula No. 2348, serie 62, contra la sentencia del Tribunal Su-
perior de Tierras, dictada en fecha 29 de julio de 1968, en
relación con la Parcela No. 8, porción H, del Distrito Catas-
tral No. 2 del Municipio de Nagua, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;
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en representación de los Sucesores de José Abikarrán, en
fecha 14 de enero del 1950; Que sobre este recurso de ape-
lación, el Tribunal Superior de Tierras dictó su Decisión 1\19
1 de fecha 12 de diciembre del 1950, mediante la cual se
acogió el recurso de apelación interpuesto por los Sucesores
de José Abikarrán; revocó la Decisión dictada en Jurisdic-
ción Original el 23 de diciembre del 1949, y se ordenó la
celebración de un nuevo juicio sobre dicha parcela; e) Que,
el Juez apoderado del nuevo juicio, mediante su Decisión
No. 1 de fecha 19 de julio del 1952, ordenó al Agrimensor
Contratista Joaquin Ruiz Castillo, la localización de todas
las posesiones existentes en la Parcela No. 8 del D. C. No.
2 del Municipio de Nagua; Que, esta sentencia fue confir-
mada por el Tribunal Superior de Tierras por su Decisión
No. 3 de fecha 5 de febrero . del 1953; d) Que, ejecutados
por el Agrimensor Contratista los trabajos de localización de
posesiones y aprobados por la Dirección General de Mensu-
ras Catastrales, por oficio N 9 2274 del 14 de junio del 1954,
fue enviado al Tribunal Superior de Tierras una copia en
azul del plano de localización de posesiones dentro de la
Parcela No. 8 del D. C. No. 2 del Municipio de Nagua, el
cual fue remitido al Juez del Tribunal de Tierras, de La
Vega; e) Que, el Tribunal apoderado de este nuevo juicio
dictó su Decisión No. 1, de fecha 18 de septiembre del 1967,
mediante el cual ordenó el registro del derecho de propie-

,~ dad sobre la Porción "H" de la Parcela No. 8 del D. C. No.
~F. 2 del Municipio de Nagua, con una extensión superficial de

70 Hs., 70 as., 36 Cas., en favor de Toribio Paredes; f)
que sobre el recurso de apelación de los Sucesores de José
Abikarrán intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se Ad-
mite en la forma, y Se Acoge en cuanto al fondo, el re-
curso de apelación interpuesto en fecha 2 de octubre del
1967, por el Lic. Juan Pablo Ramos F., a nombre y en re-
presentación de la señora Amada Hued Viuda Abikarrán
y los Sucesores de José Abikarrán, contra la Decisión No.
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Diógenes

del Orbe, cédula No. 24215, serie 47, abogado del recurren-
te;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. César A.
Ramos F., cédula No. 22842, serie 47, en representación
del Lic. Juan Pablo Ramos F., cédula No. 13706, serie 47,
abogado de los recurridos, que lo son, Amada Hued Vda.
Abikarrán, mayor de edad, soltera, de quehaceres domésti-
cos, domiciliada en Santo Domingo, y sucesores de José Abi-
karrán Hued, representados por Alejandro José Abikarrán
Hued, dominicano, mayor de edad, casado, empleado de co-
mercio, cédula No. 1953, serie 66, domiciliado en la planta
baja de la casa No. 41 de la calle Espaillat de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 30 de
septiembre de 1968, por el abogado del recurrente, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 6 de
noviembre de 1968 por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 2220, 2224, 2229, 2236, 2238 y
2262 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que por la Decisión No. 8 dictada por el Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original en fecha 23 de diciembre del
1949, se ordenó el registro del derecho de propiedad sobre
la totalidad de la Parcela No. 8 el D. C. No. 2 del Municipio
de Nagua, con una extensión superificial de 520 Hs., 72 As.,
99 Cas., en favor del señor Manuel Antonio García (a)
Polín; b) que, contra esta sentencia interpuso recurso de
apelación el Lic. Manuel Ubaldo Gómez hijo, a nombre y
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Diógenes

del Orbe, cédula No. 24215, serie 47, abogado del recurren-
te;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. César A.
Ramos F., cédula No. 22842, serie 47, en representación
del Lic. Juan Pablo Ramos F., cédula No. 13706, serie 47,
abogado de los recurridos, que lo son, Amada Hued Vda.
Abikarrán, mayor de edad, soltera, de quehaceres domésti-
cos, domiciliada en Santo Domingo, y sucesores de José Abi-
karrán Hued, representados por Alejandro José Abikarrán
Hued, dominicano, mayor de edad, casado, empleado de co-
mercio, cédula No. 1953, serie 66, doniciliado en la planta
baja de la casa No. 41 de la calle Espaillat de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 30 de
septiembre de 1968, por el abogado del recurrente, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 6 de
noviembre de 1968 por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 2220, 2224, 2229, 2236, 2238 y
2262 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que por la Decisión No. 8 dictada por el Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original en fecha 23 de diciembre del
1949, se ordenó el registro del derecho de propiedad sobre
la totalidad de la Parcela No. 8 el D. C. No. 2 del Municipio
de Nagua, con una extensión superificial de 520 Hs., 72 As.,
99 Cas., en favor del señor Manuel Antonio García (a)
Polín; b) que, contra esta sentencia interpuso recurso de
apelación el Lic. Manuel Ubaldo Gómez hijo, a nombre y

en representación de los Sucesores de José Abikarrán, en
fecha 14 de enero del 1950; Que sobre este recurso de ape-
lación, el Tribunal Superior de Tierras dictó su Decisión No
1 de fecha 12 de diciembre del 1950, mediante la cual se
acogió el recurso de apelación interpuesto por los Sucesores
de José Abikarrán; revocó la Decisión dictada en Jurisdic-
ción Original el 23 de diciembre del 1949, y se ordenó la
celebración de un nuevo juicio sobre dicha parcela; e) Que,
el Juez apoderado del nuevo juicio, mediante su Decisión
No. 1 de fecha 19 de julio del 1952, ordenó al Agrimensor
Contratista Joaquín Ruiz Castillo, la localización de todas
las posesiones existentes en la Parcela No. 8 del D. C. No.
2 del Municipio de Nagua; Que, esta sentencia fue confir-
mada por el Tribunal Superior de Tierras por su Decisión
No. 3 de fecha 5 de febrero del 1953; d) Que, ejecutados
por el Agrimensor Contratista los trabajos de localización de
posesiones y aprobados por la Dirección General de Mensu-
ras Catastrales, por oficio N9 2274 del 14 de junio del 1954,
fue enviado al Tribunal Superior de Tierras una copia en
azul del plano de localización de posesiones dentro de la
Parcela No. 8 del D. C. No. 2 del Municipio de Nagua, el
cual fue remitido al Juez del Tribunal de Tierras, de La
Vega; e) Que, el Tribunal apoderado de este nuevo juicio
dictó su Decisión No. 1, de fecha 18 de septiembre del 1967,
mediante el cual ordenó el registro del derecho de propie-
dad sobre la Porción "H" de la Parcela No. 8 del D. C. No.
2 del Municipio de Nagua, con una extensión superficial de
70 Hs., 70 as., 36 Cas., en favor de Toribio Paredes; f)
que sobre el recurso de apelación de los Sucesores de José
Abikarrán intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se Ad-
mite en la forma, y Se Acoge en cuanto al fondo, el re-
curso de apelación interpuesto en fecha 2 de octubre del
1967, por el Lic. Juan Pablo Ramos F., a nombre y en re-
presentación de la señora Amada Hued Viuda Abikarrán
y los Sucesores de José Abikarrán, contra la Decisión No.
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1 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de fecha
18 de septiembre del 1967, dictada en relación con la por-
ción "H" de la Parcela No. 8 del D. C. No. 2 del Municipio
de Nagua, Sitio de "Nagua", Provincia María Trinidad Sán-
chez; SEGUNDO: Se Revoca dicha Decisión en cuanto or-
dena el registro del derecho de propiedad sobre la Porción
"H" de la Parcela No. 8 del D. C. No. 2 del Municipio de
Nagua, Sitio de "Nagua", Provincia María Trinidad Sán-
chez, en favor de Toribio Paredes, y obrando por contrario
imperio, Rechaza su reclamación por improcedente y mal
fundada, y Ordena el registro del derecho de propiedad so-
bre la total:dad de esta porción de terreno con una extensión
superficial de 70 Hs., 70 As., 36 Cas., y sus mejoras, consis-
tentes en yerba y pastos para ganado y cercas de alam-
bres de púas, en favor de la señora Amada Hued Viuda
Abikarrán y los Sucesores de José Abikarrán, domiciliados
y residentes en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, para que se dividan según sea de derecho; TERCE-
RO: Se Confirma la referida Decisión en cuanto no recono-
ció derechos en la indicada porción de terreno a los señores
Manuel Antonio García (al Polín, dominicano, mayor de
edad, casado, agricultor, cédula No. 20226, serie 31, domi-
ciliado y residente en la ciudad de San Francisco de Maco-
rís y Pedro Antonio González Cruz, dominicano, mayor de
edad, casado, agricultor, cédula No. 2905, serie 64, domi-
ciliado y residente en Conuco, Salcedo; Se Ordena aI Se-
cretario del Tribunal de Tierras, que una vez recibidos los
planos definitivos de esta porción, proceda a la expedición
del correspondiente Decreto de Registro en la forma más
arriba indicada";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Desnatu-
ralización de los hechos de la causa o sea del origen de lt.
ocupación. Falsa motivación; Segundo Medio: Falta de ba-
se legal; Tercer Medio: Violación de los artículos 2220, 2224,
2229, 2234, 2236, 2238 2262 del Código Civil, y por la vía
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de consecuencia, mala aplicación de la Ley respecto al de-
recho de accesión proveniente de las mejoras fomentadas
por el recurrente;

Considerando que en el desenvolvimiento de los medios
primero y segundo del memorial reunidos, el recurrente ale-
ga, en síntesis lo siguiente: "Que el Tribunal a-quo ha in-
currido en su sentencia en el vicio de desnaturalización de
los hechos de la causa y de falta de base legal y además,
ha dado motivos falsos al declarar que es incierto que el
recurrente tomó posesión de esos terrenos en virtud de ac-
ciones de pesos de que era dueño cuando dicho Tribunal de-
bió establecer si él había poseído por su propia cuenta, ya
que así los reclamó; que por las declaraciones de los testi-
gos Domingo Núñez, Ofilio López, Cristino Taveras, Félix
Frías y Juan Alonso se comprobó que conocían la porción
"H" de la Parcela No. 8 como de su propiedad ya que allí
criaba reses, levantó empalizadas y conucos y sembró yer-
bas; que el Tribunal debió advertir que estos testimonios
fueron producidos en la primera audiencia contradictoria
entre él y Abikarrán y son contrarios a los testimonios
anteriores oídos a petición de los Abikarrán; pero,

Considerando que los jueces pueden, dentro de sus po-
deres soberanos de apreciación, al tomar en cuenta el va-
lor de los testimonios, decidirse, para formar su convicción,
por aquellas declaraciones que a su juicio estimen como más
sinceras y verosímiles, sin que con ello incurran en la des-
naturalización de los hechos de la causa;

Considerando que, en efecto, en la sentencia impugna-
da consta lo siguiente: que cuando Toribio Paredes Mena
reclamó en su provecho exclusivo 1,001 tareas en la Par-
cela en discusión, alegó que ese terreno lo hubo por regalo
o donación que le hicieron los Abikarrán, quienes adquirie-
ron de Roque Hued y Hno., lo que implica un reconoci-
miento del derecho de propiedad de sus presuntos donan-
tes; que en la audiencia celebrada el 5 de septiembre



4

e

4	 de consecuencia, mala aplicación de la Ley respecto al de-
recho de accesión proveniente de las mejoras fomentadas
por el recurrente;

Considerando que en el desenvolvimiento de los medios
primero y segundo del memorial reunidos, el recurrente ale-
ga, en síntesis lo siguiente: "Que el Tribunal a-quo ha in-
currido en su sentencia en el vicio de desnaturalización de
los hechos de la causa y de falta de base legal y además,
ha dado motivos falsos al declarar que es incierto que el
recurrente tomó posesión de esos terrenos en virtud de ac-
ciones de pesos de que era dueño cuando dicho Tribunal de-
bió establecer si él había poseído por su propia cuenta, ya
que así los reclamó; que por las declaraciones de los testi-
gos Domingo Núñez, Ofilio López, Cristino Taveras, Félix
Frías y Juan Alonso se comprobó que conocían la porción
"H" de la Parcela No. 8 como de su propiedad ya que allí
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bas; que el Tribunal debió advertir que estos testimonios
fueron producidos en la primera audiencia contradictoria
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Considerando que los jueces pueden, dentro de sus po-
deres soberanos de apreciación, al tomar en cuenta el va-
lor de los testimonios, decidirse, para formar su convicción,
por aquellas declaraciones que a su juicio estimen como más
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11»	 Considerando que, en efecto, en la sentencia impugna-
da consta lo siguiente: que cuando Toribio Paredes Mena
reclamó en su provecho exclusivo 1,001 tareas en la Par-
cela en discusión, alegó que ese terreno lo hubo por regalo
o donación que le hicieron los Abikarrán, quienes adquirie-
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1 del Tribuna] de Tierras de Jurisdicción Original de fecha
18 de septiembre del 1967, dictada en relación con la por-
ción "H" de la Parcela No. 8 del D. C. No. 2 del Municipio
de Nagua, Sitio de "Nagua", Provincia María Trinidad Sán-
chez; SEGUNDO: Se Revoca dicha Decisión en cuanto or-
dena el registro del derecho de propiedad sobre la Porción
"H" de la Parcela No. 8 del D. C. No. 2 del Municipio de
Nagua, Sitio de "Nagua", Provincia María Trinidad Sán-
chez, en favor de Toribio Paredes, y obrando por contrario
imperio, Rechaza su reclamación por improcedente y mal
fundada, y Ordena el registro del derecho de propiedad so-
bre la total:dad de esta porción de terreno con una extensión
superficial de 70 Hs., 70 As., 36 Cas., y sus mejoras, consis-
tentes en yerba y pastos para ganado y cercas de alam-
bres de púas, en favor de la señora Amada Hued Viuda
Abikarrán y los Sucesores de José Abikarrán, domiciliados
y residentes en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, para que se dividan según sea de derecho; TERCE-
RO: Se Confirma la referida Decisión en cuanto no recono-
ció derechos en la indicada porción de terreno a los señores
Manuel Antonio García (al Polín, dominicano, mayor de
edad, casado, agricultor, cédula No. 20226, serie 31, domi-
ciliado y residente en la ciudad de San Francisco de Maco-
rís y Pedro Antonio González Cruz, dominicano, mayor de
edad, casado, agricultor, cédula No. 2905, serie 64, domi-
ciliado y residente en Conuco, Salcedo; Se Ordena al Se-
cretario del Tribunal de Tierras, que una vez recibidos los
planos definitivos de esta porción, proceda a la expedición
del correspondiente Decreto de Registro en la forma más
arriba indicada";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Desnatu-
ralización de los hechos de la causa o sea del origen de lt..
ocupación. Falsa motivación; Segundo Medio: Falta de ba-
se legal; Tercer Medio: Violación de los artículos 2220, 2224,
2229, 2234, 2236, 2238 2262 del Código Civil, y por la vía
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de 1930, celebrada con motivo de la apelación de los Su-
cesores Abikarrán "no mantuvo ni ratificó su reclamación";
oue en esa audiencia no fue admitido como testigo "por su
condición de encargado de los aludidos sucesores Abika-
rrán", postura que mantuvo en las sucesivas audiencias,
hasta la celebrada el 9 de marzo de 1967 por el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original, y en la del Tribunal
Superior de Tierras del 14 de marzo de 1968, en las cuales
hizo oír varios testigos para probar que ocupaba esos te-
rrenos por su propia cuenta y no por los Abikarrán; que
estas declaraciones, expresa también el Tribunal a-quo, fue-
ron prestadas por complacencia, ya que fueron imprecisas
y denotaban el desconocimiento de los hechos de la causa e
ignorancia del historial del inmueble en discusión; que por
la propia declaración de Paredes Mena y por la de los tes-
tigos Carlos Tineo, Alcedo Taveras, Juan de Aza y Bernar-
dino Díaz, así como por la certificación expedida el 25 de
octubre de 1950 por el Secretario ad-hoc de la Junta Pro-
tectora de la Agricultura, del Municipio de Nagua, en la
cual figura Toribio Paredes como Administrador de los
Abikarrán se pone de manifiesto que Toribio Paredes era
un encagado de los Abikarrán y no el propietario del te-
rreno en litis, no lo aue "se impone forzosamente reconocer
que su ocu pación es precaria e inábil para operar en su pro-
vecho la prescripción adquisitiva", ya que a los terminos del
artículo 2236 del Código Civil "los que poseen por otro, no
prescriben en ningún espacio de tiempo, y, por lo tanto, 21
colono o rentero, el depositario, el usufructuario y los de-
más que detentan precariamente la cosa del propietario, no
pueden adquirir prescripción; que por el estudio y examen
de la superposición de planos realizada por el Agrimensor
Rafael Reyes Valverde, contratista de la mensura de la Par-
cela N9 39 del mismo distrito catastral, en virtud de la orden
de prioridad que le fue concedida al efecto el 10 de sep-
tiembre del 1948, y la comparación del plano de la men-
sura ordinaria mencionada con el de la Parcela No. 8, se
evidencia, sin lugar a dudas, que parte del segundo cuadro

de los terrenos que originalmente fueron deslindados a Ro-
que Hue & Hermanos, fue invadido por la mensura de la
Parcela No. 8 practicada por el Agrimensor Joaquín Ruiz
Castillo, en la parte comprendida entre el arroyo "Riote"
y el río "Helechal", quedando la porción invadida formada
por las Porciones "H" y "J" de la Parcela número 8, he-
chos que también fueron comprobados por el Tribunal Su-
perior de Tierras cuando se conoció de la apelación inter-
puesta por el Lic. Manuel Ubaldo Gómez hijo, a nombre y
en representación de los Sucesores Abikarrán, dando lu-
gar a que se revocara la Decisión No. 1 dictada por el Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción original, en fecha 23 de
diciembre del 1949, mediante la cual se había adjudicado la
totalidad de la Parcela No. 8 al señor Manuel Antonio Gar-
cía (a) Polín, y se ordenara un nuevo juicio sobre la misma,
el cual tuvo como resultado que se realizara la localización
de posesiones que ha originado la Porción "H", objeto de
la presente litis; que, por estos hechos, queda establecido
que los propietarios originarios de esta porción de terreno
fueron Roque Hued & Hermano a quienes les fue adjudica-
do en la mensura ordinaria y luego José Abikarrán, quien
adquirió en fecha 8 de febrero del 1938, pasando luego con
motivo de su muerte a sus herederos y a su cónyuge su-
perviviente Amada Hued Viuda Abikarrán; que por estos
documentos ha quedado establecido el derecho de propie-
dad de los Abikarrán, así como también por q ue han mante-
nio en el terreno una posesión en las condiciones y duran-
te el tiempo requerido por la Ley para adquirirlo por pres-
cripción; que, asimismo, se expresa en el fallt impugnado,
que las mejoras que existen en el terreno pertenecen a los
Sucesores 'Abikarrán por ser las mismas que existían cuan-
do adquirieron el terreno y cuando entró en él como encar-
gado Paredes Mena; razones por las cuales el Tribunal a-
guo revocó el fallo de jurisdicción original y ordenó el re-
gistro de la mencionada porción "H" de la Parcela No. 8,
en favor de Amada Hued Vda. Abikarrán y los Sucesores de
José Abikarrán;
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rrenos por su propia cuenta y no por los Abikarrán; que
estas declaraciones, expresa también el Tribunal a-quo, fue-
ron prestadas por complacencia, ya que fueron imprecisas
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tigos Carlos Tineo, Alcedo Taveras, Juan de Aza y Bernar-
dino Díaz, así como por la certificación expedida el 25 de
octubre de 1950 por el Secretario ad-hoc de la Junta Pro-
tectora de la Agricultura, del Municipio de Nagua, en la
cual figura Toribio Paredes como Administrador de los
Abikarrán se pone de manifiesto que Toribio Paredes era
un encagado de los Abikarrán y no el propietario del te-
rreno en litis, po lo que "se impone forzosamente reconocer
que su ocupación es precaria e inábil para operar en su pro-
vecho la prescripción adquisitiva", ya que a los terminos del
artículo 2236 del Código Civil "los que poseen por otro, no
prescriben en ningún espacio de tiempo, y, por lo tanto, 21
colono o rentero, el depositario, el usufructuario y los de-
más que detentan precariamente la cosa del propietario, no
pueden adquirir prescripción; que por el estudio y examen
de la superposición de planos realizada por el Agrimensor
Rafael Reyes Valverde, contratista de la mensura de la Par-
cela N9 39 del mismo distrito catastral, en virtud de la orden
de prioridad que le fue concedida al efecto el 10 de sep-
tiembre del 1948, y la comparación del plano de la men-
sura ordinaria mencionada con el de la Parcela No. 8, se
evidencia, sin lugar a dudas, que parte del segundo cuadro

de los terrenos que originalmente fueron deslindados a Ro-
que Hue & Hermanos, fue invadido por la mensura de la
Parcela No. 8 practicada por el Agrimensor Joaquín Ruiz
Castillo, en la parte comprendida entre el arroyo "Riote"
y el río "Helechal", quedando la porción invadida formada
por las Porciones "H" y "J" de la Parcela número 8, he-
chos que también fueron comprobados por el Tribunal Su-
perior de Tierras cuando se conoció de la apelación inter-
puesta por el Lic. Manuel Ubaldo Gómez hijo, a nombre y
en representación de los Sucesores Abikarrán, dando lu-
gar a que se revocara la Decisión No. 1 dictada por el Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción original, en fecha 23 de
diciembre del 1949, mediante la cual se había adjudicado la
totalidad de la Parcela No. 8 al señor Manuel Antonio Gar-
cía (a) Polín, y se ordenara un nuevo juicio sobre la misma,
el cual tuvo como resultado que se realizara la localización
de posesiones que ha originado la Porción "H", objeto de
la presente litis; que, por estos hechos, queda establecido
que los propietarios originarios de esta porción de terreno
fueron Roque Hued & Hermano a quienes les fue adjudica-
do en la mensura ordinaria y luego José Abikarrán, quien
adquirió en fecha 8 de febrero del 1938, pasando luego con
motivo de su muerte a sus herederos y a su cónyuge su-
perviviente Amada Hued Viuda Abikarrán; que por estos
documentos ha quedado establecido el derecho de propie-
dad de los Abikarrán, así como también porque han mante-
nio en el terreno una posesión en las condiciones y duran-
te el tiempo requerido por la Ley para adquirirlo por pres-
cripción; que, asimismo, se expresa en el fallt impugnado,
que las mejoras que existen en el terreno pertenecen a los
Sucesores Abikarrán por ser las mismas que existían cuan-
do adquirieron el terreno y cuando entró en él como encar-
gado Paredes Mena; razones por las cuales el Tribunal a-
guo revocó el fallo de jurisdicción original y ordenó el re-
gistro de la mencionada porción "H" de la Parcela No. 8,
en favor de Amada Hued Vda. Abikarrán y los Sucesores de
José Abikarrán;
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Considerando que por lo antes expuesto se evidencia
que el Tribunal a-quo se basó para adjudicar el terreno a
Amada Hued Vda. Abikarrán y los Sucesores de José Abi-
carrán, principalmente en los documentos aportados por
éstos en la litis, consistentes en las adjudicaciones hechas
en favor de los causantes de dichos sucesores en la mensu-
ra y partición del sitio de Nagua, y, además, en la prueba
que estos aportaron de una posesión prescriptible conforme
al artículo 2262 del Código Civil; que los razonamientos ex-
puestos en el fallo impugnado son correctos por lo que los
dos primeros medios del recurso carecen de fundamento
y deben ser desestimados;

Considerando que por el tercer medio de su memorial,
el recurrente alega, en síntesis, que el Tribunal a-quo es-
timó que Toribio Paredes poseía el terreno en discusión por
cuenta de los Abikarrán, pero olvidó que conforme el ar-
tículo 2238 del Código Civil el poseedor precario puede ad-
quirir por prescripción si el título de su posesión ha varia-
do por la contradicción que haya opuesto al derecho del
propietario; pero,

Considerando que tal como se exresa en esta sentencia
en relación con los dos primeros medios del recurso, los
jueces del fondo estimaron, haciendo uso de su poder sobe-
rano de apreciación, que los actos de posesión del recurren-
te Toribio Paredes los había realizado por cuenta y en pro-
vecho de los Sucesores Abikarrán, lo que al principio de la
litis no había negado el recurrente; que por estas razones
el Tribunal a-quo llegó a la conclusión de que Paredes Me-
na no había adquirido el terreno por prescripción;

Considerando que el recurrente alega, también, en el
desarrollo del tercer medio, en síntesis, que el Tribunal a-
guo ordenó el registro de las mejoras en favor de los Abi-
karrán "por ser éstas las mismas mejoras que existen y
existían cuando la adquirieron y entró como encargado el
señor Paredes"; que, sin embargo, Manuel Antonio García,
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quien había reclamado la totalidad de la parcela, afirmó
que él (Paredes) "tenía su cerca aparte", y el testigo Juan
Alonso dijo que Paredes levantó "las empalizadas, las yer-

bas y los conucos y por las informacion es de los demás tes-
tigos se comprobó que esas mejoras le pertenecían; pero,

Considerando que como los jueces del fondo estimaron,
como cuestión de hecho, que dichas mejoras existían antes
de entrar en el terreno Toribio Paredes es claro que no
podían ordenar el registro de las mejoras en su favor, sino
de los dueños del terreno; que no consta en la sentencia
impugnada ni hay pruebas en el expediente de que existiera
algún convenio por el que se hubiera podido establecer el
derecho de Paredes Mena a esas mejoras; que por estas ra-
zones el medio que se examina carece de fundamento y de-
be ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Toribio Paredes Mena contra la sen-
tencia del Tribunal Superior de Tierras, dictada en fecha
29 de julio de 1968, en relación con la Parcela No. 8, por-
ción "H", del Distrito Catastral No. 2 del Municipio de Na-
gua, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas, con distracción en provecho del Lic. Juan Pablo Ra-
mos, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.—
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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jueces del fondo estimaron, haciendo uso de su poder sobe-
rano de apreciación, que los actos de posesión del recurren-
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podían ordenar el registro de las mejoras en su favor, sino
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zones el medio que se examina carece de fundamento y de-
be ser desestimado;
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sación interpuesto por Toribio Paredes Mena contra la sen-
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Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE JUNIO DE 1969

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 15 de junio de 1967

Materia: Correccional

Recurrente: Luis Emilio Cedeño
Abogado: Dr. Fabio Tomás Vásquez Cabral

Interviniente: Josefa Barrous Vda. Ferrúa y compartes
Abogado: Dr. César A. Ramos F.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 20 de junio de 1969, años 126o.
de la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Emi-
lio Cedeño, dominicano, mayor de edad, casado, domicilia-
do en el ensanche Quisqueya, calle Bohechío de esta ciudad,
contra la sentenc:a de fecha 15 de junio de 1967, de la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Fa-

bio Tomás Vásquez Cabral, cédula No. 2466, serie 57, abo-
gado del recurrente, y depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia en fecha 19 de mayo de 1969,
en el cual se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de los intervinientes Jo-
sefa Barrous Vda. Ferrúa, cédula No. 13833, serie 1ra., Ge-
rónimo Ferrúa, Barrous, cédula No. 44584, serie lra., Italia
Ferrúa de Troncoso, cédula No. 52224, serie 1ra., dominica-
nos, mayores de edad, domiciliados en esta ciudad, suscrito
por su abogado Dr. César A. Ramos F.;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 24 de julio de 1967,
a requerimiento del Dr. Fabio Tomás Vásquez Cabral, a
nombre y representación del recurrente, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y párrafo, modificado, 2 y 3
de la Ley 5869, de 1962, y 234 de 1964; y 1383 del Código
Civil, 141 del Código de Procedimiento Civil, 66 del Código
de Procedimiento Criminal, 35 del Código Penal y 8 apar-
tado 13 de la Constitución de la República; y 1, 20 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una querella presentada por la Sucesión Ferrúa por
violación de propiedad, la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en
fecha 6 de octubre de 1964, una sentencia cuyo dispositivo
aparece inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre
apelación del prevenido intervino una sentencia previa con
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 15 de junio de 1967

Materia: Correccional

Recurrente: Luis Emilio Ceden()
Abogado: Dr. Fabio Tomás Vásquez Cabral

Interviniente: Josefa Barrous Vda. Ferrúa y compartes
Abogado: Dr. César A. Ramos F.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 20 de junio de 1969, años 126o.
de la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, corno corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso da casación interpuesto por Luis Emi-
lio Cedeño, dominicano, mayor de edad, casado, domicilia-
do en el ensanche Quisqueya, calle Bohechío de esta ciudad,
contra la sentencia de fecha 15 de junio de 1967, de la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Fa-

bio Tomás Vásquez Cabral, cédula No. 2466, serie 57, abo-
gado del recurrente, y depositado en la Secretaría de la.
Suprema Corte de Justicia en fecha 19 de mayo de 1969,
en el cual se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de los intervir,ientes Jo-
sefa Barrous Vda. Ferrúa, cédula No. 13833, serie 1ra., Ge-
rónimo Ferrúa, Barrous, cédula No. 44584, serie 1ra., Italia
Ferrúa de Troncoso, cédula No. 52224, serie lra., dominica-
nos, mayores de edad, domiciliados en esta ciudad, suscrito
por su abogado Dr. César A. Ramos F.;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 24 de julio de 1967,
a requerimiento del Dr. Fabio Tomás Vásquez Cabral, a
nombre y representación del recurrente, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y párrafo, modificado, 2 y 3
de la Ley 5869, de 1962, y 234 de 1964; y 1383 del Código
Civil, 141 del Código de Procedimiento Civil, 66 del Código
de Procedimiento Criminal, 35 del Código Penal y 8 apar-
tado 13 de la Constitución de la República; y 1, 20 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una querella presentada por la Sucesión Ferrúa por
violación de propiedad, la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en
fecha 6 de octubre de 1964, una sentencia cuyo dispositivo
aparece inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre
apelación del prevenido intervino una sentencia previa con
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el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que debe deses-
timar y desestima como elemento de prueba, el informe
rendido por el agrimensor Máximo F. Arzeno en fecha 13
de mayo de 1964, realizado a diligencias de la parte civil
constituída Juan Ferrúa y compartes; Segundo: Que debe
ordenar y ordena, un replanteo de la parcela No. 113 del
Distrito Catastral No. 3 del Distrito Nacional, a fin de que
se determine mediante dicha medida, si la construcción de
block techada de cemento, propiedad del Sr. Luis Emilio
Cedeño Matos, se encuentra o no localizada en la citada
parcela; Tercero: Que debe encargar y encarga, al Ma-
gistrado Procurador General de esta Corte, de realizar las
diligencias pertinentes para la cabal ejecución de la medida
ordenada; Cuarto: Que debe reservar y reserva, las costas
para fallarlas conjuntamente con el fondo"; y luego en fe-
cha 15 de junio de 1967, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el prevenido Luis Emilio Cedeño
Matos, en fecha 20 de octubre de 1964, contra sentencia
dictada en fecha 6 de octubre del 1964, por la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Pronuncia el defecto contra el nombrado Luis Emi-
lio Cedeño Matos, por no haber comparecido a la audien-
cia, no obstante haber sido citado legalmente; Segundo:
Declara al nombrado Luis Emilio Cedeño Matos, de gene-
rales ignoradas, prevenido del delito de violación de pro-
piedad (leyes Nos. 5869, mod., de fecha 24-4-62, y 675
d/f. 14-8-44, en perjuicio de la Sucesión Ferrúa, culpable
del referido delito, y en consecuencia, se le condena a su-
frir la pena de Un Año de Prisión Correccional; Tercero:
Ordena el desalojo inmediato de los terrenos ocupados in-
debidamente por el inculpado Luis Emilio Cedeño Matos,
propiedad de la Sucesión Ferrúa, así como a la destrucción
de las mejoras existentes en dichos terrenos; Cuarto: Or-

dena la ejecución provisional de la presente sentencia, no
obstante cualquier recurso, en virtud de la ley No. 234;
Quinto: Condena al inculpado Luis Emilio Cedeño Matos,
al pago de las costas penales y civiles, con distracción de
las últimas, en provecho del Dr. César A. Ramos F., abo-
gado de la parte civil constituida, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte"; por haberlo interpuesto de
acuerdo con las prescripciones legales que rigen la materia;
Segundo: Modifica la antes expresada sentencia para que
su dispositivo rija del siguiente modo: a) Primero: Decla-
ra a dicho prevenido Luis Emilio Cedeño Matos, culpable
de haber cometido el delito de violación de propiedad en
perjuicio de la Sucesión Ferrúa, y en consecuencia se le
condena al pago de una multa de cincuenta pesos (RD$-
50.00) acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y
al pago de las costas de la presente alzada; Tercero: Orde-
na el desalojo de los terrenos ocupados, así como la con-
fiscación de las mejoras que se hubieran levantado en los
mismos; Cuarto: Ordena la ejecución provisional y sin fian-
za de la presente sentencia no obstante cualquier recurso";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación
al artículo 141 del Código de Procedimiento Civil.— Segun-

do Medio: Violación al artículos 66, del Código de Procedi-
miento Criminal. — Tercer Medio: Violación al artículo

1583 del Código Civil.
Considerando que el artículo 1 de la ley No. 5869 de

1962 y el único de la ley 234 de 1964, dicen así: "Art. 1.—
Toda persona que se introduzca en una propiedad inmo-
biliar urbana o rural, sin permiso del dueño, arrendatario
o usufructuario, será castigada con la pena de tres meses a
dos años de prisión correccional y multa de diez a quinien-
tos pesos". "Art. Unico.— Se sustituye el párrafo agrega-
do por la Ley No. 132, de fecha 31 de enero de 1964 a la
Ley No. 5869, de fecha 24 de abril de 1962 y modificado
por la Ley No. 191, de fecha 17 de marzo de 1964, para
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gistrado Procurador General de esta Corte, de realizar las
diligencias pertinentes para la cabal ejecución de la medida
ordenada; Cuarto: Que debe reservar y reserva, las costas
para fallarlas conjuntamente con el fondo"; y luego en fe-
cha 15 de junio de 1967, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el prevenido Luis Emilio Cedeño
Matos, en fecha 20 de octubre de 1964, contra sentencia
dictada en fecha 6 de octubre del 1964, por la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Pronuncia el defecto contra el nombrado Luis Emi-
lio Cedeño Matos, por no haber comparecido a la audien-
cia, no obstante haber sido citado legalmente; Segundo:
Declara al nombrado Luis Emilio Cedeño Matos, de gene-
rales ignoradas, prevenido del delito de violación de pro-
piedad (leyes Nos. 5869, mod., de fecha 24-4-62, y 675
d/f. 14-8-44, en perjuicio de la Sucesión Ferrúa, culpable
del referido delito, y en consecuencia, se le condena a su-
frir la pena de Un Año de Prisión Correccional; Tercero:
Ordena el desalojo inmediato de los terrenos ocupados in-
debidamente por el inculpado Luis Emilio Cedeño Matos,
propiedad de la Sucesión Ferrúa, así como a la destrucción
de las mejoras existentes en dichos terrenos; Cuarto: Or-
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dena la ejecución provisional de la presente sentencia, no
obstante cualquier recurso, en virtud de la ley No. 234;
Quinto: Condena al inculpado Luis Emilio Cedeño Matos,
al pago de las costas penales y civiles, con distracción de
las últimas, en provecho del Dr. César A. Ramos F., abo-
gado de la parte civil constituída, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte"; por haberlo interpuesto de
acuerdo con las prescripciones legales que rigen la materia;
Segundo: Modifica la antes expresada sentencia para que
su dispositivo rija del siguiente modo: a) Primero: Decla-
ra a dicho prevenido Luis Emilio Cedeño Matos, culpable
de haber cometido el delito de violación de propiedad en
perjuicio de la Sucesión Ferrúa, y en consecuencia se le
condena al pago de una multa de cincuenta pesos (R138-
50.00) acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y
al pago de las costas de la presente alzada; Tercero: Orde-
na el desalojo de los terrenos ocupados, así como la con-
fiscación de las mejoras que se hubieran levantado en los
mismos; Cuarto: Ordena la ejecución provisional y sin fian-
za de la presente sentencia no obstante cualquier recurso";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación
al artículo 141 del Código de Procedimiento Civil.— Segun-

do Medio: Violación al artículos 66, del Código de Procedi-
miento Criminal. — Tercer Medio: Violación al artículo

1583 del Código Civil.
Considerando que el artículo 1 de la ley No. 5869 de

1962 y el único de la ley 234 de 1964, dicen así: "Art. 1.—
Toda persona que se introduzca en una propiedad inmo-
biliar urbana o rural, sin permiso del dueño, arrendatario
o usufructuario, será castigada con la pena de tres meses a
dos años de prisión correccional y multa de diez a quinien-
tos pesos". "Art. Unico.— Se sustituye el párrafo agrega-
do por la Ley No. 132, de fecha 31 de enero de 1964 a la
Ley No. 5869, de fecha 24 de abril de 1962 y modificado
por la Ley No. 191, de fecha 17 de marzo de 1964, para
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que rija con el siguiente texto: "Párrafo.— La sentencia
,que se dicte en caso de condenación ordenará, además, el
desalojo de los ocupantes de la propiedad y la confisca-
ción de las mejoras que se hubieren levantado en la mis-
ma, y será ejecutoria provisionalmente y sin fianza, no
obstante cualquier recurso";

Considerando que para condenar al prevenido, la Corte
a-qua, hace constar en la sentencia impugnada: "que en
la audiencia celebrada por esta Corte en fecha 5 de mayo
de 1966, el querellante Juan Ferrúa declaró lo siguiente:
"La parcela 113 el prevenido hizo una construcción y tan
pronto la comenzó, se le advirtió que el terreno era propie-
dad nuestra, yo mismo se lo dije"; y el prevenido Lus Emi-
lio Cedeño Matos en esta audiencia declaró lo siguiente:
"Hace como 4 o 5 años después de la salida de los Trujillo,
la gente comenzó a ocupar los terrenos de la esperilla y yo
compré ese terreno a una persona que hacía 10 años que
lo ocupaba; yo hice mi casa y solicité compra del terreno
al Estado"; y en la audiencia del 31 de mayo de 1967, dicho
prevenido declaró lo siguiente: "No se determinó inme-
diatamente si la propiedad era de los Ferrúa; yo solicité al
Estado comprar la parcela; yo reconozco que yo estoy den-
tro de la parcela";

Considerando que los hechos que da por establecidos
la Corte a-qua en la sentencia impugnada, no son suficien-
tes para determinar la culpabilidad del prevenido Luis Emi-
lio Cedeño Matos, del delito que se le imputa, ya que, dis-
cutida desde primera instancia, la propiedad y la posesión
del inmueble, donde el prevenido había edificado una casa,
la simple afirmación de los querellantes, de ser ellos los
dueños, sin aportar la justificación de su derecho de pro-
piedad o de posesión, dejan la sentencia impugnada caren-
te de base legal, por lo que la misma, debe ser casada sin
que haya la necesidad de examinar los alegatos hechos por
el recurrente;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes
a Josefa Barrous Vda. Ferrúa, Gerónimo Ferrúa Barraus,
Italia Ferrúa de Chottin y Dinorah Ferrúa de Troncoso;

segundo: Casa la sentencia correccional dictada en fecha
15 de Junio de 1967, pr la Corte de Apelación de Santo
Domingo, cuyo dispositivo

o
 ha sido copiado en parte ante-

rior del presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte
de Apelación de San Cristóbal; Tercero: Compensa las

costa
(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
(sF.

E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. 21mia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.



DOLEMY JUDICIAL	 1385
1384	 BOLETIN JUDICIAL

que rija con el siguiente texto: "Párrafo.— La sentencia
que se dicte en caso de condenación ordenará, además, el
desalojo de los ocupantes de la propiedad y la confisca-
ción de las mejoras que se hubieren levantado en la mis-
ma, y será ejecutoria provisionalmente y sin fianza, no
obstante cualquier recurso";

Considerando que para condenar al prevenido, la Corte
a-qua, hace constar en la sentencia impugnada: "que en
la audiencia celebrada por esta Corte en fecha 5 de mayo
de 1966, el querellante Juan Ferrúa declaró lo siguiente:
"La parcela 113 el prevenido hizo una construcción y tan
pronto la comenzó, se le advirtió que el terreno era propie-
dad nuestra, yo mismo se lo dije"; y el prevenido Lu:s Emi-
lio Cedeño Matos en esta audiencia declaró lo siguiente:
"Hace como 4 o 5 años después de la salida de los Trujillo,
la gente comenzó a ocupar los terrenos de la esperilla y yo
compré ese terreno a una persona que hacía 10 años que
lo ocupaba; yo hice mi casa y solicité compra del terreno
al Estado"; y en la audiencia del 31 de mayo de 1967, dicho
prevenido declaró lo siguiente: "No se determinó inme-
diatamente si la propiedad era de los Ferrúa; yo solicité al
Estado comprar la parcela; yo reconozco que yo estoy den-
tro de la parcela";

Considerando que los hechos que da por establecidos
la Corte a-qua en la sentencia impugnada, no son suficien-
tes para determinar la culpabilidad del prevenido Luis Emi-
lio Cedeño Matos, del delito que se le imputa, ya que, dis-
cutida desde primera instancia, la propiedad y la posesión
del inmueble, donde el prevenido había edificado una casa,
la simple afirmación de los querellantes, de ser ellos los
dueños, sin aportar la justificación de su derecho de pro-
piedad o de posesión, dejan la sentencia impugnada caren-
te de base legal, por lo que la misma, debe ser casada sin
que haya la necesidad de examinar los alegatos hechos por
el recurrente;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes
a Josefa Barrous Vda. Ferrúa, Gerónimo Ferrúa Barraus,
Italia Ferrúa de Chottin y Dinorah Ferrúa de Troncoso;

segundo: Casa la sentencia correccional dictada en fecha
15 de Junio de 1967, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte
de Apelación de San Cristóbal; Tercero: Compensa las

costas.
(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando

E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. 21.mia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.



1386	 BOLETENI JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 1387

SENTENCIA DE FECHA 20 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada : Juzgado de Primera Instancia del D. J. de

Azua, de fechas 7 de septiembre y 20 de diciembre de

1966

Materia: Trabajo

Recurrente: Luis Alberto Vílchez
Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier

Recurrido: Dr. Napoleón Concepción
Abogado: Dr. Adriano Uribe Silva

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del
mes de Junio de 1969, años 1260. de la Independencia y
106o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Al-
berto Vílchez, dominicano, mayor de edad, casado, nego-
ciante, domiciliado y residente en Azua, cédula No. 7035,
serie 10, contra las sentencias de fechas 7 de septiembre y
20 de diciembre de 1966, dictadas en sus atribuciones labo-

rales por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Azua, cuyos dispositivos se copian más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel de Jesús Muñiz Féliz, en repre-

sentación del Dr. Adriano Uribe Silva, cédula No. 32144,
serie 1ra., abogado del recurrido Dr. Napoleón Concepción,
dominicano, mayor de edad, casado, abogado, Senador, cé-
dula No. 7848, serie 10, domiciliado y residente en Azua,
en la lectura de sus conclusiones;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 15 de Ju-
lio de 1968, suscrito por el abogado del recurrente, Lic.
Angel S. Canó Pelletier, cédula No. 334, serie 10, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de defensa de fecha 15 de agosto de
1968, suscrito por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 68 y siguientes, 77 y si-
guientes y 85 y siguientes del Código de Trabajo; 56 de
la Ley No. 637 Sobre Contratos de Trabajo, de 1944; 1315,
1356 y 1384 del Código Civil y 1 y 65 de la Ley Sobre Pro-,
cedimiento de Casación;

Considerando que en las sentencias impugnadas, y en
los documentos a que ellas se refieren, consta: a) Que con
motivo de una reclamación laboral que no pudo ser conci-
liada formulada por Luis Alberto Vílchez contra el Dr.
Napoleón Concepción, el Juzgado de Paz del Municipio de
Azua, dictó en fecha 23 de diciembre de 1965, una senten-
cia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que debe
rescindir y rescinde el contrato de trabajo verbal interve-
nido entre el Dr. Napoleón Concepción y el señor Luis Al-
berto Vílchez, por no haber pagado el primero al segundo,
ni un solo mes de salario durante 3 años y 4 meses que du-
ró el contrato; Segundo: Que debe condenar y condena al
Dr. Napoleón Concepción a pagar inmediatamente al señor
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1388	 BOLETIINI JUDICIAL
SOLETIN JUDICIAL	 1389

Luis Alberto Vílchez, las prestaciones que acuerda el Có-
digo de Trabajo, tal como lo indica el Lic. Angel Salvador
Canó Pelletier en su escrito depositado en Secretaría, quien
es abogado de la parte demandante, señor Luis Alberto
Vílchez; Tercero: Que debe condenar y condena al Dr. Na-
poleón Concepción al pago le las costas, con distracción de
las mismas en provecho del Lic. Angel Salvador Canó Pe-
lletier, abogado de la parte demandante, por haberlas avan-
zado según su afirmación en su mayor parte"; b) Que sobre
recurso de alzada del Dr. Napoleón Concepción, el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, dictó
en fecha 7 de septiembre de 1966, una primera sentencia
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que debe or-
denar y ordena a la parte apelante, depositar en la Secre-
taría de este Juzgado la copia de la sentencia del Juzgado
de Paz de este Municipio y el ordinal del Acto de Apelación;
Segundo: Que debe fijar y fija, nuevamente, la audiencia del
día tres de octubre del año mil novecientos sesentiséis, a
las diez horas de la mañana, para conocer de la apelación in-
terpuesta por el Dr. Napoleón Concepción contra la sen-
tencia del Juzgado de Paz de este Municipio, del 23 de di-
ciembre del 1965, rendida a favor de Luis Alberto Vílchez
y cuyo rol solicitó el Lic. Angel S. Canó Pelletier, a nom-
bre de éste, en fecha 9 de mayo de 1966; Tercero: Que de-
be reservar y reserva las costas para ser falladas conjunta-
mente con el fondo"; c) Que en fecha 20 de Diciembre de
1966, el citado Juzgado dictó la sentencia sobre el fondo,
ahora impugnada en casación, al igual que la anterior, y cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe declarar
y Declara regular y válido el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. Napoleón Concepción, contra la senten-
cia civil No. 14, dictada por el Juzgado de Paz de Azua, en
fecha 23 de Diciembre de 1965, en materia laboral, que con-
denó entre otras cosas al Dr. Napoleón Concepción, a pa-
garle a Luis Alberto Vílchez las prestaciones que acuerda
el Código de Trabajo, por haber sido hecho dicho recurso

dentro del plazo legal; Segundo: Que debe revocar y Re-
voca en todas sus partes la sentencia objeto del presente
recurso de apelación, y en consecuencia se rechaza la de-
manda incoada por el señor Luis Alberto Vílchez contra el
Dr. Napoleón Concepción, en pago de las prestaciones que
acuerda el Código de Trabajo, por improceden te y mal fun-

dada; Tercero: Que debe condenar y Condena al señor Luis
Alberto Vilchez, parte que sucumbe, al pago de las costas,
con distracción en provecho de los Dres. Rafael E. Ruiz
Mejía y Adriano A. Uribe Silva, por haberlas avanzado en
su mayor parte";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación, los siguientes medios: "Primer Medio: Viola-
ción del artículo 56 de la Ley No. 637 Sobre Contratos de
Trabajo, fechada a 14 de junio del 1944.— Segundo Medio:
Desnaturalización de los documentos de la causa y conse-
cuencialmente violación de los artículos 1, 2, 68 y siguien-
tes, 77 y siguientes y 85 y siguientes del Código de Trabajo.
—Tercer Medio: Desnaturalización de los documentos de
la causa, en otro aspecto, y en consecuencia violación de
los artículos 1, 2, 68 y siuientes, 77 y siguientes y 85 y
siguientes del Código de Trabajo.— Cuarto Medio: Ausen-
cia de motivos, contradicción de los mismos. Consecuencial-
mente violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil. Falta de base legal.— Quinto Medio: Violación
de las reglas relativa a la prueba y como consecuencia vio-
lación de los artículos 1.315 y 1356 del Código Civil. Falta
de base legal";

Considerando que en el desenvolvimiento de los medios
primero y cuarto (en parte este último) sostiene en sínte-
sis, el recurrente que se violó el artículo 56 de la Ley No.
637, de 1944, sobre Contratos de Trabajo, porque se dictó
"irrazonablemente" una sentencia preparatoria el 7 de di-ir ciembre de 1966 por la cual se ordenó depositar la copia
certificada de la sentencia apelada y el acto de apelación,
y que en ese mismo error jurídico se incurrió en la senten-
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Luis Alberto Vílchez, las prestaciones que acuerda el Có-
digo de Trabajo, tal como lo indica el Lic. Angel Salvador
Canó Pelletier en su escrito depositado en Secretaría, quien
es abogado de la parte demandante, señor Luis Alberto
Vílchez; Tercero: Que debe condenar y condena al Dr. Na-
poleón Concepción al pago le las costas, con distracción de
las mismas en provecho del Lic. Angel Salvador Canó Pe-
lletier, abogado de la parte demandante, por haberlas avan-
zado según su afirmación en su mayor parte"; b) Que sobre
recurso de alzada del Dr. Napoleón Concepción, el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, dictó
en fecha 7 de septiembre de 1966, una primera sentencia
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que debe or-
denar y ordena a la parte apelante, depositar en la Secre-
taría de este Juzgado la copia de la sentencia del Juzgado
de Paz de este Municipio y el ordinal del Acto de Apelación;
Segundo: Que debe fijar y fija, nuevamente, la audiencia del
día tres de octubre del año mil novecientos sesentiséis, a
las diez horas de la mañana, para conocer de la apelación in-
terpuesta por el Dr. Napoleón Concepción contra la sen-
tencia del Juzgado de Paz de este Municipio, del 23 de di-
ciembre del 1965, rendida a favor de Luis Alberto Vílchez
y cuyo rol solicitó el Lic. Angel S. Canó Pelletier, a nom-
bre de éste, en fecha 9 de mayo de 1966; Tercero: Que de-
be reservar y reserva las costas para ser falladas conjunta-
mente con el fondo"; c) Que en fecha 20 de Diciembre de
1966, el citado Juzgado dictó la sentencia sobre el fondo,
ahora impugnada en casación, al igual que la anterior, y cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe declarar
y Declara regular y válido el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. Napoleón Concepción, contra la senten-
cia civil No. 14, dictada por el Juzgado de Paz de Azua, en
fecha 23 de Diciembre de 1965, en materia laboral, que con-
denó entre otras cosas al Dr. Napoleón Concepción, a pa-
garle a Luis Alberto Vílchez las prestaciones que acuerda
el Código de Trabajo, por haber sido hecho dicho recurso
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dentro del plazo legal; Segundo: Que debe revocar y Re-
voca en todas sus partes la sentencia objeto del presente
recurso de apelación, y en consecuencia se rechaza la de-
manda incoada por el señor Luis Alberto Vílchez contra el
Dr. Napoleón Concepción, en pago de las prestaciones que
acuerda el Código de Trabajo, por improceden te y mal fun-
dada; Tercero: Que debe condenar y Condena al señor Luis
Alberto Vilchez, parte que sucumbe, al pago de las costas,
con distracción en provecho de los Dres. Rafael E. Ruiz
Mejía y Adriano A. Uribe Silva, por haberlas avanzado en
su mayor parte";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación, los siguientes medios: "Primer Medio: Viola-
ción del artículo 56 de la Ley No. 637 Sobre Contratos de
Trabajo, fechada a 14 de junio del 1944.— Segundo Medio:
Desnaturalización de los documentos de la causa y conse-
cuencialmente violación de los artículos 1, 2, 68 y siguien-
tes, 77 y siguientes y 85 y siguientes del Código de Trabajo.
—Tercer Medio: Desnaturalización de los documentos de
la causa, en otro aspecto, y en consecuencia violación de
los artículos 1, 2, 68 y siuientes, 77 y siguientes y 85 y
siguientes del Código de Trabajo.— Cuarto Medio: Ausen-
cia de motivos, contradicción de los mismos. Consecuencial-
mente violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil. Falta de base legal.— Quinto Medio: Violación
de las reglas relativa a la prueba y como consecuencia vio-
lación de los artículos 1315 y 1356 del Código Civil. Falta
de base legal";

Considerando que en el desenvolvimiento de los medios
primero y cuarto (en parte este último) sostiene en sínte-
sis, el recurrente que se violó el artículo 56 de la Ley No.
637, de 1944, sobre Contratos de Trabajo, porque se dictó
"irrazonablemente" una sentencia preparatoria el 7 de di-
ciembre de 1966 por la cual se ordenó depositar la copia
certificada de la sentencia apelada y el acto de apelación,
y que en ese mismo error jurídico se incurrió en la senten-
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cia sobre el fondo de fecha 20 de diciembre de 1966 que se
basa en esos documentos; y que se incurrió en falta de mo-
tivos y en la violación de su derecho de defensa porque en
la sentencia impugnada "se calló lo esencial de la excepción
de nulidad de dicho acto de apelación... pues no dice nada
respecto de la falta de conclusiones del mismo; pero,

Considerando que el artículo 56 de la Ley No. 637, de
1944, dice así:"no se admitirá ninguna clase de nulidades de
procedimiento, a menos que éstas sean de una gravedad tal
que imposibiliten al Tribunal, y a juicio de éste, conocer y
juzgar los casos sometidos a su consideración. En este caso
se decidirá por la misma sentencia las dichas nulidades y
el reenvío para conocer del fondo del asunto";

Considerando que dicho texto tiene un alcance general
y amplio, dada la materia de interés social de que se trata,
pues es necesario tener en cuenta para darle su verdadera
interpretación a esa disposición legal, de acuerdo con el
espíritu de la misma, que en esta materia en la cual no es
obligatorio el ministerio de abogado los jueces gozan de un
papel activo, estando en capacidad de ordenar por manda-
to expreso de la ley cuantas medidas de instrucción juz-
guen útiles para la mejor sustanciación de la causa; "que el
propósito perseguido por la ley está justiicado en una mate-
ria como la laboral en donde generalmente intervienen per-
sonas no sólo de escasos recursos económicos, sino de limi-
tada preparación intelectual; que, además, es indudable que
el legislador no sólo quiso abarcar en ese texto las irre-
gularidades de que puedan adolecer los actos que están a
cargo de las partes, sino en general, cualquiera omisión en
el procedimiento mismo, que sea subsanable, como la no
presentación de la copia de la sentencia impunada en apela-
ción; que ese criterio encuentra fuerza de reafirmación en
la idea expresada por el legislador en la disposición final
del Art. 56 citado, cuando dice: "En este caso se decidirá
por la misma sentencia las dichas nulidades y el reenvío
para conocer del fondo del asunto", lo que supone la exis-

tencia de un expediente con actos no regulares, o incom-
pleto, el cual deba ser regularizado para que pueda impar-

' tir una buena justicia";
Considerando, en consecuencia, cuando en la especie

el Juez a-quo ordenó por una sentencia preparatoria del 7
de septiembre de 1966 el depósito de la copia de la senten-
cia apelada y del acto de apelación, y reenvió la causa para
otro día para conocer del fondo (una vez hecho ese depó-
sito), lejos de violar el texto citado hizo una correcta in-
terpretación del mismo; que, por otra parte, sobre el ale-
gato de que en la sentencia impugnada nada se dice sobre
la excepción de nulidad del acto de apelación, en el octavo
Considerando de dicho fallo se lee lo siguiente: "Que si es
cierto que el acto de apelación no contiene indicación deT
Tribunal que debía conocer del recurso ni conclusiones, no
es menos cierto que todo ello fue suplido por el intimado,
toda vez que éste hizo enrolar el recurso ante el Juzgado
de Primera Instancia de Azua, mediante su instancia de
fecha 9 de Mayo de 1966 y cuya audiencia fijó este tribu-
nal para el 24 de Mayo del indicado año la cual culminó
con la sentencia de este Tribunal, de fecha 5 de Septiembre
de 1966, marcada con el No. 5";

Considerando que la motivación que acaba de copiarse
es suficiente y pertinente para dejar justificado el fallo dic-
tado en ese punto, y se ajusta a lo preceptuado por el ar-
tículo 56 de la Ley No. 637, según el cual no se admitirá
ninguna clase de nulidades a menos que su gravedad impo-
sibilite al tribunal para juzgar el caso, lo que a juicio de
dicho tribunal no ocurrió en la especie; que, por consiguien-
te, el primer medio del recurso y los alegatos expuestos en
la parte del cuarto medio que se examina, carecen de fun-
damento y deben ser desestimados;

Considerando que en los medios segundo y tercero sos-
tiene el recurrente que se desnaturalizaron documentos de
la causa y se incurrió en ello en ese vicio y en las violacio-
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cia sobre el fondo de fecha 20 de diciembre de 1966 que se
basa en esos documentos; y que se incurrió en falta de mo-
tivos y en la violación de su derecho de defensa porque en
la sentencia impugnada "se calló lo esencial de la excepción
de nulidad de dicho acto de apelación... pues no dice nada
respecto de la falta de conclusiones del mismo; pero,

Considerando que el artículo 56 de la Ley No. 637, de
1944, dice así:"no se admitirá ninguna clase de nulidades de
procedimiento, a menos que éstas sean de una gravedad tal
que imposibiliten al Tribunal, y a juicio de éste, conocer y
juzgar los casos sometidos a su consideración. En este caso
se decidirá por la misma sentencia las dichas nulidades y
el reenvío para conocer del fondo del asunto";

Considerando que dicho texto tiene un alcance general
y amplio, dada la materia de interés social de que se trata,
pues es necesario tener en cuenta para darle su verdadera
interpretación a esa disposición legal, de acuerdo con el
espíritu de la misma, que en esta materia en la cual no es
obligatorio el ministerio de abogado los jueces gozan de un
papel activo, estando en capacidad de ordenar por manda-
to expreso de la ley cuantas medidas de instrucción juz-
guen útiles para la mejor sustanciación de la causa; "que cl
propósito perseguido por la ley está justiicado en una mate-
ria como la laboral en donde generalmente intervienen per-
sonas no sólo de escasos recursos económicos, sino de limi-
tada preparación intelectual; que, además, es indudable que
el legislador no sólo quiso abarcar en ese texto las irre-
gularidades de que puedan adolecer los actos que están a
cargo de las partes, sino en general, cualquiera omisión en
el procedimiento mismo, que sea subsanable, como la no
presentación de la copia de la sentencia impunada en apela-
ción; que ese criterio encuentra fuerza de reafirmación en
la idea expresada por el legislador en la disposición final
del Art. 56 citado, cuando dice: "En este caso se decidirá
por la misma sentencia las dichas nulidades y el reenvío
para conocer del fondo del asunto", lo que supone la exis-
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tencia de un expediente con actos no regulares, o incom-
pleto, el cual deba ser regularizado para que pueda impar-

' tir una buena justicia";
Considerando, en consecuencia, cuando en la especie

el Juez a-quo ordenó por una sentencia preparatoria del 7
de septiembre de 1966 el depósito de la copia de la senten-
cia apelada y del acto de apelación, y reenvió la causa para
otro día para conocer del fondo (una vez hecho ese depó-
sito), lejos de violar el texto citado hizo una correcta in-
terpretación del mismo; que, por otra parte, sobre el ale-
gato de que en la sentencia impugnada nada se dice sobre
la excepción de nulidad del acto de apelación, en el octavo
Considerando de dicho fallo se lee lo siguiente: "Que si es
cierto que el acto de apelación no contiene indicación dei
Tribunal que debía conocer del recurso ni conclusiones, no
es menos cierto que todo ello fue suplido por el intimado,
toda vez que éste hizo enrolar el recurso ante el Juzgado
de Primera Instancia de Azua, mediante su instancia de
fecha 9 de Mayo de 1966 y cuya audiencia fijó este tribu-
nal para el 24 de Mayo del indicado año la cual culminó
con la sentencia de este Tribunal, de fecha 5 de Septiembre
de 1966, marcada con el No. 5";

Considerando que la motivación que acaba de copiarse
es suficiente y pertinente para dejar justificado el fallo dic-
tado en ese punto, y se ajusta a lo preceptuado por el ar-
tículo 56 de la Ley No. 637, según el cual no se admitirá
ninguna clase de nulidades a menos que su gravedad impo-
sibilite al tribunal para juzgar el caso, lo que a juicio de
dicho tribunal no ocurrió en la especie; que, por consiguien-
te, el primer medio del recurso y los alegatos expuestos en
la parte del cuarto medio que se examina, carecen de fun-
damento y deben ser desestimados;

Considerando que en los medios segundo y tercero sos-
tiene el recurrente que se desnaturalizaron documentos de
la causa y se incurrió en ello en ese vicio y en las violacio-
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nes por él denunciados en ambos medios; que al efecto, el
demandado confesó ante el Representante local de Trabajo
el 6 de agosto de 1965 la existencia del contrato de trabajo;
que por documento del 22 de diciembre de 1965 se com-
prueba que el recurrente estaba inscrito en el Instituto
Dominicano de Seguros Sociales; y que fue pagado en Ren-
tas Internas el seguro social; que en el fallo impugnado se
interpretó equivocadamente lo dicho por el demandante
Vílchez, ante el Representante local de Trabajo, Vílchez lo
que hizo fue contestar un alegato de la otra parte; pero,

Considerando que en el Considerando No. 2 del fallo
impugnado se dió por comprobado que según la Planilla No.
49 (certificado el 22 de Septiembre de 1965 por el Repre-
sentante local de Trabajo) Luis Alberto Vílchez "no figura
como empleado fijo ni nominal" de Napoleón Concepción;
lo que a juicio del Tribunal se robustece por lo declarado
por el Inspector de Seguros Sociales de Azua Hernando
Marchena; que en el Considerando No. 4 se da por estable-
cido que la alegada inscripción de Vílchez "no está firma-
da por el Dr. Napoleón Concepción"; y se agrega en el
Considerando No. 5 que lo declarado por los testigos Ma-
rio Medina y Julio de León ante el Juzgado de Paz "pone
en evidencia" que entre el demandante y el demandado
"no intervino contrato alguno de trabajo sino un contrato
verbal de sociedad, tal como afirmó Vilchez en el acto de III 

conciliación"; reafirmando el Juez a-quo su criterio al res-
pecto en el Considerando No. 9, en el cual se hace la ponde-
ración de los documentos depositados, al igual que en los
Considerandos restantes; que en esa virtud es obvio que
el Juez para formar su convicción no sólo hizo deducciones
en base a esos documentos, sino en base a lo declarado por
los testigos; que, además, si se alega que los documentos
aportados al debate fueron desnaturalizados, éstos han de-
bido depositarse con motivo de este recurso de casación, pa-
ra hacer las comprobaciones de lugar y determinar si se

les dió un alcance o un sentido que no tienen; que, por todo
ello, los medios que se examinan carecen de fundamento y
deben ser desestimados;

Considerando que en los medios cuarto (en su restan-
te aspecto), quinto y sexto, los cuales se reúnen para su
examen, sostiene el recurrente: a) que cuaudo él dijo i-tnte
el Representante local de Trabajo de Azua que "comen-
zamos ese negocio en sociedad verbal y yo aporté RDS-
1,500.00", etc., lo que quiso fue desvirtuar lo expresado por
la otra parte, lo que no fue bien interpretado en el primer
Considerando del fallo impugnado; que a su vez se incori iO
en la misma falta en los Considerandos segundo, tercero y
cuarto; que resulta injusto —sigue alegando el recurren-
te— lo afirmado en el quinto Considerando de que entre
",as partes lo que existió fue un contrato de sociedad, ex-

	

'	 tendiendo esa misma crítica a los Considerandos sexto y
noveno, y sosteniendo el recurrente que en el último se
incurre en una flagrante contradicción de motivos al co-

	

-	 mentar la declaración del demandado Concepción cuando
afirmó que Vílchez estaba trabajando en la bomba de ga-
solina, para agregar en seguidas que "Vílchez dijo que eso
no era cierto"; B) Que el recurrido después de haber con-
fesado la existencia del contrato de trabajo ante el Repre-
sentante local de Azua, "ha querido revocar su confesión",
lo que prohibe el artículo 1356 del Código Civil y C) Que
en el fallo impugnado se sostiene que los testigos Medina
y de León declararon ante el Juez de Paz que veían a Víl-
chez y Concepción pasar balance todas las noches, de don-
de dedujo el Juez que eran socios, desnaturalizando así
esas declaraciones, ya que las sociedades comerciales no
pueden probarse por testigos; que por todo ello sostiene el
recurrente que se ha incurrido en los vicios y violaciones
por él denunciados en los medios que se examinan; pero,

Considerando en cuanto a los agravios enumerados en
la letra A del Considerando anterior es evidente que el re-
currente lo que hace es reproducir con otras palabras los



nes por él denunciados en ambos medios; que al efecto, el
demandado confesó ante el Representante local de Trabajo
el 6 de agosto de 1965 la existencia del contrato de trabajo;
que por documento del 22 de diciembre de 1965 se com-
prueba que el recurrente estaba inscrito en el Instituto
Dominicano de Seguros Sociales; y que fue pagado en Ren-
tas Internas el seguro social; que en el fallo impugnado se
interpretó equivocadamente lo dicho por el demandante
Vílchez, ante el Representante local de Trabajo, Vílchez lo
que hizo fue contestar un alegato de la otra parte; pero,

Considerando que en el Considerando No. 2 del fallo
impugnado se dió por comprobado que según la Planilla No.
49 (certificado el 22 de Septiembre de 1965 por el Repre-
sentante local de Trabajo) Luis Alberto Vílchez "no figura
como empleado fijo ni nominal" de Napoleón Concepción;
lo que a juicio del Tribunal se robustece por lo declarado
por el Inspector de Seguros Sociales de Azua Hernando
Marchena; que en el Considerando No. 4 se da por estable-
cido que la alegada inscripción de Vílchez "no está firma-
da por el Dr. Napoleón Concepción"; y se agrega en el
Considerando No. 5 que lo declarado por los testigos Ma-
rio Medina y Julio de León ante el Juzgado de Paz "pone
en evidencia" que entre el demandante y el demandado
"no intervino contrato alguno de trabajo sino un contrato
verbal de sociedad, tal como afirmó Vilchez en el acto de
conciliación"; reafirmando el Juez a-quo su criterio al res-
pecto en el Considerando No. 9, en el cual se hace la ponde-
ración de los documentos depositados, al igual que en los
Considerandos restantes; que en esa virtud es obvio que
el Juez para formar su convicción no sólo hizo deducciones
en base a esos documentos, sino en base a lo declarado por
los testigos; que, además, si se alega que los documentos
aportados al debate fueron desnaturalizados, éstos han de-
bido depositarse con motivo de este recurso de casación, pa-
ra hacer las comprobaciones de lugar y determinar si se

les dió un alcance o un sentido que no tienen; que, por todo
ello, los medios que se examinan carecen de fundamento y
deben ser desestimados;

Considerando que en los medios cuarto (en su -:estan-
te aspecto), quinto y sexto, los cuales se reúnen para su
examen, sostiene el recurrente: a) que cuando él lijo ante
el Representante local de Trabajo de Azua que "comen-
zamos ese negocio en sociedad verbal y yo aporté RD$-
1,500.00", etc., lo que quiso fue desvirtuar lo expresado por
la otra parte, lo que no fue bien interpretado en el primer
Considerando del fallo impugnado; que a su vez se ineuri lo
en la misma falta en los Considerandos segundo, tercero y
cuarto; que resulta injusto —sigue alegando el recurren-
te— lo afirmado en el quinto Considerando de 	 entre
",as partes lo que existió fue un contrato de sociedad, ex-
tendiendo esa misma crítica a los Considerandos sexto y
noveno, y sosteniendo el recurrente que en el último se
incurre en una flagrante contradicción de motivos al co-
mentar la declaración del demandado Concepción cuando
afirmó que Vílchez estaba trabajando en la bomba de ga-
solina, para agregar en seguidas que "Vílchez dijo que eso
no era cierto"; B) Que el recurrido después de haber con-
fesado la existencia del contrato de trabajo ante el Repre-
sentante local de Azua, "ha querido revocar su confesión",
lo que prohibe el artículo 1356 del Código Civil y C) Que
en el fallo impugnado se sostiene que los testigos Medina
y de León declararon ante el Juez de Paz que veían a Víl-
chez y Concepción pasar balance todas las noches, de don-
de dedujo el Juez que eran socios, desnaturalizando así
esas declaraciones, ya que las sociedades comerciales no
pueden probarse por testigos; que por todo ello sostiene el
recurrente que se ha incurrido en los vicios y violaciones
por él denunciados en los medios que se examinan; pero,

Considerando en cuanto a los agravios enumerados en
la letra A del Considerando anterior es evidente que el re-
currente lo que hace es reproducir con otras palabras los

*
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agravios ya expuestos en los medios anteriores, los cuales
han sido desestimados por infundados, especialmente por
no haberse producido los documentos que se dicen desna-
turalizados para comprobar si ello es cierto; y en cuanto
a la crítica que él hace de que es "injusto" que el Juez a-

quo apreciara por las pruebas presentadas la no existencia
del contrato de trabajo, sino otro vínculo contractual entre
las partes, es evidente que se trata en ese punto del ejer-
cicio del poder soberano que tienen los jueces del fondo de
ponderar las pruebas que se le someten, lo que no puede
ser censurado en casación, salvo desnaturalización no esta-
blecida en el presente caso por el recurrente; que por otra
parte, no hay contradicción alguna en lo afirmado por el
Juez a-quo en el noveno Considerando al interpretar la
declaración del demandante Vílchez, después de analizarla
en todo su contexto y de cotejarla con lo declarado por los
testigos; que en ello no puede verse, como se
alega en la letra B del Considerando anterior, una
retractación de confesión, sino la natural y soberana in-
terpretación que dió el Juez a la declaración del demandan-
te, sin desnaturalizarla; que en cuanto a la crítica que en
la letra C del Considerando anterior se hace de la aprecia-
ción que dió el Juez a-quo al testimonio presentado por los
deponentes Medina y de León, declaraciones que se dicen
desnaturalizadas, cabe repetir que como no se ha aportado
una copia certificada del informativo celebrado, no es po-
sible en tales condiciones sostener con buen éxito que exis-
ta tal desnaturalización, pues de ello no se ha hecho la
prueba; que, en cuanto a la forma como el Juez a-quo se
edificó con respecto al vínculo que existía entre el deman-
dante y el demandado, para apreciar que en la especie no
se trataba de un contrato de trabajo, es claro que con ello
no se violó ninguna regla de derecho ni disposición legal
alguna, sino que se hizo uso del sistema liberal de pruebas
que predomina en la materia laboral de acuerdo a la ley;
que, finalmente, por todo lo anteriormente expuesto, y por

el examen del fallo impunado, se pone de manifiesto que él
contiene motivos suficientes y pertinentes, precisos y no
contradictorios, así como una exposición de los hechos de
la causa que permite apreciar que la ley fue bien aplicada;
que, en consecuencia, los medios que se examinan carecen
de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Alberto Vílchez, contra las sen-
tencias dictadas en atribuciones laborales por el Juzgado de
Primero Instancia del Distrito Judicial de Azua, de fechas
7 de septiembre y 20 de diciembre de 1966, cuyos disposi-
tivos han sido copiados en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, con
distracción de las mismas en favor del Dr. Adriano A. Uri-
be Silva, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

BOLETIN JUDICIAL 1395   



1394	 BOLETIN JUDICIAL
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 23 de diciembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Antonio Lama
Abogado: Dr. Gustavo A. Latour Batlle

Interviniente Antonio Matos
Abogado: Dr. Manuel E. González

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 23 de junio del año 1969, años 126o, de
la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio
Lama, dominicano, casado, comerciante, domiciliado en es-
ta ciudad, cédula No. 57, serie 18, contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones correccionales, por la Corte de
Apelación de San Juan de la Maguana, en fecha 23 de di-
ciembre de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Gustavo A. Latour Batlle, abogado del re-

currente, en la lectura de sus conclusiones;
Oído al Dr. Juan Luperón Vásquez, en representación

del Dr. Manuel E. González F., cédula No. 12217, serie 18,
abogado del interviniente Antonio Matos, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Ge-
neral de la República;

0:04
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría

de la Suprema Corte de Justicia a requerimiento del abo-
gado del recurrente, en fecha 5 de febrero de 1969, acta
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el memorial del recurrente suscrito por su abo-
gado y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de
Justicia en fecha 19 de mayo de 1969, en el cual se invo-
can los medios que luego se indican;

Visto el escrito del interviniente, firmado por su abo-
gado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1382 del Código Civil; 141 del
Código de Procedimiento Civil; 3 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en ocasión
de una querella presentada por Antonio Matos, contra An-
tonio Lama, por el delito de estafa, fue apoderado el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bara-
hona; que después de varios reenvíos dicho Juzgado en fe-
cha 6 de julio de 1966, dictó una sentencia en atribuciones
correccionales cuyo dispositivo dice: Primero: Que debe de-
clarar y declara al nombrado Antonio Lama, de generales



1396	 BOLETIN JUDICIAL

SENTENCIA DE FECHA 23 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 23 de diciembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Antonio Lama
Abogado: Dr. Gustavo A. Latour Batlle

Interviniente Antonio Matos
Abogado: Dr. Manuel E. González

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 23 de junio del año 1969, años 126o. de
la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio
Lama, dominicano, casado, comerciante, domiciliado en es-
ta ciudad, cédula No. 57, serie 18, contra la sentencia dic-
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Apelación de San Juan de la Maguana, en fecha 23 de di-
ciembre de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;

BOLETIN JUDICIAL	 1397
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1382 del Código Civil; 141 del
Código de Procedimiento Civil; 3 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en ocasión
de una querella presentada por Antonio Matos, contra An-
tonio Lama, por el delito de estafa, fue apoderado el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bara-
hona; que después de varios reenvíos dicho Juzgado en fe-
cha 6 de julio de 1966, dictó una sentencia en atribuciones
correccionales cuyo dispositivo dice: Primero: Que debe de-
clarar y declara al nombrado Antonio Lama, de generales
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anotadas, no culpable del delito de estafa, en perjuicio de
Antonio Matos, en consecuencia se le descarga de toda res-
ponsabilidad penal, por no haber cometido el hecho; Se-
gundo: Declara las costas de oficio; b) que sobre el recur-
so de oposición interpuesto por Antonio Matos, contra esa
sentencia, 'el mismo Juzgado dictó en fecha 28 de julio de
1965, una decisión cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla:
Primero: Que debe declarar y declara nulo y sin efecto el
recurso de oposición, interpuesto por el nombrado Antonio
Matos, contra la sentencia correccional No. 483 de fecha
6-7-65, que declaró al nombrado Antonio Lama, no culpa-
ble del delito de Estafa, en su perjuicio y en consecuencia
lo descargó de toda responsabilidad penal por no haber co-
metido el hecho declarando las costas de oficio; Segundo:
Rechaza la constitución en parte civil hecha por el nombra-
do Antonio Matos, por improcedente y mal fundada; Ter-
cero: Condena al nombrado Antonio Matos de generales ig-
noradas, a pagar las costas civiles, con distracción de las
mismas en favor del Dr. Carlos Alberto Castillo, por haber-
la avanzado en su mayor parte"; c) que sobre los recursos
de apelación interpuestos por la parte civil constituida, el
Procurador Fiscal del Distrito Judicial y el Procurador Ge-
neral de la Corte de Apelación de Barahona, la Corte a
qua, en fecha 18 de mayo de 1966, dictó una sentencia cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara in-
admisible el recurso de apelación, interpuesto por el Magis-
trado Procurador General de esta Corte de Apelación, en
fecha 16 del mes de julio del año 1965, contra sentencia
correccional dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Barahona„ en fecha 6 de julio de
1965, mediante la cual descargó al nombrado Antonio La-
ma, del delito de Estafa, en perjuicio de Antonio Matos,
por no haber cometido el hecho puesto a su cargo; SEGUN-
DO: Da Acta de Desistimiento al nombrado Antonio Matos,
parte civil constituida, del recurso de apelación interpues-
to contra la indicada sentencia de fecha 6 de julio de 1965,

dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Barahona;— TERCERO: Declara regulares y
válidos en la forma los recursos de apelación, interpuestos
por 1 Abogado Ayudante del Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Judicial de Barahona y Antonio Matos, par-
te civil constituida, en fecha 29 de julio y 6 de octubre del
año 1965, respectivamente, contra sentencia correccional
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Barahona, en fecha 28 del mes de julio del año
1965, cuyo dispositivo figura copiado en otra parte del pre-
sente fallo; CUARTO: Confirma en todas sus partes la pre-
aludida sentencia, dictada por el Tribunal a-quo, en fecha
28 de julio de 1965; QUINTO: Rechaza las conclusiones
presentadas por ante esta Corte de Apelación, por el Doc-
tor Enrique Batista Gómez, parte civil constituída, por im-
procedentes; SEXTO: Declara las costas penales de oficio";
d) que sobre el recurso de casación interpuesto contra ese
fallo, la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha 28 de
noviembre de 1966, una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Primero: Casa la sentencia dictada por la Corte
de Apelación de Barahona, en atribuciones correccionales,
de fecha 18 de mayo de 1966, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en otro lugar de este fallo, solamente en cuanto al
aspecto civil y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de San Juan de la Maguana; Segundo: Compensa las
costas"; e') que sobre el envío ordenado, la Corte de Ape-
lación de San Juan de la Maguana dictó en fecha 19 de
septiembre de 1967, una sentencia cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto con-
tra Antonio Lama, por falta de concluir su abogado, licen-
ciado Angel Salvador González; SEGUNDO: Declara regu-
lar la constitución en parte civil del señor Antonio Matos;
TERCERO: Declara regular en la forma el recurso de ape-
lación intentado por el señor Antonio Matos, contra sen-
tencia correccional del Juzgado de Primera Instancia de Ba-
rahona, de fecha 28 de julio de 1965, cuyo dispositivo dice
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así: "Primero: Que debe declarar y declara nulo y sin efec-
to el recurso de oposición, interpuesto por el nombrado An-
tonio Matos, contra la sentencia correccional No. 483 de
fecha 6-7-65, que declaró al nombralo Antonio Lama, no
culpable del delito de estafa, en su perjuicio y en consecuen-
cia lo descargó de toda responsabilidad penal por no haber
cometido el hecho declarando las costas de oficio; Segundo:
Rechaza la constitución en parte civil hecha por el nombra-
do Antonio Matos, por improcedente y mal fundada; Ter-
cero: Condena al nombrado Antonio Matos, de generales ig-
noradas, a pagar las costas civiles, con distracción de las
mismas en favor del Dr. Carlos Alberto Castillo, por ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; CUARTO: Conside-
rando que la serie de maniobras fraudulentas, practicadas
por el señor Antonio Lama, para obtener valores del Sr.
Antonio Matos, lo constituyen en falta, las cuales compro-
meten su responsabilidad civil y como consecuencia lo con-
dena civilmente, a pagarle al Sr. Antonio Matos, una indem-
nización de Cuatro Mil Pesos Oro Dominicanos (RD$4,-
000.00) por los daños morales y materiales, que con su he-
cho le ha ocasionado; QUINTO: Condena al Sr. Antonio La-
ma al pago de las costas penales y civiles, ordenando la
distracción de estas últimas en favor del Dr. Manuel E.
González Feliz; SEXTO: Rechaa el pedimento de Antonio
Matos, tendiente a que se le acuerde intereses a título de
indemnización supletoria, en razón de que por esta misma
sentencia se le acuerda una indemnización que esta Corte
considera justa"; f) que sobre el recurso de oposición in-
terpuesto contra ese fallo, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular en la forma el recurso de oposi-
ción intentado por el señor Antonio Lama, contra senten-
cia correccional de esta Corte de Apelación, de fecha 19
de septiembre de 1967, cuyo dispositivo se copia en esta
sentencia; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones presenta-
das en audiencia por el señor Antonio Lama, por impro-

cedentes y mal fundadas en Derecho; TERCERO: Confirma
la sentencia recurrida en oposición; CUARTO: Condena al
Sr. Antonio Lama al pago de las costas penales y civiles
de este procedimiento, declarando distraídas las últimas en
favor del doctor Manuel Eduardo González, quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que en su memorial el recurrente invoca
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Desnatu-
ralización de los hechos; Segundo y Tercer Medios: Falta
de motivos y de base legal;

Considerando que en sus tres medios de casación re-
unidos, el recurrente alega en síntesis, que la Corte a-qua
desnaturalizó los hechos de la causa, pues en ningún mo-
mento del proceso el recurrente Lama ha declarado que él
era agente de viajes, como se afirma en la sentencia im-
pugnada; que la "única misión que tenía Lama frente a
Matos era obtener el affidavidt y el contrato de trabajo,
sin que con estos documentos se comprometiera Lama a
obtenerle visa de residencia, porque si le hubiera prometi-
do lo anteriormente expuesto, entonces sí hubiera cometi-
do una falta capaz de comprometer su responsabilidad ci-
vil, o si se hubiera demostrado que esos documentos eran
falsos", lo que no se ha probado; que, por tanto, sostiene
el recurrente, en definitiva, que la condenación de RD$-
4,000.00 impuesta contra él no está justificada; pero,

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba aportados en la instr ic-
ción de la causa dió por establecido lo siguiente: a) que no
obstante el descargo penal subsiste a cargo de Antonio La-
ma, una falta de carácter civil consistente en 'el empleo de
una serie de maniobras tendientes a demostrar la existen-
cia de personas y funcionarios, cuya existencia no se ha
demostrado, todo ello con el propósito de obtener valores
de Antonio Matos, al amparo de falsas gestiones; b) que
esas maniobras resultan de los hechos consignados tanto
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así: "Primero: Que debe declarar y declara nulo y sin efec-
to el recurso de oposición, interpuesto por el nombrado An-
tonio Matos, contra la sentencia correccional No. 483 de
fecha 6-7-65, que declaró al nombralo Antonio Lama, no
culpable del delito de estafa, en su perjuicio y en consecuen-
cia lo descargó de toda responsabilidad penal por no haber
cometido el hecho declarando las costas de oficio; Segundo:
Rechaza la constitución en parte civil hecha por el nombra-
do Antonio Matos, por improcedente y mal fundada; Ter-
cero: Condena al nombrado Antonio Matos, de generales ig-
noradas, a pagar las costas civiles, con distracción de las
mismas en favor del Dr. Carlos Alberto Castillo, por ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; CUARTO: Conside-
rando que la serie de maniobras fraudulentas, practicadas
por el señor Antonio Lama, para obtener valores del Sr.
Antonio Matos, lo constituyen en falta, las cuales compro-
meten su responsabilidad civil y como consecuencia lo con-
dena civilmente, a pagarle al Sr. Antonio Matos, una indem-
nización de Cuatro Mil Pesos Oro Dominicanos (RD$4,-
000.00) por los daños morales y materiales, que con su he-
cho le ha ocasionado; QUINTO: Condena al Sr. Antonio La-
ma al pago de las costas penales y civiles, ordenando la
distracción de estas últimas en favor del Dr. Manuel E.
González Feliz; SEXTO: Rechaa el pedimento de Antonio
Matos, tendiente a que se le acuerde intereses a título de
indemnización supletoria, en razón de que por esta misma
sentencia se le acuerda una indemnización que esta Corte
considera justa"; f) que sobre el recurso de oposición in-
terpuesto contra ese fallo, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular en la forma el recurso de oposi-
ción intentado por el señor Antonio Lama, contra senten-
cia correccional de esta Corte de Apelación, de fecha 19
de septiembre de 1967, cuyo dispositivo se copia en esta
sentencia; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones presenta-
das en audiencia por el señor Antonio Lama, por impro-
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ceclentes y mal fundadas en Derecho; TERCERO: Confirma
la sentencia recurrida en oposición; CUARTO: Condena al
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falsos", lo que no se ha probado; que, por tanto, sostiene
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cia de personas y funcionarios, cuya existencia no se ha
demostrado, todo ello con el propósito de obtener valores
de Antonio Matos, al amparo de falsas gestiones; b) que
esas maniobras resultan de los hechos consignados tanto
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en la sentencia en defecto del 19 de septiembre de 1967,
como en el fallo impugnado, los cuales, en síntesis, son los
siguientes: lo.— que Antonio Lama recibió de Antonia
Matos la suma de RD$200.00 para que el primero le gestio-
nara los documentos necesarios para que Matos pudiera
obtener visa como inmigrante en territorio de los Estados
Unidos de Norteamérica; 2.—Que Lama entregó a Matos
los documentos que según él servían para los fines antes
indicados; 3.—que entre esos documentos figuraba la de-
claración de Carmen L. de Peña, jurada ante el Notario
de New York, Mario Lama, en la que consta que es prima
de Matos, que ella lo recibiría en New York y que Matos
no sería una carga para el gobierno de los Estados Unidos;
4.—que cuando Matos llevó esos documentos al Consulado
para obtener la visa, allí le preguntaron si conocía a Car-
men L. de Peña, y Matos respondió que no la conocía;
5.—que en el Consulado le dijeron que esos documentos no
eran verdaderos y que no servían para obtener la visa;
6.—que Antonio Matos requirió a Lama la devolución de
los RDS200.00 y éste no obtemperó a ese requerimiento;

Considerando que la Corte a-qua para formar su con-
vicción en el sentido antes indicado ponderó, dentro de sus
facultades el hecho de que entre los documentos prepara-
dos o gestionados por Lama figura la declaración de una
señora de nombre Carmen L. de Peña, quien afirma que
es "prima de Matos y a quien éste no conoce"; que en esas
circunstancias, la Corte a-qua pudo, como lo hizo, formar
su criterio en el sentido de que los documentos a que se
ha hecho referencia, no eran verdaderos, y que, por tanto
Lama, al entregarlos a Matos, a cambio de RD$200.00 pa-
ra que les sirvieran para la solicitud de su visa, incurrió
en una falta que compromete su responsabilidad civil, tal
como lo admitieron los jueces del fondo; que, además, en
la sentencia impugnada no se afirma que Lama era agente
de viajes, sino que él "fungiendo de Agente de Viaje, ob-
tuvo valores de Antonio Matos"; que, en consecuencia, en
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la sentencia impunada no se ha incurrido en los vicios y
violaciones denunciados, salvo lo que se dirá más adelante
en lo relativo al monto de la indemnización acordada;
(—Considerando que si bien es cierto que en toda demanda
en reparación del perjuicio sufrido, los jueces del fondo go-
zan de un poder soberano para apreciar dicho perjuicio,
y determinar en consecuencia, el monto de la indemniza-
ción, también es verdad que dicho poder no puede ser dis-
crecional, y que cuando los referidos jueces fijan como repa-
ración de un perjuicio, sumas notoriamente excesivas en
relación con el caso de que se trata, deben dar, los moti-
vos especiales de hecho que justifiquen esa decisión, a fin
de que la Suprema Corte de Justicia pueda controlar si al
reclamante perjudicado se le ha acordado una indemniza-
ción que sea razonable;

Considerando que en la especie, la Corte a-qua conde-
nó a Lama a pagar 4 mil pesos de indemnización en favor
de Matos sobre el único fundamento de que éste "ha sufri-
do daños y perjuicios morales y materiales" a consecuencia
de la falta cometida por Lama, sin precisar, como era su
deber, mediante una motivación especial y adecuada, las
circunstancias del caso que condujeron a los jueces a esa
apreciación; omisión que ha impedido a esta Suprema Cor-
te de Justicia ejercer su poder de control sobre la verda-
dera extensión del perjuicio sufrido;

Considerandoque cuando la sentencia es casada por
falta de motivos, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Antonio Matos; Segundo: Casa únicamente en lo rela-
tivo al monto de la indemnización acordada, la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales, por la Corte de
Apelación de San Juan de la Maguana, en fecha 23 de di-
ciembre de 1968, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo, y envía el asunto así delimitado
ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; Tercero: Re-
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chaza en sus demás aspectos, el recurso de casación inter-
puesto por Antonio Lama, contra la indicada sentencia;
Cuarto: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henríquez...._
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alparez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.-- Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 23 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 16 de octubre de 1968

Materia: Criminal

Recurrente: Eusebio Mateo

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 23 del mes de Junio de 1966.
años 1260. de la Independencia y 106o. de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eusebio
Mateo, dominicano, mayor de edad, casado, albañil, natural
de Santo Domingo, domiciliado y residente en esta ciudad,
Avenida Duarte, casa No. 271, cédula No. 60221, serie lra.,
contra la sentencia dictada, en fecha 16 de octubre de 1968
y en atribuciones criminales, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, cuyo dispositivo será copiado más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada, en fe-
cha 18 de octubre de 1968, en la Secretaría de la Corte a
gua, a requerimiento del recurrente, actuando a nombre y
en representación de éste, el Doctor César Pujols D., abo-
gado, cédula No. 10245, serie 13; acta en la que no se in-
voca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 2, 295, 304 y 463, inciso 1ro.,
del Código Penal; 202 del Código de Procedimiento Crimi-
nal; 1382 del Código Civil; 130 y 133 del Código de Proce-
dimiento Civil, y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impunada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que mediante
oficio de fecha 15 de marzo de 1967 de la Policía Nacional,
fue remitido al Procurador Fiscal del Distrito Nacional un
sometimiento a la acción de la justicia contra Eusebio Ma-
teo, acusado de homicidio voluntario en perjuicio de Luis
Vargas y de heridas voluntarias, curables después de diez
y antes de veinte días, en perjuicio de Ramón Cruz Martí-
nez; b) que el citado Procurador Fiscal apoderó de este
asunto al Juez de Instrucción de la Primera Circunscripción
del Distrito Nacional, a fin de que, por tratarse de un cri-
men, procediera a realizar la sumaria correspondiente; c)
que dicho Juez de Instrucción dictó, en fecha 19 de junio
de 1967, su providencia calificativa, mediante la que decla-
ró que había cargos suficientes para enviar al tribunal
criminal a Eusebio Mateo para que allí fuera juzgado por
el crimen de homicidio voluntario en perjuicio de Luis Var-
gas y, también, por el crimen de tentativa de homicidio
voluntario en perjuicio de Tomás Ramón Ruiz; d) que apo-
derada del caso la Cuarta Cámara del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó, en fecha 3 de octu-
bre de 1967, una sentencia cuyo dispositivo está inserto en
el del fallo ahora impugnado; e) que sobre los respectivos

recursos de apelación interpuestos por el Procurador Fis-
cal del Distrito Nacional y por el acusado Eusebio Mateo,
en fecha 3 de octubre y por declaración hecha en la Secre-
taría de la indicada Cámara Penal, intervino la sentencia
que es objeto del presente recurso de casación, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regulares y
válidos en cuanto a la forma, los recursos de apelación in-
terpuestos en fecha 3 del mes de octubre del año 1967
por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional
y el acusado Eusebio Mateo, contra sentencia dictada en la
misma fecha y año antes indicados, por la Cuarta Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, la cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Se declara al nombrado Eusebio Mateo, de generales
anotadas ,culpable de Homicidio Voluntario, en perjuicio
de quien en vida respondía al nombre de Luis Vargas (a)
Papito, y además de Tentativa de Homicidio en perjuicio
de Tomás Ramón Ruiz Martínez, al causarle heridas cura-
bles después de 10 días y antes de 20 días acogiendo el prin-
cipio de no cúmulo de penas y vistos los artículos antes
citados y los artículos 463 del Código Penal, 194 del Có-
digo de Procedimiento Criminal y 1382 y siguientes del
Código Civil se condena a sufrir la pena de Veinte (20)
años de trabajos públicos y al pao de las costas penales;
Segundo: se condena además a dicho acusado al pago de una
indemnización de Treinticinco Mil (RD$35,000.00) pesos
moneda nacional, a favor de la señora Milagros Zalazar
Viuda Vargas, Félix Vargas, Magaly, Ana Hilda, Zoraya,
Luis Vargas hijo, en sus respectivas calidades de esposa, her-
manos e hijos de la víctima como justa reparación por los
daños morales y materiales sufridos, indemnización com-
pensable por un día de prisión por cada peso dejado de pa-
gar; Tercero: Se condena además al acusado al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho
de los doctores Rafael Lugo Francisco y Domingo B. Ro-
jas Nina, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
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que es objeto del presente recurso de casación, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regulares y
válidos en cuanto a la forma, los recursos de apelación in-
terpuestos en fecha 3 del mes de octubre del año 1967
por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional
y el acusado Eusebio Mateo, contra sentencia dictada en la
misma fecha y año antes indicados, por la Cuarta Cáma-

li ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, la cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Se declara al nombrado Eusebio Mateo, de generales
anotadas ,culpable de Homicidio Voluntario, en perjuicio
de quien en vida respondía al nombre de Luis Vargas (a)
Papito, y además de Tentativa de Homicidio en perjuicio
de Tomás Ramón Ruiz Martínez, al causarle heridas cura-
bles después de ' 10 días y antes de 20 días acogiendo el prin-
cipio de no cúmulo de penas y vistos los artículos antes
citados y los artículos 463 del Código Penal, 194 del Có-
digo de Procedimiento Criminal y 1382 y siguientes del
Código Civil se condena a sufrir la pena de Veinte (20)
años de trabajos públicos y al pao de las costas penales;
Segundo: se condena además a dicho acusado al pago de una
indemnización de Treinticinco Mil (RD$35,000.00) pesos
moneda nacional, a favor de la señora Milagros Zalazar
Viuda Vargas, Félix Vargas, Magaly, Ana Hilda, Zoraya,
Luis Vargas hijo, en sus respectivas calidades de esposa, her-
manos e hijos de la víctima como justa reparación por los
daños morales y materiales sufridos, indemnización com-
pensable por un día de prisión por cada peso dejado de pa-
gar; Tercero: Se condena además al acusado al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho
de los doctores Rafael Lugo Francisco y Domingo B. Ro-
jas Nina, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
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dad.— por haberlos interpuestos de acuerdo con las pres-
cripciones legales que regulan la materia; Segundo: De-
clara al acusado Eusebio Mateo, culpable de haber come-
tido el crimen de homicidio voluntario, en perjuicio de quien
en vida se llamó Luis Vargas (a) Papito, seguido del cri-
men de tentativa de homicidio en perjuicio del señor To-
más Ramón Ruiz Martínez, y en consecuencia, lo condena
a sufrir la pena de Veinte años (20) de trabajos públicos,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, y al pago
de las costas penales, Confirmando en este aspecto la sen-
tencia recurrida; Tercero: Modifica el ordinal Tercero de
la sentencia apelada, para que rija del siguiente modo:
Condena al acusado Eusebio Mateo, a pagar la cantidad de
Diez Mil Pesos Oro (RD$10,000.00) favor de la parte civil
constituida señora Milagros Salazar Vda. Vargas, en su
calidad de esposa de la víctima Luis Vargas (a) Papito, y
las cantidades de Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00) a
favor de Félix, Magaly, Ana Hilda, Soraya, y Lucy, en sus
calidades de hermanos e hijos de la víctima Luis Vargas (a)
Papito, Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00) para cada uno
de éstos, como justa indemnización, por los daños morales y
materiales sufridos con motivo del crimen cometido por di-
cho acusado, en su condición de partes civiles constituídas
contra Eusebio Mateo, modificando el ordinal Segundo de
la sentencia recurrida; Cuarto: Confirma el ordinal Terce-
ro de la sentencia apelada; Quinto: Condena al acusado Eu-
sebio Mateo al pago de las costas penales y civiles de la
presente alzada, y ordena la distracción de estas últimas
en provecho de los doctores Porfirio Rojas Nina y Rafael
A. Lugo Francisco, abogados de las partes civiles consti-
tuidas, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la Corte a-qua para justificar su fa-
llo expresa "que por los testimonios aportados en el presen-
te caso es evidente que en ningún momento hubo diferen-
cias anteriores entre la víctima y victimario, capaces de
justificar su acción, razón por la cual esta Corte estima,

que el Juez a-quo hizo una justa ponderación de los hechos
cometidos por el acusado Eusebio Mateo e hizo todo lo le-
gal a su alcance al imponerle la pena de 20 años de tra-
bajos públicos de conformidad a lo establecido por el Có-
digo Penal en su artículo 304, modificado por la ley No.
896 del 26 de abril del año 1935"; "que siendo estos así, y
márnne en un caso como el que nos ocupa donde ha ha-
bido la concurrencia de un crimen con otros crímenes";
"que el aspecto penal que rodea el presente caso no exige
la exposición de otros motivos que los señalados por esta
Corte, e independientemente de aquellos de interprtación
y aplicación que haya habido que darle a la decisión ren-
dida por el juez a-quo"; "que por los motivos expuestos pre-
cedentemente procede confirmar la sentencia apelada, de-
duciendo única y exclusivamente los que sean conrarios a
los sentados por esta Corte";

Considerando que por lo que acaba de copiarse se ad-
vierte que el fallo impugnado pone de manifiesto que la
Corte a-qua confirmó la sentencia de primera instancia
adoptando sus motivos en cuanto no fueren contrarios a
los de la Corte a-qua; que en los motivos del fallo de pri-
mera instancia se da por establecido mediante la pondera-
ción de los elementos de pruebas administrados en la ins-
trucción de la causa, que el acusado Eusebio Mateo infirió
voluntariamente una puñalada a Luis Vargas, ocasionándo-
le la muerte, y le infirió —también voluntariamente— y
con el propósito de darle muerte, una herida a Tomás Ruiz
Martínez; que los hechos así realizados por el acusado con-
figuran el crimen de homicidio voluntario, seguido inme-
diatamente del crimen de tentativa de homicidio, hechos
previstos por los artículos 295 y 304 del Código Penal mo-
dificado por la Ley No. 896 de 1935, y castigados por el
último texto legal con la pena de 30 años de trabajos pú-
blicos; que, en consecuencia, al condenar al acusado, des-
pués de declararlo culpable a la pena de veinte años de tra-



1408	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 1409

dad.— por haberlos interpuestos de acuerdo con las pres-
cripciones legales que regulan la materia; Segundo: De-
clara al acusado Eusebio Mateo, culpable de haber come-
tido el crimen de homicidio voluntario, en perjuicio de quien
en vida se llamó Luis Vargas (a) Papito, seguido del cri-
men de tentativa de homicidio en perjuicio del señor To-
más Ramón Ruiz Martínez, y en consecuencia, lo condena
a sufrir la pena de Veinte años (20) de trabajos públicos,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, y al pago
de las costas penales, Confirmando en este aspecto la sen-
tencia recurrida; Tercero: Modifica el ordinal Tercero de
la sentencia apelada, para que rija del siguiente modo:
Condena al acusado Eusebio Mateo, a pagar la cantidad de
Diez Mil Pesos Oro (RD$10,000.00) favor de la parte civil
constituída. señora Milagros Salazar Vda. Vargas, en su
calidad de esposa de la víctima Luis Vargas (a) Papito, y
las cantidades de Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00) a
favor de Félix, Magaly, Ana IIilda, Soraya, y Lucy, en sus
calidades de hermanos e hijos de la víctima Luis Vargas (a)
Papito, Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00) para cada uno
de éstos, corno justa indemnización, por los daños morales y
materiales sufridos con motivo del crimen cometido por di-
cho acusado, en su condición de partes civiles constituidas
contra Eusebio Mateo, modificando el ordinal Segundo de
la sentencia recurrida; Cuarto: Confirma el ordinal Terce-
ro de la sentencia apelada; Quinto: Condena al acusado Eu-
sebio Mateo al pago de las costas penales y civiles de la
presente alzada, y ordena la distracción de estas últimas
en provecho de los doctores Porfirio Rojas Nina y Rafael
A. Lugo Francisco, abogados de las partes civiles consti-
tuidas, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la Corte a-qua para justificar su fa-
llo expresa "que por los testimonios aportados en el presen-
te caso es evidente que en ningún momento hubo diferen-
cias anteriores entre la víctima y victimario, capaces de
justificar su acción, razón por la cual esta Corte estima,

que el Juez a-quo hizo una justa ponderación de los hechos
cometidos por el acusado Eusebio Mateo e hizo todo lo le-
gal a su alcance al im ponerle la pena de 20 años de tra-
bajos públicos de conformidad a lo establecido por el Có-
digo Penal en su artículo 304, modificado por la ley No.
896 del 26 de abril del año 1935"; "que siendo estos así, y
máxime en un caso como el que nos ocupa donde ha ha-
bido la concurrencia de un crimen con otros crímenes";
"que el aspecto penal que rodea el presente caso no exige
la exposición de otros motivos que los señalados por esta
Corte, e independientemente de aquellos de interprtación
y aplicación que haya habido que darle a la decisión ren-
dida por el juez a-quo"; "que por los motivos expuestos pre-
cedentemente procede confirmar la sentencia apelada, de-
duciendo única y exclusivamente los que sean conrarios a
los sentados por esta Corte";

Considerando que por lo que acaba de copiarse se ad-
vierte que el fallo impugnado pone de manifiesto que la
Corte a-qua confirmó la sentencia de primera instancia
adoptando sus motivos en cuanto no fueren contrarios a
los de la Corte a-qua; que en los motivos del fallo de pri-
mera instancia se da por establecido mediante la pondera-
ción de los elementos de pruebas administrados en la ins-
trucción de la causa, que el acusado Eusebio Mateo infirió
voluntariamente una puñalada a Luis Vargas, ocasionándo-
le la muerte, y le infirió —también voluntariamente— y
ron el propósito de darle muerte, una herida a Tomás Ruiz
Martínez; que los hechos así realizados por el acusado con-
figuran el crimen de homicidio voluntario, seguido inme-
diatamente del crimen de tentativa de homicidio, hechos
previstos por los artículos 295 y 304 del Código Penal mo-
dificado por la Ley No. 896 de 1935, y castigados por el
último texto legal con la pena de 30 años de trabajos pú-
blicos; que, en consecuencia, al condenar al acusado, des-
pués de declararlo culpable a la pena de veinte años de tra-
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bajos públicos, admitiendo circunstancias atenuantes, le apli-
có una sanción ajustada a la ley;

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles,
que la Corte a-qua dió también por establecido que el cri-
men cometido por el acusado le ocasionó a las partes civi-
les constituidas, daños morales y materiales cuyo monte
apreció soberanamente en RD$35,000.00; que, en consecuen-
cia, al condenarlo al pago de esa suma en favor de dichas
partes civiles constituidas, hizo una correcta aplicación del
artículo 1382 del Código Civil;

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos de interés para el acusado recurrente, ella
no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Eusebio Mateo, contra la sentencia
dictada en fecha 16 de octubre de 1968, en sus atribucio-
nes criminales por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 25 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de
San Pedro de Macorís, de fecha 19 de diciembre de 1967

Materia: Trabajo

Recurrente: Juanico Tomás Vidal
Abogado: Dr. Rafael A. Sierra C.

Recurrido: Ingenio Angelina
Abogado: Dr. Ramón de Windt Lavandier

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Pere:ló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad cle Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 25 de junio del año 1969, años 126o. de la Independen-
cia y 106o. de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juanico
Tomás Vidal, dominicano, mayor de edad, soltero, comer-
ciante, domiciliado en el Paraje Moruno, de San Pedro de
Macorís, cédula No. 1499, serie 4, contra la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Pedro de Macorís, en sus atribuciones de Juz-
gado de Trabajo de Segundo Grado, en fecha 19 de diciem-
bre de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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bajos públicos, admitiendo circunstancias atenuantes, le apli-
có una sanción ajustada a la ley;

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles,
que la Corte a-qua dió también por establecido que el cri-
men cometido por el acusado le ocasionó a las partes civi-
les constituídas, daños morales y materiales cuyo monto
apreció soberanamente en RD$35,000.00; que, en consecuen-
cia, al condenarlo al pago de esa suma en favor de dichas
partes civiles constituídas, hizo una correcta aplicación del
artículo 1382 del Código Civil;

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos de interés para el acusado recurrente, ella
no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Eusebio Mateo, contra la sentencia
dictada en fecha 16 de octubre de 1968, en sus atribucio-
nes criminales por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Flen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de
San Pedro de Macorís, de fecha 19 de diciembre de 1967

Materia: Trabajo

Recurrente: Juanico Tomás Vidal
Abogado: Dr. Rafael A. Sierra C.

Recurrido: Ingenio Angelina
Abogado: Dr. Ramón de Windt Lavandier

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín NI. Alvarez Pero:16, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad 4e Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 25 de junio del año 1969, años 126o. de la Independen-
cia y 106o. de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juanico
Tomás Vidal, dominicano, mayor de edad, soltero, comer-
ciante, domiciliado en el Paraje Moruno, de San Pedro de
Macorís, cédula No. 1499, serie 4, contra la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Pedro de Macorís, en sus atribuciones de Juz-
gado de Trabajo de Segundo Grado, en fecha 19 de diciem-
bre de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Rafael A. Sierra C., cédula No. 19047, se-

rie 2, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído al Dr. Ramón de Windt Lavandier, cédula No.
1659, serie 23, abogado del recurrido, la Compañía de In-
versiones Inmobiliarias, sociedad industrial con domicilio
social en la ciudad de Santo Domingo, y propietaria del in-
genio Angelina;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurso suscrito por el aboado
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia ,en fecha 27 de agosto de 1968, y en el
cual se invocan los medios que más adelante se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito
por su abogado y notificado al abogado del recurrente;

Visto el escrito de ampliación del mismo memorial;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 47, inciso 7, 559 y 662 del
Código de Trabajo; 165 de la Ley de Organización Judi-
cial; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en 'los
documentos a que ella se reiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada, intentada por Juanico Tomás Vidal contra la
Compañía Anónima de Inversiones Inmobiliarias, el Juzga-
do de Paz de San Pedro de Macorís dictó en fecha 22 de
septiembre de 1966, una sentencia con el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe Declarar, como en
efecto Declara prescrito el derecho de acción de la demanda
interpuesta por el señor Juanico Tomás Vidal, contra la
empresa Compañía Anónima de Inversiones Inmobiliarias
(Ingenio Angelina) al mediar un tiempo de aproximada-
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mente 13 meses desde el día del despido lro. de Febrero
de Mil Novecientos sesenta y cinco (1965) y la interposi-
ción de la demanda el día 17 de junio de 1966; SEGUNDO:
Que debe Declarar, como en efecto Declara rescindido el
contrato entre la Compañía Anónima de Inversión Inmo-
biliarias (Ingenio Angelina) y el señor Juanico Tomás Vi-
dal, sin responsabilidad alguna para la empresa, vistos los
artículos antes citados; TERCERO: Que debe Descargar co-
mo en efecto Desgarca de toda responsabilidad para con el
señor Juanico Tomás Vidal con respecto a la pre-
sente demanda a la Compañía Anónima 'de Inversiones In-
mobiliarias (Ingenio Angelina); por haber prescrito el pla-
zo de acción del primero, según artículo 659 y 660 respec-
tivamente del Código de Trabajo; CUARTO: Que debe Con-
denar como en efecto Condena al señor Juanico Tomás Vi-
dal al pago de las costas"; b) que sobre la apelación que
fue interpuesta, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís, en funciones de
Juzgado de Trabajo de Segundo Grado, dictó la sentencia
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: que debe Admitir, y en efecto Admi-
te el recurso de apelación interpuesto por el señor Juanico
Tomás Vidal contra la sentencia dictada en atribuciones
laborales como Tribunal de Trabajo de Primer Grado por
el Juzgado de Paz del Municipio de San Pedro de Macorís,
en fecha 22 de septiembre de 1967, por ser dicho recurso
regular en cuanto a la forma; SEGUNDO: que debe Re-
chazar, como en efecto Rechaza, en cuanto al fondo, el
expresado recurso de apelación, por improcedente e infun-
dado en razón de que las acciones o demandas laborales
interpuestas por Juanico Tomás Vidal contra la Compañía
Anónima de Inversiones Inmobiliarias según el acto intro-
ductivo de fecha 17 de junio de 1966, estaban ya prescri-
tas, por aplicación de los artículos 559, 560 y 561 del Códi-
go de Trabajo, confirmando en ese aspecto la sentencia ape-
lada; TERCERO: que debe Ordenar y Ordena a la Compa-

Lit
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Rafael A. Sierra C., cédula No. 19047, se-

rie 2, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído al Dr. Ramón de Windt Lavandier, cédula No.
1659, serie 23, abogado del recurrido, la Compañía de In-
versiones Inmobiliarias, sociedad industrial con domicilio
social en la ciudad de Santo Domingo, y propietaria del in-
genio Angelina;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurso suscrito por el aboado
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia ,en fecha 27 de agosto de 1968, y en el
cual se invocan los medios que más adelante se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito
por su abogado y notificado al abogado del recurrente;

Visto el escrito de ampliación del mismo memorial;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 47, inciso 7, 559 y 662 del
Código de Trabajo; 165 de la Ley de Organización Judi-
cial; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en 'los
documentos a que ella se reiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada, intentada por Juanico Tomás Vidal contra la
Compañía Anónima de Inversiones Inmobiliarias, el Juzga-
do de Paz de San Pedro de Macorís dictó en fecha 22 de
septiembre de 1966, una sentencia con el siguiente disposi-
tivo : "FALLA: PRIMERO: Que debe Declarar, como en
efecto Declara prescrito el derecho de acción de la demanda
interpuesta por el señor Juanico Tomás Vidal, contra la
empresa Compañía Anónima de Inversiones Inmobiliarias
(Ingenio Angelina) al mediar un tiempo de aproximada-

mente 13 meses desde el día del despido lro. de Febrero
de Mil Novecientos sesenta y cinco (1965) y la interposi-
ción de la demanda el día 17 de junio de 1966; SEGUNDO:
Que debe Declarar, como en efecto Declara rescindido el
contrato entre la Compañía Anónima de Inversión Inmo-
biliarias (Ingenio Angelina) y el señor Juanico Tomás Vi-
dal, sin responsabilidad alguna para la empresa, vistos los
artículos antes citados; TERCERO: Que debe Descargar co-
mo en efecto Desgarca de toda responsabilidad para con el
señor Juanico Tomás Vidal con respecto a la pre-
sente demanda a la Compañía Anónima 'de Inversiones In-
mobiliarias (Ingenio Angelina); por haber prescrito el pla-
zo de acción del primero, según artículo 659 y 660 respec-
tivamente del Código de Trabajo; CUARTO: Que debe Con-
denar como en efecto Condena al señor Juanico Tomás Vi-
dal al pago de las costas"; b) que sobre la apelación que
fue interpuesta, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís, en funciones de
Juzgado de Trabajo de Segundo Grado, dictó la sentencia

11 ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: que debe Admitir, y en efecto Admi-

, te el recurso de apelación interpuesto por el señor Juanico
Tomás Vidal contra la sentencia dictada en atribuciones
laborales como Tribunal de Trabajo de Primer Grado por
el Juzgado de Paz del Municipio de San Pedro de Macorís,
en fecha 22 de septiembre de 1967, por ser dicho recurso
regular en cuanto a la forma; SEGUNDO: que debe Re-
chazar, como en efecto Rechaza, en cuanto al fondo, el
expresado recurso de apelación, por improcedente e infun-
dado en razón de que las acciones o demandas laborales
interpuestas por Juanico Tomás Vidal contra la Compañía
Anónima de Inversiones Inmobiliarias según el acto intro-

,, ductivo de fecha 17 de junio de 1966, estaban ya prescri-
1 tas, por aplicación de los artículos 559, 560 y 561 del Códi-

go de Trabajo, confirmando en ese aspecto la sentencia ape-
lada; TERCERO: que debe Ordenar y Ordena a la Compa-
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ñía Anónima de Inpersiones Inmobiliarias, la expedición del
Certificado indicado en el artículo 63 del Código de Traba-
jo en favor del señor Juanico Tomás Vidal, si le fuere re-
querido; y CUARTO: que debe Condenar y Condena al ape-
lante, Juanico Tomás Vidal al pago de las costas";

Considerando que en apoyo de su recurso, el recurren-
te invoca los siguientes medios: Primer Medio: Falsa inter-
pretación por desconocimiento de los artículos 659, 660,
662 y 47, párrafo 7 del Código de Trabajo.— Falta de mo-
tivos; Segundo Medio: Violación del artículo 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil y el artículo 55 de la Ley No.
637.— Falta de motivos y por tanto de base legal;

Considerando que en el desarrollo del primer medio
de su memorial el recurrente alega, en síntesis, que la de-
manda por él intentada contra su antiguo patrono por des-
pido injustificado, contrariamente a lo aseverado en la de-
cisión impugnada, no estaba prescrita al momento de ser
incoada; que al tenor de lo que dispone el artículo 47, in-
ciso 7 del Código de Trabajo, el contrato quedó suspendido
desde que él, el recurrente, fue arrestado en ocasión de la
alegada causa de despido, aunque puesto en libertad pro-
visional poco después; situación de suspensión del contrato
que se prolonga todavía, pues aunque fue descargado de
la persecución penal que se siguió contra él, dicha senten-
cia no ha adquirido todavía la autoridad de la cosa juzga-
da, pues no le ha sido notificada aún; que además, la in-
terrupción de la prescripción que tuvo como punto de par-
tida la querella presentada por el recurrente contra su pa-
trono, ante las autoridades locales del Departamento de
Trabajo, en fecha 11 de marzo de 1965, por aplicación del
artículo 662 del Código de Trabajo, se extendía por tres
(3) años, razón por la cual, a la fecha en que se intentó
la demanda, o sea el 11 de marzo de 1965, ésta no estaba
prescrita; que, por otra parte, la decisión impugnada care-
ce en este aspecto de motivos ;pero,

Considerando que los jueces del fondo dieron por es-
tablecido en la decisión impugnada, que el actual recurren-
te fue contratado por el Ingenio Angelina, propiedad de la
Compañía de Inversiones Inmobiliarias, C. por A., para tra-
bajar como capataz de carretas en la zafra de 1965, en la
colonia El Moruno, bajo la supervigilancia del mayordomo
interino Diógenes Francisco Valdez Aquino que en fecha 2
de febrero del mismo año, debido a que el primero había sido
negligente en el cumplimiento de específicas obligaciones,
cuyo cumplimiento controlaba Valdez Aquino, Vidal fue
despedido por su patrono; que éste fue comunicado en la
misma fecha a las autoridades laborales correspondientes;
que habiendo el mayordomo Valdez Aquino, presentado
subsiguiente querella contra Vidal, por alegadas amena-
zas a mano armada, éste fue hecho preso y puesto en li-
bertad provisional posteriormente; que obtenida dicha li-
bertad, el actual recurrido se querelló personalmente en
fecha 11 de marzo de 1965, o sea poco más de un mes des-
pués del despido, ante el representante local del Departa-
mento de Trabajo, alegando haber sido despedido injustifi-
cadamente por su patrono, habiéndose efectuado la tenta-
tiva de conciliación de ley sin que las partes interesadas
lograran acuerdo alguno, en fecha 14 del mismo mes y
año; que el 17 de junio de 1966, el trabajador despedido,
Juanico Tomás Vidal, mediante acto instrumentado por el
ministerial Adriano Adolfo Devers, del Juzgado de Paz de
San Pedro de Macorís, demandó a la actual recurrida en pa-
go de las prestaciones a que creía tener derecho a causa
del despido de que injustificadamente fue objeto;

Considerando que como se advierte de todo cuanto ha
sido inmediatamente expuesto arriba, al dictar su fallo, me-
diante el cual declaró prescrita la acción del trabajador
contra su patrono, el Juzgado a-quo no incurrió ni pudo in-
currir en la violación del inciso 7 del artículo 47 del Códi-
go de Trabajo, pues dicho texto legal se limita exclusiva-
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mente a reconocer y reglamentar los efectos jurídicos de
una situación de hecho completamente distinta a la com-
probada en su decisión por los jueces del fondo, y la que
supone que la relación contractual obrero-patronal conti-
núa con determinados efectos; que si bien es cierto que el
hecho de haberse privado de su libertad al recurrente, in-
mdiatamente después de haber sido despedido, pudo haber
sido considerado por el Juez de fondo como una causa de
fuerza mayor que diera lugar a su vez a una causa de sus
pensión del curso de la prescripción, este hecho, aún admi-
tido, habría carecido por sí mismo de efecto alguno, pues
el recurrente, ya en libertad, y antes de que transcurriese
el plazo de dos meses del artículo 559 del Código de Tra-
bajo, tuvo oportunidad no solamente de presentar personal-
mente su querella a las autoridades laborales competen-
tes, sino de concurrir, también personalmente, a la tenta-
tiva de conciliación provocada por las mismas, efectuada el
23 de marzo de 1965; que si ciertamente, según se alega,
de conformidad con el artículo 662 del Código de Trabajo,
son también aplicables a la materia laboral "las causas"
de interrupción de derecho común relativas a la prescrip-
ción de las acciones, esto no significa, de ningún modo, co-
mo parece entenderlo erróneamente el recurrente, que "los
plazos" de la prescripción en materia laboral se extiendan
más allá de los dos meses establecidos por el artículo 16
del Código de Trabajo, en su primer inciso, cuando, como
en la especie, la causa jurídica que motiva la demanda, es
el despido; que, por tanto, al declarar el juez a-quo pres-
crita la acción del actual recurrente, sobre el fundamento
de que, según se consigna en el fallo impugnado "el 24 de
marzo de 1965, Juanico Tomás Vidal, estaba en condiciones
de ejercer su acción y, por tanto, habiendo intentado su de-
manda el 17 de junio de 1966, ya que esa fecha había trans-
currido más del plazo de dos meses indicado en el artículo
16" del Código de Trabajo, hizo en el caso una correcta
aplicación de la ley;

Considerando en cuanto a la falta de motivos invocada
en el mismo primer medio, que lo anteriormente transcri-
to revela que la sentencia impugnada, en oposición a lo que
se alega, contiene motivos suficientes y pertinentes que jus-
tifican su dispositivo; que, por todo cuanto ha sido expues-
to, el primer medio del recurso debe ser desestimado;

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo y
último medio del recurso, el recurrente alega, en síntesis,
que al dictar su decisión el juez a-quo dejó sin respuesta las
conclusiones subsidiarias formuladas en el sentido de que si
se consideraba que el recurrente actual no era un trabaja-
dor por tiempo indefinido, que se aplicarán en su caso los
párrafos segundo y tercero del artículo 84 del Código de
Trabajo; y, además, que la decisión impugnada se ha dic-
tado en contravención con el artículo 55 de la Ley 637 so-
bre Contratos de Trabajo, texto legal que dispone que el
fallo a intervenir en las jurisdicciones laborales, debe dic-
tarse, a más tardar, 30 días después del asunto estar en
estado, lo que ocurrió el 28 de octubre de 1967, dictándose
la sentencia un mes y veintiún (21) días después, o sea
el 19 de diciembre de 1967, sin que se hiciera consignar
en la misma, como lo impone el texto legal más arriba
mencionado, la causa del retardo; pero,

Considerando en cuanto al primer agravio de este se-
gundo medio, que éste carece de pertinencia, pues aunque
sin duda el juez a-quo, después de haber declarado la pres-
cripción de la acción del ahora recurrente, se entregó in-
necesariamente a un examen del fondo del asunto, tal exa-
men es superabundante y supérfluo, y, de consiguiente, sin
influencia sobre lo perentoriamente decidido en la senten-
cia impugada; que en lo que atañe al segundo agravio del
mismo medio, la omisión en que incurrió el juez a-quo, al
no expresar en su sentencia la causa por la cual el fallo no
fue pronunciado dentro del término indicado por el arffeu-
lo 165 de la Ley de Organización Judicial, no implica la nu-

É ir



E' o

1416	 BOLETÍN JUDICIAL 1417                    

mente a reconocer y reglamentar los efectos jurídicos de
una situación de hecho completamente distinta a la com-
probada en su decisión por los jueces del fondo, y la que
supone que la relación contractual obrero-patronal conti-
núa con determinados efectos; que si bien es cierto que el
hecho de haberse privado de su libertad al recurrente, in-
mdiatamente después de haber sido despedido, pudo haber
sido considerado por el Juez de fondo como una causa de
fuerza mayor que diera lugar a su vez a una causa de sus
pensión del curso de la prescripción, este hecho, aún admi-
tido, habría carecido por sí mismo de efecto alguno, pues
el recurrente, ya en libertad, y antes de que transcurriese
el plazo de dos meses del artículo 559 del Código de Tra-
bajo, tuvo oportunidad no solamente de presentar personal-
mente su querella a las autoridades laborales competen-
tes, sino de concurrir, también personalmente, a la tenta-
tiva de conciliación provocada por las mismas, efectuada el
23 de marzo de 1965; que si ciertamente, según se alega,
de conformidad con el artículo 662 del Código de Trabajo,
son también aplicables a la materia laboral "las causas"
de interrupción de derecho común relativas a la prescrip-
ción de las acciones, esto no significa, de ningún modo, co-
mo parece entenderlo erróneamente el recurrente, que "los
plazos" de la prescripción en materia laboral se extiendan
más allá de los dos meses establecidos por el artículo 16
del Código de Trabajo, en su primer inciso, cuando, como
en la especie, la causa jurídica que motiva la demanda, es
el despido; que, por tanto, al declarar el juez a-quo pres-
crita la acción del actual recurrente, sobre el fundamento
de que, según se consigna en el fallo impugnado "el 24 de
marzo de 1965, Juanico Tomás Vidal, estaba en condiciones
de ejercer su acción y, por tanto, habiendo intentado su de-
manda el 17 de junio de 1966, ya que esa fecha había trans-
currido más del plazo de dos meses indicado en el artículo
16" del Código de Trabajo, hizo en el caso una correcta
aplicación de la ley;

Considerando en cuanto a la falta de motivos invocada
en el mismo primer medio, que lo anteriormente transcri-
to revela que la sentencia impugnada, en oposición a lo que
se alega, contiene motivos suficientes y pertinentes que jus-
tifican su dispositivo; que, por todo cuanto ha sido expues-
to, el primer medio del recurso debe ser desestimado;

Considerando q ue en el desenvolvimiento del segundo y
último medio del recurso, el recurrente alega, en síntesis,
que al dictar su decisión el juez a-quo dejó sin respuesta las
conclusiones subsidiarias formuladas en el sentido de que si
se consideraba que el recurrente actual no era un trabaja-
dor por tiempo indefinido, que se aplicarán en su caso los
párrafos segundo y tercero del artículo 84 del Código de
Trabajo; y, además, que la decisión impugnada se ha dic-
tado en contravención con el artículo 55 de la Ley 637 so-
bre Contratos de Trabajo, texto legal que dispone que el
fallo a intervenir en las jurisdicciones laborales, debe dic-
tarse, a más tardar, 30 días después del asunto estar en
estado, lo que ocurrió el 28 de octubre de 1967, dictándose
la sentencia un mes y veintiún (21) días después, o sea
el 19 de diciembre de 1967, sin que se hiciera consignar
en la misma, como lo impone el texto legal más arriba
mencionado, la causa del retardo; pero,

Considerando en cuanto al primer agravio de este se-
gundo medio, que éste carece de pertinencia, pues aunque
sin duda el juez a-quo, después de haber declarado la pres-
cripción de la acción del ahora recurrente, se entregó in-
necesariamente a un examen del fondo del asunto, tal exa-
men es superabundante y supérfluo, y, de consiguiente, sin
influencia sobre lo perentoriamente decidido en la senten-
cia impugada; que en lo que atañe al segundo agravio del
mismo medio, la omisión en que incurrió el juez a-quo, al

frel
no expresar en su sentencia la causa por la cual el fallo no

.	 fue pronunciado dentro del término indicado por el articu-
í lo 165 de la Ley de Organización Judicial, no implica la nu-



t.

1418	 DOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 1419

lidad del fallo; que, por tanto, este medio ,al igual que el
anterior, debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juanico Tomás Vidal, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones laborales por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Ma-
corís, en fecha 19 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y, Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alva-
rez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 25 DE JUNIO DE 1969

Sentencia Impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Ira.
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 17 de mayo de
1967

Materia: Trabajo

Recurrente: Consejo Estatal del Azúcar
Abogado: Dr. José Enrique Hernández Machado, Lic. Rafael Al-

burquerque Zayas-Bazán y Dr. Juan E. Ariza Mendoza

Recurrido: Ricardo Aquino Cuevas
Abogado: Dr. Manuel de Jesús Muñiz Feliz

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gús Chupani; Manuel A. Amiama; Joaquín M. Alvarez Pe-
relló; Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 25 de ju-
nio de 1969, años 126o. de la Independencia y 106o. c1 la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Con-
sejo Estatal del Azúcar, empresa estatal regida por la Ley
No. 7 de 1966, con su domicilio en la Avenida Fray Cipria-
no de Utrera, de esta capital, contra la sentencia dictada
en fecha 17 de mayo de 1967, por la Cámara de Trabajo del
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Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Con-
sejo Estatal del Azúcar, empresa estatal regida por la Ley
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo se transcribe más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Enrique Hernández Machado, cédula

No. 57969, serie lra., por sí y por el Lic. Rafael Albur-
querque Zayas Bazán, cédula No. 4084, serie lra., y por el
Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula No. 47326, serie 1ra., to-
dos abogados del Consejo recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Manuel de Jesús Muñiz Féliz, cédula No.
25171, serie 18, abogado del recurrido, en la lectura de sus
conclusiones; recurrido que es Ricardo Aquino Cuevas, do-
minicano, mayor de edad, soltero, trabajador, domiciliado
en la calle María Montez No. 62 de esta capital, cédula
No. 8828, serie 23;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 19 de septiem-
bre de 1967, suscrito por los abogados del Consejo recu-
rrente, en el cual se invocan contra la sentencia impugnada
los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, de fecha
23 de diciembre de 1968, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los Artículos 1 y siguientes de la Ley No.
7, del 19 de agosto de 1966; 141 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en-los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada por la autoridad administrativa correspon-
(dente, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacio-
nal dictó en fecha 13 de septiembre una sentencia con el

siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las
conclusiones de la parte demandada por improcedente y
mal fundadas; SEGUNDO: Declara injustificado el despido
y rescindido el contrato que ligaba a ambas partes, por la
voluntad unilateral del patrono; TERCERO : Condena a la
Corporación Azucarera de la República Dominicana a pa-

T. garle al señor Ricardo Aquino Cuevas los valores que le
corresponden por concepto de preaviso, auxilio de cesantía,
vacaciones no disfrutadas proporción de Regalía Pascual y
a las indemnizaciones establecidas en el inciso aro. del Ar-
tículo 84 del Código de Trabajo; CUARTO: Condena a la
empresa demandada al pago de las costas"; b) que, sobre
apelación de la Corporación Azucarera de la República
Dominicana, entonces existente, intervino la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO:— Declara regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por la Corporación Azu-
carera de la República Dominicana (entidad hoy extinta)
contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional, de fecha 13 de septiembre de 1965, dictada
en favor del señor Ricardo Aquino Cuevas, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior de esta misma sentencia;
SEGUNDO: Rechaza las conclusiones a fines de nulidad
hecho por el Consejo Estatal del Azúcar contra el empla-
zamiento héchole por Ricardo Aquino Cuevas, para que co-
mo continuadora Jurídica de la extinta Corporación, dis-
cutiera el presente recurso incoado por dicha Corporación
Azucarera de la República Dominicana, por improcedente
y en consecuencia pone a cargo de dicho Consejo Estatal
del Azúcar las condenaciones pronunciadas por la senten-
cia impugnada contra la Corporación Azucarera de la Re-
pública Dominicana, sentencia que a continuación se confir-
ma y liquida; TERCERO: Relativamente al fondo confirma
en todas sus partes la sentencia impugnada, reformando
el ordinal tercero de su dispositivo en el sentido de que se
liquidan las condenaciones impuestas, del modo siguiente:
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo se transcribe más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Enrique Hernández Machado, cédula

No. 57969, serie lra., por sí y por el Lic. Rafael Albur-
querque Zayas Bazán, cédula No. 4084, serie lra., y por el
Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula No. 47326, serie lra., to-
dos abogados del Consejo recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Manuel de Jesús Muñiz Féliz, cédula No.
25171, serie 18, abogado del recurrido, en la lectura de sus
conclusiones; recurrido que es Ricardo Aquino Cuevas, do-
minicano, mayor de edad, soltero, trabajador, domiciliado
en la calle María Montez No. 62 de esta capital, cédula
No. 8828, serie 23;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 19 de septiem-
bre de 1967, suscrito por los abogados del Consejo recu-
rrente, en el cual se invocan contra la sentencia impugnada
los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, de fecha
23 de diciembre de 1968, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los Artículos 1 y siguientes de la Ley No.
7, del 19 de agosto de 1966; 141 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y errlos
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada por la autoridad administrativa correspon-
Cdente, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacio-
nal dictó en fecha 13 de septiembre una sentencia con el

siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las
conclusiones de la parte demandada por improcedente y
mal fundadas; SEGUNDO: Declara injustificado el despido
y rescindido el contrato que ligaba a ambas partes, por la
voluntad unilateral del patrono; TERCERO : Condena a la
Corporación Azucarera de la República Dominicana a pa-
garle al señor Ricardo Aquino Cuevas los valores que le
corresponden por concepto de preaviso, auxilio de cesantía,
vacaciones no disfrutadas proporción de Regalía Pascual y
a las indemnizaciones establecidas en el inciso 3ro. del Ar-
tículo 84 del Código de Trabajo; CUARTO: Condena a la
empresa demandada al pago de las costas"; b) que, sobre
apelación de la Corporación Azucarera de la República
Dominicana, entonces existente, intervino la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO:— Declara regular y válido en cuanto a la forma el

11/ • recurso de apelación interpuesto por la Corporación Azu-
carera de la República Dominicana (entidad hoy extinta)
contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional, de fecha 13 de septiembre de 1965, dictada
en favor del señor Ricardo Aquino Cuevas, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior de esta misma sentencia;
SEGUNDO: Rechaza las conclusiones a fines de nulidad
hecho por el Consejo Estatal del Azúcar contra el empla-
zamiento héchole por Ricardo Aquino Cuevas, para que co-
mo continuadora Jurídica de la extinta Corporación, dis-
cutiera el presente recurso incoado por dicha Corporación
Azucarera de la República Dominicana, por improcedente
y en consecuencia pone a cargo de dicho Consejo Estatal
r?el Azúcar las condenaciones pronunciadas por la senten-
cia impugnada contra la Corporación Azucarera de la Re-
pública Dominicana, sentencia que a continuación se confir-
ma y liquida; TERCERO: Relativamente al fondo confirma
en todas sus partes la sentencia impugnada, reformando
el ordinal tercero de su dispositivo en el sentido de que se
liquidan las condenaciones impuestas, del modo siguiente:
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Condena a la Corporación Azucarera de la República Do-
minicana pagarle al señor Ricardo Aquino Cuevas los va-
lores siguientes: Doce (12) días de salarios por Concepto
de Preaviso; Diez (10) días de salarios por concepto de Au-
xilio de Cesantía; Ocho días de salarios por concepto de
proporción de Vacaciones; Diez y Siete (17) días de sala-
rio por concepto de Proporción de Regalía Pascual, así co-
mo a las indemnizaciones establecidas en el Artículo 84
Ordinal 3ro. del Código de Trabajo sintlue las mismas pue-
dan pasar de los salarios correspondientes a tres meses, cal-
culadas todas estas prestaciones e indemnizaciones a base
de un salario de tres pesos con cuarenticinco (RD$3.45
diario; CUARTO: Condena: a la parte sucumbiente Corpo-
ración Azucarera de la República Dominicana o Consejo
Estatal del Azúcar, al pago de las costas del procedimien-
to, de conformidad con los Artículos 691 del Código de Tra-
bajo, 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964,
ordenando su distracción en favor del Doctor Manuel de Je-
sús Muñiz Féliz, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando, que, en su memorial de casación el Con-
sejo recurrente invoca únicamente contra la sentencia que
impugnan los siguientes medios: Primer Medio: Omisión de
estatuir respecto de pedimento precisos formulados en au-
diencia por el Consejo Estatal del Azúcar. Violación al Ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil. Falta de Ba-
se Legal; Segundo Medio: Violación a la Ley No. 7, de fe-
cha 19 de agosto de 1966, que creó el Consejo Estatal del
Azúcar, por errónea interpretación.— Violación a las reglas
que gobiernan la independencia jurídica de las personas fí-
sicas y morales.— Falta de Base Legal, por redacción con-
fusa de los motivos;

Considerando, que, en el segundo medio de su memo-
rial, que se examina en primer término por convenir así
a la mejor solución del caso, el Consejo recurrente alega,

en síntesis, que, conforme a la economía de la Ley No. 7,
de 1966, el Consejo Estatal del Azúcar no podía ser puesto
en causa en el litigio objeto de la sentencia de la Cámara
de Trabajo, por cuanto a la demanda con que se inició fue
incoada contra la Corporación Azucarera Dominicana, en
cuyo patrimonio estaba el Central Río Haina; y que, si de
la demanda del ahora recurrido como miembro del grupo
de sereno de esa Central, podía resultar alguna, obligación
a cargo de la Corporación Azucarera ya dicha, el cumpli-
miento de esa obligación debió ser atribuído al Estado al
Concluir el demandante, si no entendía que el Central Hai-
na era el patrono responsable, todo conforme a una correc-
ta interpretación de la Ley No. 7; pero,

Considerando, que, para rechazar las conclusiones que
presentó ante la Cámara a-qua el actual recurrente, cuyos
términos reproduce como medio de casación, la sentencia
impugnada se funda en la tesis de que ,conforme a la Ley
No. 7, de 1966, el Consejo Estatal del Azúcar es un sucesor
legal de la antigua Corporación Azucarera de la Repúbli-
ca Dominicana y, por tanto, responsable de todas las obli-
gaciones que podían resultar de las actividades de los in-
genios azucareros que constituían su patrimonio; pudiendo
para ese efecto ser puesto válidamente en causa dicho Con-
sejo en el caso de que se trataba, tesis que esta Suprema
Corte hace suya por estimarla correcta conforme a los
términos expresos y a los propósitos de la Ley No. 7; que
a ello puede agregarse, para responder a la parte del me-
dio propuesto que se refiere a la posible posición del Esta-
do en el caso ocurrente, que si, en virtud de una de las
disposiciones de la Ley No. 7 el Estado se hizo cargo de las
deudas de la antigua Corporación Azucarera, es preciso
admitir que esa subrogación legal se refería o refiere a las
deudas que estaban ya constituidas o configuradas al mo-
mento de entrar en vigencia la referida Ley, mas no a las
que pudieran constituírse como resultado de litigios pen-
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Condena a la Corporación Azucarera de la República Do-
minicana pagarle al señor Ricardo Aquino Cuevas los va-
lores siguientes: Doce (12) días de salarios por Concepto
de Preaviso; Diez (10) días de salarios por concepto de Au-
xilio de Cesantía; Ocho días de salarios por concepto de
proporción de Vacaciones; Diez y Siete (17) días de sala-
rio por concepto de Proporción de Regalía Pascual, así co-
mo a las indemnizaciones establecidas en el Artículo 84
Ordinal 3ro. del Código de Trabajo sin'que las mismas pue-
dan pasar de los salarios correspondientes a tres meses, cal-
culadas todas estas prestaciones e indemnizaciones a base
de un salario de tres pesos con cuarenticinco (RD$3.45
diario; CUARTO: Condena: a la parte sucumbiente Corpo-
ración Azucarera de la República Dominicana o Consejo
Estatal del Azúcar, al pago de las costas del procedimien-
to, de conformidad con los Artículos 691 del Código de Tra-
bajo, 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964,
ordenando su distracción en favor del Doctor Manuel de Je-
sús Muñiz Feliz, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando, que, en su memorial de casación el Con-
sejo recurrente invoca únicamente contra la sentencia que
impugnan los siguientes medios: Primer Medio: Omisión de
estatuir respecto de pedimento precisos formulados en au-
diencia por el Consejo Estatal del Azúcar. Violación al Ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil. Falta de Ba-
se Legal; Segundo Medio: Violación a la Ley No. 7, de fe-
cha 19 de agosto de 1966, que creó el Consejo Estatal del
Azúcar, por errónea interpretación.— Violación a las reglas
que gobiernan la independencia jurídica de las personas fí-
sicas y morales.— Falta de Base Legal, por redacción con-
fusa de los motivos;

Considerando, que, en el segundo medio de su memo-
rial, que se examina en primer término por convenir así
a la mejor solución del caso, el Consejo recurrente alega,
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en síntesis, que, conforme a la economía de la Ley No. 7,
de 1966, el Consejo Estatal del Azúcar no podía ser puesto
en causa en el litigio objeto de la sentencia de la Cámara
de Trabajo, por cuanto a la demanda con que se inició fue
incoada contra la Corporación Azucarera Dominicana, en
cuyo patrimonio estaba el Central Río Haina; y que, si de
la demanda del ahora recurrido como miembro del grupo
de sereno de esa Central, podía resultar alguna, obligación
a cargo de la Corporación Azucarera ya dicha, el cumpli-
miento de esa obligación debió ser atribuído al Estado al
Concluír el demandante, si no entendía que el Central Hai-
na era el patrono responsable, todo conforme a una correc-
ta interpretación de la Ley No. 7; pero,

Considerando, que, para rechazar las conclusiones que
presentó ante la Cámara a-qua el actual recurrente, cuyos
términos reproduce como medio de casación, la sentencia
impugnada se funda en la tesis de que ,conforme a la Ley
No. 7, de 1966, el Consejo Estatal del Azúcar es un sucesor
legal de la antigua Corporación Azucarera de la Repúbli-
ca Dominicana y, por tanto, responsable de todas las obli-
gaciones que podían resultar de las actividades de los in-
genios azucareros que constituían su patrimonio; pudiendo
para ese efecto ser puesto válidamente en causa dicho Con-
sejo en el caso de que se trataba, tesis que esta Suprema
Corte hace suya por estimarla correcta conforme a los
términos expresos y a los propósitos de la Ley No. 7; que
a ello puede agregarse, para responder a la parte del me-
dio propuesto que se refiere a la posible posición del Esta-
do en el caso ocurrente, que si, en virtud de una de las
disposiciones de la Ley No. 7 el Estado se hizo cargo de las
deudas de la antigua Corporación Azucarera, es preciso
admitir que esa subrogación legal se refería o refiere a las
deudas que estaban ya constituídas o configuradas al mo-
mento de entrar en vigencia la referida Ley, mas no a las
que pudieran constituirse como resultado de litigios pen-
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dientes de solución final al dictarse aquella Ley; que, por
tales razones, el medio que se examina carece de funda-
mento y debe ser desestimado;

Considerand o , que, en el primer medio de su memorial,
el Consejo recurrente alega, en síntesis, que la Corte a-qua
omitió estatuir, en la sentencia impugnada, respecto de pe-
dimentos precisos formulados en audiencia por el Consejo
Estatal del Azúcar, violando así el artículo 141 del Código
de Procedimeinto Civil y dejando la sentencia sin base le-
gal en cuanto a este punto; pero,

Considerando, que el examen hecho por esta Suprema
Corte, de los pedimentos a que se refiere el recurrente en
el medio que examina, muestra que ellos versaban presi-
samente sobre los mismos puntos de hecho y de derecho
que fueron dilucidados y considerados por la Cámara a-qua
1: ara fundamentar su sentencia como se ha dicho ya en
síntesis, al ponderarse el segundo medio del recurso; que,
per tanto, el medio que se ha resumido precedentemente
carece también de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Consejo Estatal del Azúcar con-
tra la sentencia dictada en fecha 17 de mayo de 1967, por
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha transcrito en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al
Consejo recurrente al pago de las costas, distrayéndolas
en provecho del Dr. Manuel de Jesús Féliz, abogado del
recurrido, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche II.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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dientes de solución final al dictarse aquella Ley; que, por
tales razones, el medio que se examina carece de funda-
mento y debe ser desestimado;

Considerando, que, en el primer medio de su memorial,
el Consejo recurrente alega, en síntesis, que la Corte a-qua
omitió estatuir, en la sentencia impugnada, respecto de pe-
dimentos precisos formulados en audiencia por el Consejo
Estatal del Azúcar, violando así el artículo 141 del Código
de Procedimeinto Civil y dejando la sentencia sin base le-
gal en cuanto a este punto; pero,

Considerando, que el examen hecho por esta Suprema
Corte, de los pedimentos a que se refiere el recurrente en
el medio que examina, muestra que ellos versaban presi-
samente sobre los mismos puntos de hecho y de derecho
que fueron dilucidados y considerados por la Cámara a-qua
para fundamentar su sentencia como se ha dicho ya en
síntesis, al ponderarse el segundo medio del recurso; que,
por tanto, el medio que se ha resumido precedentemente
cara ce también de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Consejo Estatal del Azúcar con-
tra la sentencia dictada en fecha 17 de mayo de 1967, por
!a Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha transcrito en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al
Consejo recurrente al pago de las costas, distrayéndolas
en provecho del Dr. Manuel de Jesús Féliz, abogado del
recurrido, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche 11.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 19 de julio de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: Aida Vargas
Abogado: Dr. Jorge Muñiz Marte

Recurrido: Virginio Antonio Jorge Brito
Abogado: Dr. Gregorio Polanco Tovar

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de a República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 25 de junio
del año 1969, años 126o. de la Independencia, y 106o. de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aida Var-
gas dominicana, mayor de edad, casada, de quehaceres do-
mésticos, provista de la cédula de identidad número 61,
serie 32, domiciliada y residente en la casa No. 61 de la
calle Padre Billini de esta ciudad, contra la sentencia de fe-
cha 19 de julio de 1968, dictada por la Cámara de Trabajo
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Jorge Muñiz Marte, cédula No. 2768, serie

37, en representación de la recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 19 de sep-
tiembre de 1968, suscrito por el abogado de la recurrente,
en el cual se invocan los medios que se indican más ade-
lante;

Visto el escrito de defensa de fecha 10 de octubre de
1968, suscrito por el Dr. Gregorio Polanco Tovar, cédula
No. 21571, serie 56, en representación del recurrido Virginio
Antonio Jorge Brito, dominicano, mayor de edad, domici-
liado y residente en la casa No. 18, callejón No. 1, Ensan-
che María Auxiliadora de esta ciudad, cédula No. 25552,
serie 54, en la lectura de sus conclusiones;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes, 9, 16, 29, 69,
72 y 84 del Código de Trabajo; 51 y 55 modificado de la
Ley No: 637 sobre Contratos de Trabajo; 68 y 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada,
intentada por Virgilio A. Jorge Brito contra Aida Vargas,
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó
en fecha 9 de octubre de 1967, una sentencia cuyo dispositi-
vo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pro-
nunciado en audiencia pública contra la parte demandada,
por no comparecer, no obstante citación legal; SEGUNDO:
Acoge en todas sus partes las conclusiones del demandan-
te, por ser justas y reposar sobre base legal; TERCERO:
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Recurrente: Aida Vargas
Abogado: Dr. Jorge Muñiz Marte

Recurrido: Virginio Antonio Jorge Brito
Abogado: Dr. Gregorio Polanco Tovar

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de a República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la *
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 25 de junio
del año 1969, años 126o. de la Independencia, y 106o. de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aida Var-
gas dominicana, mayor de edad, casada, de quehaceres do-
mésticos, provista de la cédula de identidad número 61,
serie 32, domiciliada y residente en la casa No. 61 de la
calle Padre Billini de esta ciudad, contra la sentencia de fe-
cha 19 de julio de 1968, dictada por la Cámara de Trabajo
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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72 y 84 del Código de Trabajo; 51 y 55 modificado de la
Ley No: 637 sobre Contratos de Trabajo; 68 y 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada,
intentada por Virgilio A. Jorge Brito contra Aida Vargas,
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó
en fecha 9 de octubre de 1967, una sentencia cuyo dispositi-
vo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pro-
nunciado en audiencia pública contra la parte demandada,
por no comparecer, no obstante citación legal; SEGUNDO:
Acoge en todas sus partes las conclusiones del demandan-
te, por ser justas y reposar sobre base legal; TERCERO:
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Declara injustificado el despido y resuelto el contrato de
trabajo que ligaba a las partes, por culpa del patrono y
con responsabilida d para el mismo; CUARTO: Condena a
la señora Aida Vargas, a pagar a Virginio Antonio Jorge
Brito los valores siguientes; 24 días de salario por concepto
de Preaviso; 75 días por auxilio de cesantía 14 días por vaca-
ciones no disfrutadas ni pagadas; la proporción de Regalía
pascual obligatoria del año 1966, así como al pago de los
tres meses de salario acordados en el inciso 3ro. del ar-
tículo 84 del Código de Trabajo, todo calculado a base de
RD$50.00 semanales; QUINTO: Condena a la señora Aida
Vargas a pagarle a Virginio Antonio Jorge Brito, la suma
de RD$325.00, por concepto de diferencia de salarios de-
jados de pagar; SEXTO: condena a la señora Aida Vargas al
pago ne ias costas del procedimiento con distracción de las
mismas en favor de los Dres. Jerónimo Gilberto Cordero
y Kirsis Aurora Nieto Bravo, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad"; b) que sobre recurso de apela-
ción de Aida Vargas, la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional, dictó en fecha 19 de julio de 1968, la sentencia
ahora impugnada en casación, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto
a la forma el recurso de apelación interpuesto por la seño-
ra Aida Vargas contra sentencia dictada por el Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, en favor de Virginio
Antonio Jorge Brito, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior de esta misma sentencia: SEGUNDO: Rela-
tivamente al fondo Confirma dicha sentencia impugnada en
todas sus partes; TERCERO: Condena a la parte que su-
cumbe Aida Vargas al pago de las costas del Procedimien-
to, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No.
302, del 18 de Junio de 1964, ordenando su distracción en
favor del Dr. Gregorio Polanco Tovar, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Falta
de base legal; violación del art. 141 del Código de Procedi-

miento Civil; Segundo Medio: Violación a la Ley.— a)
Violación de los artículos 9 y 16 del Código de Trabajo.—

Violación del Art. 57 de la ley de Contrato de Trabajo.—
Violación del art. 68 del Código de Procedimiento Ci-

vil que se refiere a los emplazamientos y que se aplica a las
notificaciones;

Considerando que en el desarrollo del primer medio
propuesto, la recurrente sostiene que se desnaturalizó el
testimonio de Bolívar Altagracia Ubrí Luciano, pues el
juez a-quo fundamentó su fallo en esa y otras declaraciones
y realmente dicho testigo nada sabía del caso, pues cuan-
do el juez le preguntó ¿Cómo sabe eso, (refiriéndose a lo
por él declarado), dilo : "Conversando con Brito", y agre-
gó que él sólo sabía lo que le dijo Brito de ese asunto; que
lo mismo ocurre (sigue alegando la recurrente) con el tes-
tigo Luis Emilio Montaño, quien todo cuanto declaró en
audiencia fue por habérselo comunicado el recurrido; que
el juez a-q uo no ponderó el Do r, . No 14, que cs una certi-
ficación de Rentas Internas del 7 de julio de 1967, que de-
muestra que las actividades del taller cesaron en abril de
1965, tal como ella lo alegó en sups declaraciones; que tam-
poco se ponderó (sigue alegando la recurrente) el Doc. No,
15 que es un recibo por RD$160.00 por la venta de un jue-
go de muebles que hizo el demandante a la demandada el
8 de julio de 1966, el cual prueba que trabajaba por su
propia cuenta y no por cuenta de la recurrente, incurrién-

* dose con ello en le vicio de falta de base legal, además de
la desnaturalización ya alegada;

Considerando que ciertamente tal como lo sostiene la
recurrente, la declaración prestada por el testigo Ubrí Lu-
ciano, según resulta del examen del acta del informativo
celebrado ante el Juez a-quo el 9 de octubre de 1967, reve-
la que dicho declarante expresó que todo cuanto sabía del
caso era porque se lo dijo el demandante Brito, y que se en-
teró de dicho asunto "conversando con él"; y el juez, en
cambio, le atribuyó otro valor, sentido y significado a esa
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declaración, según resulta del examen del fallo impugnado,
ya que en dicho fallo se sostiene que ese testigo declaró
que sabía que la demandada Aida Vargas "había cerrado
el taller y lo había trasladado a la Avenida Independencia

que... había dejado a Brito fuera del taller"; que si bien
el testigo Luis Emilio Montaño declaró —según consta en
el acta del informativo— que él había salido del taller por-
que había poco trabajo y que "Brito se quedó trabajando
solo", no aclaró la situación contractual existente entre las
partes, en la forma como se señala en la sentencia impug-
nada, pues por un lado el testigo dijo que "Brito tenía un
sueldo fijo en el taller" y luego que "devengaba un sala-
rio de acuerdo con lo que hiciera", y sin embargo, en el
fallo citado se le da toda precisión a ese testimonio en el
sentido de la existencia y de los caracteres del contrato de
trabajo en la forma alegada por el demandante; que igual
ocurre con la ponderación que se hace de las declaraciones
de la demandada, cuando se afirma que ella admitió que
después de la revolución el demandante Brito "se quedó
trabajando" en un taller de su propiedad, dato éste que no
fue tomado en cuenta, y que de ser cotejado con el docu-
mento No. 16 a que se refiere en sus alegatos la recurren-
te —y que es un recibo de la venta de un juego de mue-
bles— y el cual documento no fue ponderado, hubiera po-
dido, eventualmente, conducir a una solución distinta del
caso, máxime cuando lo declarado por el propio demandan-
te en su comparecencia personal de que él "se quedó en
el taller haciendo muebles con tres ayudantes que buscó"
sin aclarar si fue por cuenta propia como lo sostuvo la otra
parte, debió también ser ponderado y no lo fue para hacer
las deducciones pertinentes en uno u otro sentido; que por
todo ello, es evidente, que se ha incurrido en la sentencia
impugnada en los vicios denunciados en el primer mea()
del recurso, por lo cual dicha sentencia debe ser casada,
sin necesidad de ponderar el segundo medio del recurso;

Considerando que las costas pueden ser compensadas,
según el artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-

sación, cuando un fallo es casado por falta de base legal o
desnaturalización de los hechos;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en fecha 19 de julio de 1968, por la Cámara de Trabajo del
Distrito Nacional, cuyo dispostivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Cristóbal, en sus funciones laborales como tribunal de se-
gundo grado; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 10
de septiembre de 1968	 '1)12

Materia: Tierras

Recurrente: José Lucía de los Santos
Abogado: Dr. Pedro E. Romero y Confesor

Recurrido: Manuel Ramón García Santos, Leoncio Hurtado Santos
y Felicia Santos (declarados en defecto)

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 25 del mes de Junio de 1969. años
126o. de la Independencia y 106o. de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien•
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Lu-
cía de los Santos, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, residente y domiciliado en La Ceiba, Sección de Ja-
yaco del Municipio de Monseñor Nouel, cédula No. 542,
serie 48, contra la sentencia de fecha 10 de septiembre de
1968, dictada por el Tribunal Superior de Tierras en rela-
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ción con la Parcela No. 52 del Distrito Catastral No. 11
del Municipio de Monseñor Nouel, cuyo dispositivo se copia
más adelante:

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Pedro E. Romero y Confesor, cédula No.

11518, serie 48, en representación del recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el Memorial de Casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 8 de no-
viembre de 1968, en el cual se invocan los medios que se in-
dican más adelante;

Vista la Resolución de esta Suprema Corte de Justicia
de fecha 30 de enero de 1969, por medio de la cual se de-
claró el defecto de los recurridos Manuel Ramón García
Santos, Leoncio Hurtado Santos y Felicia Santos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 84 de la Ley de Registro
de Tierras; 1315, 2229, 2234, 2244, 2262 y 2268 del Códi-
go Civil; 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentes a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo del saneamiento de la Parcela No. 52 del Distrito Ca-
tastral No. 11 del municipio de Monseñor Nouel, el Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción Original, dictó en fecha
21 de junio de 1967, una sentencia cuyo dispositivo figura
inserto en el de la ahora impugnada; b) Que sobre recurso
de apelación interpuesto por José Lucía de los Santos, el
Tribunal Superior de Tierras, dictó en fecha 10 de Sep-
tiembre de 1968, la sentencia ahora impugnada en casación,
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se Acoge, en
cuanto a la forma, y se Rechaza, en cuanto al fondo, el re-
curso de apelación interpuesto en fecha 17 de julio del
1967, por el Dr. Pedro E. Romero Confesor, a nombre y
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en representación del señor José Lucía de los Santos; Se-
gundo: Se Confirma la Decisión No. 1 del Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original, de fecha 21 de junio del
1967, dictada en relación con la Parcela No. 52 del Distrito
Catastral No. 11 del Municipio de Monseñor Nouel, Sitios
de "La Ceiba" y "Jayaco", Provincia de La Vega, cuyo dis-
positivo dice así: "Parcela No. 52.— Area: 3 Has., 56 As.,
08 Cas.— Unico: Se Ordena el registro del derecho de pro-
piedad de esta parcela y sus mejoras, en favor de José Lu-
cía de los Santos, dominicano, mayor de edad, casado, con
Emelinda Sosa, agricultor, provisto de la cédula No. 542,
serie 48, domiciliado y residente en el lugar de La Ceiba,
Municipio de Monseñor Nouel y de los Sucesores de Sofía
de los Santos, dominicanos mayores de edad, agricultores,
domiciliados y residentes en Sabana del Puerto, Municipio
de Monseñor Nouel, en comunidad, y en partes iguales".
Tercero: Se Ordena al Secretario del Tribunal de Tierras,
que una vez recibidos por él los planos definitivos de esta
parcela, proceda a expedir el Decreto de Registro corres-
pondiente, en la forma más arriba indicada";

Considerando que el recurrente invoca como fundamen-
to de su recurso, los siguientes medios: Primer Medio: Fal-
ta de calidad.— Segundo Medio: Falta de base legal.— Ter-
cer Medio: Violación del derecho de defensa y de la auto-
ridad de la cosa juzgada.— Cuarto Medio: Violación a los
artículos 1315, 2244, 2234 y 2268 del Código Civil, de las
reglas de la posesión. Desnaturalización de los hechos y
contradicción de motivos;

Considerando que en el desarrollo de los medios se-
gundo y cuarto, los cuales se reúnen para su examen, sos-
tiene en síntesis el recurrente, que el Tribunal a-quo para
fallar como lo hizo se basó en las declaraciones de la pro-
pia parte hoy recurrida en casación, pues si bien expresa
que este terreno es el resultado de "Una supuesta herencia
de Miguel de los Santos" y que sus herederos vendieron, lo
hace dando como cierta la versión de la contra parte, sin
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señalar el fundamento de sus aseveraciones, lo que deja
sin base legal su sentencia puesto que no es posible a la
Suprema Corte de Justicia, en tales condiciones, el poder
controlar si la ley fue bien aplicada; que el recurrente ha
venido ocupando esa parcela como dueño exclusivo desde
hace más de 47 años, y sus adversarios de hoy, ni nadie,
le ha hecho jamás un requerimiento ni una demanda en
relación con esa parcela, excepto ahora con motivo del sa-
neamiento; que el Tribunal a-quo violó, por tanto, el artícu-
lo 2244 del Código Civil; y cuando dijo que el recurrente
ocupaba parte de esa parcela en forma precaria no se basó
en prueba documental ni testimonial alguna; que todo el
que alega un hecho en justicia debe probarlo; que él (el re-
currente) viene ocupando esos terrenos desde el año de
1916, y así lo confirmó Manuel Ramón García, uno de sus
adversarios, en la audiencia de jurisdicción original de fe-
cha 22 de febrero de 1967; que en el supuesto caso de que
Sofía de los Santos hubiera sido hija de Miguel de los San-
tos (lo que no se ha probado), debe tenerse en cuenta que
el recurrente no ha reclamado esos terrenos por herencia
sino por prescripción, y que el mismo Tribunal a-quo ad-
mitió en la sentencia impugnada que ni dicha señora ni
sus herederos han ocupado nunca dichos terrenos, por lo
cual no han podido adquirirlo por prescripción junto con
el hoy recurrente; que la sentencia da por establecido que
el recurrente quedó como encargado de la parte que le co-
rrespondió a Sofía de los Santos, pero que nada de eso
fue probado, y al contrario fue negado siempre por el re-
currente en el curso del saneamiento; que en tales condi-
ciones, estima dicho recurrente, que se ha incurrido en los
vicios y violaciones por él denunciados en los medios que
se examinan;

Considerando que, en efecto, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto que el Tribunal a-quo parte
de la base de que esos terrenos fueron en su origen del fi-
nado Miguel de los Santos, que hubo una partición entre
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sus hijos, lo que ocurrió hace muchos años, y que la parce-
la objeto del saneamiento quedó en poder del hoy recurren-
te en casación, como propietario de una parte, y como "en-
cargado" de Sofía de los Santos, en cuanto a otra parte de
dicha parcela; de donde infiere el Tribunal que en esa otra
parte su posición era precaria y no da lugar a prescripción
en su favor; que, sin embargo, en la parte final del Consi-
derando No. 5 del fallo impugnado (página 9 de dicha
sentencia), se admite que después que murió Sofía de los
Santos "sus herederos no lo han ocupado", sin precisar en
qué fecha murió, dato importante para determinar si el hoy
recurrente en casación, cuya posesión en toda la parcela
admite el mismo Tribunal a-quo en la sentencia impugnada,
había consolidado ya —en ese instante— o la consolidó
después, el derecho de propiedad por prescripción en esa
otra porción, aún dando por cierto que el terreno viniera
a su patrimonio por herencia, cosa por él negada; que, por
otra parte, habiendo sostenido el hoy recurrente en casa-
ción que tenía la posesión desde el año 1916, (no por he-
rencia) lo que no figura contradicho eficazmente en la sen-
tencia, para poder el Tribunal anuo concluir en el sentido
de que su posesión en el resto era precaria, debió analizar y
no lo hizo, los elementos de juicio que le condujeron a esa
conclusión; y precisar también principalmente el verdade-
ro origen de la posesión del recurrente, y luego el tiempo
y los caracteres de toda su posesión; que, por tales razones,
es evidente, que en la sentencia impugnada se incurre en
el vicio de falta de base legal y en la violación de las reglás
que rigen la prescripción adquisitiva sin título, así como
también en la violación del Artículo 1315 del Código Civil;
por todo lo cual dicho fallo debe ser casado;

Considerando que cuando un fallo es casado por falta
de base legal, las costas pueden ser compensadas, según
el Artículo 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha
10 de Septiembre de 1968, dictada por el Tribunal Superior
de Tierras en relación con la Parcela No. 52 del Distrito
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Catastral No. 11 del Municipio de Monseñor Nouel, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante el mismo Tribunal Supe-
rior de Tierras; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.



BOLETIN JUDICIAL
	

1437

Catastral No. 11 del Municipio de Monseñor Nouel, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante el mismo Tribunal Supe-
rior de Tierras; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

91

(

1436	 BOLETIN JUDICIAL

sus hijos, lo que ocurrió hace muchos años, y que la parce-
la objeto del saneamiento quedó en poder del hoy recurren-
te en casación, como propietario de una parte, y como "en-
cargado" de Sofía de los Santos, en cuanto a otra parte de
dicha parcela; de donde infiere el Tribunal que en esa otra
parte su posición era precaria y no da lugar a prescripción
en su favor; que, sin embargo, en la parte final del Consi-
derando No. 5 del fallo impugnado (página 9 de dicha
sentencia), se admite que después que murió Sofía de los
Santos "sus herederos no lo han ocupado", sin precisar en
qué fecha murió, dato importante para determinar si el hoy
recurrente en casación, cuya posesión en toda la parcela
admite el mismo Tribunal a-quo en la sentencia impugnada,
había consolidado ya —en ese instante— o la consolidó
después, el derecho de propiedad por prescripción en esa
otra porción, aún dando por cierto que el terreno viniera
a su patrimonio por herencia, cosa por él negada; que, por
otra parte, habiendo sostenido el hoy recurrente en casa-
ción que tenía la posesión desde el año 1916, (no por he-
rencia) lo que no figura contradicho eficazmente en la sen-
tencia, para poder el Tribunal a-quo concluir en el sentido
de que su posesión en el resto era precaria, debió analizar y
no lo hizo, los elementos de juicio que le condujeron a esa
conclusión; y precisar también principalmente el verdade-
ro origen de la posesión del recurrente, y luego el tiempo
y los caracteres de toda su posesión; que, por tales razones,
es evidente, que en la sentencia impugnada se incurre en
el vicio de falta de base legal y en la violación de las reglas
que rigen la prescripción adquisitiva sin título, así como
también en la violación del Artículo 1315 del Código Civil;
por todo lo cual dicho fallo debe ser casado;

Considerando que cuando un fallo es casado por falta
de base legal, las costas pueden ser compensadas, según
el Artículo 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha
10 de Septiembre de 1968, dictada por el Tribunal Superior
de Tierras en relación con la Parcela No. 52 del Distrito



1438	 BOLETIN JUDICIAL

SENTENCIA DE FECHA 25 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación le Santo Domingo, de
fecha 21 de octubre de 1968

Materia: Criminal

Recurrente: José Ignacio Marte Polanco
Abogado: Dr. Manuel Camino Rivera

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche FIenríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario 'General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 25 del mes de Junio de 1969, años
126o. de la Independencia y 106o. de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ig-
nacio Marte Polanco, dominicano, mayor de edad, electri-
cista, con su último domicilio en la calle Polvorín No. 6,
de esta capital, contra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones criminales por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en fecha 21 de octubre de 1968, cuyo dispositivo fi-
gura más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel Camino Rivera, cédula 66861, se-
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rie lra., abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, en fecha 22 de octubre del 1968, inter-
puesto en representación del recurrente por el Dr. Camino
Rivera, su abogado, y visto el escrito de éste de fecha 5 de
mayo de 1969, en el cual expone los medios del recurso, que
se indicarán más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 11 del Acto Institucional de
1965; 8, inciso 2, apartado j) de la Constitución; 76, modi-
ficado por la Ley No. 64 del 1924; 80 de la Ley 659 sobre
Actos del Estado Civil; y lo., 20, 43 y 65 de la Ley Sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que,
con motivo de los resultados de un allanamiento realizado
en una habitación ocupada por el actual recurrente, el 5
de mayo de 1967, por la Policía Nacional, en el cual se en-
contraron instalaciones para radiocomunicación y otros
utensilios y efectos, la Policía Nacional sometió el expedien-
te correspondiente al Procurador Fiscal del Distrito Nacio-
nal, quien apoderó del caso al Juez de Instrucción de la
Tercera Circunscripción del mismo Distrito para la suma-
ria de lugar; b) que en fecha 31 de agosto de 1967, el re-
ferido Juez dictó una providencia calificativa, que no fue
impugnada en el plazo legal, que reza así: "Resolvemos:—
Primero: Declarar, como al efecto declaramos, que existen
indicios suficientes para acusar a los nombrados José Ig-
nacio Marte Polanco, de generales anotadas en el proceso,
y Francisco Eleuterio Ramos Peguero (prófugo), del cri-
men de violación a los artículos 76 y siguientes; 379 y si-
guientes; 147 y 148 del Código Penal; Segundo: Enviar, co-
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mo al efecto enviamos, por ante el tribunal criminal, a los 40
nombrados José Ignacio Marte Polanco, y Francisco Eleute- 	 •
rio Ramos Peguero (este último prófugo), para que allí
sean juzgados con arreglo a la ley por el crimen que se le
imputa; Tercero: Ordenar, como al efecto Ordenamos, que
la presente providencia calificativa sea notificada tanto al
Procurador Fiscal como a los inculpados y que un estado
de los documentos y objetos que han de obrar como piezas
de convicción, sean transmitidos por nuestro Secretario a '
dicho funcionario, inmediatamente después de expirado el
plazo del recurso de apelación a que es susceptible esta pro-
videncia calificativa"; e) que, en fecha 8 de mayo de 1968,
la Tercera Cámara Penal del Juzado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, dictó una sentencia acerca del caso,
cuyo dispositivo aparece inserto en el de la ahora impugna- 1I
da; d) que, sobre apelación del actual recurrente, intervi-
no la sentencia que ahora se impugna, cuyo dispositivo es
como sigue: "Falla: Primero: Declara regular y válido en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por
el acusado José Ignacio Marte Polanco, en fecha 10 de
mayo de 1968, contra sentencia dictada por la Tercera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 8 de mayo de 1968, la cual contiene el
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se desglosa el ex-
pediente en cuanto al co-acusado Francisco Eleuterio Ra-
mos Peguero, para iniciar el procedimiento en contumacia
contra éste. Segundo: Se varía la calificación dada a los
hechos por la de violación a los artículos 76, 77, 78, 79, 84.
85, 147 y 148 del Código Penal; Tercero: Se declara a José
Ignacio Marte Polanco, de generales que constan, culpable
de violación a los artículos 76, 77, 78, 79, 84, 85, 147 y
148 del Código Penal, y en consecuencia, se condena a su-
frir veinte (20) años de trabajos públicos, acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes y el principio del no cú-
mulo de penas. Cuarto: Se condena además al pago de las
costas penales"; por haber sido interpuesto de acuerdo con
las prescripciones legales que regulan la materia; Segando:

Confirma en todas sus partes la antes expresada sentencia
en lo que se refiere al acusado José Ignacio Marte P6lan-

, co; Tercero: Condena a dicho acusado José Ignacio Marte
Polanco, al pago de las costas de alzada";

Considerando, que, contra la sentencia impugnada, el
recurrente Marte Polanco invoca los siguientes medios de
casación: a) Violación del artículo 11 del Acto Institucional
de 1965; b) Violación del artículo 8, inciso 2, apartado j)
de la Constitución; c) Incorrecta aplicación de los artículos
76, 77, 78, 79, 84 y 85 del Código Penal; d) Violación de
los artículos 147 y 148 del mismo Código;

Considerando, que, respecto del artículo 11 del Acto
Institucional del 1965, el recurrente sostiene que fue vio-
lado por la sentencia impugnada, al fundarse en hechos ocu-
rridos en 1965, que quedaron amnistiados por efecto del
texto constitucional ya citado; pero,

Considerando, que, según consta en la sentencia im-
pugnada, las actuaciones por las cuales el actual recurren-
te fue procesado y declarado culpable, ocurrieron en el año
1967, por lo cual el medio que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado; q ue, a este respecto, pro-
cede declarar que la circunstancia de que una actuación ile-
gal y punible sea objeto de una amnistía no significa que si
se realiza de nuevo el hecho, después de la amnistía, los
Tribunales no pueden aplicar la sanción correspondiente;

Considerando, que, respecto del artículo 8, inciso 2,
apartado g) de la Constitución, el recurrente alega que las
garantías procesales consagradas por esos textos fueron
vulneradas, al fundarse la sentencia, para condenarlo, en
los hechos resultantes a su cargo de la instrucción prepara-
toria realizada por el Juzgado de Instrucción, sin que esos
hechos fueran sometidos a debates en la jurisdicción de jui-
cio; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada, consta
que el Ministerio Público hizo, para apoyar su acusación, la
exposición de los hechos puestos a cargo del procesado aho-
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mo al efecto enviamos, por ante el tribunal criminal, a los
nombrados José Ignacio Marte Polanco, y Francisco Eleute-
rio Ramos Peguero (este último prófugo), para que allí
sean juzgados con arreglo a la ley por el crimen que se le
imputa; Tercero: Ordenar, como al efecto Ordenamos, que
la presente providencia calificativa sea notificada tanto al
Procurador Fiscal como a los inculpados y que un estado
de los documentos y objetos que han de obrar como piezas
de convicción, sean transmitidos por nuestro Secretario a
dicho funcionario, inmediatamente después de expirado el
plazo del recurso de apelación a que es susceptible esta pro-
videncia calificativa"; c) que, en fecha 8 de mayo de 1968,
la Tercera Cámara Penal del Juzado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, dictó una sentencia acerca del caso,
cuyo dispositivo aparece inserto en el de la ahora impugna-
da; d) que, sobre apelación del actual recurrente, intervi-
no la sentencia que ahora se impugna, cuyo dispositivo es
como sigue : "Falla: Primero: Declara regular y válido en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por
el acusado José Ignacio Marte Polanco, en fecha 10 de
mayo de 1968, contra sentencia dictada por la Tercera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 8 de mayo de 1968, la cual contiene el
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se desglosa el ex-
pediente en cuanto al co-acusado Francisco Eleuterio Ra-
mos Peguero, para iniciar el procedimiento en contumacia
contra éste. Segundo: Se varía la calificación dada a los
hechos por la de violación a los artículos 76, 77, 78, 79, 84,
85, 147 y 148 del Código Penal; Tercero: Se declara a José
Ignacio Marte Polanco, de generales que constan, culpable
de violación a los artículos 76, 77, 78, 79, 84, 85, 147
148 del Código Penal, y en consecuencia, se condena a su-
frir veinte (20) años de trabajos públicos, acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes y el principio del no cú-
mulo de penas. Cuarto: Se condena además al pago de las
costas penales"; por haber sido interpuesto de acuerdo con
las prescripciones legales que regulan la materia; Segundo:
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Confirma en todas sus partes la antes expresada sentencia
en lo que se refiere al acusado José Ignacio Marte Polan-
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el propio procesado oyó las acusaciones y la lectura de esas
declaraciones, limitándose a hacer observaciones denegato-.	 i••

i! til	
rias de parte de los cargos; que todo ello era suficiente para

ti 4	
que la Corte a-qua llegara, como llegó, a la íntima convic-

'1" I4 iti	 ción de que el procesado había realizado los hechos puestos
a su cargo; que, por tanto, el medio que se examina, en lo1 .... • relativo a su carácter procesal, carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando, que en el memorial del recurrente se
ha invocado la violación de los artículos 76 a 79 del Código
Penal, pero sin ningún análisis interno de cada uno de ellos,

4i;	 y únicamente para sostener que no era aplicables al caso
juzgado, ya que según el recurrente la única pena que se
le habría podido aplicar válidamente era la correspondien-
te a la violación del artículo 80 de la Ley sobre Actos del
Estado Civil, No. 659, por el uso de un nombre supuesto;
pero que, no obstante eso, es deber de esta Suprema Corte,
desde que se estableció entre nosotros en 1908 el recurso
d casación, examinar y ponderar de oficio en los casos pe-
nales todo cuanto sea en interés de los prevenidos o acusa-
dos, cuando sean ellos los recurrentes;

Considerando, que los artículos 76, 77 y 78 del Có-
digo Penal, modificado el primero por la Ley No. 1384 de
1947, dicen así: "Art. 76.— Toda persona que, desde el te-
rritorio de la República, se ponga o trate de ponerse de
acuerdo con Estados extranjeros o con sus agentes, o con
cualesquiera institución o simples personas extranjeras, pa-
ra tratar de que se emprenda alguna guerra contra la Re-
pública o contra el Gobierno que la represente, o que se les
hostilice en alguna forma, o que, contra las disposicio%es del
Gobierno, se intervenga de cualquier modo en la vida del
Estado o en la de cualquier institución del mismo, o que
se preste ayuda para dichos fines, será castigada con la pe-
na de treinta años de trabajos públicos. La sanción suso-
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dicha alcanza a todo dominicano que desarrolle las actua-
ciones mencionadas aunque ello se realice desde territorio
extranjero.— Art. 77.— Se castigará igualmente con la pe-
na de Treinta años de trabajos públicos a todo aquel que se
hubiere puesto de acuerdo con los enemigos del Estado, o
que por medio de tramas y concierto con ellos, procure los
medios de facilitarles la entrega en el territorio de la Re-
pública y sus dependencias, o la entrega de ciudades, for-
talezas, plazas, puestos, puertos, almacenes, arsenales, na-
víos o buques pertenecientes a la República. Igual pena se
impondrá a los que suministren a los enemigos auxilio de
hombres, soldados, víveres, armas o pertrechos de boca y
de fuego, o que favorezcan los progresos de sus armas en
las posesiones de la República, o contra las fuerzas domi-
nicanas de tierra y mar, o que emplearen la sonsaca, o in-
tentaren corromper a los oficiales, soldados, marinos u
otros agregados al ejército, haciéndoles faltar a la fideli-
dad debida al Gobierno o a la Nación, o que de cualquier
otra manera atenten contra la independencia nacional.-
Art. 78.— Sin embargo, si el resultado de la corresponden-
cia con súbditos de una Potencia enemiga, fuere suminis-
trar a los enemigos instrucciones perjudiciales a la situa-
ción militar o política de la República o de sus aliados, aun-
que esa correspondencia no hubiere tenido por objeto nin-
guno de los crímenes enunciados en el artículo anterior,
aquellos que la hubieren sostenido, serán castigados con la
detención; sin perjuicio de penas más graves, en el casa de
que esas instrucciones hubieren sido la consecuencia de un
concierto de medidas constitutivas del crimen de espionaje";

Considerando, que, del examen de los artículos 76 y
77, resulta: que la pena de 30 años de trabajos públicos, re-
ducible a 20 cuando se acogen circunstancias atenuantes,
sólo es aplicable cuando se establezca en hecho que las ac-
tuaciones del acusado tienen como objeto indudable el trálar
de que se emprendan hostilidades o intervenciones desde el
extranjero, o darle facilidades a Gobiernos o agentes extran-

1
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jeros para atacar las instituciones del Estado, o para ocu-
par o debilitar sus defensas materiales, o bien sonsacar o
tratar de sonsacar sus fuerzas militares, todo aún cuando
esos objetivos de los acusados no se hayan alcanzado; pero
que cuando, conforme al artículo 78 del mismo Código, las
actividades o actuaciones del acusado no tengan por obje-
to lograr el emprendimiento de esas hostilidades, ocupa-
ciones o intervenciones, sino únicamente el de suministrar
instrucciones perjudiciales a la situación militar o política
de la República, la pena aplicable es la de detención, que es
de 3 a 10 años, en virtud del artículo 21 del Código Penal;
que, en la especie, los hechos establecidos a cargo del recu-
rrente, por la convicción de los jueces del fondo, son los de
haberse entregado el recurrente a trasmitir por medio de
una estación radioemisora de su propiedad informes en cla-
ve acerca de la República a países del exterior cuyos gobier-
nos se han señalado de un modo públicamente notorio por
sus incitaciones en perjuicio de la seguridad del Estado Do-
minicano, pero sin haber establecido los jueces del fondo
de un modo preciso y categórico, a cargo del acusado, el
elemento de inteligencia e incitación que es de rigor para
configurar los crímenes previstos en los artículos 76 y 77 ya
citados; que, en tales condiciones, y sin necesidad de pon-
derar los alegatos del recurso relativos a los artículos 84,
85, 147 y 148 del Código Penal por no haber sido los aplica-
dos en la especie, procede la casación de la sentencia im-
pugnada para que la Corte de envío, que se indicará más
adelante, determine la pena aplicable al caso, a la vista
del artículo 78 del Código Penal;

Por tales motivos, Primero: Casa en cuanto a la califi-
cación de los hechos y la aplicación de la pena impuesta, la
sentencia dictada en sus atribuciones criminales por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en fecha 21 de octubre
de 1968, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; y envía el asunto, así delimitado, a la
Corte de Apelación de Santiago; Segundo: Rechaza el re-
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curso de José Ignacio Marte Polanco, en los demás aspec-
tos; Tercero: Declara las costas de oficio.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia. Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE JUNIO DEL 1969
Sentencia impugnada: Consejo de Guerra de Apelación de las

Fuerzas Armadas, de fecha 29 de noviembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Fiscal del Consejo de Guerra

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche H.,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Beras; Joaquín
M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
25 de junio de 1969, años 125o. de la Independencia y 106o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública ,como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Fiscal
riel correspondiente Consejo de Guerra de Apelación de
las Fuerzas Armadas, contra la sentencia de fecha 29 de
noviembre de 1968, que dictó en sus atribuciones correccio-
nales, el mencionado Consejo de Guerra, cuyo dispositivo se-
rá copiado más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 3 de di-
ciembre de 1968, levantada en la Secretaría del Consejo
de Guerra de Apelación de las Fuerzas Armadas, a reque-

rimiento del ya citado recurrente; acta en la que no se
invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 3 del mes de
diciembre de 1968, suscrito por dicho recurrente, en el que
se invocan los medios que son señalados más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes del Código de
Justicia de las Fuerzas Armadas; 191 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que Severino Antonio Abreu Germosén, Raso Ejército Na-
cional, mientras prestaba servicio en la 16ta. Compañía
de esta institución castrense y en Pedernales, fue sometido
a la acción de la justicia militar, prevenido de los delitos
de dormirse estando de centinela, abandono del servicio y
abandono de equipo; todo esto en violación de los Artículos
167, 177, 178 y 216 del Código de Justicia de las Fuerzas
Armadas; b) que apoderado de este caso el Consejo de
Guerra de Primera Instancia del Ejército Nacional, lo re-
solvió mediante su sentencia de fecha 28 de octubre de
1968, cuyo dispositivo está transcrito en el del fallo ahora
impugnado; e) que sobre el recurso de apelación interpues-
to por el inculpado Severino Antonio Abreu Germosén, el
Consejo de Guerra de Apelación de las Fuerzas Armadas
dictó la sentencia que es objeto del presente recurso de ca-
sación, en la que consta este dispositivo: "FALLA: PRIME-
110: Que ha de declarar como al efecto declara bueno y vá-
lido en cuanto a la forma por haber sido intentado en
tiempo hábil y conforme a la ley, el recurso de apelación in-
terpuesto por el Raso Severino Antonio Abreu Germosén,
16ta. Compañía, E. N., contra la sentencia del Consejo
de Guerra de Primera Instancia del E. N., de fecha 28-10-
68, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que ha
de declarar como al efecto declara al Raso Severino Anto-
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de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Fiscal
riel correspondiente Consejo de Guerra de Apelación de
las Fuerzas Armadas, contra la sentencia de fecha 29 de
noviembre de 1968, que dictó en sus atribuciones correccio-

nales, el mencionado Consejo de Guerra, cuyo dispositivo se-
rá copiado más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 3 de di-
ciembre de 1968, levantada en la Secretaría del Consejo
de Guerra de Apelación de las Fuerzas Armadas, a reque-

cimiento del ya citado recurrente; acta en la que no se
invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 3 del mes de
diciembre de 1968, suscrito por dicho recurrente, en el que
se invocan los medios que son señalados más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes del Código de
Justicia de las Fuerzas Armadas; 191 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que Severino Antonio Abreu Germosén, Raso Ejército Na-
cional, mientras prestaba servicio en la 16ta. Compañía
de esta institución castrense y en Pedernales, fue sometido
a la acción de la justicia militar, prevenido de los delitos
de dormirse estando de centinela, abandono del servicio y
abandono de equipo; todo esto en violación de los Artículos
167, 177, 178 y 216 del Código de Justicia de las Fuerzas
Armadas; b) que apoderado de este caso el Consejo de
Guerra de Primera Instancia del Ejército Nacional, lo re-
solvió mediante su sentencia de fecha 28 de octubre de
1968, cuyo dispositivo está transcrito en el del fallo ahora
impugnado; e) que sobre el recurso de apelación interpues-
to por el inculpado Severino Antonio Abreu Germosén, el
Consejo de Guerra de Apelación de las Fuerzas Armadas
dictó la sentencia que es objeto del presente recurso de ca-
sación, en la que consta este dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Que ha de declarar como al efecto declara bueno y vá-
lido en cuanto a la forma por haber sido intentado en
tiempo hábil y conforme a la ley, el recurso de apelación in-
terpuesto por el Raso Severino Antonio Abreu Germosén,
16ta. Compañía, E. N., contra la sentencia del Consejo
de Guerra de Primera Instancia del E. N., de fecha 28-10-
68, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que ha
de declarar como al efecto declara al Raso Severino Anto-
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lijo Abreu Germosén, E. N., culpable de dormirse estando
de centinela, abandono del servicio y abandono de equipo
con lo que violó los Artículos 177, 178, 167 y 216 del Có-
digo de Justicia de las Fuerzas Armadas, y en consecuen-
cia lo condena a sufrir la pena de (1) año de prisión co-
rreccional acogiendo el principio de no cúmulo de penas, con
la separación por mala conducta de las filas del E. N.; SE-
GUNDO: Se designa la cárcel pública de la ciudad de Pe-
dernales, R. D., para que se cumpla la presente condena;
SEGUNDO: Que debe revocar y revoca en todas sus partes
la sentencia apelada y en consecuencia descarga al Raso
Severino Antonio Abreu Germosén, 16ta. Compañía, E. N.,
cie los hechos que se le imputan, descritos en el ordinar
anterior, por insuficiencia de pruebas, ordenando que sea
puesto inmediatamente en libertad a menos que no se en-
cuentre retenido por otra causa";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación
del Artículo 71 del Código de Justicia de las Fuerzas Ar-
madas; Segundo Medio: Falta de motivos;

Considerando que en el desenvolvimiento del primer
medio propuesto, el recurrente sostiene que en la sentencia
que él impugna ha sido violado el Artículo 71 del Código
de Justicia de las Fuerzas Armadas; que este "texto esta-
blece que la sentencia debe hacer mención de todas las for-
malidades prescritas por el Código de que forma parte",
que "la sentencia impugnada no hace mención de la orden
de convocatoria, no contiene la nómina de los testigos ni
la edad, nacionalidad y domicilio del acusado, infriengién-
dose así el citado texto, y por vía de consecuencia, el Ar-
tículo 55 del mismo Código"; pero,

Considerando que contrariamente a esas afirmaciones
hechas por el Fiscal recurrente, en la sentencia impugnada
consta en su primer Resultado: "Que convocado este Conse-
jo de Guerra de Apelación de las Fuerzas Armadas y apo-
derado del caso en apelación a cargo del Raso Severino
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Antonio Abreu Germosén...", y en el acta de audiencia
correspondiente se expresa que "Declarada abierta la au-
diencia por el Magistrado Juez Presidente, ordenó al Se-
cretario dar lectura al Acta de Convocatoria"; que en lo
aue respecta a la nómina de los testigos, la referida senten-
cia dice: "Oído: Al Fiscal del Consejo de Guerra de Apela-
ción de las Fuerzas Armadas, en la exposición de los he-
chos y presentación de la lista de los testigos de la causa;
Segundo Teniente Santos Guzmán hijo, E. N., Sargento
Pedro Ulloa Almánzar, E. N., Rasos Raymundo Antonio
Cruz Santos y Nelson Jiménez, E. N., y en el acta de au-
diencia sobre el caso penal de que se trata, consta que
"Acto seguido, el Secretario dió lectura a la lista de los testi-
gos"; que en lo que concierne a la edad, nacionalidad y
domicilio del inculpado, en la sentencia impugnada se lee:
"Oído al acusado en sus generales de ley", y en el acta de
audiencia ya Malla se expresa que el Juez Presidente del
Consejo de Apelación de las Fuerzas Armadas "Acto segui-
do interrogó al acusado acerca de sus generales de ley";
que esos datos no dieron lugar a ninguna objeción por el
ministerio público, ante el tribunal a-quo, por lo cual no
proceden ser propuestas por primera vez en casación; que,
por lo que acaba de ser dicho, los alegatos contenidos en
el indicado primer medio de casación carecen de fundamen-
to y deben ser desestimados;

Considerando aue en lo aue toca a su segundo medio de
casación, el Fiscal recurrente alega lo que de inmediato es
anotado: que "la sentencia impugnada carece de motivo que
la justifique"; que "la inculpación del Raso Severino An-
tonio Abreu Germosén, E. N., quedó suficientemente com-
probada"; que "no obstante, considerando nosotros que me-
diaban circunstancias atenuantes, dictaminamos solicitando
que se le condenara a prisión cumplida y se le dejara pres-
tando servicio en las Fuerzas Armadas"; que "en la espe-
cie es obvio que no existía la insuficiencia de pruebas in-
vocada por el Consejo de Guerra de Apelación de las Fuer-
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zas Armadas, en pro del descargo del acusado"; que "tos
remitimos al efecto a las deposiciones de los testigos en
Primera Instancia, todas ellas corroboratorias de los he. .
(hos puestos a cargo del Raso Severino Antonio Abreu Ger-
mosén"; que "el hecho de que los mismos testigos, en gra.
do de apelación, sustentaron una versión distinta, no priva
a sus declaraciones originales de su valor probatorio, for-
muladas espontáneamente y cuando aún no influía en ellos
ningún factor sensitivo que distorsionara la realidad de los
hechos"; que "sin embargo, el Consejo no ponderó la fla-
grante contradicción en que incurrieron los susodichos tes-
tigos, sin dar motivo alguno sobre el particular"; que "ade-
más dió por establecido el carácter fortuito de la pérdida
de las piezas del fusil que portaba reglamentariamente el
acusado, sin exponer las razones que fundamentaban esa
presunción"; que "tan connotada ausencia de motivos en
el fallo impugnado al tenor del Artículo 23 de la Ley Nú-
mero 3726 sobre Procedimiento de Casación de fecha 29 de
diciembre de 1963, sufraga por su invalidación"; pero, que
los Jueces del fondo, esto es, los que integraron el Conse-
jo de Guerra de Apelación de las Fuerzas Armadas, for-
maron su íntima convicción sobre el caso ocurrente por los
hechos y circunstancias de la causa, establecidos durante la
instrucción del proceso seguido contra el inculpado y que
consideraron suficientes para descargarlo de los delitos que
le fueron imputados; que los jueces del fondo son sobera-
nos en todo cuanto concierne a la apreciación de los ele-
mentos de prueba que son aportados, y tal apreciación no
puede ser censurada on casación, salvo desnaturalización
oue no existe ni ha sido alegada en la presente instancia;
ciue el Consejo de Guerra a-quo para justificar la sentencia
impugnada ha expresado en su motivación "que los testi-
gos que depusieron en la audiencia Segundo Teniente San-
tos Guzmán hijo, Sargento Pedro Ulloa Almánzar y los Ra-
sos Raymundo Antonio Cruz Santos y Nelson Jiménez, E.
N., declararon todos que no tenían conocimiento de que el
prevenido Abreu Germosén fuera encontrado durmiendo
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mientras estaba de servicio y que tampoco en ningún mo-
mento hizo abandono del servicio a que había sido des-
tinado"; "que, en cuanto al abandono del equipo este tri-
bunal determinó que la pieza que se le perdió al fusil que
portaba reglamentariamente fue fortuita, no pudiendo en
consecuencia acusársele de negligencia por tal hecho"; "que
como en el plenario no se aportó ninguna otra prueba que
robusteciera la acusación formulada contra el apelante,
procede descargarlo de los hechos puestos a su cargo y
ordenar que sea puesto inmediatamente en libertad, a me-
ros que existan otros hechos que ameriten retenerlo en pri-
sión"; que por las precedentes razones, los alegatos produ-
cidos en este segundo medio de casación que acaba de ser
examinado y ponderado, deben ser desestimados; que el fa-
Po objeto de la presente impugnación, contiene, pues, mo-
tivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el Fiscal del Consejo de Guerra de
Apelación de las Fuerzas Armadas, contra la sentencia de
fecha 29 de noviembre de 1968 que dictó, en sus atribucio-
nes correccionales, el mencionado Consejo de Guerra, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo, y Segundo: Declara las costas de oficio.

(Firmadas:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

1
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 21

de octubre de 1968

Materia: Tierras

Recurrente: Mercedes Sánchez
Abogado: Dr. Elpidio Graciano Corcino

Recurrido Bienvenido Gómez Núñez (declarado en defecto)

Dios, Patria y Libertad
República, Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de
Presidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustitu-
to de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 de junio
del año 1969, años 126o. de la Independencia y 106o. de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de

casación, la siguiente sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por Mercedes

Sánchez, dominicana, mayor de edad, soltera, domiciliada
y residente en la calle Duarte esq. Talenquera de la ciudad
de Mao (Valverde), cédula No. 4455, serie 34, contra la
sentencia dictada en fecha 21 de octubre de 1968, rendida
por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con el so-

lar No. 3 de la Manzana No. 19 del Distrito Catastral No. 1
de Valverde, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a Dr. Elpidio Graciano Corcino, cédula No. 21528,

serie 47, abogado de la recurrente en la lectura de sus
conclusiones;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secreta-
tía de la Suprema Corte de Justicia en fecha 20 de diciem-
bre de 1968, suscrito por el abogado de la recurrente, en
el cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Vista la Resolución de esta Suprema Corte de Justi-
cia de fecha 10 de febrero de 1969, por la cual se pronun-
ció el defecto contra el recurrido Bienvenido Gómez Nú-
ñez, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado y re-
sidente en la ciudad de Valverde, cédula No. 3615, serie 35;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7, 11, 66, 71, 83, 84, 86 y
271 de la Ley de Registro de Tierras; 1351 del Código Ci-
vil; 717 del Código de Procedimiento Civil; 1, 2, y 4 de la
Ley No. 637, de 1941, sobre Transcripción de Actos Inter-
vivos; y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo del nuevo saneamiento ordenado por el Tribunal Su-
perior mediante la Decisión No. 18 de fecha 26 de Octu-
bre de 1966, el Juez de Jurisdicción Original apoderado del
expediente, dictó su decisión No. 1 de fecha 29 de febrero
ae 1968, ordenando el registro del derecho de propiedad
del Solar No. 3 de la Manzana No. 19 del Municipio de Val-
‘erde en la siguiente forma: a) Una porción de 16 metros
de frente por 21 metros de fondo, o sea 336 Mts.2 y sus
mejoras, en favor de Bienvenido Gómez Núñez; b) Una por-
ción de 334,73 Mt2, y sus mejoras, en favor de la señora
Mercedes Sánchez; cl aue con motivo del recurso de apela-
ción interpuesto por Mercedes Sánchez (ahora recurrente
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de Mao (Valverde), cédula No. 4455, serie 34, contra la
sentencia dictada en fecha 21 de octubre de 1968, rendida
por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con el so-
lar No. 3 de la Manzana No. 19 del Distrito Catastral No. 1
de Valverde, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a Dr. Elpidio Graciano Corcino, cédula No. 21528,

serie 47, abogado de la recurrente en la lectura de sus
conclusiones;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 20 de diciem-
bre de 1968, suscrito por el abogado de la recurrente, en
el cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Vista la Resolución de esta Suprema Corte de Justi-
cia de fecha 10 de febrero de 1969, por la cual se pronun-
ci ó el defecto contra el recurrido Bienvenido Gómez Nú-
ñez, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado y re-
sidente en la ciudad de Valverde, cédula No. 3615, serie 35;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7, 11, 66, 71, 83, 84, 86 y
271 de la Ley de Registro de Tierras; 1351 del Código Ci-
vil; 717 del Código de Procedimiento Civil; 1, 2, y 4 de la
Ley No. 637, de 1941, sobre Transcripción de Ados Inter-
vivos; y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo del nuevo saneamiento ordenado por el Tribunal Su-
perior mediante la Decisión No. 18 de fecha 26 de Octu-
bre de 1966, el Juez de Jurisdicción Original apoderado del
expediente, dictó su decisión No. 1 de fecha 29 de febrero
de 1968, ordenando el registro del derecho de propiedad
del Solar No. 3 de la Manzana No. 19 del Municipio de Val-
verde en la siguiente forma: a) Una porción de 16 metros
de frente por 21 metros de fondo, o sea 336 Mts.2 y sus
mejoras, en favor de Bienvenido Gómez Núñez; b) Una por-
ción de 334,73 Mt2, y sus mejoras, en favor de la señora
Mercedes Sánchez; c) q ue con motivo del recurso de apela-
ción interpuesto por Mercedes Sánchez (ahora recurrente
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en casación,) el Tribunal Superior de Tierras, dictó en fe-
cha 21 de octubre de 1968, la sentencia ahora impugnada
en casación, con el siguiente dispositivo : "Falla: Primero:
Se admite en la forma y se rechaza en cuanto al fondo, el
recurso de apelación interpuesto en fecha 11 de marzo de
1968, por el Dr. Jesús I. Hernández a nombre de la seño-
ra Mercedes Sánchez, contra la Decisión No. 1 de fecha
29 de febrero de 1968, dictada por el Tribunal de Tierras
de Jurisdicción Original, en relación con el Solar Número
3 de la Manzana No. 19 del Distrito Catastral No. 1 del Mu-
nicipio de Valverde; SEGUNDO: Se Confirma en todas sus
partes la Decisión recurrida cuyo Dispositivo dice así: So-
lar Número 3, de la Manzana No. 19 del Distrito Catastral
Número 1 (uno) Municipio de Valverde. Superficie: 670.73
Metros Cuadrados.— Linderos: al Norte, María Agripina
Hernández y calle "Talanquera"; al Este, calle "Duarte"; al
Sur, calle "Duarte" y Solar Núm. 4 y, al Oeste, Solar Núm.
1 y María Agripina Hernández.— Primero: Acoge en parte
y Rechaza en parte, las reclamaciones de Bienvenido Gó-
mez Núñez, como las de Mercedes Sánchez, respecto de este
Solar; Segundo: Ordena el registro del derecho de propie-
dad de este Solar en la forma siguiente: a) En favor de
Bienvenido Gómez Núñez, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, domiciliado y residente en la ciudad de Valverde, por-
tador de la Cédula de Identificación Personal Número 3615,
serie 31, Una Porción de 16 Metros cuadrados y sus mejo-
ras, con los siguientes linderos: al Norte, Solar Núm. 3
(parte) y Mercedes Sánchez al Este Calle "Duarte"; al
Sur, Solar Núm. 4 y, al Oeste, Solar Núm. 1; b) En favor
de Mercedes Sánchez, dominicana, mayor de edad, soltera,
de oficios domésticos, domiciliada y residente en la ciudad
de Valverde, portadora de la cédula de identificación per-
sonal Núm. 4455, serie 35, Una Porción, de 334.73 metros
cuadrados, con sus mejoras y los siguientes límites: al Nor-
te, Calle "Talanquera"; al Este, Calle "Duarte", al Sur,
Solar Núm. 3 (parte) y Bienvenido Gómez y, al Oeste,
María Agripina Hernández';
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Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación
del artículo 1315 del Código Civil; Segundo Medio: Violación
del artículo 717 del Código de Procedimiento Civil y 1ro.
y 11 de la Ley de Registro de Tierras; Tercer Medio: Vio-
lación de los artículos 1, 2 y 4 de la Ley No. 637 del 1941
sobre Transcripción de Actos entre vivos;

Considerando que en el desarrollo de los medios pri-
mero y segundo de su memorial, los cuales se reúnen para
su examen, sostiene en síntesis la recurrente que al decla-
rar el Tribunal a-quo que había adquirido la autoridad de
:a cosa irrevocablemente juzgada, la sentencia de adjudica-
ción rendida por la Cámara de lo Civil y Comercial de San-
tiago en fecha 17 de noviembre de 1953, por la cual el re-
currido fue declarado adjudicatario de la casa y la parte
del solar en que está edificada, objetos del embargo, pro-
cedimiento que el recurrido ejecutó como acreedor hipote-
cario, violó el artículo 1351 del Código Civil, ya que según
ese texto la autoridad de la cosa juzgada sólo es posible
entre las mismas partes, cuando la cosa demandada es la
misma y por la misma causa, y que ella la recurrente, no
fue parte en ese procedimiento de embargo, perseguido con-
tra Máximo Mercado que era el deudor hipotecario y no
contra ella; que ella vino a enterarse del procedimiento
cuando se le notificó la instancia en revisión por fraude;
que además, se ha violado en la sentencia impugnada el'
artículo 717 del Código de Procedimiento Civil, según el
cual "la adjudicación no transmite al adjudicatario, más de-
rechos a la propiedad que los que tenía el embargado";
que el tribunal debió establecer en el saneamiento de quién
era el solar en donde el embargado construyó las mejoras
que luego hipotecó, pero no por medio de la sentencia de
adjudicación en que culminó el embargo, la cual no justi-
fica su derecho, sino aportando la prueba de la propiedad
del embargado; sobre todo que (sigue alegando la recu-
rrente) el tribunal a-quo le atribuyó todo valor a la dicha
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de Mercedes Sánchez, dominicana, mayor de edad, soltera,
de oficios domésticos, domiciliada y residente en la ciudad
de Valverde, portadora de la cédula de identificación per-
sonal Núm. 4455, serie 35, Una Porción, de 334.73 metros
cuadrados, con sus mejoras y los siguientes límites: al Nor-
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Considerando que en el desarrollo de los medios pri-
mero y segundo de su memorial, los cuales se reúnen para
su examen, sostiene en síntesis la recurrente que al decla-
rar el Tribunal a-quo que había adquirido la autoridad de
la cosa irrevocablemente juzgada, la sentencia de adjudica-
ción rendida por la Cámara de lo Civil y Comercial de San-
tiago en fecha 17 de noviembre de 1953, por la cual el re-
currido fue declarado adjudicatario de la casa y la parte
del solar en que está edificada, objetos del embargo, pro-
cedimiento que el recurrido ejecutó como acreedor hipote-
cario, violó el artículo 1351 del Código Civil, ya que según
ese texto la autoridad de la cosa juzgada sólo es posible
entre las mismas partes, cuando la cosa demandada es la
misma y por la misma causa, y que ella la recurrente, no
fue parte en ese procedimiento de embargo, perseguido con-
tra Máximo Mercado que era el deudor hipotecario y no
contra ella; que ella vino a enterarse del procedimiento
cuando se le notificó la instancia en revisión por fraude;
que además, se ha violado en la sentencia impugnada el
artículo 717 del Código de Procedimiento Civil, según el
cual "la adjudicación no transmite al adjudicatario, más de-
rechos a la propiedad que los que tenía el embargado";
que el tribunal debió establecer en el saneamiento de quién
era el solar en donde el embargado construyó las mejoras
que luego hipotecó, pero no por medio de la sentencia de
edjudicación en que culminó el embargo, la cual no justi-
f2ca su derecho, sino aportando la prueba de la propiedad
del embargado; sobre todo que (sigue alegando la recu-
rrente) el tribunal a-quo le atribuyó todo valor a la dicha

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación
del artículo 1315 del Código Civil; Segundo Medio: Violación
del artículo 717 del Código de Procedimiento Civil y lro.

11 de la Ley de Registro de Tierras; Tercer Medio: Vio-
lación de los artículos 1, 2 y 4 de la Ley No. 637 del 1941
sobre Transcripción de Actos entre vivos;
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sentencia de adjudicación, no obstante que el juez de ju-
risdicción original había dicho en uno de los motivos de su
sentencia "que es cierto que en el presente caso no se ha
establecido de manera fehaciente que Máximo Mercado fue-
ra dueño del terreno", y a pesar de esa afirmación, le atri-
buyó toda eficacia a la dicha sentencia de adjudicación, por
lo que estima la recurrente que se ha incurrido en el fallo
impugnado en las violaciones que ella denuncia en los dos
medios que se examinan; pero,

Considerando que si ciertamente el artículo 717 del
Código de Procedimiento Civil establece "que la adjudica-
ción no transmite al adjudicatario más derechos de propie-
dad que los que tenía el embargado", es también cierto, en
la especie, que la Suprema Corte de Justicia solicitó al Tri-
bunal de Tierras el expediente relativo a este saneamien-
to, en virtud de lo que dispone el artículo 134, párrafo úni-
co, de la Ley de Registro de Tierras, en interés de una me-
jor edificación sobre los alegatos que sirven de base a los
medios de casación propuestos por la recurrente, y ha com-
probado, por su examen, que la sentencia de adjudicación
que rindió la Cámara de lo Civil y Comercial de Santiago,
dada en base al Pliego de Condiciones en virtud del cual
se procedió a la subasta con motivo del embargo practica-
do contra Máximo Mercado, da constancia de que lo em-
bargado fue "una casa de maderas, etc.... edificada en so-
lar propio, el cual se incluye en esta hipoteca", y no hay
constancia de que se le presentara al tribunal a-quo el ac-
ti; de hipoteca para oponerlo a esas enunciaciones; que, por
otra parte, habiendo el Tribunal de Tierras procedido a un
nuevo saneamiento de ese inmueble por haber admitido la
instancia en revisión por fraude que sometió a dicho tribu-
nal el acreedor hipotecario, es claro que en ese nuevo sa-
neamiento el adjudicatario Bienvenido Gómez Núñez, tenía
derecho a presentar como base de su reclamación, el acto
traslativo del derecho de propiedad en su favor del solar
y la casa embargados, o sea, la sentencia de adjudicación

cn que culminó el embargo, la cual sentencia según lo re-
vela también el expediente fue debidamente ejecutada; que
esa sentencia como es de fecha 17 de noviembre de 1953 y
constituía un justo título, podía dar lugar, puesto que las
partes residían en la misma provincia, a la prescripción de
cinco años que establece el artículo 2265 del Código Civil,
la cual prescripción se había consolidado ya el 4 de abril
de 1966 cuando el adjudicatario se dirigió al Tribunal Su-
perior de Tierras, haciendo valer su documentación y so-
licitando por instancia debidamente notificada, la revisión

w del expediente, lo cual obtuvo; por lo cual a los razonamien-
tos jurídicos que dió el Tribunal de Tierras se unen ahora
como motivos de derecho que suple esta Suprema Corte
de Justicia, los que se han expuesto en relación con la apli-lo catión del artículo 2265 del Código Civil por haber un jus-
to título y ser presumible la buena fe; que, además, y en

li
relación con los otros alegatos de la recurrente, es preciso
tener en cuenta que el procedimiento de embargo inmobi-
liario, está sujeto a una serie de formalidades que induda-
blemente constituyen una fuente de información para los
terceros (transcripción del acta de embargo, fijación de
edictos en la prensa y en la casa embargada), todo lo cual
pone a los terceros en caso de hacerse un embargo super
non dómino, en condiciones de incidentar dicho procedi-
miento, lo que no se hizo, o de tratar de reinvindicar por

11 vía principal como se hizo luego en el saneamiento, aun-
que sin éxito en razón de que ya la sentencia de adjudica-
ción —que es un acto traslativo del derecho de propiedad-

. había originado en favor del adjudicatario los efectos jurí-
dicos que le atribuyó el Tribunal a-quo, máxime al compro-

, barse que la misma da constancia de que se había perse-
guido y ejecutado el embargo sobre la casa y el solar en
virtud de la hipoteca convencional que había otorgado el
embargado, según consta en dicha sentencia; que, por to-
do lo expuesto, es claro que el Tribunal a-quo al darle a
dicha sentencia el valor y los efectos jurídicos que le atribu-
yó, no incurrió en las violaciones denunciadas en los dos
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medios de casación propuestos por la recurrente, y ha com-
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otra parte, habiendo el Tribunal de Tierras procedido a un
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instancia en revisión por fraude que sometió a dicho tribu-
nal el acreedor hipotecario, es claro que en ese nuevo sa-
neamiento el adjudicatario Bienvenido Gómez Núñez, tenía
derecho a presentar como base de su reclamación, el acto
traslativo del derecho de propiedad en su favor del solar
y la casa embargados, o sea, la sentencia de adjudicación

en que culminó el embargo, la cual sentencia según lo re-
vela también el expediente fue debidamente ejecutada; que
esa sentencia como es de fecha 17 de noviembre de 1953 y
constituía un justo título, podía dar lugar, puesto que las
partes residían en la misma provincia, a la prescripción de
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la cual prescripción se había consolidado ya el 4 de abril
de 1966 cuando el adjudicatario se dirigió al Tribunal Su-
perior de Tierras, haciendo valer su documentación y so-
licitando por instancia debidamente notificada, la revisión
del expediente, lo cual obtuvo; por lo cual a los razonamien-
tos jurídicos que dió el Tribunal de Tierras se unen ahora
como motivos de derecho que suple esta Suprema Corte
de Justicia, los que se han expuesto en relación con la apli-
cación del artículo 2265 del Código Civil por haber un jus-
to título y ser presumible la buena fe; que, además, y en
relación con los otros alegatos de la recurrente, es preciso
tener en cuenta que el procedimiento de embargo inmobi-
liario, está sujeto a una serie de formalidades que induda-
blemente constituyen una fuente de información para los
terceros (transcripción del acta de embargo, fijación de
edictos en la prensa y en la casa embargada), todo lo cual
pone a los terceros en caso de hacerse un embargo super
non dómino, en condiciones de incidentar dicho procedi-
miento, lo que no se hizo, o de tratar de reinvindicar por
vía principal como se hizo luego en el saneamiento, aun-
que sin éxito en razón de que ya la sentencia de adjudica-
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había originado en favor del adjudicatario los efectos jurí-
dicos que le atribuyó el Tribunal a-quo, máxime al compro-
barse que la misma da constancia de que se había perse-
guido y ejecutado el embargo sobre la casa y el solar en
virtud de la hipoteca convencional que había otorgado el
embargado, según consta en dicha sentencia; que, por to-
do lo expuesto, es claro que el Tribunal a-quo al darle a
dicha sentencia el valor y los efectos jurídicos que le atribu-
yó, no incurrió en las violaciones denunciadas en los dos
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medios que se examinan, por lo cual estos carecen de fun-
damento y deben ser deestimados;

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer y
ultimo medio de su memorial, sostiene la recurrente que
se violaron los artículos , 2 y 4 de la Ley No. 637, de 1941,
sobre Transcripción, en razón de que la copia de la sen-
tencia de adjudicación rendida por la Cámara de lo Civil
y Comercial de Santiago en fecha 17 de noviembre de 1953,
por la cual dicha Cámara adjudicó en un procedimiento de
embargo al hoy recurrido Bienvenido Gómez Núñez, la ca-
sa y el solar en donde está ubicada, objetos del embargo,
no había sido transcrita, y que, al admitir el Tribunal a-quo
ese documento sin estar transcrito violó la citada Ley No.
637, ya que un acto no transcrito no puede hacerse valer
ante ningún tribunal, no es oponible a los terceros, y su
validez queda en suspenso hasta tanto se haga la transcrip-
ción; por todo lo cual estima la recurrente que se incurrió
en el fallo impugnado en las violaciones que ella ha de-
nunciado; pero,

Considerando aue el alegato formulado en el medio que
se examina, no fue propuesto ante los jueces del fondo,
por lo cual ellos pudieron, com lo hicieron, admitir la vali-
dez del documento, actuación que no puede conducir a la
nulidad de la sentencia dictada por no estar ello previsto
en esa forma en la citada Ley 637; que, por tanto, el terce-
ro y último medio del recurso, carece también de funda-
mento y debe ser desestimado;

Considerando que no procede la condenación en costas
de la recurrente, porque el recurrido no ha comparecido en
casación a solicitarlo, y dicha condenación no puede ser
pronunciada de oficio;

Por tales motivos, Unieo: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Mercedes Sánchez, contra la senten-
cia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha
21 de octubre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo.

(Firmados) : Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.—
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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cia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha
21 de octubre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.—
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE JUNIO DE 1969

Sentencia Impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 9

de agosto de 1968

Materia: Tierras

Recurrente: César A. Sánchez Mazón
Abogado: Dra. Ana T. Pérez de Escobar

Recurrido: Sucesores del Dr. Federico Ellis Cambias()
Abogado: Dr. Enrique de Moya Grullón.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticía, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel
A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 del mes
de junio de 1969, años 126o. de la Independencia y 106o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por César A.
Sánchez Mazón, farmacéutico, dominicano, mayor de edad,
cédula No. 737, serie 23, domiciliado y residente en esta
ciudad, contra la sentencia de fecha 9 de agosto de 1968,
dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con
el Solar No. 16 de la Manzana No. 303 del Distrito Catas-
tral No. 1 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oída a la Dra. Ana T. Pérez de Escobar, cédula No.

12694, serie 27, en representación del recurrente, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Enrique de Moya Grullón, en representa-
ción del Dr. Rafael de Moya Grullón, cédula No. 1050, se-
rie 56, abogado de los recurridos Sucesores del Dr. Federico
Ellis Cambiaso, que son: Carmen Jiménez de Ellis, hoy
Vda. Ellis, norteamericana, mayor de edad, domiciliada y
residente en la casa No. 23 de la calle José Grillo, de la ciu-
dad de Caguas, Puerto Rico; Frederick W. Elis Bellis, nor-
teamericano, domiciliado y residente en 22 Graystone Drive,
East Northport, Long Island, New York, Estados Unidos
de América, Rose Marie, norteamericana, domiciliada y re-
sidente en Ruthland, Vermont, Estados Unidos de América
y Evangelina Ellis Mackey, norteamericana, domiciliada y
residente en Avenida Howland, No. 9, West End, New Jer-
sey, Estados Unidos de América;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Artículos 1 y siguientes de la Ley No.
6087, de 1962; 8, apartado 9 de la Constitución de 1962;
141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta; a) Que con mo-
tivo de una reclamación en devolución de inmueble for-
mulada por los Sucesores del Dr. Federico Ellis Cambiaso,
en virtud de la Ley No. 6087, de 1962, el Tribunal de I ie-
rras de Jurisdicción Original, regularmente apoderado, dic-
tó en fecha 17 de diciembre de 1964, una sentencia cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Ordena la devolución
inmediata de la parte Sur del Solar No. 16, y sus mejoras,
de la Manzana No. 303 del D. C. No. 1 del Distrito Nacio-
nal, que posee el Lic. César A. Sánchez M., a su legítimo
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propietario señor Dr. Federico Ellis Cambiaso, mayor de
edad, dominicano, médico, domiciliado y residente en Ca-
guas, Puerto Rico.— Segundo: Declara, por los motivos pre-
cedentemente expuestos, al Lic. César A. Sánchez Monzón,
Propietario de buena fe de la parte Sur del Solar No. 16
y sus mejoras, de la Manzana No. 303 del Distrito Catas-
tral No. 1 del Distrito Nacional, y consecuentemente, con
derecho a reclamar y recibir la indemnización y compen-
sación establecidas en los artículos 2 párrafo III y 4 de la
Ley No. 6087, de fecha 20 de Octubre de 1962, en la pro-
porción que le corresponde; Tercero: Declara acreedor hi-
potecario de buena fe al Banco Agrícola de la República
Dominicana, de los gravámenes inscritos a su favor en el
Certificado de Título No. 61-2612, sobre la parte Sur dei
Solar No. 16 de la Manzana 303 del D. C. No. 1 del Distrito
Nacional; Cuarto: Rechaza el pedimento formulado por el
Dr. Rafael de Moya Grullón, tendente a obtener el pago
de las costas ante esta Jurisdicción; Quinto: Ordena al Re-
gistrador de Títulos del Distrito Nacional la cancelación
del Certificado de Título No. 61-2612, que ampara el Solar
No. 16 y sus mejoras, de la Manzana No. 303 del Distrito
Catastral No. 1 del Distrito Nacional, y la expedición de,
uno nuevo en favor de los señores Dr. Federico Ellis Cam-
biaso y Leticia Sánchez Abreu en la siguiente proporción
de 178 (Un Ciento Setenta y Ocho) metros cuadrados, y sus
mejoras actuales; y b) en favor de la señorita Leticia Sán-
chez Abreu, una porción de 204.10 (Doscientos Cuatro Me-
tros Cuadrados y Diez Decímetros Cuadrados), y sus me-
joras consistentes en una casa de mampostería, con todas
sus anexidades y dependencias"; b) Que sobre recurso de
apelación interpuesto por el hoy recurrente en casación,
el Tribunal Superior de Tierras, dictó en fecha 9 de agos-
to de 1968, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Se Acoge, en cuanto a la forma,
y Se Rechaza, en cuanto al fondo, el recurso de apelación
interpuesto en fecha 15 de Enero de 1965, por la Dra. Ana
Teresa Pérez de Escobar, en representación del Lic. Cé-

sar Arturo Sánchez Monzón, contra la Decisión No. 1 dic-
tada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original,
en fecha 17 de Diciembre de 1964, en relación con el Solar
No. 16 de la Manzana No. 303 del Distrito Catastral No. 1
del Distrito Nacional; Segundo: Se Acoge, el desistimiento
hecho por el Lic. Miguel E. Noboa Recio, a nombre y en
representación de la señora Leticia Sánchez Abreu, de su
recurso de apelación, interpuesto en fecha 20 de Enero de
1965, contra la mencionada Decisión No. 1 dictada por el

í

,-Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 17
, de Diciembre de 1964.— Tel'eere: Se Confirma, con las mo-

dificaciones resultantes de los motivos de esta sentencia,
la Decisión No. 1 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original, dictada en fecha 17 de Diciembre de 1964, en re-
lación con el Solar No. 16 de la Manzana No. 303 del 'Dis-
trito Catastral No. 1 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
en lo adelante regirá así: Primero: Ordena la devolución
inmediata de la Parte Sur del Solar No. 16 de la Manzana
No. 303 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional,
y las mejoras, consistentes en la primera planta existente
en dicha parte Sur, que posee el Lic. César A. Sánchez
M., a su legítimo propietario señor Dr. Federico Ellis Cam-
biaso, dominicano, mayor de edad, médico, domiciliado y
residente en Caguas, Puerto Rico.— Segundo: Declara, al
Lic. César A. Sánchez Monzón, propietario de buena fe de
la parte Sur del Solar No. 16 de la Manzana No. 303 del
Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional, y las mejo-
ras, consistentes en la primera planta existente en dicha
parte Sur, y consecuentemente, con derecho a reclamar y
recibir la indemnización y la compensación establecidas en
los artículos 2 párrafo III y 4 de la Ley No. 6087, de fecha
30 de octubre de 1962, en la pro porción que le corresponda.
Tercero: Declara acreedor hipotecario de buena fe al Ban-
co Agrícola de la República Dominicana, de los graváme-
nes inscritos a su favor en el Certificado de Título No. 61-
2612, sobre la parte Sur del Solar No. 16 de la Manzana No.
303 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional-
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Cuarto: Rechaza el pedimento formulado por el Dr. Rafael
de Moya Grulón, tendente a obtener el pago de las costas
ante esta Jurisdicción .— Quinto: Ordena, al Registrador
de Títulos del Distrito Nacional, anotar al pie del Certifi-
cado de Título No. 61-2612 que ampara el Solar No. 16
de la Manzana No. 303 del Distrito Catastral No. 1 del Dis-
trito Nacional, la transferencia de la porción de 178 me-
tros cuadrados y sus mejoras, registrados a nombre del
Lic. César Arturo Sánchez Monzón, en favor del Dr. Fe-
derico Ellis Cambiaso, de las calidades arriba anotadas.—
Sexto: Se Rechazan, por falta de fundamento, las conclu-
siones del Banco Agrícola de la República Dominicana";

Considerando que el recurrente invoca en su Memorial
de Casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación
a las disposiciones de los Artículos 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil y 84 de la Ley Sobre Registro de Tierras,
y falta de base legal, en cuanto a sus motivaciones contra-
dictorias.— Segundo Medio: Violación por desconocimiento
c falsa aplicación, del apartado 9 del Artículo 8 de la Cons-
titución vigente en la época de la promulgación de la Ley
6087, año 1962, en cuanto negó la inconstitucionalidad de
dicha Ley;

Considerando que en los medios propuestos, los cuales
se reúnen para su examen, el recurrente sostiene en sínte-
sis que el Tribunal a-quo para rechazar sus conclusiones
principales por las cuales propuso la inconstitucionalidad
de la Ley No. 6087, de 1962, declaró por un lado que dicha
ley "es justa y equitativa porque reconoce el derecho de
propiedad de los que fueron perseguidos por la tiranía" y
luego —contradiciéndose— desconoce ese derecho a quien
como el recurrente está amparado en un título oponible
erga omnes" (o sea un Certificado de Título); que la fa-
cultad para el Estado de devolver los inmuebles en el caso
previsto por la Ley No. 6087 citada, es mediante "justa,
equitativa y previa indemnización"; que con ello el Tribu-
nal a-quo incurrió en falta de motivos (por contradicción
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de los mismos) y en falta de base legal; y que el Tribunal
de Tierras al negar la inconstitucionalidad de la Ley 'Cita-
da No. 6087 de 1962, desconoció e hizo una falsa aplica-
ción del Apartado 9, del artículo 8 de la Constitución vigen-
te en esa época, pues dicha Constitución además de con-
sagrar el derecho de propiedad, establece que la expropia-
cón sólo puede ser hecha por causa de utilidad pública o
interés social, sujeta a la previa y justa indemnización;
que lo contrario es un despojo; que además por disposi-
ción constitucional las leyes no tienen efecto retroactivo,
por lo cual, a juicio del recurrente, se incurrió también en
el fallo dictado en los vicios y violaciones denunciados; pe-
nP

Considerando, que, en el primer medio de casación lo
que sostiene en esencia el recurrente es que la Ley No.
6087, de 1962, sobre la cual se ha fundado el Tribunal Su-
perior de Tierras en el presente caso para traspasar in-
muebles de la propiedad del recurrente a los recurridos, es
violatoria del principio consagrado en el artículo 47 de la
Constitución vigente en 1962 y en el 2 del Código Civil,
porque la propiedad que tenía el recurrente sobre esos in-
muebles era un derecho ya adquirido, que había entrado de-
finitivamente en su patriomonio, una situación jurídica crea-
da definitivamente; pero,

Considerando, que, conforme al artículo 8, inciso 9 de
la Constitución vigente en 1962, la propiedad puede ser to-
mada por causa debidamente justificada de utilidad pública
o de interés social; que ese texto no limita la expropiación
a los casos en que el Estado u otras entidades de derecho
público necesiten por sí mismos los bienes a tomar, sino
que se extiende a los casos en que los bienes a expropiar
deban pasar al patrimonio de otras personas, públicas o
privadas, cuando ello sea requerido por el interés social;
que el inciso 9 del artículo 8 de la Constitución relativo al
derecho de propiedad, como todos los demás incisos de ese
artículo, están dominados por el prámbulo de dicho artícu-
lo, según el cual las normas fijadas por los incisos del ar-
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deban pasar al patrimonio de otras personas, públicas o
privadas, cuando ello sea requerido por el interés social;
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título tienen que interpretarse siempre de un modo que sea
compatible con el bienestar "general y los derechos de
todos"; que, en el caso de la Ley No. 6087, de 1962, es in-
dudable que lo que ella ha hecho es disponer una expro-
piación por causa de interés social o con fines de bienestar
general, acto de derecho público que no puede ser califica-
do como retroactivo, porque la expropiación supone, preci-
samente, un reconocimiento formal del derecho de propie-
dad de la persona sujeta a la expropiación, como lo ratifica
la obligación de indemnizar al expropiado, en forma justa
y previa; que, por tanto, la Ley no es inconstitucional co-
mo lo estima el recurrente, ni sus disposiciones pueden con-
siderarse retroactivas; que, por otra parte ,no hay contra-
dicción alguna que implique ausencia de motivos, en el he-
cho de que el Tribunal a-quo dijera que dicha ley es justa
y equitativa porque reconoce el derecho de propiedad de
las personas a quienes ella protege en sus derechos, y en
base a ello ordenara a quien adquirió del Estado la devo-
lución de los bienes al propietario reclamante, pues sentado
el criterio jurídico anterior de que ella configura un acto de
expropiación por interés social, no se está desconociendo
con ello el derecho de propiedad, sino reafirmándolo, pues
precisamente se expropia a un propietario; que, finalmente,
en cuanto al alegato relativo a la indemnización, es perti-
nente señalar que la Ley No. 6087, de 1962, no es otra cosa
"que un acto que dispone una expropiación; que el poder
realizar actos de esa naturaleza resulta necesariamente del
artículo 8, inciso 9 de la Constitución, que señala los casos
en que puede cesar para cualquier persona propietaria de
bienes su derecho de propiedad sobre determinados bienes,
para entrar en tal caso en propiedad de una indmnizactón
equivalente, por lo cual la llamada expropiación es real-
mente una enagenación forzosa y no un acto despojatorio";
que, además, por otra parte, la forma de indemnización
resultante de la Ley No. 6087, de 1962, está justificada ,des-
de el punto de vista constitucional, por la especial circuns-
tancia de haberse dictado esa Ley, como ella misma lo de-

clara, para resolver situaciones injustas creadas por causas
políticas y en momentos calamitosos que no permitían in-
demnizaciones como las que son de rigor en tiempos nor-
males; que, finalmente, el fallo impugnado pone de mani-
fiesto que él contiene motivos suficientes y pertinentes (no
contradictorio) y una exposición de los hechos y circuns-
tancias de la causa que permite apreciar que la ley fue bien
aplicada; que, por tanto, no se ha incurrido en los vicios y
violaciones denunciados por el recurrente en los medios pro-
puestos, por lo cual éstos carecen de fundamento y deben
er desestimados;

Considerando que no procede la condenación en costas
del recurrente porque el recurrido no lo ha solicitado;

Por tales motivos, Unjo): Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por César A. Sánchez Mazón ,contra la sen-
tencia de fecha 9 de agosto de 1969, dictada por el Tribunal
Superior de Tierras, en relación con el Solar No. 16 de la
Manzana No. 303 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por n'ií, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 29 de julio de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: Angel Defilippi Agurto
Abogado: Dres. Bienvenido Mejía y Mejía y Lupo Hernández Rue-

da

Recurrido: Constructora Dominicana del Conte y Allasia, C. por A.
Abogado: Lic. José Machado y Dr. Gustavo A. Latour Batlle

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 30 de junio del año 1969, años 126o. de la Independen-
cia y 106o, de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Angel De-
filippi 	 peruano, mayor de edad, casado, técnico me-
cánico, domiciliado en la calle Jr. Larco Herrera 1077,
Magdalena del Mar, Lima, Perú, contra la sentencia de la
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 29' de
julio de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Rafael Moya, en representación de los Dres.

Bienvenido Mejía y Mejía y Lupo Hernández Rueda, cé-
duas Nos. 46688 y 52000, series 1ra., respectivamente, abo-
gados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Lic. José Manuel Machado, cédula No. 1754, se-
rie lra., Dor sí y por el Dr. Gustavo A. Latour Batlle, cédula
No. 15937, serie 37, abogados de la recurrida, la Construc-
tora Dominicana del Conte y Allasia, C. por A., Compañía
Comercial, con domicilio en la casa formada por la esqui-
na Noroeste de la calle 20 y Avenida Primera de Ensan-
che Piantini, de esta ciudad, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído al dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 30 de septiem-
bre de 1968, suscrito por los abogados del recurrente, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida de fécha
23 de octubre de 1968, suscrito por sus abogados;

Vistos los escritos de réplicas, suscritos por sus res-
pectivos abogados y fechados a 14 de abril de 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1134, 1135, 1147, 1148, 1149,
1150, 1157, 1152 y 1153 del Código Civil; 141 del Código
de Procedimiento Civil; 36, 37, 84, 69, 72, 77, 78, 81 y 82
del Código de Trabajo; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 20 de febrero de 1968, una sentencia
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza en
todas sus partes las conclusiones de la parte demandada
Por improcedentes y mal fundadas, y acoge en todas sus



li

SENTENCIA DE FECHA 30 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 29 de julio de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: Angel Defilippi Agurto
Abogado: Dres. Bienvenido Mejía y Mejía y Lupo Hernández Rue-

da

Recurrido: Constructora Dominicana del Conte y Allasia, C. por A.
Abogado: Lic. José Machado y Dr. Gustavo A. Latour Baffle

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 30 de junio del año 1969, años 126o. de la Independen-
cia y 1060. de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Angel De-
filippi Agurto, peruano, mayor de edad, casado, técnico me-
cánico, domiciliado en la calle Jr. Larco Herrera 1077,
Magdalena del Mar, Lima, Perú, contra la sentencia de la
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 29' de
julio de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Rafael Moya, en representación de los Dres.

Bienvenido Mejía y Mejía y Lupo Hernández Rueda, cé-
duas Nos. 46688 y 52000, series 1ra., respectivamente, abo-
gados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Lic. José Manuel Machado, cédula No. 1754, se-
rie lra., por sí y por el Dr. Gustavo A. Latour Batlle, cédula
No. 15937, serie 37, abogados de la recurrida, la Construc-
tora Dominicana del Conte y Allasia, C. por A., Compañía
Comercial, con domicilio en la casa formada por la esqui-
na Noroeste de la calle 20 y Avenida Primera de Ensan-
che Piantini, de esta ciudad, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído al dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 30 de septiem-
bre de 1968, suscrito por los abogados del recurrente, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida de fécha
23 de octubre de 1968, suscrito por sus abogados;

Vistos los escritos de réplicas, suscritos por sus res-
pectivos abogados y fechados a 14 de abril de 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de habe7 deli-
berado y vistos los artículos 1134, 1135, 1147, 1148, 1149,
1150, 1157, 1152 y 1153 del Código Civil; 141 del Código
de Procedimiento Civil; 36, 37, 84, 69, 72, 77, 78, 81 y 82
del Código de Trabajo; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 20 de febrero de 1968, una sentencia
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza en
todas sus partes las conclusiones de la parte demandada
Por improcedentes y mal fundadas, y acoge en todas sus

1468	 BOLETIN JUDICIAL
BOLETIN JUDICIAL	 1469



a

1470	 BOLETIN JUDICIAL	 BOLETIN JUDICIAL	 1471

partes las del demandan te, por ser justas y reposar sobre
prueba legal; SEGUNDO: Declara injustificado el despido y
resuelto el contrato especial de trabajo suscrito entre las
partes, por culpa del patrono y con responsabilidad para
el mismo; TERCERO: Condena a la Compañía Constructo-
ra Dominicana del Conte y Alassia, C. por A., a pagar al
señor Angel Defilippi Agurto, los valores siguientes a) un
mes de salario al tenor de las previsiones del in fine, art.
4 del contrato intervenido entre las partes; b) un me g de
salario al tenor del párrafo a) del artículo 3 del contrato;
e) un mes de salario al tenor del párrafo B del artículo 3
de contrato suscrito entre las partes; d) al pago de diez
meses de salarios al tenor de las previsiones del art. 4 del
contrato suscrito entre las partes, así como al pago de los
tres meses de salario acordados en el inciso 3ro. del ar-
tículo 84 del Código de Trabajo, todo a base de RD$900.00
mensuales; CUARTO: Condena a dicha Compañía deman-
dada al pago de las costas del procedimiento, con distrac-
ción de éstas en provecho de los Dres. Lupo Hernández
Rueda y Bienvenido Mejía y Mejía, quienes afirman haber-
las avanzado en su mayor parte"; b) que sobre la apela-
ción interpuesta, la Cámara a-qua dictó la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido tanto en la forma co-
mo en el fondo el recurso de apelación interpuesto por la
Constructora Dominicana del Conte y Allasia, C. por A.,
contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional, en fecha 20 de febrero de 1968, en
favor del señor Angel Defillippi Agurto, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior de esta misma sentencia, y
en, consecuencia Revoca íntegramente dicha decisión im-
pugnada; SEGUNDO: Rechaza la demanda original incoa-
da por el señor Angel Defillipi Agurto contra La Cons-
tructora Dominicana del Conte y Allasia, C. por A., según
los motivos expuestos; TERCERO: Condena a la parte que
sucumbe señor Angel Defillippi Agurto, al pago de las cos-
tas del procedimiento, de conformidad con los artículos 691

del Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18
de junio del 1964";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Desnatu-
ralización de los hechos y documentos de la causa. Falta
de Base Legal. Violación del art. 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; Segundo Medio: Violación del art. 1134 y
1135 del Código Civil y de los artículos del 1156 al 1163 del
mismo Código Civil (Sección Relativa a la interpretación
de las convenciones). Violación de los artículos 36, 37 del
Código de Trabajo. Violación por aplicación errónea, de
los artículos 14, 15 y 84, Ordinal Segundo, del Código de
Trabajo. Violación del V principio fundamental del Códi-
go de Trabajo; Tercer Medio: Violación de los artículos 84,
69, 72, 77, 78, 81 y 82 del Código de Trabajo. Violación
de los artículos 1134, 1135, 1147, 1148, 1149, 1150, 1151, 1152,
1153 y siguientes del Código Civil;

Considerando que el recurrente alega en síntesis en
sus tres medios de casación, que por su relación se reúnen
para su examen, al que el recibo de descargo que él sus-
cribió en favor de la Constructora Dominicana del Conte
y Allasia, C. por A., y la comunicación que dicha Empre-
sa dirigió al Representante Local de Trabajo de Puerto
Plata, anunciando su despido teniendo la misma fecha, 4
de octubre de 1967, la Cámara a-qua, en la sentencia
impugnada no podía dar por establecido como lo hizo, que
el recibo fue posterior a la comunicación, sin incurrir en
el vicio de falta de base legal y desnaturalización de los
hechos y documentos de la causa; b) que existiendo entre
la Empresa y él un Contrato por un año, que le acordaba
beneficio, además de los previstos en el Código de Trabajo,
la Empresa no podía rescindirlo por su sola voluntad, sin
incurrir en violación de los textos legales que se enuncian
precedentemente; que "En las convenciones se debe aten-
der más a la común intención de las partes contratantes
que al sentido literal de las palabras"; pero,
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Plata, anunciando su despido teniendo la misma fecha, 4
de octubre de 1967, la Cámara a-qua, en la sentencia
impugnada no podía dar por establecido como lo hizo, que
el recibo fue posterior a la comunicación, sin incurrir en
el vicio de falta de base legal y desnaturalización de los
hechos y documentos de la causa; b) que existiendo entre
la Empresa y él un Contrato por un año, que le acordaba
beneficio, además de los previstos en el Código de Trabajo,
la Empresa no podía rescindirlo por su sola voluntad, sin
incurrir en violación de los textos legales que se enuncian
precedentemente; que "En las convenciones se debe aten-
der más a la común intención de las partes contratantes
que al sentido literal de las palabras"; pero,

1,
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Considerando que el artículo 84 inciso 2o. del Código
de Trabajo, dispone lo siguiente: "Si el patrono no prueba
la justa causa invocada como fundamento del despido, el
tribunal declarará el despido injustificado y resuelto el con-
trato por culpa del patrono, y, en consecuenc ia, condenará

a este último a pagar al trabajador los valores siguientes:
1ro.—Si el contrato es por tiempo indefinido, las sumas
que correspondan al plazo del desahucio y al auxilio de
cesantía; 2do.—Si el contrato es por cierto tiempo o para
una obra o servicio determinado, una suma igual a los sa-
larios que habría recibido el trabajador hasta el vencimien-
to del término estipulado o hasta la conclusión del servi-
cio o de la obra convenidos; pero en este caso el total de
dichos salarios no podrá exceder de lo que habría recibido
en caso de desahucio sobre contratos de trabajos por tiem-
po indefinido, a menos que las partes hayan fijado una su-
ma mayor por escrito, al celebrar el contrato"; que los ar-
tículos 69 y 72 del mismo Código que se refieren al preavi-
so y al auxilio de cesantía, respectivamente dicen como si-
gue: "Art. 69.—En el contrato por tiempo indefinido cada
una de las partes pueden ponerle término, sin alegar causa,
cuando estime conveniente, aún durante la suspensión del
contrato.—La parte que ejerce este derecho está obligada
a dar aviso previo a la otra, de acuerdo con las reglas si-
guientes: 1ro.— Después de un trabajo continuo no menor
de tres meses ni mayor de seis, con un mínimon de seis
días de anticipación"; Art. 72.—(Modificado por la Ley
Núm. 5603, del 16 de agosto de 1961, B. O. 85961. El patrono
que ponga término al contra por tiempo indefinido en ejecu-
ción del derecho de desahucio, pagará al trabajador un
auxilio de cesantía cuyo importe se fijará de acuerdo
con las reglas siguientes : lro.— Después de un tro-
bajo	

411
 contínuo no menos de seis meses ni mayor de

un año, una suma igual a 10 días de salarios"; que la sim-
ple lectura de los textos transcritos hace evidente, que las
personas ligadas a una empresa para una obra determina-

da no pueden reclamar prestaciones sin en la misma cuan-
tía que los trabajadores por tiempo indefinido, salvo una es-
tipulación especial en otro sentido en el contrato del re-
clamante; que como en la especie el recurrente sólo laboró
con la Empresa recurrida durante dos meses, según su
propia admisión al rechazar su demanda, en vista de los
textos ya citados, ha hecho una correcta interpretación de
la ley; que por lo expuesto precedentemente los medios se-
gundo y tercero del recurso carecen de relevancia, siendo
completamente indiferente que el documento suscrito y
el aviso de la compañía a la autoridad laboral sean de dis-
tintos momentos, o que la actuación de la Compañía equi-
valga o no a un despido, puesto que aún en el último caso,
el Código de Trabajo, como ya se ha dicho no prevee pres-
taciones exigibles en justicia;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Angel Defilippi, contra la sentencia
de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, de fecha 29 de julio de 1968, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE JUNIO DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
25 de septiembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Elia Mercedes Batista Abreu Vda. Durán y compartes
Abogado: Dr. Víctor Batista V. Valenzuela

Dios, Patria y Libertad'
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 30 del mes de Junio de 1969, años 126o.
de la Independencia y 106o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Elia
Mercedes Batista Abreu Vda. Durán, cédula 8075, serie 8,
dominicana, mayor de edad, de quehaceres domésticos, del
domicilio y residencia de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, parte civil constituída, por sí y sus hijos menores Jo-
seline del Carmen y Ramón Antonio Durán Batista, pro-
creados con su legítimo esposo Manuel Durán Paredes; Na-
zario Cruz, dominicano, mayor de edad, cédula No. 2187,

serie 47; Dionisio Díaz, dominicano, mayor de edad, cédu-
la 3923, serie 34; Tomás Trinidad Solis, dominicano, mayor
de edad, soltero, cédula 9597, serie 54; y Antonio Núñez,
dominicano, menor de edad... ; constituídos también en
parte civil y domiciliados igualmente en Herrera, Distrito
Nacional, contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha
25 de septiembre de 1968, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Víctor V. Valenzuela, cédula No. 13238,

serie 12, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, en fecha 7 de octubre de 1968, y en la cual
no se indica ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por su abogado, y en el cual se invocan los medios de
casación que más adelante se expondrán;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 5771,
de 1961; 191 del Código de Procedimiento Criminal; 1382
del Código Civil y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo de un choque ocurrido en la autopista Duar-
te, jurisdicción de La Vega, en fecha 4 de marzo de 1966,
entre el camión placa No. 54949, conducido por Rafael An-
tonio Núñez y el carro placa pública No. 27205, del que
era chofer Antonio Durán, quien resultó muerto al igual
que los demás pasajeros que en dicho vehículo eran trans-
portados ,la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
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cia se le descarga por no haber violado las disposiciones
de dicha ley; Se le declaran las costas de oficio; Cuarto:
s; rechaza la parte civil intentada por los señores Elia
Mercedes Batista Vda. Abreu, Nazario Cruz, Dionisio Cr'uz,
Antonio Núñez (Menor) y Tomás Trinidad Solís, a través
del Dr. Víctor Valenzuela, en contra de Francisco Valdez
y Rafael Antonio Núñez, por improcedente y mal fundada;
Quinto: Se rechaza la parte civil constituída intentada por
los señores Mercedes Tavares Vda. Rosario y su hija la me-
nor María Altagracia Rosario, a través de su abogado Dr.
Elpidio Reynoso y Dr. Guillermo del Monte, en contra de
Francisco Valdez por improcedente y mal fundada; Sexto:
Se condena a los señores Elia Mercedes Batista Vda. Abreu,
Nazario Cruz, Dionisio Cruz, Antonio Núñez (Menor) y
Tomás Trinidad Solís, al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas en provecho del Lic. Ramón B. Gar-
cía G., y del Dr. Julián Ramón Ramia, quienes afirman
haberlas avanzado en su mayor parte; Séptimo: Se conde-
na a Mercedes Tavares Vda. Rosario y María Altagracia
Rosario, al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Lic. Ramón B. García y el Dr.
Julián Ramón Ramia, quienes afirman haberlas avanzado
en su mayor parte"; por haber sido hechos conforme a la
Ley; Segundo: Confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida en la siguiente forma: "Primero: Acoge como bue-
nas y válidas las constituciones en parte civil intentada por
los señores Elia Mercedes Batista Abreu Vda. Durán, en su
calidad de cónyuge superviviente del finado Manuel Anto-
nio Durán Paredes y madre y tutora legal de los menores Jo-
seline del Carmen y Ramón Antonio, procreados en matri-
monio con dicho finado; Nazario Cruz y Dionisia Díaz, en sus
respectivas calidades de padres del finado Nazario Cruz;
Nersi de Ceballos, en su calidad de madre y tutora legal
de los menores Víctor Nazario, Boneida Frangelino y Nir-
ma Geone, hijos naturales reconocidos en el concubinato
con el finado Nazario Cruz hijo y Tomás Trinidad Solís, al
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mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó en
fecha 26 de mayo de 1967, una sentencia cuyo dispositivo se
transcribe en el de la ahora impugnada; b) que habiendo
recurrido contra la anterior sentencia tanto el Procurador
General de la Corte de La Vega, así como los actuales recu-
rrentes, la Corte de Apelación de La Vega dictó en fecha
25 de septiembre de 1968, la decisión ahora impugnada cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara re-
gulares y válidos, en la forma, los recursos de apelación
interpuestos por el Dr. Francisco José Núñez Gómez, Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Ve-
ga, a nombre del Magistrado Procurador General de esta
Corte de Apelación del Departamento Judicial de La Ve-
ga, por el Dr. Guillermo del Monte U., por sí y por el Dr.
Elpidio Reinoso, a nombre y representación de la señora
Ana Mercedes Tavares Vda. Rosario, viuda del señor Ra-
món Emilio Rosario y madre de la menor María Altagracia
Rosario Tavares, por el Dr. Víctor Valenzuela, a nombre y
representación de la señora Elia Mercedes Batista Vda.
Abreu, Nazario Cruz, Dionisia Díaz, Antonio Núñez y To-
más Trinidad Solís, contra sentencia dictada por la Segun-
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, de fecha 26 de Mayo de 1967,
cuyo dispositivo es el siguiente: "Primero: Se acoge como
buena y válida la constitución en parte civil intentada por
los señores Elia Mercedes Batista Vda. Abreu, Nazario
Cruz, Dionisio Cruz, Antonio Núñez (Menor) y Tomás Tri-
nidad Solís, a través del Dr. Víctor Valenzuela, en contra
de los señores Francisco Valdez y Rafael Antonio Núñez,
por ser regular en la forma; Segundo: Se acoge como bue-
na y válida la constitución en parte civil intentada por los
señores Mercedes Tavares Vda. Rosario y su hija la me-
nor María Altagracia Rosario a través de su abogado el Dr.
Guillermo del Monte y del Dr. Elpidio Reynoso, en contra
de Francisco Valdez, por ser regular en la forma; Terce-
ro; Se declara no culpable al nombrado Rafael Antonio Nú-
ñez del delito de violación Ley No. 5771, y en consecuen-
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calidad de cónyuge superviviente del finado Manuel Anto-
nio Durán Paredes y madre y tutora legal de los menores Jo-
seline del Carmen y Ramón Antonio, procreados en matri-
monio con dicho finado; Nazario Cruz y Dionisia Díaz, en sus
respectivas calidades de padres del finado Nazario Cruz;
Nersi de Ceballos, en su calidad de madre y tutora legal
de los menores Víctor Nazario, Boneida Frangelino y Nir-
ma Geone, hijos naturales reconocidos en el concubinato
con el finado Nazario Cruz hijo y Tomás Trinidad Solís, al
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través de su abogado el Dr. Víctor V. Valenzuela y Ana
Mercedes Vda. Rosario al través de sus abogados los Dres.
Elpidio Reynoso y Pedro Guillermo del Monte U., todos en
contra del prevenido Rafael Antonio Núñez, la parte civil-
mente responsable Francisco Valdez y la Cía. Aseguradora
Unión de Seguros, C. por A., por estar conformé a los
preceptos legales. Segundo: Declara no culpable al preveni-
do Rafael Antonio Núñez del delito de violar el artículo
lro. de la Ley No. 5771, en perjuicio de varias personas y en
consecuencia lo descarga de toda responsabilidad penal por
no tener culpa alguna en el accidente ocurrido con el ca-
mión que conducía y el carro manejado por Manuel Anto-
nio Paredes (fallecido). Tercero: Rechaza, por improceden-
te y mal fundadas las constituciones en parte civil intenta-
da por los señores Elia Mercedes Batista Abreu Vda. Du-
rán, en su calidad de cónyuge superviviente del finado Ma-
nuel Antonio Durán y madre y tutora legal de los menores
Joseline del Carmen y Ramón Antonio, procreados en ma-
trimonio con dicho finado; Nazario Cruz, Dionisia Díaz, en
sus respectivas calidades de padres del finado Nazario Cruz
hijo; Neris de Ceballos, en su calidad de madre y tutora
legal de los menores Víctor Nazario, Boneida Frangelino
y Nirma Geone, hijos naturales reconocidos en el concubi-
nato con el finado Nazario Cruz y Tomás Trinidad Solís y
Ana Mercedes Tavares Vda. Rosario.— Cuarto: Condena a
Elia Mercedes Batista Abreu Vda. Durán, Nazario Cruz,
Dionisia Díaz, Neris de Ceballos, Tomás Trinidad Solís y
Ana Mercedes Tavares Vda. Rosario al pago de las costas
civiles con distracción de las mismas en favor del Licdo.
Ramón B. García, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad";

Considerando que en apoyo de su recurso los recurren-
tes invocan los siguientes medios: Primer Medio: Desnatu-
ralización de los hechos; Segundo Medio: Contradicción de
motivos; Tercer Medio: Falta de base legal;
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Considerando que en el desenvolvimiento de los tres
medios de su memorial, que se examinan conjuntamente,
los recurrentes alegan, en síntesis, que el chofer del camión,
Rafael Antonio Núñez, declaró que el camión que condu-
cía ascendía la curva, en donde ocurrió el accidente cues-
ta que estaba mojada, por lo que no podía desarrollar ve-
locidad, y que el mismo chofer en apelación declaró que al
llegar a la curva citada, en vez de reducir la velocidad, lo
que hizo fue acelerar, manejando en tercera, cambio que
supone se puede llegar hasta 50 kilómetros por hora; que
la Corte a-qua pasó por alto que el exceso de velocidad y
el exceso de carga, según ella misma lo admitió en su de-
cisión, constituyen infracciones a las leyes del tránsito, y
sin embargo, no consideró dichas infracciones como causa
eficiente del accidente; que, por otra parte, la Corte a-qua
no podía, después de establecer que a consecuencia de las
infracciones antes citadas y por ella comprobadas, y des-
pués de ladearse el camión, ocupando "la cama y la carga
parte del espacio aéreo que corresponde a la otra vía, pro-
nunciarse en el sentido de que no hay a cargo del chofer
Núñez, causa generadora del accidente; pero,

Considerando que la Corte a-qua dió por eseablecido,
mediante la ponderación de los elementos de prueba que
fueron regularmente administrados en la instrucción de
la causa, que el día del accidente, el camión que manejaba
el prevenido, yendo de Bonao hacia La Vega, subía la lla-
mada Cuesta de Miranda, en donde la carretera forma una
curva y que el prevenido marchaba a su mano derecha
cuando apareció, en sentido contrario y a exceso de velo-
cidad, el carro placa pública manejado por el chofer Durán,
el cual fue a estrellarse hacia la parte media del camión
que ascendía la cuesta, con las consecuencias fatales que
ocurrieron, o sea el incendio del carro y la muerte de todas
las personas que en el mismo se encontraban; que sobre
tales comprobaciones la Corte a-qua pudo correctamentedeclarar, como declaró en su decisión, que no obstante el
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tales comprobaciones la Corte a-qua pudo correctamentedeclarar, como declaró en su decisión, que no obstante el



exceso de carga con que el prevenido subía la cuesta, el
accidente ocurrió "porque el conductor del automóvil ha-
bía perdido el control del mismo al desarrollar mucha ve-
locidad en una curva humedecida por la lluvia"; que como
se advierte de lo anteriormente expresado, y contrariamen-
te a lo que ha sido alegado, el exceso de carga que llevaba
el camión (lo que fue comprobado por la Corte a-qua) no
fue la causa eficiente del accidente, sino que la falta que
lo ocasionó incidió totalmente sobre el chofer del automó-
vil, lo cual demuestra que el alegato de desnaturalización
carece de fundamento; que finalmente en la decisión im-
pugnada no figura como comprobado que la carga del ca-
mión se ladeara y ocupara parte del espacio que correspon-
día al carro guiado por Durán, circunstancia ésta a la cual
los recurrentes atribuyen la ocurrencia del accidente; que,
además, el examen de las declaraciones que figuran en el
expediente no demuestra nue a las mismas se les haya dado
un sentido o alcance que no tienen; que, de consiguiente,
en el fallo impugnado no se ha incurrido en las violaciones
invocadas de desnaturalización de los hechos de la causa
ni contradicción de motivos; tampoco en el vicio de falta
de base legal, también invocado, pues como se consigna más
arriba, la decisión impugnada contiene motivos suficien-
tes y pertinentes que justifican su dispositivo y una rela-
ción tal de los hechos y circunstancias de la causa, que ha
permitido a esta Suprema Corte de Justicia ejercer plena-
mente sus facultades de control;

Considerando que en el presente caso no procede es-
tatuir sobre las costas porque la parte adversa no ha in-
tervenido para solicitarlo;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Elia Mercedes Batista Abreu Vda. Du-
rán y compartes, constituídas en parte civil, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de La Vega, de fecha 23 de septiembre le

1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del
presente fallo.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Lic.) Ernesto Curiel hijo.
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Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante el mes

de Junio de 1969.

A SABER:

FE DE ERRATA:

Recursos de casación civiles conocidos 	
Recursos de casación civiles fallados 	
Recursos de casación penales conocidos 	
Recursos de casación penales fallados 	
Recursos de apelación sobre libertad provisional

ami, bajo fianza fallados 	
1/1.11'Suspensiones de ejecución de sentencias 	

Defectos 	
Declinatorias 	
Desistimientos 	

dit. Resoluciones ordenando la libertad provisional
por haberse prestado la fianza 	

Juramentación de Abogados 	 	 2

, $

Nombramientos de Notarios 	 	 2
Resoluciones Administrativas 	 	 15
Autos autorizando emplazamientos 	 	 20
Autos pasando expedientes para dictámen 	 	 52
Autos fijando causas 	 	 40

222

Ernesto Curiel hijo,
Secretario General de la Suprema

Corte de Justicia.

ANTO DOMINGO, R.D.,
30 de Junio de 1969.

Las dos últimas líneas de la pág. 11 del Boletín Judi•1
cial No. 698, enero de 1969, debe decir:
"cil de Estrados de la Tercera Cámara Penaf del Distrito.
Nacional, mediante el cual la mencionada Compañía fue
emplazada para comparecer por ante la Segunda Cámara
Penal del Juz—"

21
19
16
21

1
2
2
7
1

1
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